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EDITORIAL

En este número de la Revista Venezolana de Análisis de Coyuntura hemos 
logrado reunir valiosas contribuciones sobre diversos aspectos de la coyuntura 
socieconómica venezolana. Se examinan temas como la pobreza, la distribu­
ción del ingreso y las políticas sociales, abordados con anterioridad en el 
Boletín de Indicadores Socioeconómicos y en los primeros números de esta 
revista. Como novedad, se presenta ahora el tema de la violencia, cuyo prota­
gonismo en la escena social justifica plenamente su incorporación en esta 
publicación.

La sección de artículos contiene primeramente cuatro trabajos presentados 
en el ‘Taller de Discusión sobre Violencia”, actividad organizada por el Instituto 
de Investigaciones Económicas y Sociales “Dr. Rodolfo Quintero”, reseñada en 
la sección de Eventos y actividades. María A. Banchs en su artículo sobre la 
violencia de género destaca la importancia de “abrir la puerta” de los hogares 
para dejar que salga a la luz pública la violencia oculta y silenciada. Tosca 
Hernández reflexiona en torno a los usos y abusos que se hacen de la ley de 
vagos y maleantes. Magally Huggins expone elementos fundamentales para la 
comprensión del fenómeno de la violencia en el país, particularmente en 
Caracas. Por último, dentro de este grupo de trabajos, Margarita López Maya 
presenta los primeros avances de su investigación sobre la protesta popular en 
la Venezuela contemporánea.

A continuación se incluyen dos contribuciones de indudable interés en el 
estudio de la situación social. Se trata del artículo de Augusto de Venanzi en 
relación con los distintos aportes al concepto de pobreza, particularmente en el 
caso venezolano, y el trabajo de Lourdes Urdaneta de Ferrán, donde se 
examinan las implicaciones para la distribución del ingreso del actual proceso 
de globalización de la economía mundial.

Sobre Política Social se presentan resultados de dos tesis de la Maestría en 
Seguridad Social: Política social y  tiempo libre de Yudi Chaudary y Política



social y  vejez de Arelis Ramírez. Dentro de esta misma área de política social 
se incluyen otra serie de artículos: el de Italo Oliveros acerca de los modelos de 
seguridad social; el de Carlos Febres y Giovanna Suárez, donde se comentan 
los resultados de una investigación sobre el desempeñóle funcionarios de las 
políticas sociales; el de Thaís Ledezma contentivo de un resumen de los 
resultados de una evaluación de procesos del Programa Ampliado Materno 
Infantil (PAMI) y, finalmente, el artículo de Fulvia Nieves dirigido al análisis de 
diferentes aspectos del financiamiento de la educación superior.

La última parte de la revista contiene secciones diversas. En la de 
Indicadores incluimos un informe de la situación socieconómica de la población 
venezolana. En las reseñas comentamos tres libros relativos a los temas 
violencia, alimentación y deportes y entre los eventos y actividades informamos 
sobré Talleres y Foros en torno a la violencia.

El Comité Editorial de la revista agradece sus observaciones, así como 
su colaboración y apoyo, las cuales serán tomadas muy en cuenta a los fines 
de mejorar y consolidar esta publicación.
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VIOLENCIA DE GENERO

María A. Banchs
Departamento de Psicología Social 

Escuela de Psicología, UCV

r e s u m e n

Este artículo intenta llamar la atención sobre la necesidad de hacer cumplir los compromisos 
que ha adquirido Venezuela en cuanto a las medidas que han de tomarse para prevenir y 
erradicar la violencia contra la mujer. Se presenta, por una parte, una breve síntesis de dos 
de los documentos aprobados por Venezuela en los cuales nos comprometemos a iniciar 
acciones para encarar este problema: la Convención Interamericana para Prevenir, Sancio­
nar y Erradicar la Violencia contra la Mujer y la Plataforma de Acción de la Cuarta 
Conferencia Mundial sobre la Mujer; por otra parte, se desarrolla una reflexión acerca de 
lo que significa la violencia de género; para ello se divide esta violencia en dos tipos: uno 
que suele pasar desapercibido y se designa como violencia subterránea y otro que es un 
tipo de violencia reconocido por todos, pero generalmente ocultado (violencia silenciada). 
En fin, se plantea la necesidad de resígnificar esa violencia, de reconocerla, de ponerla en 
palabras y de politizar a la sociedad permitiendo hacer público lo privado.

INTRODUCCION

A partir de la emergencia en los años sesenta, de nuevos grupos feministas 
abocados a ía defensa de los derechos de las mujeres, varios actores sociales 
se han ido incorporando progresivamente a estas discusiones: por un lado, y en 
estrecha vinculación con los grupos feministas, encontramos las Organizacio­
nes No Gubernamentales de Mujeres que en nuestro país se agrupan en la 
Coordinadora de Organizaciones No Gubernamentales de Mujeres; por otro 
lado, conseguimos las instituciones académicas que generan investigaciones y 
aspiran a la incorporación de la problemática de la mujer en los currículos de 
estudio a todos los niveles; en tercer lugar encontramos la participación de 
organismos internacionales como Naciones Unidas, Organización de Estados 
Americanos, Organización de Estados Iberoamericanos, Organización Mundial 
de la Salud, etc. y, por último, encontramos las instituciones gubernamentales, 
u organismos de igualdad creados en cada país. En Venezuela, por ejemplo, 
tenemos las diferentes Casas de la Mujer, la Comisión Bicameral de Derechos
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de la Mujer y el Consejo Nacional de la Mujer adeiYiás de Direcciones, Depar­
tamentos, Comisiones y Programas en diferentes organismos de gobierno.

La interacción entre estos actores no siempre es clara aunque, cada vez 
mas, la incorporación del trabajo de las ONG de mujeres al trabajo para mujeres 
en instituciones gubernamentales es un clamor compartido. Hace falta, ade­
más, articular el conocimiento teórico, metodológico y empírico producido 
desde la academia, al conocimiento práctico y estratégico producido desde las 
ONG e insertar ambos en las políticas gubernamentales. De ahí que en este 
trabajo, intentamos vincular al menos dos de esos eslabones alrededor de un 
tema de fundamental importancia como es la violencia hacia la mujer: nos 
referiremos por un lado a las prescripciones emanadas de dos instrumentos 
legales como son la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer y la Cuarta Conferencia Mundial sobre la 
Mujer y, por otro lado, intentaremos esbozar algunas de las facetas de la 
violencia hacia la mujer.

Para aclarar el título de este trabajo comenzaremos en primer lugar por 
definir lo que se entiende por género y por violencia de género, luego expon­
dremos brevemente los contenidos esenciales de los dos documentos legales 
arriba señalados y finalizaremos con una exposición acerca de algunas formas 
en que se manifiesta la violencia de género.

SOBRE LA CATEGORIA GENERO

Los estudios sobre la problemática específica de la mujer han adoptado 
desde la segunda mitad de la década del ochenta el nombre de estudios de 
género. La categoría género se ha prestado a múltiples interpretaciones y 
últimamente, con motivo de los preparativos para la Cuarta Conferencia Mun­
dial sobre la Mujer en Beijing, en nuestro país circuló a través de los medios de 
comunicación una versión que intentaba hacer creer que los estudios de género 
tienen por objeto la justificación de la escogencia de orientaciones sexuales 
entre las que se distinguieron cinco: hombre, mujer, bisexual, homosexual y 
lesbiana. Esta escogencia, además, se presentaba como el argumento de 
apoyo a la legalización de diferentes tipos de familias.

Esta versión sobre el significado de la categoría género es una creación de 
grupos fundamentalistas y ortodoxos cuyo objetivo expreso es detener los 
avances en las discusiones y agendas internacionales que abogan por la 
igualdad de oportunidades de hombres y mujeres y por el respeto de los 
derechos de la mujer. Mas allá de esta confusión, es cierto que la categoría 
género no ha sido definida de manera unívoca, y que por eso nrsmo se presta 
como vehículo para transportar intereses ajenos a su sentido original.

Uno de los primeros textos en los que se plantea esta categoría es el de 
Gayle Rubin, quien se refiere al "sistema sexo/género” y (o define como “el
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conjunto de arreglos por medio de los cuales una sociedad transforma la 
sexualidad biológica en productos de la actividad humana y dentro de los cuales 
estas necesidades sexuales transformadas son satisfechas” (1975, 159). Mas 
adelante la autora señala que “los sistemas de sexo/género no son emanacio­
nes ahistóricas de la mente humana; son productos de la actividad humana 
histórica” (1975, 204), por lo tanto son susceptibles de ser transformados.

En efecto, la categoría género intenta distinguir el sexo biológico, del sexo 
socialmente construido. Es nuestro sexo lo que nos hace machos o hembras. 
El género se refiere a todo el añadido sociocultural que se le atribuye al sexo 
biológico, es decir, al conjunto de ideas, representaciones, valores y normas 
sobre lo que es ser hombre o mujer, lo propio del niño y de la niña, de lo 
masculino y de lo femenino; siendo este un conjunto de construcciones cultu­
rales e históricas susceptibles de cambiar con el espíritu de los tiempos. Se 
propone entonces distinguir entre lo que implica biológicamente ser hembra o 
ser macho y lo que implica socioculturalmente ser mujer o ser hombre. El 
propósito de esta distinción es claro: se trata de separar lo biológico de lo social 
en virtud de que lo social ha sido interiorizado tan profundamente que se 
confunde con lo biológico. En virtud también de que lo biológico no es lo que se 
pretende cambiar (como quieren sugerir algunos), sino lo sociocultural.

Parte de la esencia de la categoría género es su carácter relacional. No es 
posible definir el género masculino sin vinculación con el femenino. Algunos 
aspectos dentro de estas relaciones han estado marcados por la oposición, se 
dice: “esas son cosas de hombre” o “son cosas de mujer”. Pero lo marcante de 
las relaciones de género es que son relaciones de poder, son identidades que 
manejan parcelas distintas de poder en los espacios público y privado. En fin, 
las relaciones de género no se deben desvincular de las relaciones de clase y 
de raza o etnia, porque no es lo mismo ser mujer negra y pobre que mujer 
blanca de clase media. No es igual la relación de una mujer de clase alta con 
un obrero, que con un hombre de su mismo estrato social. (Para más detalle 
sobre este punto ver Banchs, 1995.)

Según Breith “en la sociedad de clases las mentes de acumulación del poder 
de género y del poder de clase son las mismas, el origen del poder patriarcal 
y del poder clasista es el mismo y estas dos formas de poder se alimentan 
mutuamente (...). El patriarcado, portanto, tiene una base material que organiza 
la reproducción de la especie, la sexualidad, los comportamientos y normas, la 
crianza de los hijos y un conjunto de construcciones culturales ligadas al Poder, 
bajo un mismo proyecto estratégico de control de la propiedad y de los recursos 
para la reproducción cultural” (1993, 37). No es por tanto de extrañar que en 
este tipo de sociedad exista violencia específica de género.

VIOLENCIA DE GENERO

Con la expresión ‘violencia de género’ queremos significar aquella violencia 
que se desprende del hecho mismo de ser mujer o de ser hombre y que se dirige
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de un género hacia el otro. Aunque hay formas poco estudiadas de la violencia 
(generalmente psicológica) de la mujer hacia el hombre, la violencia mas 
frecuente y multifacética es la del hombre hacia la mujer. Así como el género 
no puede desvincularse de la clase, algunos autores plantean una estrecha 
vinculación entre la violencia estructural y la de género. De acuerdo con Breith 
(1993, 72) la violencia de género “forma un solo cuerpo con las injusticias 
estructurales y alimenta la lógica imperante de una cultura violenta donde se 
nos trata de acostumbrar al dominio de unos a otros como forma natural de vida 
y sustento ideológico de una sociedad de subordinación”. Para Kaufman esta 
violencia representa “muchas cosas a la vez. Es el hombre individual ejerciendo 
poder en relaciones sexuales y, al mismo tiempo, la violencia de una sociedad 
jerárquica, autoritaria, sexista, clasista, militarista, racista, impersonal e insen­
sata, proyectada a través de un hombre individual hacia una mujer individual” 
(en Breith, ibíd., 76). Es, podemos añadir, la violencia de una sociedad globa- 
lizada que nos empuja irremisiblemente hacia la competencia y el individualis­
mo a ultranza.

DISPOSICIONES LEGALES PARA PREVENIR Y SANCIONAR 
LA VIOLENCIA DE GENERO

A título de información somera, y para desconstruir la creencia de que la 
violencia de género es un invento de feministas fanáticas, vamos a comentar 
brevemente lo relativo a este tópico en los dos documentos mas recientes 
emanados de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erra­
dicar la Violencia contra la Mujer, conocida como Convención de Belém do 
Pará y la Plataforma de Acción de la Cuarta Conferencia Mundial sobre la 
Mujer.

Convención de Belém do Pará

Esta convención, suscrita por nuestro país en Belém do Pará en junio de 
1994, fue aprobada en el Senado en noviembre del mismo año, convirtiéndose 
desde entonces en legislación específica sobre la violencia contra la mujer. 
Consta de cinco capítulos y veinticinco artículos. El artículo primero del capítulo I 
define la violencia contra la mujer como sigue: “cualquier acción o conducta, 
basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o 
psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado”. En el 
capítulo II se definen todos los derechos protegidos para que la mujer lleve una 
vida libre de violencia. El capítulo III define los deberes del Estado, en él se 
conviene en “adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políti­
cas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia” (Artículo 7). Allí 
se alude a compromisos para establecer mecanismos legales, judiciales, admi­
nistrativos, así como a la necesidad de modificar patrones socioculturales, 
suministrar servicios adecuados de atención, concientizar a la población, difun­
dir a través de los medios de masa, investigar sobre el problema y crear
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programas de rehabilitación. El capítulo IV versa sobre Mecanismos Interame- 
ricanos de Protección y el capítulo V formula algunas disposiciones generales.

De esta síntesis apretada queremos recalcar lo siguiente: al formular la ley 
aprobatoria de esta Convención nuestro país asume la obligación de dar 
cumplimiento a todos esos mandatos. Por ello su texto debe ser divulgado y 
venezolanas y venezolanos debemos vigilar y hacer seguimiento a las acciones 
que el Estado emprenda para responder a ese compromiso. De lo contrario la 
ley es letra muerta.

Plataforma de Acción de la IV Conferencia Mundial sobre la Mujer

Esta plataforma de acción fue aprobada en Beijing en septiembre de 1995. 
Los objetivos estratégicos que específicamente tocan el tema que nos concier­
ne son los correspondientes al capítulo D:

D.1. Adoptar medidas integradas para prevenir y eliminar la violencia contra 
la mujer.

D.2. Estudiar las causas de la violencia contra la mujer y buscar métodos para 
elaborar estrategias de prevención.

D.3. Adoptar medidas especiales tendientes a eliminar la trata de mujeres y a 
prestar asistencia a las mujeres víctimas de la violencia derivada de la 
prostitución y la trata de mujeres.

Para el alcance de cada uno de estos objetivos se proponen una serie de 
medidas específicas que han de ser adoptadas por aquellos gobiernos que no 
plantearon reservas explícitas a este capítulo de la Conferencia, como es el 
caso de Venezuela. Algunas de ellas están contempladas ya en la Convención 
de Belém do Pará.

De este capítulo D relativo a la violencia contra la mujer, que comprende 
desde el párrafo 113 hasta el 131, vale la pena citar algunos fragmentos donde 
se exponen los motivos por los cuales este tema constituye una de las esferas 
de especial preocupación:

La violencia contra la mujer es uno de los mecanismos sociales fundamentales 
mediante los que se coloca a la mujer en una posición de subordinación frente 
al hombre. En muchos casos, la violencia contra las mujeres y las niñas ocurre 
en la familia o en el hogar, donde a menudo se tolera (...). [Las diferentes formas 
de abuso doméstico] no suelen denunciarse, por lo que son difíciles de detectar. 
Aun cuando se denuncien, a menudo sucede que no se protege a las víctimas 
ni se castiga a los agresores. (Párrafo 118).

La violencia contra la mujer es una manifestación de las relaciones de poder 
históricamente desiguales entre hombres y mujeres, que han causado la
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dominación de la mujer por el hombre, (...) dimana esencialmente de pautas 
culturales, en particular de los efectos perjudiciales de algunas pr’acticas 
tradicionales o consuetudinarias y de todos los actos de extremismo relaciona­
dos con la raza.'el sexo, el idioma o la religión que perpetúan la condición 
inferior que se asigna a la mujer en la familia, el lugar de trabajo, la comunidad 
y la sociedad. (Párrafo 119)

Interesa remarcar que, en lo relativo a la violencia, las declaraciones, 
objetivos y medidas que se formularon en esta Cuarta Conferencia reflejan un 
conocimiento detallado sobre el tema que amerita ser leído con detenimiento. 
Por otra parte, los moralismos y prejuicios sexuales compartidos por múltiples 
países, entre los cuales Venezuela no es una excepción, dieron lugar a prolon­
gadísimas discusiones en el Capítulo C, relativo a la Salud de la Mujer, capítulo 
éste con el mayor porcentaje de corchetes1 sometidos a decisiones. Esta 
circunstancia probablemente favoreció lo relativo a la violencia, ya que el 
documento recoge afirmaciones que generalmente el sentido común se niega 
a aceptar y que no fueron objeto de reformulaciones o de reservas, salvo en 
contadas excepciones.

¿CUANDO PODEMOS HABLAR DE VIOLENCIA DE GENERO?

Grosso modo podemos distinguir dos tipos de violencia de género:

Una violencia subterránea sobre la cual se apoya el reparto desigual del 
poder, es decir del acceso y control de recursos. La llamamos subterránea 
porque no suele ser percibida como violencia y una violencia explícita y reco­
nocida como tal, pero frecuentemente mitificada a través de su negación, de su 
ocultamiento, de su justificación o de la culpabilización de las víctimas.

Algunas expresiones de violencia subterránea 

1. Las diversas formas de discriminación

Si entendemos la discriminación como la asignación de un trato desigual a 
los componentes de un género privilegiando los intereses, oportunidades y 
derechos del otro, podemos considerar que cualquier forma de discriminación 
hacia la mujer es, en sí misma, un hecho violento. ¿Quién no se siente 
violentado cuando es discriminado? El problema es que ni los hombres ni las 
mujeres percibimos tales discriminaciones porque hemos interpretado estereo­
tipos y roles sexuales como emanaciones del sexo masculino y femenino y no 
como construcciones socioculturales e históricas de uno y otro género.

1. En las conferencias internacionales sólo se discuten los contenidos que han sido colocados 
entre corchetes en virtud de que los países no han logrado llegar a un acuerdo en las 
discusiones precedentes. En estas conferencias los contenidos no se aprueban por mayoría ni 
por votación sino unánimemente, aquellos países que mantengan desacuerdo tienen la alter­
nativa de formular por escrito reservas sobre esas decisiones.
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Ilustra esa discriminación el reforzamiento de estereotipos y roles sexistas 
en la socialización familiar, en la educación formal (ver Banchs, Lozada, Rodrí­
guez y Torres, 1994), en los medios de comunicación, así como la desigualdad 
de oportunidades en el campo laboral, profesional y en general en la esfera 
tanto pública como privada. Estas formas de discriminación son violentas en la 
medida en que contribuyen a consolidar en el imaginario social la creencia en 
la existencia de desigualdades entre mujeres y hombres, conduciéndonos a 
percibir fuerza y poder como atributos inherentes al hombre y debilidad y 
sumisión como características intrínsecas de la mujer. Hechos de cultura se 
hacen pasar como hechos de natura.

Baste señalar, algunos indicadores de esta discriminación en la esfera 
pública: aunque, a diferencia de otros países, la mujer venezolana participa en 
proporciones similares al hombre en el nivel de educación superior (ver Banchs, 
1994a) las estadísticas sobre su presencia en posiciones de poder y decisión 
muestran claramente su escasa posibilidad de acceder a estos niveles:

Aunque en Venezuela la proporción de Juezas supera desde 1989 a la dé 
Jueces, para 1990 sólo el 6,7% de la Corte Suprema de Justicia eran mujeres. 
Para 1992 el porcentaje de mujeres en Consejos Municipales era apenas el 
16,4%, en Alcaldías 6,4% y en Gobernaciones 0%. Para 1993 la mujer repre­
senta sólo el 12,6% de las Asambleas Legislativas, el 6,6% de la Cámara de 
Diputados y el 6,2% del Senado. Para 1994 sólo 8,3% de los Ministros eran 
mujeres (Conamu, 1994).2

En fin, un caso interesante en este renglón es el de la autodiscriminación de 
la mujer, que conduce a la violencia intragénero. Es decir, que las mujeres 
somos socializadas para agredirnos a nosotras mismas y agredir a nuestras 
congéneres. Este aspecto es de fundamental importancia y generalmente pasa 
desapercibido. Si lo propio de la socialización de los niños es que se les inculca 
el fantasma de la homosexualidad, cosa que no le sucede a la niña (el hombre 
siempre está obligado a demostrar que lo es, siendo penalizado cuando asume 
conductas que culturalmente se consideran de mujer), lo propio de la socializa­
ción de la niña es que se le inculca el fantasma de “la otra”, cosa que no sucede 
con los niños. El fantasma de la otra es el que nos conduce a ver en toda mujer 
a una rival potencial afectando dramáticamente las posibilidades de una autén­
tica solidaridad entre mujeres. Ilustra este fantasma las reacciones típicas de 
mujeres y hombres cuando se enfrentan con la infidelidad. La frustración, el odio 
o la agresión de la mujer en estos casos se dirige generalmente y en principio, 
hacia la otra y no hacia su pareja que le es infiel. En casos similares la 
frustración y el odio del hombre no se dirige hacia el otro, sino hacia su propia 
mujer. Esta forma como la sociedad nos enseña de manera mas o menos sutil

2. Las cifras han sido extraídas del Informe preliminar nacional IV Conferencia Mundial de la 
Mujer, elaborado por el Consejo Nacional de la Mujer (Conamu), hemos tomado como referen­
cia las fechas más recientes de los cuadros estadísticos.
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a competir con nuestro propio género es un obstáculo arraigado sobre el que 
se erigen resistencias al cambio. De ahí que no sea extraño conseguir que las 
principales opositoras a las medidas para mejorar las condiciones de la mujer 
en la sociedad sean ellas mismas. De ahí que las principales reproductoras de 
la ideología patriarcal en el proceso de socialización de hijos e hijas sean las 
mujeres.

2. Las leyes que contradicen la vida real

Aunque en la legislación venezolana se registran varios aspectos en los que 
la mujer es discriminada, nos vamos a referir en específico al tema mas temido 
y rechazado: el abono.

En este aspecto cabe preguntarse: ¿Es o no es violencia el que la mujer sea 
obligada a dar curso a un embarazo producto de una violación o de un incesto? 
Independientemente de que haya mujeres con tal solidez y madurez que logran 
realmente aceptar y amar un hijo o hija engendrado en tales circunstancias, no 
cabe duda de que debería considerarse como un derecho el que la mujer en 
este tipo de situación tenga la alternativa de decidir.

Por otra parte, vivimos en una sociedad abortiva, una sociedad que no ofrece 
a la inmensa mayoría, esto es, a las personas de sectores populares, la 
posibilidad de ser concientizadas sobre el ejercicio de una sexualidad respon­
sable, la información oportuna y adecuada sobre los métodos anticonceptivos 
y, menos aun, el acceso a los métodos de planificación familiar. Cabe entonces 
preguntarse si es o no es violencia el que esta sociedad que no da para 
planificar una familia, exija a las mujeres, muchas veces en condiciones de 
pobreza extrema, que traigan al mundo niños y niñas de los cuales no se 
pueden hacer responsables.

Esta misma sociedad que niega la educación sexual clara y sin tapujos a las y 
los adolescentes, aspira reducir la creciente tasa de embarazos precoces. Em­
barazos estrechamente vinculados al ocio forzado en que se encuentran muchí­
simos de nuestros jóvenes por ausencia de alternativas educativas y laborales.

Esta sociedad es abortiva en la medida en que expulsa de las instituciones 
educativas a las adolescentes embarazadas y luego las presenta como deser- 
toras del sistema educativo (las cifras siempre refieren las tasas de deserción 
escolar). ¿Es esta una forma de impulsar a muchas adolescentes a abortar?

En fin, esta es una sociedad hipócrita en la medida en que todas y todos 
sabemos que las adolescentes y mujeres de sectores medios y altos que 
deciden interrumpir sus embarazos son atendidas en clínicas privadas sin 
riesgos para su salud, mientras que las de sectores de menores recursos saben 
que intentar un aborto clandestino es algo que las coloca en riesgo de morir, 
pero se deciden a hacerlo porque saben que una vez al borde de la muerte
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serán recibidas en las instituciones de salud del Estado. ¿Es esta o no una 
forma de violencia donde claramente se vinculan género y clase social? ¿Qué 
medidas toma esa misma sociedad punitiva para obligar a los hombres que 
violaron, a pagar su delito, a los hombres que engendraron a hacerse respon­
sables de sus hijos? ¿Qué medidas toma para reducir los índices de consumo 
de alcohol estrechamente vinculados a las más variopintas formas de violencia 
masculina?

3. La atención en el parto

Dos tipos de violencia se registran vinculados al hecho de parir, la violencia 
de las clases media y alta consiste en el abuso con que se practican cesáreas 
para comodidad de las y los médicos. La violencia de las clases desposeídas 
consiste en los insultos y maltratos a los que con frecuencia se ven sometidas 
las mujeres en centros hospitalarios (ver para mayor detalle Sandner, 1993). La 
violencia compartida en todos los casos es la de la medicina oficial que inventó 
los partos horizontales para facilitar la tarea a los galenos, partos en los que la 
mujer es colocada en un rol de pasividad, en los que no es consultada sobre las 
decisiones que se toman, en los que con frecuencia se acelera el proceso 
natural con drogas (pitosín) para acortar el trabajo del equipo de salud.

Este último ejemplo sirve para ilustrar cómo, hasta en el rol en que la 
sociedad la alaba, la consagra y la enaltece, la mujer es con frecuencia víctima 
de violencia.

Aunque hay muchas otras formas de violencia soterrada que van desde 
algunos “piropos” degradantes hasta el significado de algunas groserías como 
nombrar la madre en caso de insulto o mencionar los genitales masculinos en 
caso de alegría (eso está “de pinga”). No pretendemos agotar aquí las diversas 
estrategias culturales que refuerzan en el imaginario simbólico la inferioridad de 
la mujer. Intentamos solamente desconstruir algunos significados que, a pesar 
de su transparencia, por ser tan cotidianos, no son percibidos en su verdadero 
sentido. Este ejercicio es necesario ya que, como dice Fernández Cristlieb 
(1987, 90-91), “cualquier acontecimiento vivido solo tiene existencia social en 
tanto exista un símbolo intersubjetivamente reconocido que lo designe, ie. 
cuando posee un significado comunicable. El proceso de ideologización consis­
te en destruir los símbolos que evocan significados: con ello se pierde la 
sociedad el sentido de la experiencia”. En nuestra sociedad los símbolos que 
evocan el significado de la discriminación hacia la mujer han sido destruidos y 
es necesario reconstruirlos para hacer que esa violencia pueda ser puesta en 
palabras, comunicable-, creíble y no interpretada como sesgos de feministas3 o 
como necesidad de las mujeres de aparecer como víctimas.

3. Tanto mujeres como hombres rechazan con frecuencia este tipo de discurso y, de estar en boca 
de pro feministas, suelen interpretarlo como exageraciones o posiciones polarizadas que 
responden a los intereses del feminismo más que a acontecimientos reales.
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Violencia silenciada

Esta segunda forma de violencia es reconocida por todos como tal, pero sin 
embargo es ocultada. Se trata de los casos de violación, de acoso sexual en el 
trabajo, de maltrato doméstico, de abuso sexual incestuoso, de trata de muje­
res. Nadie niega que estos sean actos de violencia y pocos ponen en duda que 
en la mayoría de estos actos el agresor es un hombre y la agredida una mujer. 
Sin embargo, en todos ellos se suele pensar que algo hizo aquella mujer para 
recibir tal maltrato. La violada se supone que se expuso, dijo “no” pero en 
realidad quería decir “sí” , o se vistió de manera tentadora o andaba sola por un 
lugar oscuro y peligroso. Datos de sentencias de violación demuestran clara­
mente que no es esto lo que sucede (Banchs, 1991a 1991b). El acoso sexual 
en el trabajo es silenciado, o disfrazado. Si los hombres sintieran que, al 
acosar mujeres ponen en riesgo su estabilidad laboral o su prestigio personal, 
con toda seguridad esta conducta disminuiría. El maltrato en pareja es defi­
nido como pelea de marido y mujer, asuntos privados en los que terceros no 
tienen por qué inmiscuirse. El abuso sexual incestuoso es simplemente “es- 
cotomizado”, nadie lo ve, nadie lo sabe, nadie lo cree y manifiesta en nuestro 
país indicadores alarmantes en cuanto a su posible existencia (ver Banchs, 
1994b).

Es llamativo, en efecto, el escaso número de denuncias en estos delitos 
que atentan contra la integridad de la persona y que sin embargo se definen 
en el Código Penal como delitos contra las buenas costumbres y buen orden 
de las familias. Inés Hercovich (1992) cuando trata de responder a la pregunta 
¿por qué callan las mujeres violadas?, describe el papel de las imágenes en 
bloque en este silenciamiento. Estas imágenes “reúnen y combinan las creen­
cias y las emociones ligadas a los hechos que angustian de forma tal que 
queden expulsados todos aquellos elementos de las representaciones del 
acto, el escenario y los protagonistas que puedan conmover y cuestionar las 
certidumbres apaciguadoras” (1992, 64). “La imagen en bloque funciona, al 
decir de Foucault, como orden de silencio, afirmación de inexistencia, y por 
consiguiente comprobación de que de todo eso nada hay que decir, ni ver, ni 
saber” (Ibíd., 69).

En los casos de abuso sexual incestuoso, hemos tenido la oportunidad de 
estudiar los múltiples mecanismos de defensa disociativos que son puestos en 
práctica por los miembros de la familia para negar/se la ocurrencia real de tal 
abuso. La certeza de que nadie les creerá, confirmada en la práctica cuando se 
atreven a develar el abuso del que están siendo víctimas, confina aún más a las 
jóvenes abusadas en su silencio, en “ese infierno de vida” como dice una de 
ellas (Banchs, 1994c).

Interesa subrayar aquí ese carácter oculto y ocultador de los hechos de 
violencia hacia la mujer, en la medida en que creemos, como algunos construc- 
cionistas, que uno de los objetivos de la psicología social como ciencia política,
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(que sin duda es), es devolver la voz a los oprimidos. Esa voz silenciada está 
comenzando a oírse en nuestro país, desde que se abrieron espacios en la 
década de los ochenta que permitieron a las víctimas recibir atención. Es así 
que, desde su trabajo en la Casa de la Mujer del Distrito Federal, Ofelia Alvarez 
comenzó a conocer, atender y sistematizar los casos de maltrato en pareja 
(1990, 1992); Beatriz Rodríguez realizó, en vinculación con el trabajo de 
Alvarez, un estudio epidemiológico sobre la violencia doméstica en el área 
metropolitana (1992); en AVESA (Asociación Venezolana para una Educación 
Sexual Alternativa) se comenzaron a atender casos de violación y a fomentar 
la investigación sobre el tema (Banchs, 1991a y 1991b; Huggins, 1991) inves­
tigación ésta que nos condujo de la mano al estudio del abuso sexual incestuo­
so (Banchs, 1994b). Así mismo en diferentes partes del país se fueron abriendo 
progresivamente Casas de la Mujer donde se ofrecen espacios para la atención 
de estos casos de violencia.

En nuestra opinión, si hay algo que caracteriza la situación de la violencia 
hacia la mujer en esta década de los noventa, es el develamiento de la violencia 
privada, aquella que se produce en el seno del hogar y que había sido hasta 
ahora la más silenciada. Podemos interpretar este hecho, siguiendo a Fernán­
dez Cristlieb, como un proceso de politización, politizar es, para él, hacer 
público lo privado, “comunicar lo incomunicable, hacer que las experiencias que 
se vivencian como personales o privadas puedan ocupar un lugar en la esfera 
pública con el objeto de ser debatidas. En términos intersubjetivos, el proceso 
politizador consiste en una actividad de simbolización y resimbolización, signi­
ficación y resignificación” (1987, 75). En el caso de la violencia de género, 
resignificarla, resimbolizarla, implica desculpabilizar a la mujer, resignificar el 
sentido socialmente arraigado que esta violencia tiene, desconstruir los meca­
nismos sobre los que se apoya su ocultamiento y su negación. Estimular a la 
mujer-víctima a que denuncie, oír su voz, y sobre todo creerle hasta tanto no se 
demuestre lo contrario, invertir la carga de la prueba: debe ser el agresor el que 
tenga que demostrar su inocencia y no la agredida la que tenga que demostrar 
su ultraje.

A MANERA DE CONCLUSION

El tema que hemos abordado aquí tiene demasiadas aristas como para ser 
agotado en un espacio tan reducido. Cada uno de los puntos desarrollados 
debe ser en sí mismo objeto de un análisis detallado. No queremos dejar la 
impresión de que la mujer, en su condición de subordinada, es víctima, siempre 
víctima y, sólo eso. Por otra parte, como puntualiza Saffioti “la relación de 
dominación-explotación no presume el total apabullamiento del personaje que 
figura en el polo de dominada-explotada. Integra esta relación de manera 
constitutiva la necesidad de preservar la figura subalterna. Su subalternidad no 
significa ausencia de poder aunque en dosis muy desiguales” (1992, 184). Se 
trata pues, de una resignificación de las relaciones inter e intra género y de una 
distribución más equitativa de las parcelas de poder.
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¿De qué manera pueden resultar útiles a este propósito los instrumentos 
legales con los cuales ya contamos? En primer lugar, estos instrumentos 
significan el reconocimiento de la existencia de esa violencia. Este reconoci­
miento hace visible lo que hasta ahora ha estado “invisibilizado”, siendo éste el 
primer paso indispensable para que la sociedad comience a tomarla en cuenta. 
En segundo lugar, estos instrumentos representan compromisos del país con 
sus mujeres, compromisos éstos que no podemos permitir se conviertan en 
letra muerta. Por lo tanto, quienes trabajamos en los problemas de género 
debemos vincular a mujeres y hombres en la lucha por un mundo mejor, más 
igualitario y justo y responsabilizarnos porque esos compromisos se materiali­
cen en políticas, programas y acciones concretas desde los diversos espacios 
públicos. El camino es largo y con no pocos tropiezos; sin embargo, en el caso 
de la violencia de género, como dice el poeta: “caminante no hay camino, se 
hace camino al andar”.
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LA IDEALIZACION 
DE LA LEY DE VAGOS Y MALEANTES1

Tosca Hernández
C o o r d in a d o r a  d e l  D o c t o r a d o  en  C ie n c ia s  S o c ia l e s , U C V

r e s u m e n

Se trata de mostrar aquellas condiciones que han permitido trasmutar en idealidad lo “real 
verdadero", presentes en la Ley sobre Vagos y Maleantes y en su aplicación. El artículo se 
fundamenta en los resultados de dos investigaciones. La primera muestra cómo, a través de 
la lectura hermenéutica de la Ley sobre Vagos y Maleantes, se devela de qué manera el 
discurso de prevención puede encubrir el de castigo, donde reside la convicción. La 
segunda, sobre los operativos policiales extraordinarios basados en dicha Ley, pone de 
manifiesto cómo el discurso que aduce la resolución del problema de la delincuencia 
encubre el de la inconstitucionalidad, la atentación de los Derechos Humanos y, como 
corolario, la instauración de la espiral de la violencia. Finalmente, se argumenta a favor de 
la derogación de la Ley sobre Vagos y Maleantes y de una reconstrucción de sentido de las 
políticas de prevención delictiva.

INTRODUCCIÓN

Comenzaremos reconociendo que el título de esta ponencia no nos perte­
nece, sino que fue elegido por los organizadores de este evento; sin embargo 
no hubiésemos podido pensar en ninguno mejor que éste, para expresar con 
una palabra, idealización, la manera cómo el discurso dominante que circula 
socialmente (en las esferas gubernamentales, en las instancias policiales, 
judiciales, en la prensa) trata a la Ley sobre Vagos y Maleantes.

Si apelamos al diccionario,2 ‘idealizar es elevar las cosas sobre la realidad 
sensible por medio de la inteligencia o la fantasía’ y una de las acepciones de 
lo ‘ideal’ es ‘perteneciente o relativo a la idea [...] que no es físico, real y

1. Ponencia presentada en la VI Convención Nacional de Prevención del Delito, (Coro, abril de 
1996).

2. (DRAE: Diccionario de la Lengua Española; Real Academia Española).
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verdadero, sino que está en la fantasía'. Y eso es lo que se ha hecho con la Ley 
sobre Vagos y Maleantes, “elevarla sobre la realidad sensible por medio de la 
fantasía”; es no referirse a ella en lo que tiene de ‘real y verdadero-’, sino en lo 
que la fantasía ha hecho de ella.

Esta idealización la encontramos en los dos tipos de contextos discursivos 
desde los cuales, de una manera secuencialmente histórica, se ha hablado y se 
habla de esta Ley: primero, el de la prevención; y segundo, el de la resolución 
del problema de la delincuencia.

El discurso de prevención es el más antiguo y ha sido el fundamentador del 
propio texto de la Ley sobre Vagos y Maleantes, al concebirla como una ley 
administrativa que actúa en el campo jurídico-penal como medida de seguridad 
pre y post delictual, que fundamenta sus categorías en la noción de peligrosidad 
social y cuyas sanciones tienen un fin preventivo. El segundo, de desarrollo más 
reciente (aparece desde el primer gobierno del llamado período democrático) es 
el que considera que la aplicación de esta Ley constituye la solución del 
problema de la delincuencia; es el discurso que surge como respuesta cada vez 
que se percibe un auge de la delincuencia o que un hecho delictivo (por las 
características de violencia que manifiesta, la categoría social de las víctimas 
involucradas, etc.) crea alarma social.

En la actualidad, ambos discursos se nutren entre sí, especialmente desde 
que ha aparecido (en estos últimos años) un nuevo discurso que critica la Ley. 
De esta manera encontramos a penalistas y criminólogos que consideran esta 
Ley inconstitucional, principalmente por atentar contra la garantía de libertad 
individual, y han introducido en 1985, ante la Corte Suprema de Justicia, una 
petición derogatoria. Así mismo, grupos defensores de los Derechos Humanos 
han estimulado su discusión pública y solicitado su derogación, por atentar 
contra estos derechos. Dentro de esta polémica han surgido tres vertientes de 
opinión: una, que apoya la Ley como medida preventiva y por ser indispensable 
para la “lucha contra la delincuencia"; otra, que ha propuesto su modificación, 
a fin de hacerla constitucional; mientras que otras voces han pedido su deroga­
ción ya que su aplicación viola los derechos humanos. En las dos primeras lo 
implícito es que si la Ley se elimina aumenta la delincuencia; mientras que la 
tercera, al surgir como respuesta crítica a los operativos policiales, la incluye, 
sin distinguirla, en la misma reprobación.

Criticar la Ley sólo desde su inconstitucionalidad obvia el hecho de su 
potencialidad para ser idealizada, no logrando romper con esta misma línea de 
argumentación, es decir, continuar refiriéndose a la misma según lo que «la 
fantasía» ha hecho de ella.

El objetivo de esta ponencia es tratar de hacer evidentes las razones que 
han hecho posible esta transmutación en idealidad de lo «real y verdadero» 
presente en la Ley y en su aplicación y desde allí intervenir argumentativamente
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en las discusiones sobre la necesidad de su permanencia, modificación o 
derogación. Para ello nos fundamentaremos en los resultados obtenidos en dos 
investigaciones realizadas, una, sobre la Ley propiamente dicha y su aplicación, 
y la otra, referente a los operativos policiales puestos en práctica en estos 
últimos treinta y cinco años (Hernández, 1977; e id., 1989).

Trataremos, así, de poner en evidencia lo que de «real y verdadero» se 
encubre idealmente, en primer lugar, con el discurso de prevención presente en 
la Ley sobre Vagos y Maleantes y en segundo término, en el desarrollo de los 
operativos policiales en la resolución del problema de la delincuencia. Final­
mente, discutiremos las principales alternativas propuestas para solventar su 
inconstitucionalidad y argumentaremos a favor de su derogación desde el 
develamiento de su potencialidad de idealización.

LA IDEALIZACIÓN DE LA LEY SOBRE VAGOS Y MALEANTES 
QUE SE SUSTENTA EN EL DISCURSO DE PREVENCIÓN

Como anteriormente dijimos, la Ley sobre Vagos y Maleantes es concebida, 
desde el inicio, como una medida de seguridad social, de tipo administrativa, 
que actúa en el campo penal. Ello significa que tiene como finalidad la preven­
ción de la delincuencia mediante sanciones (y no penas) aplicables a sujetos 
cuyos comportamientos -delictivos o no-, indiquen peligrosidad social. Sancio­
nes cuyo fin último es lograr la adaptación del sujeto a la vida sociai. El 
presupuesto es la “peligrosidad” a partir de la cual la sanción es considerada 
preventiva y terapéutica, siendo su duración, por consiguiente, proporcional a 
la “peligrosidad” atribuida al sujeto. Es importante señalar que, como medida de 
seguridad, la Ley sobre Vagos y Maleantes incorporó (desde el momento de su 
aprobación) a través del concepto de peligrosidad social, una nueva fundamen- 
tación filosófico-ideológica en la justificación de la normatividad jurídica penal 
venezolana.

Para la aplicación de una medida de seguridad es necesario, desde el 
discurso ideal, que existan las pruebas de la “peligrosidad social” basado en lo 
definido en las categorías de vagos y maleantes y de otros indicadores comple­
mentarios; así como también fundamentarse en estas pruebas al decidir la 
duración de la sanción (medida de seguridad) y el tratamiento necesario para 
su adaptación social, es decir, para su reingreso e incorporación armónica a la 
sociedad. Pero veamos más de cerca lo «real y verdadero» de esta argumen­
tación.

Hemos dicho que, para el establecimiento de las medidas de seguridad es 
requisito previo la categorización de comportamientos (delictivos o no) que 
presupongan la existencia de peligrosidad y su complementación con otros 
indicadores para establecer la medida de seguridad. El problema, sin embargo, 
reside en que constatamos (Hernández, 1977) que la noción de peligrosidad 
social es imprecisa (siempre se refiere a un “algo” inherente al individuo), aun
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en aquellas definiciones consideradas “científicas" (al respecto v. ibíd., primera 
parte) lo cual repercute en la elaboración de las categorías de sujetos peligrosos 
y en los indicadores incorporados para la valoración diferencial. Así, del análisis 
hermenéutico que hicimos a las distintas categorías teóricas de sujetos peligro­
sos y de los indicadores complementarios encontramos que la imprecisión del 
concepto de peligrosidad social permitió:

a) La justificación racional y emocional de nuevos mecanismos de control, 
con su apariencia de concepto científico humanitario.

¿>) Extender su indefinición a la mayoría de las categorías, abriéndolas a 
múltiples interpretaciones y combinaciones, con la única constante de la pre­
sunción de daño social fundamentada en prenociones respecto a la normalidad/ 
anormalidad de tales comportamientos. De esta manera se permite la adapta­
ción de la noción (peligrosidad social), a través de las categorizaciones legales, 
a las variaciones histórico-ideológicas de cada sociedad.

c) Incluir en las clasificaciones categorías con significaciones distintas (con­
ductas y estados orgánicos), autorizando la transferencia de la “anormalidad 
natural”, connotada por las condiciones orgánicas, a las conductas, (sin ningún 
cambio en la semántica del discurso) y con ello, la certeza de lo “anormal” en 
las mismas.

d) Vaciar de contenido histórico-social a los comportamientos que con 
mayor precisión se han categorizado (vagos, reincidentes, mendigos), mitifi­
cándolos.

e) Permitir que los aspectos incorporados para la valoración diferencial 
individualizadora de la peligrosidad en los sujetos operen de una manera 
circular y redundante con los prejuicios contenidos en la noción y en las 
categorías de sujetos peligrosos.

Cuando analizamos las categorías de vagos y maleantes contenidas en la 
Ley, encontramos que la noción de peligrosidad social fue entendida por 
nuestros legisladores como inherente a la norma penal existente, y por ende, 
con una función reafirmadora de la valoración normativa penal. No se debe 
entonces al azar, que el 71% de las subcategorias de comportamientos que 
definen a los vagos y maleantes sean hechos punibles, la mayoría de ellos 
considerados faltas en el Código Penal. Lo social fue asumido como sinónimo 
de lo público, por lo tanto, los “hechos” a sancionar se seleccionaron, principal­
mente, de aquellos punibles que, según el Código Penal, se definían contrarios 
al orden y a la moral pública. Con ello reafirmaron la naturalización del control 
del Estado al mismo tiempo que el “daño” ocasionado por esos comportamien­
tos, al imponerles el atributo de “anormalidad” con la denominación de peligro­
sos sociales.
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Otro aspecto importante a destacar del análisis de las categorías de vagos 
y maleantes es que en los mismos se cristalizan valoraciones socialmente 
discriminatorias, cuya consecuencia, es que su aplicación va dirigida a los 
grupos sociales económicamente más desposeídos.

La habitualidad constituye el único aspecto introducido como complemento 
para la valoración de peligrosidad en los sujetos, y es el único elemento 
“objetivo” diferenciador respecto al hecho punible. Es, asimismo, posible 
prever que esta habitualidad se materialice, la mayoría de las veces, en 
«antecedentes penales y judiciales». Así, en esta Ley, a pesar de seguirse 
sustentando su aplicación en el concepto de peligrosidad social, se sigue 
mirando más al «hecho» que al individuo y éste sólo se mira en «la habitua­
lidad».

Podríamos, entonces, establecer como primera conclusión que, es en el 
concepto de peligrosidad social, que fundamenta la Ley sobre Vagos y Malean­
tes, donde se sustenta la idealización de la misma, en el doble proceso de 
encubrir y  evidenciar lo «rea! y  verdadero» de su función.

A fin de comprender mejor esta dinámica de transmutación en la represen­
tación social de la Ley, expondremos de inmediato los resultados obtenidos, por 
una parte, de su análisis histórico y, por la otra, de su aplicación.

1. EL ANÁLISIS HISTÓRICO DE LA LEY

Ya en la exposición de motivos de la primera Ley de Vagos y Maleantes 
(1939) ésta es considerada una ley especial complementaria del Código Penal, 
cuya finalidad es la de modificar las condiciones de los peligrosos sociales anti- 
delictum. En su concepción se mantienen constantes las principales caracterís­
ticas de las medidas de seguridad, a saber: su fundamentación en la noción de 
peligrosidad social y, su finalidad preventiva, en la concepción de sanciones.

La noción de peligrosidad social es incorporada en Venezuela, en el campo 
juridico-penal, en el momento en que se empiezan a crear las bases superes- 
tructurales del denominado Estado Social, como respuesta política a la nueva 
reinsercíón del país al sistema económico capitalista occidental; reinserción 
originada por la explotación petrolera.

Se encuentra así, que la primera Ley sobre Vagos y Maleantes fundamen­
tada en la noción de peligrosidad social se crea y funciona como instrumento 
ideológico reafirmativo de justificación política. Es posible idealizarla, de esta 
manera, pues mitifica en sus categorizaciones comportamientos que evidencia­
ban las contradicciones de la Venezuela que inauguraba el petróleo y la riqueza 
(las migraciones internas por motivos económicos y el surgimiento de la “mar- 
ginalidad social” én las ciudades se iniciaron durante ese período); y al mismo
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tiempo hace percibir un Estado humanitario y “moderno” que sanciona para 
“curar”, en aras de la protección social.3

Pero encontramos que su funcionamiento como instrumento represivo se 
nos muestra, en esta primera ley, ineficaz. Sus mismos creadores formados en 
el Derecho clásico, respondieron cautelosamente ante esta nueva fundamen- 
tación legal, percibiéndola “peligrosa” para los derechos de libertad individual y, 
por lo tanto, obstaculizaron el procedimiento de aplicación. Así, se estableció 
para la misma un proceso de cuatro instancias que combinaba instancias 
administrativas y judiciales. Con este complejo procedimiento se buscaba 
«alejar los abusos y desaciertos en la aplicación de la ley». No puede olvidarse 
que la época de la dictadura gomecista estaba aún muy cercana y había que 
garantizar, por lo menos mediante intención explícita, la respetuosidad del 
Estado a los derechos de libertad individual.

Pero también debe tomarse en cuenta que la ley no surge como respuesta 
a un auge delictivo, para ese entonces inexistente, sino respondiendo a la 
estructura ideológica emergente en la dimensión político-jurídica. Es sólo en la 
modificación introducida en 1943 cuando la ley complementa su funcionalidad 
y se hace también un instrumento represivo para una criminalidad en ascenso. 
En esa modificación se hace más expedita su aplicación (sólo instancia admi­
nistrativa) y se incluye una nueva medida correccional privativa de libertad, a 
saber, las colonias de trabajo fijas o móviles.

Este análisis nos ha permitido constatar que aún cuando la idealización de 
la Ley posibilita su fundamento en el concepto de peligrosidad social, la manera 
cómo esta opera y lo que encubre y evidencia depende de su inserción 
funcional en el campo penal y  de los contextos históricos específicos de su 
aplicación.4

2. LA APLICACIÓN DE LA LEY SOBRE VAGOS Y MALEANTES

Como anteriormente afirmamos y según el discurso legal e ideal, esta es una 
ley administrativa (es el Poder Ejecutivo, a través de los Jefes Civiles, los 
Gobernadores y el Ministro de Justicia, el facultado para aplicarla), de índole 
preventiva, a través de la cual no se castiga el cometimiento de un hecho 
punible, sino la manifestación conductual de una supuesta peligrosidad social 
en el individuo.

Sin embargo, observamos que la transmutación de «lo real-verdadero» en 
«fantasía» ocurre cuando la mayoría de sus categorizaciones se fundamentan 
en «hechos punibles» considerados como faltas en el Código Penal, pero que

3. Es importante señalar que durante ese período se aprueban las primeras leyes de Protección 
al Menor y del Sistema Penitenciario.

4. Esto es lo que constantemente nos demuestra la Sociología Jurídica.
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al ser incorporados a esta Ley pierden su condición de “hecho punible” 
transformándose en síntoma de “peligrosidad” en el sujeto. Es por ello que por 
medio de esta Ley una persona puede ser detenida aduciendo orden escrita 
del funcionario autorizado,5 pero al no ser la comisión de un hecho punible lo 
que origina la detención, no tendrá sumario al cual tener acceso ni tampoco 
existirán los medios de defensa «tan pronto se ejecuta el acto de detención».6 
Así, estando detenido tendrá tres días para evacuar testigos, no siendo 
obligatorio que sea asistido por un abogado defensor, y en un máximo de 
cincuenta días será sentenciado, pudiéndosele privar de libertad hasta por 
cinco años.

Sin embargo, esta privación de libertad es considerada una «medida de 
seguridad» anti delictum y los lugares en donde son recluidos se denominan 
casas de reeducación y trabajo, colonias agrícolas correccionales y colonias de 
trabajo.

Del estudio hecho a los expedientes de los recluidos por vagos y malean­
tes en la Casa de Reeducación y Trabajo Artesanal “El Paraíso" (Hernán­
dez, 1977, 77-106) encontramos que las consecuencias, en la práctica (lo 
real-verdadero), de lo implícito en las categorizaciones de sujetos peligrosos 
son las siguientes: En primer lugar, que las medidas privativas de libertad de 
la Ley sobre Vagos y Maleantes sólo se aplican a sujetos con antecedentes. 
Por lo tanto, la Ley funciona en la práctica como reafirmadora de la estigma- 
tización producida por las otras leyes penales y  policiales, agregándoseles 
el atributo de “anormales", al imponérseles ¡a denominación de ‘peligrosos 
sociales’. En segundo término, que la Ley sobre Vagos y Maleantes funciona 
muchas veces como sustituto del Código Penal. En tercer lugar, que la 
puesta en práctica de movilizaciones policiales denominadas redadas u 
operativos, permite el funcionamiento represivo de esta Ley sobre sujetos 
que, en el presente, no manifiestan comportamientos sancionables por 
alguna Ley, si en sus prontuarios existen antecedentes. Esto nos permite 
afirmar que la Ley debe actuar como un factor criminògeno, contrariamente 
a sus objetivos explícitos de prevención de delitos. En cuarto lugar, esta Ley 
permite extender sanciones privativas de libertad a conductas no delictivas 
y la pena a sujetos ya setenciados por delitos. En quinto lugar, la Ley 
funciona en la práctica discriminatoriamente dirigida a los grupos sociales 
económicamente menos favorecidos. Finalmente, volvemos a comprobar 
que la indeterminación de la noción de ‘peligrosidad social’ permite también 
en su aplicación, la definición ad infinítum de la manifestación de peligrosos 
sociales, dependiendo siempre de las necesidades ideológicas y/o represi­
vas de momentos históricos determinados.

5. En estos casos se interpreta como tal la orden de ejecución del operativo por “autoridad 
competente".

6. Tal y como lo contempla el Art. 60 de la Constitución Nacional.
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Así, estas comprobaciones nos indican que lo «real-verdadero» es que «La 
Ley sobre Vagos y Maleantes se nos muestra, como un simple instrumento de 
castigo y la distinción entre medidas privativas de libertad y las penas privativas 
de libertad se nos aparecen como la de un signo con diferentes significantes 
pero con una misma significación. La creencia rehabilitatoria o correccional sólo 
se da al nivel del discurso, como justificación, para ocultar el castigo donde 
reside la convicción». (Hernández, 1977, 112)

LA IDEALIZACIÓN QUE SE SUSTENTA 
EN LOS OPERATIVOS POLICIALES

Con la puesta en práctica de operativos policiales la Ley sobre Vagos y 
Maleantes completa su máxima funcionalidad represiva y al mismo tiempo, su 
idealización. Hemos constatado (Hernández, 1989) que la Ley sobre Vagos y 
Maleantes es el instrumento que permite a los operativos policiales (ordinarios 
y extraordinarios), la detención masiva y “legal” de supuestos delincuentes. Así, 
la idealización de la Ley se ha ido construyendo al unísono con la necesidad de 
la realización de estos operativos policiales frente al auge delictivo.

Pero cuando observamos lo que ocurre en la utilización de la Ley sobre 
Vagos y Maleantes en el desarrollo de estos operativos policiales se logra 
evidenciar cómo opera lo «real-verdadero» de la misma. Así encontramos que 
en la actualidad, cuando se realizan operativos policiales, los detenidos por 
«vagos y maleantes» son usualmente aquellas personas que no trabajan 
(vagos) o que tienen antecedentes policiales, correccionales o penales.

Se detienen por «vagos» (no trabajan) a aquellas personas que no tienen 
referencias de trabajo.7 Si se toma en cuenta que tanto las redadas como los 
otros operativos son usualmente realizados en los considerados “barrios” de la 
ciudad, serán muchos los detenidos, pues es allí donde abundan los desem­
pleados (vagos), no por su propio deseo, sino como resultado de la situación 
socio económica que vive el país.

Detener por antecedentes lo permiten los apartes g),h )y n) de las categorías 
de maleantes. Los dos primeros, invocados con mucha frecuencia para detener 
y enjuiciar a una persona, se refieren a: «Los condenados dos o más veces por 
delitos contra la propiedad» (L.V.M., aparte g) y «los sindicados dos o más 
veces por delitos contra la propiedad y en cuyo poder se encuentran llaves 
falsas o deformadas.» (L.V.M., aparte h). Si tomamos en cuenta que la delin­
cuencia común o el “hampa”, como usualmente se le designa, es definible como 
aquella que comete delitos contra la propiedad en lugares públicos (que en

7. Esta es una de las razones que con mayor frecuencia se aduce para aplicar la Ley sobre Vagos 
y Maleantes y ello lo permite el aparte a) del Art. 2o. que dice: “los que h^bitualmente y sin 
causa justificada no ejerzan profesión u oficio lícito y que por lo tanto constituyen una amenaza 
para la sociedad”.
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muchos casos se ven acompañados también por delitos contra las personas), 
podemos estar seguros de que cualquier persona detenida en las redadas u 
otros operativos “extraordinarios”, que presente antecedentes en la comisión de 
delitos contra la propiedad, será de inmediato un “sospechoso hampón” a quien 
fácilmente se le podrá aplicar la Ley de acuerdo a estas categorías.

El aparte n) se refiere, entre otras «conductas reveladoras de inclinación al 
delito», a «la comisión reiterada y frecuente de faltas o contravenciones policia­
les». Si se toma en cuenta la multiplicidad de detenciones que en los barrios de 
la ciudad permite la condición de “desempleado”, y la frecuencia de operativos 
en esas zonas, serán muchas las personas a quienes se les debe haber ido 
creando su prontuario de antecedentes policiales y, con ello, el perfil de 
maleante que los convierte en los eternos detenidos.

Este patrón de selectividad socialmente discriminatorio, que se presenta en 
la ejecución de estos operativos, corrobora lo que habíamos determinado 
cuando analizamos las connotaciones implicadas en las categorías de vagos y 
maleantes, a saber: que mitificaba la “pobreza", vaciándola de todo contenido 
socio-histórico (Hernández, 1977, 112); y ahora también sabemos que, al 
mismo tiempo se sirve de ella para reprimir selectivamente.

A manera de síntesis se puede afirmar que para la realización “exitosa" de 
estos operativos (lograr detenciones masivas) resulta muy efectiva la aplicación 
de esta Ley, pues permite una rápida detención y enjuiciamiento, junto a la total 
indefensión del detenido, así como también, una selectividad social coincidente 
con la idea estereotipada del “delincuente común”. De esta manera se nos 
evidencia que la máxima funcionalidad y sentido de la existencia de esta Ley es 
su utilidad para el sistema gubernamental, en especial los gobernadores, al 
facilitarles sus campañas de “ley y orden”.

Pero en una historia de treinta y cinco años de operativos policiales es fácil 
constatar que estos operativos no acaban con el auge delictivo y, sin embargo, 
continúan poniéndose en práctica, legitimándose, legitimando a su vez el orden 
de dominación existente. El “éxito” parece residir en las detenciones masivas de 
los supuestos delincuentes, existiendo para ello un razonamiento simple donde 
se inscribe el sentido común, a saber: “mientras más personas son detenidas 
y encarceladas, por lo tanto lógicamente delincuentes, mayor mi seguridad 
personal, pues menor será el número de delitos cometidos”. Como anteriormen­
te indicamos es la Ley sobre Vagos y Maleantes la que permite estas detencio­
nes masivas que ilusoriamente satisfacen el deseo social de acabar con la 
delincuencia, siendo en esta creencia donde se sustenta su idealización.

EL FUNDAMENTO DEL DISCURSO CRÍTICO 
A LA LEY SOBRE VAGOS Y MALEANTES

Es importante resaltar nuevamente el hecho de que en los momentos en que 
se ponen en práctica los operativos en busca del “orden social”, la Ley sobre
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Vagos y Maleantes domina la práctica institucional represiva, a pesar de ser una 
ley administrativa fundada en principios excepcionales dentro del sistema 
jurídico penal venezolano. Esto significa que durante esta práctica se relegan 
a un segundo término principios de seguridad jurídica, garantizados constitucio­
nalmente, que deberían dominar la practica represiva. Es basado en la consta­
tación de estos hechos que ha surgido el discurso crítico a la Ley sobre Vagos 
y Maleantes ya que pone en evidencia su inconstitucionalidad y atentación 
contra los Derechos Humanos.

De esta manera encontramos que una de las consecuencias inmediatas de 
tal situación es que en los momentos en que se llevan a cabo operativos 
policiales, quedan suspendidas, de hecho, para grupos determinados de la 
población, garantías individuales constitucionales como las siguientes: la invio­
labilidad de la libertad y la seguridad personal (Art. 60 de la Constitución 
Nacional), la igualdad de razas, sexo y condición social (Art. 61, ibíd.) y la 
inviolabilidad del hogar doméstico (Art. 62, ibid.).

La violación de la libertad y seguridad personal (Art. 60) se constata al 
observar que la consecuencia inmediata de los operativos es la detención 
masiva. Ello es permitido por la aplicación de la Ley sobre Vagos y Maleantes, 
pues no se detiene a sujetos por la comisión de un hecho punible, sino por una 
supuesta peligrosidad social.

Al no ser enjuiciado por un hecho punible, el detenido por vago y maleante 
no tendrá sumario al cual tener acceso, contraviniéndose así, el ordinal 1 del 
Art. 60 de la Constitución Nacional (CN); no tendrá defensa (¿de qué defender­
lo?), lo cual contradice, además del anterior ordinal, el Art. 68 de la CN; y a los 
tres días que se le evacúan testigos puede ser privado de libertad, hasta por 
cinco años sin haberse respetado las garantías judiciales.

Sin embargo, se aduce que la base legal constitucional de esta Ley es el 
ordinal 10a del Art. 60 que dice:

Las medidas de interés social sobre sujetos en estado de peligrosidad sólo 
podrán ser tomadas mediante el cumplimiento de las condiciones y formalidades 
que establezca la ley. Dichas medidas se orientarán en todo caso a la readap­
tación del sujeto para los fines de la convivencia social.

El problema es, no obstante, que, por una parte, «las condiciones y forma­
lidades» de la Ley (léase L.V.M.) contravienen disposiciones constitucionales y, 
por la otra, que las medidas no se orientan a ninguna readaptación del sujeto. 
Esto último queda en evidencia, pues hasta en la misma ley se duda de ello 
cuando en los Arts. 26 y 27 se prevé la posible aplicación sucesiva de sanciones 
penales y correccionales (Hernández, 1977, 75-76), contraviniéndose, así mis­
mo, el ordinal 6 del Art. 60 que dice «nadie continuará detenido una vez 
cumplida la pena impuesta».
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Las detenciones por antecedentes, anteriormente comentadas, pueden in­
terpretarse como contrarias al ordinal 8 del Art. 60 de la Constitución Nacional, 
pues estos sujetos son enjuiciados «dos o más veces por un mismo hecho 
punible», aun cuando ahora se hable de la “peligrosidad social” de los mismos.

Se viola la igualdad de la condición social (Art. 61 de la CN), si tomamos en 
cuenta que cuando se realizan operativos policiales la Ley sobre Vagos y 
Maleantes impone la dinámica selectiva discriminatoria que la caracteriza.

Así mismo, durante la puesta en práctica de estas acciones policiales se 
allanan constantemente los hogares “domésticos” sin cumplir con los requisitos 
establecidos en el Art. 62 de la Constitución Nacional.

El mayor problema, sin embargo, reside en que toda esta transgresión de 
derechos constitucionales no puede sino producir, en su propia dinámica, 
excesos policiales que se manifiestan en la violación de garantías constitucio­
nales que no pueden legalmente ser suspendidas, como es, entre otras, el 
derecho a la vida (Art. 58 de la CN).

Como vemos, entonces, la Ley sobre Vagos y Maleantes no es sólo incons­
titucional por atentar contra la libertad individual (Art. 60 de la CN), sino que en 
su puesta en práctica, a través de los operativos policiales, permite que se 
atente también contra la garantía de igualdad social (art. 61 de la CN), la 
violación del hogar doméstico (Art. 62 de la CN), y hasta contra el derecho a la 
vida (Art. 58 de la CN).

ARGUMENTANDO A FAVOR DE LA DEROGACIÓN 
DE LA LEY SOBRE VAGOS Y MALEANTES

La principal preocupación de la mayoría de los juristas que proponen la 
modificación de esta ley es la de su inconstitucionalidad, específicamente por 
considerar que atenta contra la libertad individual (Art. 60 de la CN). Pero esta 
“falla” legislativa generalmente se le atribuye a su característica de ley adminis­
trativa. Es por ello que la mayoría de las proposiciones hechas para su modi­
ficación recomiendan volver al proceso de dos instancias, administrativa y 
judicial, por considerar que es esta última la que ofrece la posibilidad del 
cumplimiento de tal garantía constitucional.

Un buen ejemplo de este tipo de proposiciones lo constituye el Proyecto de 
Ley sobre Sujetos Peligrosos (mayo 1971), especialmente por lo relevante 
como juristas de las personas que formaron parte de la Comisión redactora del 
mismo, a saber, los doctores Tulio Chiossone, Ramón Armando León, Amoldo 
García Iturbe y René Buroz Arismendi. Allí se propone, además de la modifica­
ción de las categorías de “vagos y maleantes” por la de “peligrosos no delin­
cuentes y peligrosos delincuentes”, la creación de los Tribunales de Defensa 
Social. El supuesto es que «nadie podrá ser sometido a medidas de seguridad
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o de readaptación social sino mediante decisión de la autoridad competente 
conforme a la ley, y sólo en los casos especialmente determinados en ella; que 
los detenidos preventivamente por presunto estado de peligrosidad, no podrán 
continuar en detención si ésta no es decretada o ratificada por el juez compe­
tente; ...que las detenciones administrativas contra personas en presunto esta­
do peligroso no podrán durar más de noventa y seis horas, a menos que dentro 
de este lapso sean ratificadas por el juez competente.»

Como puede observarse, se continúa fundamentando la ley en la noción 
ideológica de “peligrosidad social”, pero se considera que puede controlarse la 
distorsión de su aplicación con la incorporación de la instancia judicial en el 
proceso, tomando las categorías de peligrosidad “de nuestra realidad social” y 
estableciendo “las reglas que deben seguirse en cada una de aquellas situacio- 
nes .

Es cierto que este tipo de procedimiento obstaculizaría, de alguna manera, 
la rapidez que caracteriza la actual aplicación de esta ley, lo cual disminuiría en 
cantidad, pero no en cualidad, los excesos que usualmente cometen las instan­
cias administrativas en la aplicación de la misma. Con ello también se le 
extraería la virtualidad utilitaria coactiva que tiene esta ley para los gobernado­
res en el «control de la delincuencia», lo cual indudablemente significaría una 
disminución drástica de su aplicación, al excluirse como fundamentadora de las 
detenciones masivas en la realización de los operativos policiales.

Esta modificación entonces, eliminaría, en parte, su actual funcionalidad 
coactiva, pero dejando intacta toda la potencialidad distorsionante de una ley 
fundamentada en la noción de “peligrosidad social”. Así, en esas nuevas 
condiciones aun cuando quizás no de manera explícitamente inconstitucional, 
la ley continuaría con su “efecto perverso” de: aplicarse fundamentalmente a 
sujetos con antecedentes, sustituir, al aplicarse en muchos casos, al Código 
Penal, extender sanciones privativas de libertad a sujetos no delincuentes y a 
conductas no delictivas, y funcionar, en la práctica, discriminando socialmente.

Por todo ello, estamos convencidos de la necesidad de su derogación. Si la 
modificación pasa por la eliminación del concepto de peligrosidad social como 
fundamento de la ley, ello nos remite al Código Penal, no siendo por lo tanto 
necesaria ninguna ley que lo complemente. Si la modificación continúa, sin 
embargo, fundamentándose en tal concepto, la propuesta resulta punitivamente 
aberrante, especialmente si tomamos en cuenta que la tendencia moderna en 
el Derecho Penal es la decriminalización y la invención de nuevas fórmulas de 
control que no impliquen privación de libertad.

Derogar esta Ley significaría, también, la eliminación de un foco de idealiza­
ción distorsionante en la construcción del problema de la delincuencia y en la 
búsqueda de su solución. El fenómeno delictivo ha demostrado ser lo suficien­
temente complejo para continuar irónicamente incrementándose a fuerza de
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esas decisiones simplistas que insisten en la creación de nuevos principios y 
prácticas “científico-humanitarias” que terminan camuflando el castigo que 
como «real-verdadero» se instaura como la única posibilidad y finalidad de la 
sanción.

Finalmente, es oportuno destacar un aspecto que también ha quedado en 
evidencia en el análisis de la dinámica de desarrollo de la Ley sobre Vagos y 
Maleantes y que podríamos generalizar y describir del siguiente modo: crea­
mos leyes (disposiciones o instituciones jurídicas) que desde que se promul­
gan comienzan a idealizarse por ser modernas y ajustarse a principios surgi­
dos en creaciones legislativas muy innovadoras, que nos son ajenas o por 
considerarse política y coyunturalmente necesarias. Estas leyes (instituciones 
o disposiciones) al insertarse en un sistema jurídico e institucional inmodifica- 
do y en crisis, comienzan a actuar, al ser puestas en práctica, de una manera 
perversa, evadiendo, violando y transgrediendo el marco jurídico constitucio­
nal establecido que garantiza un Estado de Derecho. Ademas, al hacerlo y 
establecer una dinámica de ruptura de los controles legales existentes, pue­
den comenzar a ser percibidas, socialmente, como “exitosas”, ratificando su 
idealización al mismo tiempo que ponen en duda principios fundamentales de 
nuestro sistema jurídico.8

ALGUNAS CONCLUSIONES A PROPÓSITO DE LA PREVENCIÓN

Hemos constatado que al incorporar el concepto de ‘peligrosidad social’ a la 
concepción de prevención del delito se ha instaurado, legalmente, una “sospe­
cha permanente de agresión” sobre personas que presentan determinadas 
características (con antecedentes judiciales y policiales; desempleados; pobres 
que viven en los barrios de las ciudades) y con ello, un estímulo a la respuesta 
agresiva, legalmente justificada, de instituciones represivas del Estado. Dentro 
de un sistema jurídico penal que fundamenta su acción controladora y represiva 
en la comisión de “hechos” legalmente establecidos, la incorporación de este 
concepto desmonta las limitaciones que el Estado se ha impuesto a sí mismo 
y su corolario no puede ser sino la instauración social de la espiral de la 
violencia. Consideramos que esta situación y su efecto deberán ser tomados 
muy en cuenta en todas las políticas de prevención, ya que no creemos haya 
sido fortuita.

El concepto de prevención contiene como base o fundamento, por un lado, 
la idea de la posibilidad de un daño, peligro o consecuencia negativa, a ocurrir 
en el futuro, (ejemplo, la delincuencia) y por el otro, la seguridad de poder 
anticiparlos o adelantarse a ellos, preparando o creando condiciones o dispo­

8. Es importante reflexionar e investigar un poco más respecto a esta afirmación, tomando en 
cuenta que ha sido y es muy usual en nuestro país, esta forma de crear leyes (instituciones o 
disposiciones).
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siciones para afrontarlos, o modificar su ocurrencia (ejemplo, la LVM). En la 
actualidad ya se ha puesto en duda, tanto las posibilidades de hacer lo que 
la prevención se propone, así como los beneficios que pretende lograr.

Así, encontramos que esta concepción de prevención confiada en su poder 
de controlar los hechos no deseados por ocurrir en un futuro ha mostrado en 
la práctica su fracaso (la planificación concebida en los términos tradicionales 
es un buen ejemplo) obligándose a pensar más en políticas de corto plazo, 
más comprometidas con el presente en la necesidad de evaluación y cuestio- 
namiento permanente de las consecuencias de sus supuestos y acciones. Así 
mismo, ya existe dentro de la moderna psicología, en la nueva medicina 
alternativa y en toda la gama de terapias alternativas para el desarrollo pleno 
e integral del hombre, la constatación de que los pensamiento negativos sobre 
acontecimientos del futuro son los principales responsables de la enfermeda­
des, limitaciones y fracasos del hombre en nuestras sociedades. La llamada 
“mente positiva”, la confianza, la Fe..., en fin, el desarrollo de todas las 
llamadas “energías positivas”, se han establecido como claves para la reali­
zación del hombre y como la base de su actuación. En este sentido, difícilmen­
te acciones preventivas fundamentalmente establecidas sobre la base de una 
posible ocurrencia del “mal”, de lo “indeseado”, lo “negativo”, pueden tener los 
resultados deseados.

Si unimos a lo anterior el hecho de que las políticas de prevención, se 
concretan y enmarcan en un sistema de justicia penal cuya dinámica y 
principio de acción se basa principalmente en la existencia de un hecho 
ocurrido y por lo tanto pasado (la comisión de un hecho jurídicamente 
tipificado como delito) y en la conciencia de ese hecho (responsabilidad), 
este tipo de políticas preventivas (fundamentadas en una posibilidad de 
futuro) se encuentran corriendo constantemente el riesgo de ser impulsoras 
o estimuladoras de una espiral de violencia incontrolable, más que una 
acotadora de la misma. En otras palabras, y tal como ocurre con el concepto 
de “peligrosidad social” y su legalización en la Ley sobre Vagos y Maleantes, 
las políticas de prevención cuyo único fin es evitar que existan “delincuen­
tes” o la “delincuencia” (deseo ilusorio) estarían signadas por el fracaso y 
tenderían a constituirse, por el contrario, en estimuladoras de anomia y 
criminalidad.

En base a estas afirmaciones parece que no queda otra alternativa que 
pensar en políticas de prevención que no se instauren teniendo como base la 
“sospecha permanente” de la posibilidad de cometimiento de actos delictivos, 
sino que enfoquen su acción hacia el presente, por un lado, participando en 
la creación de condiciones que estimulen y garanticen el desarrollo pleno e 
integral del hombre en nuestra sociedad, en otras palabras el desarrollo de 
sus “energías positivas”; y por el otro, que ellas mismas se constituyan en este 
proceso, en centro de evaluación y cuestionamiento permanente de sí mismas 
y del sistema jurídico penal en el cual se desarrollan.
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UNA REFLEXION EN TORNO 
A LA VIOLENCIA EN CARACAS

Magally Huggins C.
C en d e s , UCV

RESUMEN

A partir de una afirmación de Sergio Bagú en relación con la teorización en la ciencia, la 
autora procede a describir una serie de elementos que considera fundamentales para 
comprender el fenómeno de la violencia en el país, y particularmente en Caracas y su área 
metropolitana: 1) La interrelación entre las diferentes formas de expresión de la violencia; 
2) la impunidad dentro y fuera del Sistema de Justicia; 3) el contexto en el cual se 
desenvuelven los(as) actores(as); y 4) los derechos humanos y la devaluación de la vida. 
A partir de estos elementos presenta una aproximación a la situación actual de la violencia 
a partir de datos estadísticos provenientes de diferentes fuentes oficiales y de organizacio­
nes de la sociedad civil, para concluir con algunas orientaciones sobre la necesidad de 
clarificar teóricamente el abordaje de la violencia para poder generar propuestas que 
mejoren la calidad de la vida de todos y todas en Venezuela.

Queremos comenzar esta reflexión con las palabras de Sergio Bagú: “La 
reflexión teórica consiste en crear un marco imaginativo que contribuya a 
ordenar los datos y a desentrañar la lógica de las conexiones entre los fenóme­
nos. La teoría en cualquier ciencia es en parte observación y experiencia, y en 
parte, vuelo imaginativo... Lo que puede ser verdaderamente original en una 
investigación es algún núcleo de conocimientos nuevos o un germen diferente 
de capacidad interpretativa” (1995, 8).

No intentamos ser originales en este trabajo, sino simplemente articular 
algunos elementos que han surgido en mis reflexiones, como producto de una 
experiencia de trabajo y estudio de muchos años en el área de la violencia, en 
algunas de sus expresiones (violencia de menores y contra ellos, violencia de 
género, violencia doméstica, etc.). El interés por compartir estas ideas es 
aportar orientaciones que nos permitan, en un futuro cercano, presentar al país 
propuestas coherentes a fin de generar cambios en la convivencia cotidiana en 
nuestras grandes ciudades. Propuestas que estimulen respuestas a la solución
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de conflictos, a las frustraciones, y a cualquier otra fuente de malestar ciudada­
no, tanto en su vida pública como privada, que no sea la violencia.

De la cita de Bagú que a manera de introducción encabeza este texto, 
queremos resaltar dos ideas centrales que guiarán la secuencia de la presen­
tación subsiguiente. Primero, ”el desentrañar la lógica de las conexiones entre 
los fenómenos”, y segundo “que contribuya a ordenar los datos”. Basándonos 
en estas dos ideas.expondremos a continuación algunos elementos que consi­
deramos prioritarios hoy -obviamente no los únicos- para poder acercarnos 
más a la comprensión del fenómeno de la violencia urbana en Caracas.

“DESENTRAÑAR LA LÓGICA DE LAS CONEXIONES 
ENTRE LOS FENÓMENOS”

Bajo esta frase de Bagú quisiéramos introducir algunos elementos que, 
desde nuestro punto de vista, deben ser considerados a la hora de intentar 
hacer una lectura global del fenómeno de la violencia, y nos permitirán com­
prender la profundidad y complejidad del fenómeno. No significa esto no hacer 
investigaciones parciales del problema, pero queremos resaltar que para com­
prenderlo en su dimensión social actual, es necesario redimensionar su alcan­
ce. No olvidemos que

...se trata de un complejo y dinámico fenómeno biopsicosocial, mas su espacio 
de creación y desarrollo es la vida en sociedad. Por tanto, para entenderla, hay 
que apelar a la especificidad histórica. De allí se concluye también, que en la 
configuración de la violencia se cruzan problemas de política, de economía, de 
moral, de Derecho, de Psicología, de relaciones humanas e institucionales, y del 
plano individual (Minayo, 1994, 7).

1. Interrelación entre las diversas formas de expresión de la violencia

Una visión holística de la violencia nos lleva a mantener presente en todo el 
proceso de investigación, diseño de propuestas y ejecución de las mismas que, 
ningún elemento que consideremos importante en la producción de la violencia 
como forma de vida y relación, funciona de manera aislada, o es el que, en 
última instancia, sería la causa explicativa del fenómeno.

La interrelación es compleja. Algunos factores se potencian con la acción de 
otros que, aparentemente hasta hoy, han sido considerados poco importantes 
o intrascendentes. Los elementos más exitosos en la generación de respuestas 
alternativas en algunos espacios, pueden resultar fallidos en otras áreas de la 
ciudad, porque la interacción entre los factores no es la misma en todas partes.

Por ello, cualquier planteamiento que pretenda presentar soluciones abso­
lutas, tanto para la prevención como para el control de la violencia, y la 
promoción de la vida y la convivencia, frente al odio y la aniquilación del otro,
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está haciendo gala de ingenuidad o de intereses diferentes a los que deben 
guiar hoy la reflexión científica, la acción ciudadana y la gestión pública de 
gobierno en cualquiera instancia.

Sabemos todos los días -especialmente los lunes-, de la mortalidad por 
violencia en Caracas, es decir, se nos ha llevado a considerar lo visible como 
la única violencia, la aniquilación del otro a través de alguna manera de 
expresión de la fuerza (Chauí, 1984). Esta violencia que aniquila es sólo una 
cara de la violencia que cumple, entre otras, una función de controlar la 
participación ciudadana a través del terror, limitando la búsqueda de protec­
ción en el cumplimiento de los derechos ciudadanos constitucionales. Ella 
encierra a la gente en sus casas -que no es un lugar tan seguro como 
creíamos antes- y en el silencio cómplice, ante la amenaza o el miedo a ser 
identificado y colocado en la lista negra, en los sectores en dónde habitan con 
su familia.

No obstante, existen otras violencias que no aniquilan físicamente, pero 
destruyen emocional y socialmente: la violencia del sistema, la del hambre, la 
de esperar largas e inútiles horas por la asistencia médica, o contemplando 
cómo las lluvias se llevan la vivienda, y no tener alternativa para no volver a ser 
un damnificado el próximo año.

Cuando hablamos de la eliminación del otro no nos estamos refiriendo sólo a la 
eliminación por la vía de la muerte, sino a las múltiples formas de eliminación: 
imposibilidad de opinar libremente, de decidir en lo individual y lo colectivo, de 
pensar, de ejercer el derecho a la oposición; es decir, nos estamos refiriendo a 
la forma de eliminación más enajenante: la imposibilidad de construir la autono­
mía individual y colectiva (Uribe, 1988, 22).

Es a otra violencia, que no se ve pero destruye, a la cual queremos 
referirnos. Una forma de violencia que no necesariamente aniquila, pero genera 
seres humanos desvalorizados, quienes se nutren día a día de la violencia y el 
terror. Una violencia que domina, subyuga, somete, desvaloriza y destruye la 
capacidad de creer, de confiar, de vivir y soñar en un futuro mejor: la violencia 
doméstica o intrafamiliar.

En esta violencia, imbricada en lo más profundo de nuestra cultura patriarcal 
en la clásica división de las esferas pública y privada, poco a poco se van 
gestando el hombre y la mujer que esta sociedad deshumanizada ha estimula­
do. Un hombre imposibilitado de dar y recibir afecto, un hombre dueño y señor 
de la institución menos democrática del mundo: la familia. Allí existe una mujer 
dominada, carente de valoración personal para romper con el ciclo de la 
violencia dentro del hogar, quien recibe golpes y humillaciones del compañero, 
y desprecio o lástima de los hijos y las hijas quienes no entienden por qué, las 
personas que deben garantizarles la vida, les enseñan la destrucción con su 
conducta diaria, haciéndoles víctimas directas o indirectas de ella.



42 Revista Venezolana de Análisis de Coyuntura

Sin embargo, esta violencia ha sido callada, sometida al círculo silencioso 
del mundo privado, por consiguiente, un problema de marido y mujer. Pero, ella 
sale de allí a otros espacios de interacción social. La reconocen las maestras, 
las médicas y médicos de los ambulatorios, las mujeres y hombres de las 
organizaciones comunitarias quienes día a día reciben el problema de los niños 
y niñas golpeados por sus padres o sus madres. Niños imposibilitados de 
interactuar sin usar la violencia o la desconfianza, retraídos y sin poder confiar 
en ningún adulto, y quienes al final no pueden soñar con un mundo mejor, 
porque sólo conocen el mundo de la humillación, la inseguridad absoluta y la 
desprotección.

Allí, se está desarrollando la generación futura. Allí se está socializando la 
violencia como forma de relación entre los seres humanos, entre los hombres 
y las mujeres, como forma válida de resolución de conflictos. Allí se aprende el 
modelo que nos hará futuros agresores, futuras agredidas o, simplemente 
infelices.

Por otro lado, está demostrado por múltiples investigaciones en diferentes 
países del mundo, que detrás de muchos de los violentos de hoy están los 
violentos de ayer (Tifft, L.,1993; Pérez Prado, 1994; Ferreira, G., 1992; Ugalde, 
L. y otros, 1994; Schecheter, S., 1982, etc.). No fueron aniquilados por la fuerza 
de la violencia -lo cual también sucede-, pero fueron destruidos moral y 
psicológicamente. Su infelicidad de hoy y la generada a su alrededor tienen su 
origen en una sociedad que no quiso y no quiere ver en esta familia que 
estamos desarrollando, carente de los más mínimos recursos de protección y 
garantía para cumplir con los deberes impuestos por el modelo de sociedad y 
la moral dominantes, no puede seguir siendo un mundo de paredes cerradas, 
con un amo y señor con poder omnímodo y en donde, “naturalmente” unos son 
nacidos para dominar y otros para ser dominados.

Cada vez que en la familia se recurra a los golpes, al castigo para lograr 
resultados inmediatos de silencio, obediencia, sumisión, se evidencian los resul­
tados conseguidos, la eficacia de la violencia, que es a su vez aprendida e 
internalizada por las víctimas, y que se constituye en la lección que aplicarán 
luego en su vida futura. Ningún instrumento se revela como más expedito para 
conseguir lo que uno quiere que la violencia, el intimidamiento, el miedo a la 
destrucción (Uribe, 1988, 39).

La violencia intrafamiliar es, entonces, parte fundamental del problema de la 
violencia que vivimos en la sociedad en general y, por lo tanto, un problema de 
todos y de todas que amerita más investigación y profundas políticas sociales 
desde los diferentes niveles de gestión del Estado venezolano. La hemos 
expuesto como un ejemplo de diferentes formas de violencia que interactúan en 
la construcción de esa que vemos hoy en nuestra ciudad. Pero esto no significa 
que sea la única, veamos algunos otros elementos.
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2. La impunidad

Este es otro elemento que exacerba de la violencia, y que hasta ahora 
permanece poco estudiado y sin respuesta oficial.

Es sabido, a partir de las investigaciones en psicología conductual acerca 
del papel del refuerzo, premios y castigos sobre la conducta humana, que el 
temor a las consecuencias de los actos no funciona como mecanismo de control 
si sólo se perciben como posibilidades remotas y contradictorias. Además, 
cuando se constata que una acción será condenada dependiendo de quién, 
cuándo, en qué lugar y contra quién se cometa, su efecto, en vez de ser 
controlador de la conducta, puede simplemente, potenciarla. Esto es así, en 
especial cuando los mecanismos morales de autocontrol de la conducta de las 
personas no están incorporados de manera interna y autónoma (como es 
normalmente el caso de niños y adolescentes), sino que dependen de un control 
externo y amenazador que los aplique, como han demostrado Piaget y sus 
seguidores. Así, ni está internalizado el valor de la ley y el respeto al otro, ni está 
asumida la igualdad ante ella. Por el contrario, se asume que las desigualdades 
económicas, sociales y políticas afectan la capacidad legal de los individuos y 
garantizan la desigualdad ante la ley (Cardia, 1994, 17).

Este hecho es evidente cuando observamos, por ejemplo, que la impunidad 
de la violencia doméstica y la violencia de género de hombres contra mujeres, 
ha sido total hasta hace pocos años y aún hoy en día, sancionar este tipo de 
actos violentos no es aceptado culturalmente, mucho menos de forma legal. La 
violencia entre marido y mujer es socialmente aceptada, por ello no se castiga 
y su frecuencia aumenta y se hace cada vez más visible por sus consecuencias, 
tanto para la mujer como para el resto de la familia, y para la sociedad en 
general. Lograr un juicio por violación o actos lascivos, en este país, es casi 
imposible; y cuando se logra llevar el caso a los tribunales, obtener una 
sentencia condenatoria es un hecho negado- para 76 de cada 100 casos 
(Huggins, 1991, 25). Así, el modelo se reproduce y se repite de padres a hijos, 
con las variantes del caso, dejando un sentimiento de que así debe ser la 
relación entre hombres y mujeres, entre padres e hijos, entre adultos y niños y 
niñas. No es nada grave, diríamos es casi natural para muchos que se socia­
lizan dentro de ella.

Por otro lado, los casos de “delitos contra nuestra propiedad” cometidos por 
delincuentes de cuello blanco nunca llegan a los tribunales penales, sino a 
tribunales especiales. Quienes los cometen, nunca son sentenciados. Para los 
señores que defalcan los bienes del Estado, los banqueros que se ‘apropian’ del 
dinero de los ahorristas, los empresarios que contaminan las fuentes de agua 
potable o los que acaban con las riquezas naturales del país con la tala y la 
contaminación descontrolada con fines urbanísticos o de otro tipo, para ellos no 
hay consideración de violentos, ni de delincuentes, ni de ‘malos’. Ellos tienen 
leyes especiales, se fugan del país antes de que los juicios se concreten, o
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simplemente, tienen la protección de clase y de la moral que los ampara, por 
ser del bando de los que tienen el poder.

Asimismo, los policías, guardias nacionales o militares no son sentenciados 
por ningún tipo de delito, salvo que ellos sean de muy bajo rango, o al menos 
inferior al de sus víctimas. Cuando cometen delitos contra los bienes del Estado 
o mejor dicho de todos nosotros, la condena no llega tampoco hasta ellos.

La corrupción es un delito sin delincuente, parafraseando a un ex presidente 
del país. Esta doble moral, cada vez más descarada en su ejercicio, también es 
fuente de corrupción y de violencia en el resto de la población desprotegida, 
desposeída de sus derechos y agredida, o mejor dicho, violentada por estos 
personeros del estatuas.

Así, la impunidad cubre todos los espacios. Es sabido que del total de delitos 
comunes que se cometen en el país se conocen pocos, se enjuician menos y 
no se condena a los autores. Cuando más son procesados y, sin sentencia, 
condenados a vivir en las prisiones hasta por más tiempo del que les correspon­
dería por el delito cometido. Esta impunidad es tan evidente, que se dice que 
quienes están en las cárceles venezolanas son los que han fracasado hasta 
como delincuentes. Esta es la imagen pública de la justicia venezolana: impu­
nidad y corrupción. Este sistema de justicia, entonces, no puede servir de 
control moral para nadie y, por el contrario, es un agente de corrupción y 
violencia en el país.

3. El contexto

Lo anterior significa que la violencia no puede ser comprendida fuera del 
contexto sociopolítico y económico en el cual se desenvuelve la vida de una 
población determinada, ya que es allí y desde allí, en donde podemos ubicar la 
multiplicidad de elementos predisponentes o generadores de la violencia como 
problema social. Y cuando nos referimos al contexto sociopolítico y económico, 
no aludimos sólo a la pobreza, sino también a la malversación de fondos 
públicos, a la corrupción de las altas esferas políticas y económicas, a la 
distribución desigual de la riqueza del país, al financiamiento de la banca en 
desmedro de los programas sociales, especialmente los dirigidos a la salud y 
calidad de vida de la población, etc. Y esto es un elemento fundamental, puesto 
que la subjetividad de todos y cada uno de los miembros -hombres y mujeres- 
de una sociedad, se construye en el contexto sociopolítico que los rodea.

No sólo la familia socializa y actúa sobre el desarrollo de la personalidad de 
cada uno de sus miembros, ni mucho menos en la construcción de la moral que 
como ciudadanos y ciudadanas, esas personas sostendrán con sus acciones 
en el futuro. El contexto de la moral pública, las condiciones de vida contrastan­
tes entre una minoría que ostentosamente todo lo tiene y lo puede y una 
mayoría que a nada puede acceder, es un elemento esencial en la construcción
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de la violencia como forma de relación y alternativa de vida. Por eso, los 
discursos que separan a los ‘buenos’ de los ‘malos’, no son más que peligrosas 
confirmaciones de la injusticia social y económica, que hace que el disfrute de 
los derechos humanos y ciudadanos sea un derecho de pocos y no un derecho 
universal para todos y todas.

Además, estos dobles discursos refrendan la doble moral según la cual sólo 
los actos de acción física como los delitos de homicidio, robo, atraco o violación, 
entre otros, son considerados violencia porque son ejercidos por miembros de 
un sector social que la actúa de manera física y abierta (Guthman, 1991). Para 
ellos la represión policial, los infiernos llamados prisiones y, si no se cuidan, la 
muerte encubierta de “acciones defensivas” por parte de los cuerpos de segu­
ridad del Estado.

La no universalización de los derechos y de las garantías necesarias para 
acceder a ellos, es un elemento que interactúa en la generación de la violencia 
cotidiana. Sus voceros principales son aquellos que, desde las instancias de 
gobierno o fuera de ellas, (pero generalmente desde el poder económico, 
político, etc.) abogan por la represión absoluta -hasta la pena de muerte si es 
posible- de los violentos ‘malos’, para los cuales queda así declarado pública 
y formalmente que su vida, definitivamente, no vale nada.

Otro elemento importante en este contexto está vinculado directamente con 
las condiciones de organización y el uso del espacio y de la tierra, para la vida 
en sociedad. Recordemos que vivimos en un país en donde según el Censo de 
1990 el 85,40% de la población habita en las principales ciudades. Caracas, es 
una ciudad en donde las mayorías viven en terrenos inestables, con una 
distribución de la tierra que genera hacinamiento de muchos en pequeños 
espacios, sin lugar para la recreación y el esparcimiento, con deficiencias en los 
servicios y en el acceso a sus lugares de trabajo, en viviendas en donde la 
privacidad es un deseo, mas no una realidad.

Una ciudad en donde los menos controlan grandes extensiones, con zonas 
verdes para la recreación y con servicios y vías de acceso que los hacen 
sentirse ciudadanos. Urbanizaciones, en donde de manera discriminatoria y 
basados en estereotipos clasistas, se permite o no el acceso más allá de 
barreras y garitas. Y barrios en donde los callejones y escaleras son también 
controlados, pero por bandas de jóvenes y niños, en una lucha por el dominio 
del territorio.

4. Los derechos humanos y la devaluación ue la vida

La desigualdad en la distribución del derecho a la vida es un elemento básico 
en la construcción de la subjetividad de los hombres y las mujeres que habita­
mos en este país, y en nuestro caso, en esta ciudad. Así, parecería que existe 
una devaluación de la vida de amplios sectores sociales considerados por el
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poder, en palabras de Saúl Franco (1995, 7), ‘desechares’. Y, como un 
fenómeno casi de reacción, para estos desechables, tampoco la vida -ni la de 
ellos ni la de los demás- tiene ningún valor. De aquí en adelante, las acciones 
responderán a este principio, y las consecuencias parece que comenzamos a 
vivirlas en nuestras ciudades desde hace ya algunos años, basta sólo recordar 
las muertes cometidas, para quitarles los zapatos de marca a los jóvenes en 
Caracas.

Un claro ejemplo de este proceso es el lamentable estado de las prisiones 
venezolanas y especialmente aquí en Caracas, del tristemente famoso Retén 
de Catia. Allí se va a sobrevivir, si es posible. Su repetitivo ciclo de violencia 
interna y el para nadie importante número de muertos que en él se genera, 
evidencian que la vida de los que están adentro, no vale nada. Allí no se va a 
resocializar a nadie, allí se va a la cuarentena antes de la muerte, porque 
muchos de los que de ellas salen años después, han perdido hasta el sentido 
de la vida. No saben realmente para qué o por qué sobrevivieron.

A la calle nuevamente, ahora como expresidiarios de unas prisiones que 
sólo refrendan que ellos y sus vidas, no valen nada. Esta realidad, la devalua­
ción de la vida de los que han cometido delitos de violencia, es decir, de los 
llamados ‘malos’, la no indignación ante las muertes dentro de los penales es, 
como señala Nancy Cardia,

... una aceptación de la violación del derecho a la integridad física por parte del 
Estado y (...) aquellos que aceptan estas violaciones no tienen conciencia de que 
esta aceptación, está de cierta forma asociada, a la perpetuación de la violencia 
y la violación de sus propios derechos humanos (Cardia, 1994, 18).

El planteamiento anterior nos lleva a considerar, esta vez desde una óptica 
diferente, las altas cifras de mortalidad por delitos comunes que se presentan 
en nuestras principales ciudades. De acuerdo con los certificados de defunción 
del Distrito Sanitario N9 2 durante el primer trimestre de 1995, fallecieron en la 
Parroquia Sucre (la más grande y poblada de Caracas) 395 personas, de las 
cuales 103 (26,15%) fueron víctimas de la violencia “visible". Hombres jóvenes 
el 97,2%. De estas 103 muertes por causas violentas, el 74,8% fueron por 
armas de fuego, el 19,4% por armas blancas y 5,8%por otras armas. Y, como 
casi todos tenemos familia, tendríamos en promedio unas 515 personas afec­
tadas por la muerte violenta de algún pariente en esa parroquia, sólo en un 
trimestre.1

Pero también nos hablan de lo mismo las cifras de mortalidad infantil en el 
país. Según Unicef la tasa de mortalidad infantil y la de menores de cinco años,

1. Estos datos provienen de una investigación que se realizó en la Dirección de Salud de la 
Alcaldía de Caracas en 1995 y de la cual la autora formó parte como asesora de la Dirección 
en el Area de Género y Políticas de Salud. El trabajo es más amplio, pero solamente se harán 
algunas referencias al mismo.



Una reflexión en torno a la violencia en Caracas 47

que habían venido reduciéndose hasta los años ochenta, desaceieran su 
disminución en dicha década, y a principios de los años noventa, aumentan.

La mortalidad de los niños menores de un año en el estrato más pobre (80 a 
100% de las necesidades básicas insatisfechas) es el doble que la de los niños 
del estrato más rico. Entre los niños de uno a cuatro años de edad, la diferencia 
llega a ser hasta cuatro veces” (Unicef, 1995, 76-78).

Este es también un indicador de la devaluación de la vida en nuestro país, 
pues las medidas que debieron tomarse para evitar este deterioro de las 
condiciones de vida de la población, que inciden directamente en su salud y en 
su derecho a la vida, no han sido tomadas. Más violento aún si tomamos en 
cuenta el deterioro del servicio de salud pública en el país, de los servicios 
sanitarios como agua potable, cloacas, aseo urbano, y los altos costos de los 
servicios de salud privados.

Si bien no hablaremos de todas las formas en que se expresa la violencia, 
tanto desde las instituciones como directamente a través de actos individuales 
o colectivos, sí queremos señalar otra forma que también es clave para com­
prender la vivencia de desprotección absoluta contra la violencia que se tiene 
en las comunidades y, en particular, de la devaluación de la vida. Me refiero a 
la violencia de los cuerpos de seguridad del Estado en contra de la población, 
ya sea ésta del grupo de los “malos” o, simplemente, ciudadanos pobres.

Según los datos de Provea los cuerpos de seguridad del Estado no son 
garantes del derecho a la vida:

MUERTES ATRIBUIBLES 
A LOS CUERPOS DE SEGURIDAD DEL ESTADO

Periodo Frecuencia

octubre 1989-septiembre 1990 135

octubre 1990-septiembre 1991 80

octubre 1991-septiembre 1992 91

Fuente: Provea. Situación de los Derechos Humanos en Venezuela. Informes anuales.

Las cifras anteriores de casos de violación del derecho a la vida indican que 
la inseguridad personal no se debe solamente a la presencia de los delincuen­
tes, sino también a la participación de los cuerpos de seguridad: miembros de 
las Fuerzas Armadas, Guardia Nacional, Policía Técnica Judicial, Disip, Policía 
Metropolitana, policías de los estados y municipales. Y debemos recordar aquí 
que las víctimas, independientemente de que fueran o no delincuentes, poseían 
derechos humanos naturales, igual que cualquier otra persona, y lo que la
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población supone es que los cuerpos de seguridad no deben actuar como 
delincuentes en un 'estado de derecho’. Lo que se espera de la policía en 
nuestros barrios es muerte indiscriminada e injusticia generalizada. Desprotec­
ción, miedo e inseguridad es lo que se siente hoy frente a los agentes de 
protección de la ciudadanía. Y es aquí cuando podemos entender que la 
represión policial desatada en nuestro país no es más que un estímulo a la 
potenciación de la violencia, tanto de los delincuentes como de los habitantes 
de los barrios que son acosados por la policía y, sin derecho a juicio, son 
considerados delincuentes por ser jóvenes y pobres.

Hasta aquí hemos mencionado los elementos que consideramos son im­
prescindibles en el momento actual para comprender el fenómeno de la violen­
cia en nuestro país y en nuestra ciudad capital. Sin embargo, no queremos decir 
que sean los únicos, ya que existen dentro del contexto otros que poseen 
también una importancia primordial, y que han sido últimamente considerados 
causas del fenómeno. Sin embargo, si bien sabemos que no son definitivamen­
te fenómenos causales, sí son vitales en el proceso de interacción que genera 
la violencia en sus múltiples expresiones. Los medios de comunicación de 
masas, que con el uso selectivo de las noticias de sucesos, con el espacio que 
dedican a las mismas y el tipo de discurso que construyen alrededor de los 
hechos delictivos, son elementos fundamentales en la construcción y direccio- 
nalidad de la percepción y significado que la sociedad tiene sobre lo que es la 
violencia y quienes la actúan.

El tráfico y consumo de drogas, con su secuela delictiva es otro elemento 
que debe ser estudiado a fondo. Lamentablemente, también se ha generado 
alrededor del mismo un discurso que desvirtúa su comprensión y que ha 
permitido que sirva de excusa para la represión generalizada y la militarización 
de nuestros países. Las drogas legales, por ejemplo el alcohol, que no siempre 
son estudiadas y analizadas desde su verdadera importancia dentro de la 
producción de la violencia. Y así otros elementos que pueden ayudarnos a 
comprender mejor lo que estamos viviendo en esta época de globalización y 
medidas de ajustes que incrementan la exclusión, la represión y la profundiza- 
ción del deterioro de la calidad de la vida de la mayoría de los venezolanos y 
las venezolanas.

“ UN MARCO IMAGINATIVO QUE CONTRIBUYA 
A REORDENAR LOS DATOS”

Retomando a Sergio Bagú, encontramos que los datos útiles como funda- 
mentación empírica para lo señalado hasta aquí nos llevan a una búsqueda 
difícil, pero necesaria. Los datos imprescindibles para este abordaje, además 
de las cifras de muertes violentas, son aquellos que provienen de múltiples 
fuentes y hablan más de lesiones personales, corrupción, deterioro de la calidad 
de la vida, etc. que necesitan ser reordenados, a fin de producir una síntesis 
explicativa y comprehensiva de la dinámica del problema. Esto implica un
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trabajo inmenso debido a la forma cómo se recopila la información en dichas 
fuentes. Además, estos datos carecen de posibilidad de comparación pues los 
sistemas utilizados son diferentes aun dentro de una misma institución, pero su 
reorganización y presentación en un solo contexto nos daría una panorámica 
más verdadera de la violencia en Caracas.

El patrimonio de los datos provenientes del Sistema de Justicia debe rom­
perse, pues nos sesga la interpretación del problema. De alguna manera, si 
queremos tener una visión más cercana aunque quizás, general, de la situación 
de violencia en Caracas, deberíamos ir a los datos de la Oficina Central de 
Estadística e Informática (OCEI) y de Fundacredesa, entre otros, a fin de 
constatar las condiciones de sobrevivencia de la población venezolana hoy y 
particularmente en Caracas, en donde se alojan los más pobres de la miseria 
urbana. Veamos, por ejemplo, los datos sobre el comportamiento de los prin­
cipales indicadores sociales.

COMPORTAMIENTO 
DE LOS PRINCIPALES INDICADORES SOCIALES 

TASAS Y PORCENTAJES (1988-1989-1990)

Indicador 1988 1989 1990

Mortalidad Infantil (por 1000 N.V.R) 22,7 24,5 25,6
Bajo peso al nacer (%) s/i ' 9,6 10,4
Mortalidad infantil por desnutrición 
(por 100.000 hab. menores de 1 año) 29,7 39,8 60,2
Mortalidad General por Desnutrición 
(por 100.000 hab.) 2,9 3,3 4,5
Adecuación Calórica (%) 107,0 85,0 89,0

Fuente: Unicef, (1995). Análisis de Situación de la Infancia, la Juventud y  la Mujer en Venezue­
la. Datos primarios de esta fuente: MSAS e Instituto Nacional de Nutrición.

Si a todo lo anterior le sumamos los datos sobre profundización de la 
pobreza podemos cerrar una gestalt en torno a las condiciones de vida de los 
venezolanos y las venezolanas de hoy. (Ver cuadro en pág. sig.)

Así, desde estos datos de diferentes fuentes podemos ver cómo la violencia 
estructural,

... aquella que ofrece un marco a la violencia del comportamiento y se aplica tanto 
a estructuras organizativas e institucionalizadas de familia como a los sistemas 
económicos, culturales y políticos que conducen a la opresión de los grupos, 
clases, naciones e individuos, a los cuales le son negadas las conquistas de las 
sociedades, tornándoles más vulnerables que otros al sufrimiento y a la muerte 
(Minayo, op. cit., 8).
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se ha convertido en el contexto general de la mayoría de la población, cada vez 
más excluida por la pobreza, y a quienes les son negadas las posibilidades de 
actuar como ciudadanos y ciudadanas en el ejercicio de sus derechos -entre 
otros- de controlar al Estado y sus aparatos administrativos a fin de que actúen 
cabalmente en el desempeño de las funciones para las cuales fueron elegidos 
o designados. Allí encontramos el vínculo con la impunidad de los sectores 
económicos, políticos y funcionarios públicos que cometen delitos contra nues­
tra propiedad colectiva. Un sector cada vez más pequeño es el que disfruta del 
derecho a ser ciudadanos, y son parte de ellos los que actúan en contra de los 
intereses de la mayoría.

EVOLUCIÓN DEL PORCENTAJE DE HOGARES 
EN SITUACIÓN DE POBREZA EXTREMA Y TOTAL

Años* Pobreza Extrema Pobreza Total

1984 11 36

1985 16 46

1986 23 52

1987 16 47

1988 14 46

1989 30 62

1990 33 67

1991 34 67

1992 28 62

1993 33 62

1994 43 73

1995 47 76

* (II semestre)
Fuente: Agroplan, basados en OCEI y costo de la Canasta Normativa de Alimentos y Bienes 
y Servicios.

Dentro de este mismo contexto, y a fin de conocer más sobre la impuni­
dad y la devaluación de la vida, seria importante que revisáramos el número 
de muertos que se producen en el país en motines y revueltas en las 
prisiones.
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Años Reclusos Heridos Fallecidos Porcentaje

1990 29.370 1.031 288 4,49
1991 20.308 2.721 1.114 12,65
1992* 29.124 1.094 259 4,84
Total 78.802 4.846 1.661 21,78

'  (30 de junio)

Fuente: Dirección General Sectorial de Defensa y Protección Social del Ministerio de Justicia 
el 20 de agosto de 1992. Tomado de Fernández T., Julio C., (1994), La seguridad jurídica en 
Venezuela, p. 184.

El mismo autor señala que, en promedio, el 67,68% de los reclusos venezo­
lanos son procesados y para 1992 solamente existían 15.000 cupos para 
reclusos en el país y para el 19 de julio había en Venezuela 29.124 reclusos.

Este hacinamiento provoca una ausencia de seguridad jurídica y, ante todo, 
personal de esos reclusos, a tal grado que el Ministro Mendoza Angulo anunció 
que en el Retén de Catia durante tres años han muerto 81 reclusos y han sido 
heridos 629 (Fernández, op. cit., 183).

Así, constatamos que hablar de violencia en Venezuela y particularmente en 
Caracas, también incluye considerar cómo el sistema de justicia con sus 
características de corrupción, demora procesal y muerte, es un factor que 
acrecienta la violencia ya que no cumple ninguna de las funciones de control y 
rehabilitación que teóricamente le corresponden. Por el contrario, potencia la 
rabia y el sentido de devaluación de la vida de quienes se encuentran en las 
cárceles, confirmándoles además que no hay vuelta atrás en la carrera delictiva 
de cada uno de ellos.

Hablando de devaluación de la vida, volvamos a los datos sobre los que 
mueren por la violencia. Según los datos recopilados por el Centro de Estudios 
para la Paz en la Dependencia Operativa del Cuerpo Técnico de Policía Judicial 
tenemos que, el homicidio entre 1993 y octubre de 1995, pasa de 4.292 casos 
conocidos a 3.644, los cuales en un 37% suceden en el Distrito Federal. Si bien 
parecería haber una tendencia a disminuir, la cifra es suficientemente alta para 
alarmarnos, especialmente si constatamos el nivel de agresión que ha ido 
aumentando hasta llegar a ensañamientos inútiles.

Por otro lado, tendríamos como dato las muertes causadas por funcionarios 
de los cuerpos de seguridad en el ejercicio de sus funciones, en violación 
flagrante de los derechos ciudadanos. Esto datos provienen básicamente de los 
organismos de Derechos Humanos (no gubernamentales) existentes en el país



52 Revista Venezolana de Análisis de Coyuntura

y de los cuales citamos el Proyecto Venezolano de Educación-Acción en 
Derechos Humanos (Provea). Según el Informe Anual sobre la Situación de los 
Derechos Humanos en Venezuela entre octubre 1993 y septiembre 1994, 148 
personas perdieron la vida a manos de alguna de las fuerza policiales o militares 
del país. De ese total, el 70% eran menores de 35 años. Del total de muertos 
por la fuerza pública, encontramos 131 de sexo masculino (88,5%) y 17 de sexo 
femenino (11,5%) y el 48% de los casos (n=71) sucedieron en la ciudad de 
Caracas y su área metropolitana.2 Ser joven y vivir en Caracas parecería 
aumentar la probabilidad de morir en manos de algún funcionario de los cuerpos 
de seguridad del Estado. Recordemos que estos casos registran una cifra negra 
muy alta, ya que el miedo a la violencia policial actúa -a l igual que el miedo ante 
los delincuentes- intimidando. Hacer pública estas acciones violatorias de los 
derechos humanos fundamentales -el derecho a la vida entre ellos- implica un 
alto riesgo de persecución o muerte para los familiares de las víctimas. Final­
mente, quiero decir que los datos de los homicidios son importantes, pero 
debemos profundizar en su análisis pues no todos los muertos de la violencia 
se deben a los “malos".

A partir de los datos del Ministerio Público, la doctora Rosa Del Olmo nos 
presenta el siguiente cuadro:

SOLICITUDES DE INFORMACIÓN Y DENUNCIAS FORMALIZADAS
NUDO HECHO

1985 1986 1987 1988 1989 1990 1991

Solicitudes 
de apertura 1.427 1.516 1.403 1.422 1.766 2.425 2.500

Denuncias
formalizadas 642 457 843 745 1.002 936 800

Fuente: Informes Anuales de la Fiscalía Genera! de la República, Ministerio Público, Venezue­
la. Tomado de: Del Olmo, Rosa, 1994, p. 159

Como bien señala la autora, los datos nos hablan de un aumento sensible 
en las solicitudes de aperturas, y podríamos agregar que también nos pueden 
hablar de un aumento en el número de delitos imputados a los miembros de los 
cuerpos de seguridad del Estado, más aún -como señalamos antes- si recor­
damos que la denuncia de estos hechos presenta una alta cifra negra debido

2. Un promedio mensual de diez personas muertas a manos de funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley, arroja como resultado el seguimiento del derecho a la vida durante 1995, en que 
se registraron 119 muertes atribuibles a distintos cuerpos policiales, de seguridad o militares” 
(Provea,1996, 1).
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a los problemas de inseguridad personal que generan a los y las denunciantes. 
Esto podría, entre otras razones, explicar la gran diferencia entre las solicitudes 
de apertura y las denuncias formalizadas.

Retomando la necesidad de reorganizar los datos a partir de una concep­
ción teórica que busca demostrar la dinámica de la violencia cotidiana y su 
impacto en las condiciones de vida y salud de la población de Caracas, 
veamos ahora otros que pueden enriquecer nuestra visión del problema. La 
violencia deja una secuela de lesionados, es decir, de personas agredidas que 
no mueren, y que no pueden continuar su vida en situaciones normales, al 
menos por un tiempo. Esto es válido para todas las formas de violencia de las 
que hemos hablado en este trabajo (obviamente no el homicidio), pero nos 
vamos a referir solamente a una que tiende a ser poco investigada, pero que 
podría también arrojar luces sobre el tópico. Veamos, qué sucede con los 
datos de lesiones personales, tanto en la fuente de justicia como en la de 
salud.

Rosa Del Olmo (op. cit., 150) señala, después de analizar los datos estadís­
ticos de 1985 a 1991 de la Policía Técnica Judicial y de la OCEI sobre los actos 
de violencia contra las personas, que:

El delito más frecuente es lesiones, que va incrementándose progresivamente a 
lo largo de los siete años revisados, de 23.504 casos conocidos en 1985 a 33.381 
en 1991, aunque baja en 1989.

En el mismo trabajo se puede observar que en el caso de los delitos contra 
las personas, conocidos en el área metropolitana de Caracas para el mismo 
período:

... el delito de robo es el más frecuente, aunque le sigue de cerca las 
lesiones personales, que se han venido incrementando de manera significa­
tiva, hasta alcanzar un total de 8.554 conocidos en 1991, aunque hayan 
disminuido -como casi todos los delitos conocidos por la PTJ- en 1990 (Del 
Olmo, op. cit., 151).

Las cifras de lesiones personales para 1993 a octubre de 1995, en el trabajo 
citado del Centro de Estudios para la Paz, descienden de 34.008 a 25.457 los 
casos conocidos por la PTJ. Sin embargo ocupan el tercer lugar entre los 
principales delitos en el país durante los tres años (después de hurtos y robos). 
En el área metropolitana de Caracas durante el mismo período se ubica en el 
cuarto lugar de los principales delitos, salvo en 1995 cuando es desplazada al 
quinto lugar, por el robo de vehículos. Entonces, sin dejar de considerar la 
seriedad de los homicidios, debemos también volver nuestra mirada a las 
lesiones, pues ameritan atención desde el punto de vista de las consecuencias 
físicas, psicológicas y sociales que generan detrimento en la calidad de vida y 
en la capacidad productiva de las personas afectadas.
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En la investigación que realizáramos desde la Dirección de Salud de la 
Alcaldía de Caracas, después de analizar los certificados de defunción del 
primer trimestre del año 1995 en el Distrito Sanitario 2 de Caracas, iniciamos la 
búsqueda de información sobre morbilidad por violencia en los dos principales 
hospitales del oeste de la ciudad. Ambos poseen servicios de emergencia y 
reciben a la mayoría de la población de la parroquia Sucre de Caracas, la más 
populosa del Municipio Libertador, y de aquellos que lo requieren aun sin vivir 
en la zona. La información de los dos centros no es comparable, como podía­
mos esperar, pero es un buen ejemplo para este trabajo ver los datos de uno 
de estos hospitales.

El hospital Dr. R. Baquero González (Periférico de Catia) recibió durante 
el primer trimestre de 1995, 352 casos de heridos de arma blanca y de arma 
de fuego. Esto significa solamente el 2,3% del total de consultas de emergen­
cia en dicho hospital. Otro 22,4% de las emergencias corresponde a lo que 
podría ser violencia, pero necesitaríamos profundizar aún más la información 
para poder afirmarlo. Son casos de caídas, golpes, heridas no especificadas, 
quemaduras y mordeduras no animales. Es de señalar que a este hospital 
llegan generalmente los casos provenientes del Retén de Catia, y de ellos, 
además de algunos casos de heridos por arma blanca, la mayoría son por 
golpes y caídas. Sin embargo estos casos del Retén en total no llegaban al 
1% de los casos atendidos por emergencia durante el trimestre. El total de 
emergencias atendidas en el hospital es de 15.110 casos, siendo evidente 
que, o la violencia no se expresa realmente en estos datos, o simplemente no 
se registra y, por esta razón, la desconocen todos los organismos que ten­
drían que enfrentarla, especialmente los que a partir de estas fuentes hospi­
talarias planifican las políticas de salud en el país.

Continuando el análisis de los datos del hospital, encontramos que aque­
llos casos de emergencia que ameritaron pasar a hospitalización son sola­
mente 931 casos. Aquí, como la información es algo más específica, proce­
dimos a evaluar las cinco primeras causas violentas de ingreso hospitalario 
que representan el 78,2% de las emergencias que por violencia van a hospi­
talización. Encontramos que los traumatismos contusos son la primera causa 
en todos los grupos de edad hasta los 33 años, para el sexo masculino. A 
partir de allí, las heridas cortantes o heridas sin especificar son más frecuen­
tes. Los traumatismos contusos cortantes y las heridas po r arma de fuego son 
las menos frecuentes entre estas cinco causas. Esto podría estar indicando 
que la violencia terminal, la de las muertes, no es el mejor indicador de la 
violencia, pues queda afuera una violencia que puede ser (o generalmente es) 
reiterativa, y produce lesiones que ameritan intervención del sistema de salud 
y casi siempre deja secuelas físicas, psicológicas y sociales muy profundas. 
Desde la pérdida de capacidad de alguna parte del cuerpo, a los intentos de 
suicidio, a las venganzas o a los llamados dramas pasionales.

Sobre estos datos, queremos también señalar dos aspectos importantes en 
cuanto a edad y género. Primero: el alto índice de ingresos a la emergencia, de
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niños de ambos sexos menores de 6 años por causas violentas. El trauma 
contuso y la herida cortante son las primeras causas de ingreso a hospitaliza­
ción por violencia en niños y niñas de 0 a 6 años, llegando a un total de 84 casos, 
o sea, el 9% del total de casos asistidos. Aquí se podría estar escondiendo no 
sólo la violencia física, sino también la violencia del sistema contra la familia, 
causante de que las mujeres, por derecho al trabajo o por necesidad (lo 
segundo, generalmente), dejen a los hijos aún muy pequeños, solos o cuidán­
dose entre sí, lo cual genera un alto riesgo de accidentes domésticos con 
resultado de niños y niñas afectados. La ausencia de apoyo institucional para 
estas familias niega, en muchos casos, el derecho a la vida a niños y niñas de 
hogares en donde la mujer es una o la única fuente de ingresos y, para buscar 
el sustento vital para sus hijos trabaja cuidando los hijos de otra mujer de clase 
media, de buhonera, limpiando oficinas o las calles de la ciudad, mientras, en 
su casa sus hijos padecen una especie de ‘abandono por sobrevivencia’.

Por otro lado es llamativo el hecho de que de los 931 casos que fueron 
asistidos en hospitalización por violencia, encontramos un 30% de mujeres, es 
decir 221 casos, de las cuales 90 (40,7%) ingresan por trauma contuso y 47 
(21,3%) por herida cortante. ¿Qué origina estas heridas y traumas? Según 
estos datos parecería que la violencia no mortal no es tan diferente en cuanto 
a las huellas que ameritan atención clínica entre hombres y mujeres, y sería 
interesante saber las causas que originan estos traumas y heridas, en ellos y 
ellas. Me atrevería a formular la hipótesis de que son totalmente diferentes. 
¿Detrás de estos niños y niñas y de estas mujeres, no estará la presencia de 
la violencia doméstica? ¿Sería serio pensar que tantas mujeres en la parroquia 
Sucre sufren accidentes que generan este total de hospitalizadas por violencia? 
Hay que mejorar los registros para poder responder a estas preguntas.

Y aquí llegamos a otras fuentes que debemos integrar en una red de 
información para poder tener una visión más completa de la violencia en 
Caracas. Me refiero a las instancias descentralizadas de gobierno, como alcal­
días y gobernaciones, que poseen algunos servicios a las comunidades que 
pueden arrojar luces sobre el problema. Quiero referirme específicamente al 
Centro Promotor de Políticas en Salud Casa de la Mujer-Catia dependencia 
adscrita a la Alcaldía de Caracas. Este centro, entre Febrero y Diciembre de
1994, recibió a 890 personas que pedían sus servicios. De ellas 809 (90,9%) 
eran mujeres (menores de edad: 3,34%; entre 18 y 28 años: 29,8%; entre 29 
y 38: 36,1% y hasta 46 años: 13%). De ellas, 665 mujeres pedían ayuda abierta 
ante la violencia que vivían ¿o viven aún?, en sus hogares. Reconocían haber 
sufrido maltrato verbal y físico (77=8,65%), psicológico o amenazas 
(215=24,16%) y verbal, físico y de todo tipo (200 mujeres ó 22,47%).

Estas mujeres en plena edad de crear, producir, soñar y construir, ya 
estaban camino a la aniquilación cuando pudieron dar el paso de pedir ayuda. 
Algunas porque decidieron divorciarse para no aguantar más violencia 
(177=21,9%) después de aguantar durante 5 hasta 20 años de vida conyugal
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(63,8%), con la fantasía de que él cambiaría algún día o con la impotencia de 
quien se cree inferior e incapaz de sobrevivir sin el hombre.

El mismo Centro-Casa de la Mujer de Catia, hasta el mes de marzo de 1995 
había recibido 120 usuarios de los cuales 113 eran mujeres de diferentes 
edades. En esta oportunidad, me referiré a las mujeres solamente. El 93,5% de 
ellas venezolanas y casadas el 95%. Mujeres jóvenes en su mayoría -68,8% 
entre 18 y 37 años- El 38% con la educación primaria aprobada y 15,3% con 
educación media concluida. El 50% están dedicadas a los oficios del hogar 
como trabajo único.

Estas mujeres son representantes y víctimas de la violencia doméstica, es 
decir, provienen de familias en donde la violencia es una manera de vivir y una 
forma de relación y solución de conflictos. El 86,3% de las usuarias han sido 
agredidas por sus maridos: el esposo en el 50,8% y 25% concubinos. El 7% son 
agredidas por otras mujeres o ellas agreden a niñas o niños, razón por la cual 
van a buscar ayuda al Centro Casa de la Mujer.

Los motivos de consulta pueden ser diversos y más de uno a la vez, pero 
los de mayor porcentaje son los de violencia intrafamiliar (49,2%). Entre estas 
causas de búsqueda de apoyo institucional, la separación de la pareja actual 
aparece en un 33,3%. En el 73,1% de los casos es la primera pareja que la 
mujer establece, y se plantea como razón para querer dejar una unión que 
dura más de 5 años por lo general, la violencia de él contra ella. Esta violencia 
significa golpes (39,8%), gritos e insultos (32,2%), amenazas (16,1%) o 
varias de ellas juntas. Un 28,2% de las usuarias reconoce haber sido 
sometida a violencia sexual o sospechan de intención de cometerla contra 
una tercera persona, generalmente una hija. Esta es una de las razones para 
decidirse a buscar ayuda y acabar la relación con el agresor. Como vemos, 
estas familias carecen de las mínimas condiciones de convivencia para poder 
organizar un ambiente que permita un desarrollo de valores y habilidades de 
solidaridad y respeto mutuo, y por el contrario, estimulan la violencia y la 
discriminación, subyugando a unas(os) por el dominio y uso del poder por el 
otro.

Las consecuencias que reconocen haber sufrido estas mujeres por las 
situaciones de violencia doméstica, van desde el deseo de separarse de su 
agresor (64,7%), problemas psicológicos (48,3%) como depresión, angustia, 
ansiedad, agresividad, miedo, etc. Abandono del hogar por parte de ella 
(12,9%) o por él (10,3%) y problemas de salud física (16,5%) como hematomas, 
heridas con sutura, aborto y hospitalización, entre otros. Llama la atención que 
32,3% de los agresores no conviven ya con la agredida, pero aún se sienten con 
derecho a controlar su vida, hasta llegar a la violencia.

Todo lo anterior se concreta cuando se observa que el 80% de los actos 
violentos suceden dentro del hogar y un 60,3% en presencia de terceros, que



Una reflexión en torno a la violencia en Caracas 57

generalmente son los hijos y las hijas. En un 29,8% hay otras víctimas entre los 
familiares. Esto indica que la violencia familiar es un hecho cotidiano dentro 
délas cuatro paredes del inseguro hogar, que se convierte así en una escuela 
de reproducción de la violencia como forma de relación, que se articula con el 
afuera violento de la sobrevivencia y con la impunidad.

PALABRAS FINALES

Para finalizar estas reflexiones quiero retomar las palabras de Sergio Bagú: 
“La teoría en cualquier ciencia es en parte observación y experiencia, y en parte, 
vuelo imaginativo”. Mi intención fue plantear algunas ideas que la experiencia 
y la observación, han hecho surgir en mi imaginación en relación con la 
investigación y la teorización en el campo de la violencia, sobre la necesidad de 
aunar esfuerzos y fuentes de información que nos permitan reorganizar los 
datos a fin de generar alternativas concretas de comprensión del problema con 
miras a lo que creo debe ser nuestra meta: orientar acciones en el campo de 
las políticas públicas.

Una acción necesaria, por ejemplo, es tratar de incidir en la calidad de los 
registros que sirven de base a nuestras investigaciones y que provienen tanto 
de las instituciones del Estado como de las organizaciones de la sociedad civil. 
También es importante que desde la academia dejemos de lado el simplismo 
en las definiciones que desvirtúan la comprensión del problema. Partiendo de 
una concepción global, podemos centrar nuestras investigaciones con miras a 
profundizar en aspectos específicos del fenómeno, pero sin caer en explicacio­
nes causales únicas de una realidad tan compleja.

Finalmente, quiero hacer énfasis sobre el tema de la impunidad, pues creo 
que este en la actualidad, es el detonante más violento de la violencia genera­
lizada. Estoy convencida de que no podemos seguir siendo espectadores de la 
impunidad y la corrupción de la justicia en Venezuela, porque es un factor que 
agudiza la violencia y potencia el miedo, por eso creo que la investigación debe 
buscar aclarar cómo se vinculan estos procesos y divulgar el conocimiento 
producido, para tratar de influir en la colectividad, y en quienes tienen a su cargo 
diseñar políticas sociales que dignifiquen la vida en nuestra ciudad. Creo que 
participar en mejorar las condiciones de vida de los demás es la única garantía 
de mejorar las condiciones de vida de todos y todas.
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PARA LA INVESTIGACIÓN: 

LA PROTESTA POPULAR EN 
LA VENEZUELA CONTEMPORÁNEA
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RESUMEN

En este artículo se presentan las reflexiones iniciales de orden conceptual y metodoló­
gico que orientan la investigación emprendida en el área sociopolítica del CENDES 
desde enero de 1996 titulada: La protesta popular en la Venezuela contemporánea. El 
artículo consta de tres partes: en la primera se revisan planteamientos hechos por 
distintos historiadores sobre las multitudes y sus características; en la segunda se 
plantean ideas sobre “acción colectiva” y “disrupción social” provenientes de la sociolo­
gía política: en la tercera se contruyen unas primeras herramientas para clasificar la 
información empírica.

INTRODUCCIÓN

Desde enero de 1996 comenzamos en al área sociopolítica del CENDES 
una investigación denominada: La protesta popular en la Venezuela contem­
poránea. Estimado para una duración de tres años, este proyecto busca 
contribuir a la construcción de un marco interpretativo general sobre la acción 
colectiva del venezolano durante un lapso histórico que se extiende desde el 
gomecismo hasta nuestros días. Esta meta general incluye varios objetivos 
específicos:

1) elaborar un registro de las principales actuaciones colectivas;
2) describir y caracterizar estas acciones;

3) diferenciar distintos tipos de acción colectiva buscando comprender sus 
particularidades;

4) comparar mismas modalidades de protesta en distintos momentos his­
tóricos;
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5) establecer algunos hitos en la acción colectiva;
6) abrir una línea de investigación que permita entrenarse en la investigación 

histórica contemporánea de Venezuela a estudiantes de pre y posgrado;
7) establecer vinculaciones académicas e institucionales con quienes en Vene­

zuela, América Latina y otras regiones trabajan esta problemática.

En este artículo se presentan las reflexiones iniciales de orden conceptual 
y metodológico que orientan esta investigación. Se nutren de una primera 
revisión bibliográfica, orientada principalmente hacia el campo de la historiogra­
fía y de la sociología política. En esta etapa se ha privilegiado lecturas abstrac­
tas y generales sobre el por qué se protesta, quién es el protagonista y cómo 
ha de tratarse el tema.

El interés por la protesta popular se vincula al campo de la investigación 
académica sobre las luchas sociales de las clases, sectores o grupos de la 
población que se encuentran y/o se sienten en desventaja en una sociedad 
dada. En tal sentido, hay una relativamente abundante reflexión conceptual y 
metodológica general, que se ubica principalmente en el campo del marxismo. 
Sin embargo, debido a las continuas críticas en torno a los conceptos de clase, 
lucha de clases, conciencia de clase, etc., así como por la complejidad y falta 
de consenso en las conceptuaciones más recientes sobre nociones como los 
movimientos sociales o de protesta (Bobbio y Matteucci, 1976, 273-274), en 
esta investigación se ha planteado como estrategia comenzar con una óptica 
abierta, de permanente revisión de la literatura conceptual o teórica que exista, 
para confrontarla y adecuarla a la información empírica que se vaya recogiendo 
y clasificando. En este sentido, lo que se presenta a continuación sólo aspira a 
ser un conjunto de ideas ordenadas, que en principio se comparten o son 
sugestivas. Estas servirán de orientaciones provisionales para el inicio de la 
investigación sobre el caso venezolano.

Es de señalar, que la protesta popular venezolana ha sido escasamente 
estudiada; a excepción de algunos trabajos recientes, especialmente preocupa­
dos por la violencia de los últimos años, es un campo académico prácticamente 
inédito (Sic, abril 1989; Cuadernos del CENDES, enero-abril, 1989; Carvallo et 
al, 1990; Ugalde et al, 1994). Por ello, las hipótesis sobre el caso venezolano, 
que al final se exponen, sólo tienen un carácter provisorio y habrán de ser 
ratificadas o desechadas en la medida en que se avance en la exploración 
empírica.

EL INTERÉS POR LA HISTORIA DE LA GENTE COMÚN Y CORRIENTE

El interés por lo que sienten y hacen “los pobres” o “el pueblo” o simplemente 
“la gente común y corriente” es, en términos historiográficos, un tema que surgió 
con la revolución francesa (Hobsbawm, 1988, 15). Sería a partir de ese evento 
central de la “modernidad” que se produciría un cambio sustantivo en la
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naturaleza de la política francesa y europea, que luego habría de generalizarse 
en occidente y en el mundo. En efecto, desde entonces las masas populares 
adquirieron visibilidad e importancia en la toma de decisiones de la política 
“grande", un fenómeno totalmente novedoso en la historia europea, haciéndose 
necesario y útil comprender los móviles y las características de sus movilizacio­
nes y luchas. El tema fue expandiéndose en el siglo XIX y se generalizó en el 
presente siglo, gracias al avance de la democracia por una parte y la construc­
ción del socialismo por otra, hasta llegar (el tema de la historia de la gente) a 
constituir una de las tendencias historiográficas más representativas del siglo 
XX (Hobsbawm, 1988, 13).

En la disciplina histórica ha sido la escuela francesa conocida como de los 
Armales, fundada por Marc Bloch y Lucien Febvre en los años veinte, la que con 
su énfasis en la necesidad de incorporar al hombre de carne y hueso y al 
hombre en sociedad en lo historiable, le daría un impulso decisivo a distintas 
ramas de la historia ligadas a la problemática del hombre común, de manera 
destacada para nosotros, la historia social y más recientemente la historia de 
las mentalidades y de la vida privada (Febvre, 1953; Duby, 1993). También, de 
esta corriente historiográfica surgió la concepción braudeliana de los tres ritmos 
de la historia; un ritmo lento, casi inmóvil e imperceptible; un tiempo largo de las 
estructuras y el rápido de los acontecimientos (Braudel, 1949,17 y ss.). Con ello 
se buscaba mantener niveles de análisis globales en medio de la fragmentación 
de los hechos y la variedad de los temas que la nueva historia comportaba. 
Igualmente, desde sus inicios, esta escuela francesa se caracterizó por el 
esfuerzo de incorporar en la interpretación histórica los conocimientos produci­
dos en otras disciplinas, con el fin de alcanzar una interpretación, lo más 
completa posible, de lo acontecido (Bloch, 1949; Duby, 1993, 13). De esta 
historiografía se alimenta nuestra investigación, tanto por haber influido en 
nuestro interés por comprender al venezolano “moderno”, “común y corriente”, 
dándole la importancia que se merece en el proceso sociopolítico venezolano, 
por la aspiración de interpretación global que nos anima, como por la concep­
ción pluridisciplinaria con la que buscamos aproximarnos al tema de la protesta 
popular.

Desde una perspectiva más específica, existe un enfoque historiográfico 
conocido como de “la historia desde abajo” que, si bien posee vinculaciones con 
los historiadores de los Armales -George Lefebvre sería el primero en usar el 
término-, los pioneros fueron un grupo de historiadores ingleses marxistas, 
entre ellos, George Rudé, Eric J. Hobsbawm y E. P. Thompson. Entre 1946 y 
1956 estos historiadores constituyeron el “Grupo de Historiadores del Partido 
Comunista Británico”, donde fueron construyendo un conjunto de orientaciones 
teóricas para ir tratando temas como las rebeliones, revueltas, insurrecciones 
y revoluciones sociales (Kaye, 1995, IX). Para estos historiadores se trataba de 
reinterpretar la historia británica desde la óptica de “los de abajo” y traer al frente 
del escenario luchas específicas de los campesinos, artesanos y trabajadores, 
realzando el aporte hecho por ellos en el desarrollo económico, político y
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cultural de Inglaterra (Kaye, 1995, IX). Entre ellos, George Rudé destaca por su 
interés en las “multitudes”, a las cuales conceptuó, estudió y trató de compren­
der en sus conductas y pensamientos, abriendo una veta de oro en la historia 
social hasta entonces estudiada. Destacan para nuestra propuesta investigativa 
sus obras: La multitud en la historia (1971), La multitud en la Revolución 
francesa (1959), Captain Swing (escrita junto con Hobsbawm en 1969) e 
Ideología y  protesta popular (1995).

Rudé en La multitud en la historia, señaló el descuido de los historiadores 
hacia este tema y la necesidad de apoyarse en los conocimientos que sobre los 
fenómenos colectivos se estaban cosechando en los campos de la psicología 
y la sociología. Definió el término de multitud o muchedumbre, tomando un 
préstamo de la sociología: un grupo de contacto directo o “cara a cara” (Rudé, 
1971,11). También reflexionó sobre cómo distinguir la muchedumbre histórica 
de las ilimitadas formas de multitudes: en principio, cualquier muchedumbre 
podría ser histórica, pero lo probable es que se trate de multitudes activas, 
afines a las multitudes estudiadas por los sociólogos. Estallidos de histeria de 
las masas, objetos de estudio de la psicología social, tienen rara vez interés 
para el historiador, pues, en general, son de interés histórico más bien aquellas 
muchedumbres que expresan manifestaciones políticas y que los sociólogos 
llaman “turba agresiva” o “estallido hostil”, es decir, huelgas, revueltas, rebelio­
nes, insurrecciones y revoluciones (Rudé, 1971, 11). A nuestros propósitos, el 
concepto de muchedumbre histórica resulta útil como un posible acotamiento 
del sujeto de estudio de nuestra investigación.

Es de destacar, que tanto estos historiadores ingleses como algunos fran­
ceses (George Lefebvre, Albert Soboul o George Duby), tuvieron necesidad de 
ir más allá de la teoría marxista clásica, tratando de entender los intereses y las 
aspiraciones que llevaban al alzamiento y a la movilización colectiva a grupos 
de hombres y mujeres que no podían calificar en la concepción de “proletaria­
do”, ni sus kichas eran parte de lo que podía reconocerse como las propias del 
movimiento obrero. Rudé, por ejemplo, se especializaría en las multitudes 
urbanas y rurales de los siglos XVIII y XIX en Inglaterra y Francia, interesándose 
especialmente por esas multitudes que aparecen en la transición entre la 
sociedad del antiguo régimen y la sociedad industrial o moderna. Así mismo, 
uno de los trabajos más conocidos de Hobsbawm se refiere al “bandolerismo 
social” como una forma de resistencia o protesta del mundo rural al indetenible 
proceso de avance de la sociedad urbana capitalista (Hobsbawm, 1983). De tal 
manera que uno de los aportes más interesantes de estos historiadores fue 
buscar explicaciones conceptuales de lo que sucedía en la esfera sociopolítica 
cuando avanzaba indetenible el proceso de estructuración capitalista de la 
sociedad.

Los trabajos de Rudé y Hobsbawm sirvieron para revelar la existencia de una 
línea de investigación enriquecedora de la interpretación sociohistórica realiza­
da hasta la fecha. Y suscitó en la Inglaterra y los EE.UU. de los años sesenta
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y años setenta un cierto apogeo del tema de la protesta popular entre historia­
dores jóvenes, que traerían nuevas problemáticas a este campo temático: de 
manera destacada un interés por la protesta racial, étnica y de género (Kaye,
1995, XIII). En Venezuela esta bibliografía es prácticamente inexistente, encon­
trándose apenas algunos trabajos de Rudé, Hobsbawm, Landsberger, traduci­
dos al español por editoriales mexicanas y españolas a finales de los sesenta 
y en la década de los setenta, años de grandes turbulencias sociales en el 
mundo. En años recientes, se han producido reediciones de estos textos, en 
razón de la preocupación que de nuevo se ha levantado ante el deterioro 
económico y la agitación social que recorren América Latina.

En 1980 George Rudé publicaría un nuevo libro sobre la protesta popular, 
que recoge la discusión teórica que en los años setenta se había venido 
desarrollando dentro de esta corriente interpretativa. Ideología y  protesta popu­
lar refleja un enriquecimiento conceptual y metodológico hacia el tema, gracias 
a la reflexión, crítica y digestión de pensadores marxistas y no marxistas como 
Wright Mills, Lukács y Gramsci. En especial, Rudé considera sus anteriores 
investigaciones débiles en la interpretación de los móviles que impulsan a 
determinadas muchedumbres en un tiempo histórico y desarrolló entonces su 
noción de “ideología de la protesta”, como el conjunto de creencias e ideas que 
subyacen a toda acción social y política, independiente de quienes sean los 
protagonistas (Rudé, 1995,1). Con ello trató de liberarse de la camisa de fuerza 
que la teoría marxista clásica imponía, al no reconocer ideología, salvo en las 
clases dominantes. Rudé, apoyado en el pensamiento gramsciano, trató de 
comprender la ideología popular de la protesta, de qué se compone y cómo se 
constituye históricamente. En tal sentido utilizó la distinción hecha por Gramsci 
entre “ideologías históricamente orgánicas” e “ideologías no orgánicas”, que 
serían esas formas de pensamiento que “circulan entre la gente corriente, a 
menudo contradictorias y confusas, donde se mezcla folclore, mitos y experien­
cias cotidianas” (Rudé, 1995, 17). Esta noción, junto con la noción gramsciana 
de la ‘hegemonía’, concebida ésta como un proceso conformado por un conjun­
to de prácticas y acciones, mediante el cual un actor o una alianza de actores 
alcanza predominio político en una sociedad, le dio el respaldo necesario para 
darle sentido político a las protestas populares distintas a las realizadas por el 
movimiento obrero. Así mismo, le proporcionó herramientas para caracterizar la 
ideología que estaría presente en protestas populares específicas.

Rudé caracterizó la ideología popular como una “amalgama” o fusión entre 
dos tipos de elementos, un tipo que denominó “inherente” a los sectores 
populares y otro que consideró “superimpuesto” por un proceso de transmisión 
y adopción de Ideas externas a sus experiencias de vida (Rudé, 1995, 22). La 
primera se constituye con las experiencias vividas y las expresiones tradiciona­
les de los miembros que conforman la muchedumbre, la segunda viene de 
afuera, de actores hegemónicos o sus portavoces y es recibida por los pobres. 
Se trata para él de una noción compleja, donde ambos elementos de la fusión 
se superponen, hasta incluso resultar difíciles de distinguir. Lo que para una



64 Revista Venezolana de Análisis de Coyuntura

generación de pobres resulta externo a sus creencias y experiencias, la siguien­
te puede considerarlo parte de su bagaje cultural. Esta manera de ver tas ideas 
subyacentes a la protesta popular, pareciera interesante a esta propuesta 
investigativa y se intentará corroborar en el transcurso de la pesquisa. No nos 
cabe duda de que, tanto en el estadio de transición de la sociedad venezolana, 
como en el de consolidación de la estructuración capitalista del mismo (Equipo 
Sociohistórico del CENDES, 1993, tercera edición), las distintas modalidades 
de protesta que se suceden, tienen como sujetos, multitudes de muy diversa 
naturaleza y formas de pensar, hombres y mujeres que cabalgan entre distintos 
mundos, a los cuales intentaremos comprender en los móviles de su acción a 
través de la recolección de esas ideas, en parte heredadas y propias de sus 
vivencias como dominados, en parte adquiridas y producidas por los actores 
que ejercen la hegemonía.

En términos metodológicos, Rudé planteó una serie de interrogantes para 
abordar la investigación sobre la protesta popular, que por su sensatez presen­
tamos como un punto de partida en la búsqueda y ordenamiento de la informa­
ción empírica:

1. ¿Qué pasó realmente? Es decir, describir y ubicar el hecho en su contexto 
histórico.

2. ¿Cuáles eran las características de la muchedumbre, las caras de la 
multitud? Vale decir, quiénes participaron en la protesta, cómo lo hacían, 
quiénes eran los promotores y quién o quiénes lo conducían.

3. ¿Quién o cuál era el blanco de la multitud? ¿Contra quién va dirigida la 
protesta, cuáles eran los objetivos, motivos e ideas subyacentes?

4. ¿Que eficacia tuvieron las fuerzas de represión o las de la ley y el orden?
5. ¿Cuál ha sido la significación histórica del hecho, así como sus consecuen­

cias?

LA ACCIÓN COLECTIVA VISTA DESDE LA SOCIOLOGÍA POLÍTICA

Desde el campo de la disciplina sociológica la discusión teórica y metodo­
lógica ha sido extensa. A diferencia del debate historiográfico, donde los 
enfoques derivados del marxismo han predominado, en el caso de la sociología 
encontramos interpretaciones de la “acción colectiva” que se derivan de distin­
tas corrientes del pensamiento: Durkheim, Mili, Weber y el mismo Marx (Tilly, 
1978, 12 y ss). Forma parte de esta propuesta de investigación revisar con 
algún detenimiento los aportes que han hecho distintos autores en las distintas 
corrientes (y ramificaciones de las mismas), a la comprensión del fenómeno de 
la protesta popular. No obstante, señalaremos algunos puntos que desde el 
estado de revisión actual nos han parecido de interés.

En la sociología norteamericana de tendencia marxista, se han hecho 
valiosos esfuerzos por construir nociones y modelos que tengan un potencial
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interpretativo completo y ajustado a las realidades de la protesta en el siglo XX. 
Para ello se ha incursionado deliberadamente en las corrientes de pensamiento 
no marxista, combinado esto con la e>ploración empírica de los turbulentos 
años treinta, sesenta y setenta de la sociedad norteamericana. Dos libros nos 
parecen relevantes.

Francés Fox Piven y Richard A. Cloward, en la obra publicada en 1977 
titulada: Poorpeoples's Movements. Why They Succeed. How They Fail, hacen 
uso del análisis marxista, pero sin las rigideces del pasado. Se incorporan 
aportes de numerosos sociólogos no marxistas (Weber, Tocquevelle, Davies) y 
se confronta la teoría con la observación empírica. Para nuestros propósitos 
hay varios aspectos a retener y discutir en esta obra.

Lo central del análisis de la protesta, según estos autores, sería dilucidar las 
relaciones que se establecen entre quienes protestan, el contexto desde el cual 
lo hacen y las respuestas que reciben del Estado. La protesta popular es un 
hecho fundamentalmente político, que se circunscribe a un marco institucional, 
que en definitiva condiciona el cómo y el dónde se produce la “disrupción” de 
la vida cotidiana. Los autores definen al protagonista de la protesta popular 
como “los pobres” o la “clase baja”, pues según argumentan, es un término más 
general (que el proletariado) y los movimientos de protesta son siempre reali­
zados por sectores o sustratos de la clase trabajadora, así sean mujeres que 
vivan del Welfare State (Piven y Cloward, 1977, l-V). Su definición de un 
movimiento de protesta también es sugestivo: un movimiento de protesta surge 
cuando se produce entre los pobres y las clases bajas “un cambio de conciencia 
y de conducta”. Esto no necesariamente implica organización, ni metas claras. 
Con ello, los autores nos facilitan conceptualmente incluir como fenómenos 
sociopolíticos toda una gama de acciones colectivas.

El cambio en la conciencia de los pobres, al que aluden, viene dado por al 
menos tres rasgos diferenciados: el primero, cuando el sistema, o ciertos 
aspectos que la gente percibe como del sistema, pierden legitimidad; el segun­
do, cuando la gente, que suele ver el orden social existente como algo inevita­
ble, cambia de actitud y comienza a enfatizar “derechos” que implican deman­
das de cambio; y un tercer aspecto es cuando aparece una nueva sensación de 
eficacia: la gente, que suele creerse impotente, siente que tiene posibilidades 
de alterar su destino (Piven y Cloward, 1977, l-V). El cambio de conducta es 
más fácilmente reconocible en las huelgas, marchas y diversas revueltas y 
según los autores tiene dos características: la gente se vuelve desafiante de las 
tradiciones y reglas que solía respetar y ese desafío opera colectivamente.

Otra reflexión de primera importancia para nosotros es la que hacen en 
referencia al contexto en el cual se produce la protesta. Para Piven y Cloward 
las causas estructurales contribuyen, mas no bastan (Piven y Cloward, 1977, 
6-13). Tampoco son causas suficientes las condiciones de estrés, como las 
interrupciones en las rutinas de la vida cotidiana, provocadas, por ejemplo, por
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el desempleo; ni percepciones de los pobres sobre una coyuntural debilidad o 
división en las élites dominantes. Para llegar a la “disrupción social" harán falta, 
además, una conciencia de injusticia, así como la esperanza de que con la 
acción pueda alterarse la situación existente. Para estos autores, están dema­
siadas cosas en riesgo para los pobres, incluso sus vidas, de manera que no 
se rebelan contra el orden social si no tienen alguna esperanza de alterarlo 
(Piven y Cloward, 1977, 6-13).

Un aporte teórico-metodológico es la atención que los autores le dan al 
marco institucional donde transcurre la protesta popular. Para ellos, todo aná­
lisis sobre la protesta de los pobres debe incluir una caracterización del marco 
institucional donde ésta se desarrolla, pues lo institucional indica generalmente 
por dónde primero aparece la insubordinación. Por ejemplo, la protesta en los 
EE.UU. suele comenzarse referida al sistema electoral por ser allí el lugar de 
la renovación de la legitimación de la democracia y donde la gente ha sido 
educada para creer que se pueden impulsar cambios. La aparición de alteracio­
nes en los patrones electorales norteamericanos, tales como la aparición de 
una tercera candidatura independiente en comicios presidenciales, o el aumen­
to de la abstención, indican el comienzo de dificultades. Dependiendo de las 
reacciones del liderazgo frente a estos síntomas, y la eficacia que el canal 
muestre para inducir el cambio, la protesta amaina o sigue su curso hacia 
formas menos institucionalizadas. Por otra parte, los roles institucionales de 
quienes protestan también suelen determinar la forma de la protesta. Así, un 
obrero protestará desde o en su fábrica y lo hará con disrupciones en las 
actividades del trabajo, los médicos en los hospitales, los estudiantes en sus 
centros educativos, los desempleados lo harán en las calles en donde se ven 
obligados a estar, o se amotinarán en los centros de atención para desemplea­
dos (Piven y Cloward, 1977, 20).

En comparación con los otros grupos de la sociedad, para Piven y Cloward, 
los pobres suelen encontrarse en posiciones institucionales débiles para usar 
la disrupción como una táctica. Muchos están en posiciones nada importantes 
en una institución grande, lo cual hace que una disrupción a ese nivel no tenga 
importancia. Por otra parte, los que trabajan en pequeñas empresas, o en 
empresas económicamente marginales, o los que están desempleados, no 
desempeñan roles cruciales, ni para una fábrica, ni para la sociedad. En 
realidad, su participación institucional está tan lejos de ser importante que la 
única “contribución” a la cual pueden negarse es la de la quietud en la vida civil: 
los pobres, nos dicen los autores, pueden saquear (Piven y Cloward, 1977, 
25-26). El poder de alterar la vida civil es, por decirlo de algún modo, el único 
poder importante que tienen los pobres. Su uso, sin embargo, difícilmente 
puede ser planificado (Piven y Cloward, 1977, 26-27).

Otro sociólogo de la corriente marxlsta norteamericana, Charles Tilly, en su 
obra, From Mobilization to Revolution, se refiere también a la “acción colectiva” 
como un fenómeno fundamentalmente político, pues: “de lo que trata la acción
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colectiva es del poder y de la política; inevitablemente evoca cuestiones como 
lo que está bien y lo que está mal, lo justo y lo injusto, la esperanza y la 
desesperanza; a menudo sólo plantearse el problema incluye juicios como 
quién tiene el derecho a actuar, y cuánto bien puede traerle hacerlo.” (Tilly, 
1978, 5) Aboga por establecer algunas conceptuaciones estándar y hacer un 
esfuerzo teórico para evitar descripciones fastidiosas e interminables sobre las 
distintas modalidades de la acción colectiva. En esa dirección, propone un tipo 
de análisis que pueda ser capaz de reunir las virtudes de los modelos causales 
con los propositivos (Tilly, 1978,6). Es decir, un modelo explicativo del fenóme­
no de la acción colectiva que tome en consideración tanto los factores externos 
(las bases materiales de vida) como los factores subjetivos: valores, creencias 
y escogencias que hacen quienes se involucran en la acción. En tal sentido, 
desde la sociología, Tilly converge con el historiador Rudé.

En esa búsqueda de síntesis Tilly plantea que son cinco los componentes 
que pueden discriminarse en el análisis de la acción colectiva: los intereses, la 
organización, la movilización, la oportunidad y la acción colectiva propiamente 
tal (Tilly, 1978, 7). En el análisis de los intereses, será preciso sopesar las 
ganancias y pérdidas que resultan de la interacción del grupo con los otros; en 
la organización interesa la estructura que se da un grupo y cómo ésta afecta su 
capacidad de actuar según sus intereses; por movilización ha de entenderse el 
proceso mediante el cual el grupo va adquiriendo control sobre los recursos 
necesarios a su acción (aquí entran el sistema de valores y creencias); la 
oportunidad trata de la relación que logra establecer el grupo con el mundo que 
le rodea; finalmente la acción colectiva es el resultado de la combinación de los 
elementos anteriores y consiste en la actuación conjunta de la gente en prose­
cución de intereses compartidos (Tilly, 1978, 7). Señala Tilly que el enfoque 
marxista ha dado énfasis en sus análisis a los aspectos organizativos y de 
intereses, resaltando la ubicación del conflicto, la importancia de los intereses 
que se generan por la posición en la producción; a veces también se ha 
analizado la movilización, su carácter o intensidad, pero suele desatenderse la 
oportunidad, el sistema de creencias o procesos subjetivos que determinan el 
surgimiento y la decadencia de movimientos de protesta, el tema por antono­
masia de los weberianos (Tilly, 1978,48-49). Para Tilly, los seguidores de Stuart 
Mili también aportan a este campo temático con sus modelos de procesos 
decisorios y la pulcritud de sus estadísticas. Sugiere entonces un enfoque 
fundamentalmente marxista, que se complementa con métodos y técnicas de 
las otras corrientes interpretativas. La amplitud metodológica propuesta por Tilly 
nos parece válida como apoyo para emprender nuestra pesquisa.

PRIMERAS PAUTAS DE CLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN

Tomando en cuenta estos señalamientos, como estrategia de codificación 
se han establecido de manera preliminar dos coordenadas de análisis: la 
primera de estas discrimina las distintas modalidades de protesta según un 
criterio cronológico y la segunda, según su composición social y objetivos.
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Para el criterio cronológico nos apoyamos en el sistema de hipótesis elabo­
rado por el Equipo Sociohistórico del CENDES (1993, tercera edición), introdu­
ciéndole los correctivos que han aportado nueva información e interpretación. 
Vale decir, que planteamos tres etapas en la historia de la protesta popular 
contemporánea de Venezuela:

-  La primera comienza a principios de siglo y se extiende hasta mediados de 
los años cuarenta. En ésta, la sociedad venezolana vive una etapa de 
transición hacia su estructuración capitalista y es previsible que las protes­
tas y sus protagonistas reflejen de alguna manera los procesos de descom­
posición del mundo agropecuario exportador y los procesos de moderniza­
ción que llevarán a la constitución del modelo “rentista petrolero”.

-  La segunda etapa va de los años cuarenta hasta finales de la década de 
los años setenta, cuando las distintas determinaciones (económicas, 
sociales, políticas, institucionales, culturales), expresan una etapa de 
creciente dominio de la estructuración capitalista de la sociedad, aunque 
dicha sociedad gire alrededor de una dinámica “petrolero-rentista” , lo que 
le da a su modernización cierta particularidad. En este lapso se prevé la 
preeminencia de protestas “modernas”, vale decir aquellas signadas y 
protagonizadas por quienes venden su fuerza de trabajo -obreros, em­
pleados, profesionales-, contra quienes poseen la propiedad del capital, 
así como contra el Estado distribuidor.

Una tercera etapa se iniciaría hacia la década de los años ochenta cuando 
la pérdida de dinamismo del modelo “rentista petrolero” se combina con 
una creciente crisis social y político-institucional, sin resolución hasta la 
fecha. En esta etapa, la economía informal crece desdibujando y compli­
cando la estructura social lo que junto con otras variables configura una 
protesta poco “moderna” en los términos convencionales que la literatura 
le ha dado a este término, es decir las “protestas obreras” pierden su 
centralidad y asistimos a una “visibilidad” de variadas y distintas modalida­
des de protesta, protagonizadas por actores que parecen no responder a 
los grupos sociales convencionales del capitalismo. Estos actores dirigen 
su protesta de manera mayoritaria contra el Estado.

Estos tres contextos permiten situar una protesta determinada en un espacio 
temporal que suponemos contribuye a moldear las causas, formas e ideología 
de la protesta. Pero el contexto, como nos lo explican Piven y Cloward, es 
insuficiente para comprender la protesta en toda su dimensión.

En la segunda coordenada se intenta discriminar las modalidades de la 
protesta y ha sido concebido como una combinación de la segunda y tercera 
pregunta que se formulara George Rudé, y que señalamos arriba. Es decir, 
¿quién protesta o cuáles son las caras de la multitud? y, ¿contra quién se
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protesta y/o cuáles son los propósitos tras la acción colectiva? De manera 
inicial, se han identificado tres grupos.

Un primer conjunto se refiere a la protesta de aquellos sectores sociales 
que galopan entre dos mundos: los protagonistas serían los pobres y 
marginales, tanto campesinos como urbanos, que protestan a favor o en 
contra de un orden que agoniza, o contra un estado de cosas que se 
padece aunque poco se entienda, siendo su protesta poco ‘moderna’ en 
términos convencionales de dirección, organización y objetivos. Aquí ten­
dríamos las invasiones de tierras rurales o urbanas, saqueos y quema de 
propiedades, robo de alimentos para repartir, revueltas de buhoneros, etc.

Un segundo grupo estaría conformado por la protesta ‘moderna propia­
mente dicha’ es decir, son luchas de sectores trabajadores en el sector 
formal de la economía, público o privado, los cuales suelen tener una 
dirección, organización y objetivos réivindicativos y/o políticos bastante 
claros: son las movilizaciones, huelgas y otras formas de protesta de 
obreros y empleados. En la historia venezolana, desde principios de siglo 
encontramos este tipo, de protesta: la huelga ferrocarrilera de 1909 o la de 
telegrafistas de 1919, las luchas petroleras durante los años de la transición 
y en fechas recientes; las marchas y paros de profesionales y/o empleados 
públicos; las huelgas de obreros de industrias básicas como la Siderúrgica 
del Orinoco o las del sector privado como las acciones de protesta del 
sector textil en los años setenta. Más recientemente han proliferado las 
protestas que tienen por objetivo exigirle al Estado cumplir con sus compro­
misos: protestas de jubilados, empleados tribunalicios, consumidores, etc.

Un tercer grupo lo hemos discriminado por mantenerse constante en el 
tiempo, tener una composición social moderna, reivindicaciones modernas, 
pero, sin embargo, no articularse a la economía formal de manera directa: 
la protesta estudiantil. Aquí las caras de la multitud están en su mayoría 

. conformadas por estudiantes de diversas ramas y niveles de la educación, 
la extracción social de éstos es heterogénea, y en distintos momentos la 
protesta incluye sectores no estudiantiles; por otra parte, los objetivos, 
aunque suelen incluir aquellos de naturaleza corporativa, muchas veces los 
sobrepasan con holgura. La protesta estudiantil en Venezuela nos parece 
una modalidad específica de la protesta popular, que trataremos de inter­
pretar en las distintas etapas cronológicas.

Pareciera bastante probable que esta segunda coordenada tuviera que ser 
matizada y complejizada en el transcurso de la investigación, en la medida en 
que se estudien y diluciden aspectos teóricos y conceptuales sobre el fenómeno 
de la protesta. En tal sentido quedan aún muchas preguntas pendientes: ¿cómo 
se define lo ‘premoderno’, ‘no moderno’ o ‘lo moderno’ en sociedades periféri­
cas como la venezolana y con rasgos ‘petrolero-rentistas’? En razón de ello: 
¿cuáles protestas serían de un tipo u otro?, ¿qué es lo popular?, ¿dónde se
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encuentran los límites entre lo que constituye protesta popular y ciertas accio­
nes colectivas delictivas como asaltos a bodegas, quema de vehículos por 
encapuchados, linchamientos, etc.? ¿Podría intentarse establecer una periodi­
cidad centrada en el tipo de derechos que se han exigido por medio de la 
protesta en los distintos momentos históricos? ¿Podría ser el ciudadano, mas 
bien que los pobres o las clases trabajadoras, el protagonista de la protesta? 
¿Cuál es la efectividad de las distintas modalidades de protesta?

OBSERVACIONES FINALES

Como se ha visto, el tema de la protesta popular goza de un extenso, aunque 
disperso fondo de reflexión conceptual y teórica. Aquí apenas se han tomado 
vetas de la historiografía y de la sociología política, pero quedan aún los aportes 
de la psicología social y del campo de la ciencia política, que habrán de irse 
revisando a la par de la realización de las etapas de recolección y clasificación 
de la información. Así mismo, estas orientaciones y sus primeras discusiones 
han traído a la superficie aspectos teóricos que serán centrales en la interpre­
tación de las manifestaciones del malestar social de los venezolanos. Como por 
ejemplo, qué estamos entendiendo por modernidad, cómo vamos a caracterizar 
lo moderno y en virtud de ello, quiénes o qué luchas sociales llevan el sello de 
la modernización y cuáles habría que ver más bien como signos de resistencia 
a la disolución del antiguo modelo agropecuario exportador o en el limbo del 
agotamiento de esa modernización venezolana que los especialistas han cla­
sificado con el rubro de modelo ‘rentista-petrolero’. Sin duda también, la proli­
feración de la protesta social en los últimos años exige explicaciones coheren­
tes que interpreten el tránsito en el que nos hallamos y comprendan las 
motivaciones individuales y colectivas que llevan al venezolano común y co­
rriente desde hace unos años a salir a la calle a quejarse prácticamente todos 
los días de la semana.

Otro asunto no tocado aquí se refiere a las fuentes. Este es un trabajo por 
hacerse, pero pareciera claro que el deseo por comprender el malestar de la 
gente común y corriente e incorporar lo subjetivo, o lo que llama Rudé la ‘ideo­
logía de la protesta’ conlleva un esfuerzo adicional y complejo, que implica no 
sólo la utilización crítica de fuentes de poca calidad como entrevistas y perió­
dicos, sino también escudriñar en sitios poco convencionales en busca de los 
datos que permitan armar el rompecabezas. Habría que recordar a Hobsbawm, 
quien con su descubrimiento del “bandolero social”, ha sido un experto en 
encontrar fuentes en cualquier parte: “En la mayoría de los casos los historia­
dores de la gente común encuentran sólo lo que andan buscando, no existe un 
material o archivo que lo aguarde. Muchas fuentes de la historia popular sólo 
han sido reconocidos como tales porque alguien ha formulado una pregunta y 
a partir de ella ha buscado desesperadamente la forma -cualquier forma- para 
responderla. No podemos ser positivistas, creyendo que las preguntas y las 
respuestas surgen de modo natural del estudio de un material. Por lo general 
no hay ningún material antes de formularse la pregunta” (Hobsbawm, 1988, 17).
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EL CONCEPTO DE POBREZA 
EN LA SOCIOLOGÍA LATINOAMERICANA. 

EL CASO DE VENEZUELA.

Augusto De Venanzi
P r o fes o r  de  la  E s c u e la  de  So c io l o g ía , U CV

r e s u m e n

La sociología latinoamericana realizó durante la década de los sesenta y de los setenta, 
importantes esfuerzos analíticos por comprender el fenómeno de la pobreza, examinando 
las experiencias propias de los pobres en términos de su nivel de organización y participa­
ción política (marginalidad) y su ubicación en la división del trabajo (informalidad). La teoría 
de la dependencia fue, precisamente, un intento por enfocar sociológicamente la situación 
de atraso de nuestros países, estudiando las bases de la formación de las clases sociales, 
así como sus consensos y sus conflictos. En dichos análisis se obvió la tendencia a escrutar 
la pobreza como una relación entre ingresos y grado de satisfacción de necesidades 
básicas, la cual es más propia de la nueva sociología de la pobreza, cuyos rasgos princi­
pales se describen con detalle en este trabajo.

INTRODUCCIÓN

En los últimos quince años, es mucho lo que se ha escrito y comentado en 
América Latina en cuanto al problema de la pobreza y la aceleración de su 
crecimiento. Se han hecho grandes esfuerzos para retinar los conceptos em­
pleados en describirla y muchos más en perfeccionar los métodos necesarios 
para lograr su adecuada medición. A su vez, han sido abundantes los planes 
presentados y puestos en práctica en función de combatir esta forma específica 
de desajuste social, al cual se teme por su potencial para desestabilizar los 
sistemas políticos donde se produce. En efecto, si algo hay notorio en el 
panorama actual de las ciencias sociales latinoamericanas y su relación con el 
tema de la pobreza, es el alto nivel de tecnificación y especialización que puede 
reconocerse entre quienes se dedican a investigar esta materia y la literatura 
que producen, especialización que, a nuestro juicio, ha operado dentro de unos 
parámetros algo estrechos volviendo accesoria la inquietud por estudiar la 
cuestión de las raíces de la pobreza y los procesos de empobrecimiento de 
nuestras poblaciones.
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Por el contrario, si observamos las tendencias manifestadas en las obras 
latinoamericanas de ciencias sociales escritas unos veinticinco años atrás, 
apreciaremos con nitidez que éstas se volcaron al estudio de los problemas del 
desarrollo, el subdesarrollo y la dependencia, y de la peculiar estructura de 
clases prevaleciente en el mundo atrasado.

De hecho, podría decirse que para aquellos autores, el tratamiento del 
problema de la pobreza, entendido como calidad de vida de los ciudadanos, no 
revistió mucho sentido por sí solo. Los esfuerzos de interpretación de la realidad 
se pusieron por encima de otras consideraciones, en determinar primordialmen­
te las causas generales del atraso de las naciones sometidas a las fuerzas 
obstruccionistas del tradicionalismo o a relaciones de colonialismo político y 
económico. La manifestación más clara del atraso para los científicos sociales 
fue un bajo Producto Interno Bruto (PIB) y asociado a este un bajo ingreso real 
per cápita. Los datos de finales de los años sesenta eran contundentes en este 
sentido: los Estados Unidos de Norteamérica, la potencia dominante, exhibió el 
PIB y el ingreso per cápita más alto del mundo, llegando este último en 1970 
a $3.980. Luego seguían los países desarrollados de Europa con un ingreso per 
cápita entre $1.500 y $2.500. Al final de lista aparecían países atrasados como 
India y Pakistán con un ingreso per cápita de apenas $100 (Elkan, 1973).

Capítulo especial merecieron las economías petroleras, como la de Vene­
zuela y algunos países árabes, que presentaban casos atípicos por ser nacio­
nes dotadas de abundantes capitales y con alto ingreso per cápita. No obstante 
poseer estas ventajas dichos países presentaban problemas para multiplicar el 
sector moderno de sus economías y con la tarea de canalizar adecuadamente 
los recursos obtenidos en el negocio petrolero para lograr el despegue general 
del aparato económico (Berstain, 1973).

No es nuestro objetivo ofrecer una revisión de las virtudes y limitaciones de 
las premisas de la Sociología del Desarrollo ni de la Teoría de la Dependencia1 
(V. Gunder, Frank, 1969), tarea que por lo extensa caería fuera de los límites 
del presente trabajo. Lo que deseamos exponer es que en América Latina la 
pobreza como objeto privilegiado de estudio de la sociología, es una creación 
de la década de los ochenta2 (Coates y Silburn, 1976). Entonces, se hace un 
esfuerzo por dar un tratamiento expreso a los problemas sufridos por la gente

1. Los siete ensayos que integran la sección segunda del libro titulada “The Emperors Clothes“ 
(especialmente “Sociology of Development and Underdevelopment of Sociology” y “Functiona1 
lism and Dialectics"), contienen una excelente y sistemática crítica a la sociología norteameri­
cana del desarrollo, que fluye a lo largo de tres vertientes principales: adecuación teórica de 
los modelos, fundamentación empírica de los modelos y eficacia de los lineamientos prescrip- 
tivos derivados de los modelos.

2. Si observamos el desarrollo de la sociología en naciones avanzadas como Inglaterra, aprecia­
remos que la pobreza alcanzó importancia como tema en la época de los reformadores liberales 
y fue redescubierta posteriormente en los años setenta. Un campanazo de alerta fue la 
aparición de Coates y Silburn, 1976.
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subordinada, desconociendo el énfasis acordado previamente a problemas de 
índole sociológico y estructural, de mayor contenido disciplinario.

Sostenemos aquí que el nacimiento de esta nueva Sociología de la Pobreza, 
no respondió solamente al marcado crecimiento del fenómeno de la miseria en 
la década perdida. Este estilo de hacer sociología también vino a llenar el 
enorme vacío que dejó en Latinoamérica la crisis del desarrollo y sus supuestos 
básicos (Escobar, 1995; Williams, 1995). La nueva especialidad -es justo 
reconocerlo- ha proporcionado un conocimiento valioso y bastante detallado de 
las condiciones sociales de vida de los sectores más vulnerables de la pobla­
ción latinoamericana, que antes no se tenía.

En el caso de Venezuela, la nueva corriente demoró en cristalizar y alcanzar 
pleno desarrollo, pues en nuestro país prevalecieron condiciones económicas, 
políticas y sociales que retardaron el estallido de la crisis en que ahora se 
encuentra sumergido. A este respecto cabe mencionar que Venezuela, a 
diferencia de otros países del continente latinoamericano, disfrutó de abundan­
tes recursos provenientes de la explotación petrolera, de un sistema democrá­
tico que se encargó de distribuir la renta así generada y de una experiencia de 
movilidad social ascendente, con marcadas expectativas de continua supera­
ción entre sus diversos estratos. Un dato que no debe pasar inadvertido es que 
el agotamiento del modelo sustitutivo que se produce en América Latina a 
finales de los años sesenta, coincide con los inicios de la explosión de los 
precios del petróleo, lo cual disimuló por varios años el fracaso del modelo 
desarrollista seguido hasta entonces en Venezuela (Purroy, 1986).

1. SUBDESARROLLO Y DEPENDENCIA: EL LUGAR DE LA POBREZA

El concepto de país subdesarrollado, tiene su origen en las reuniones de la 
ONU, celebradas entre 1944 y 1945, cuando se propone con el objeto de 
desplazar el concepto de “país atrasado” Se pensó entonces, que existía la 
necesidad de definir con mayor precisión la realidad de un conjunto de nacio­
nes, las cuales a pesar de su evidente atraso, poseían una dinámica económica 
propia (Córdova y Michelena, 1967). El empleo del concepto provocó, sin 
embargo, las quejas de algunos países poseedores de un rico y antiguo 
patrimonio cultural (México, España, India y otros). Por ello, el término fue 
progresivamente restringido a su sentido económico, considerándose como 
países subdesarrollados aquellos cuyo ingreso per cápita fuese inferior a 
$500,oo anuales.

Uno de los axiomas de la sociología del desarrollo atacado por la nueva 
corriente fue el de la correlación entre cultura y atraso. La perspectiva que 
ofrecía el término de subdesarrollo permitió explicar algunos patrones culturales 
(como el rechazo al cambio y a la innovación tecnológica), como el resultado de 
la injerencia colonialista de la naciones económicamente avanzadas en los 
países de Asia, América Latina y África. Proliferan, entonces, estudios que
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demuestran la racionalidad económica de muchas conductas tildadas de tradi­
cionales y cuya raíz no pocas veces se rastreó en la misma deformación sufrida 
por economías dominadas por las naciones occidentales (Elkan, 1973).

Pero el verdadero choque entre la sociología del desarrollo -representada 
por Hoselitz (1960) y también por el economista Rostow (1960)- y la teoría del 
subdesarrollo ocurrió en el rechazo de ésta a caracterizar los países pobres 
de África, Asia y América Latina, como aquellos que atravesaban etapas 
vividas por los países dominantes en sus historias pasadas, y que dichas 
etapas eran transitorias. La concepción emergente propendía a tratar el 
subdesarrollo como un proceso histórico producto del encuentro de econo­
mías en expansión colonialista, con países donde predominaban estructuras 
precapitalistas, y donde se privilegió la explotación de materias primas nece­
sarias para el avance de la producción en los centros imperialistas. Frank 
(1969) llega a sostener que el subdesarrollo no fue una etapa original del 
proceso económico social que seguiría su curso hacia la modernización, sino 
que fue una condición creada por los centros dominantes. Plantea la tesis del 
“desarrollo del subdesarrollo” según la cual, entre las economías desarrolla­
das y las subdesarrolladas no sólo existe una diferencia de etapa delsistema 
productivo, sino también de función dentro de una misma estructura económi­
ca internacional de producción y distribución.

La teoría del subdesarrollo, tal como aparece en la producción bibliográfica 
venezolana, no escapa a la tendencia a definir los rasgos característicos del 
modo de producción existente en las naciones atrasadas, mas es posible 
encontrar en ella alguna consideración por las condiciones de vida de la 
población que prevalecen en estas naciones.

En una de tales obras, Losada Aldana (1969), presenta el problema del nivel 
de vida, como “complemento del análisis de nuestro concepto sobre el subde­
sarrollo”. De hecho el punto ocupa escasas dos páginas de las doscientas 
cincuenta y cinco que integran el volumen. El tratamiento del tema- comparado 
con aquel que podemos conseguir en textos modernos sobre la pobreza- es 
bastante limitado y su abordaje se realiza bajo el subtítulo de “Nivel de vida en 
el subdesarrollo”. Los indicadores claves que se toman para referirse a dicho 
nivel, son:

-  Salud. Concerniente a la contaminación del agua y de los alimentos. Tam­
bién a las condiciones antihigiénicas por falta de cloacas y a la existencia de 
viviendas inadecuadas. Estos factores serían responsables de enfermeda­
des gastrointestinales y contagiosas.

-  Nutrición. Se estudia en función de la ingesta de calorías y proteínas. Dice 
el autor que para 1963, sólo el 28% de la población mundial ingería más de 
2.700 calorías diarias. Con relación a la ingesta de proteínas señala que, 
según la FAO, sólo el 17% de la población mundial disponía de 30 gramos
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de proteína animal, el 25% disponía de 15 a 30 gramos y el 58% disponía 
de 15 gramos o menos.

El autor argumenta que en el subdesarrollo existen grandes dificultades para 
acceder a la educación, altas tasas de desempleo (por lo general encubierto) 
y una manifiesta ausencia de libertades humanas.

También Córdoba (1967) se refiere abreviadamente al problema de las 
condiciones de vida que sufre la población en el subdesarrollo. Señala que 
dichas condiciones pueden resumirse en una serie de insuficiencias, que son 
las siguientes:

-  Bajo nivel de nutrición. Escaso consumo de calorías y proteínas que se 
aprecia entre quienes viven en las naciones subdesarrolladas.

-  Insuficiencia de los recursos médico-sanitarios. Se refiere básicamente a 
tres variables: a) un elevado número de habitantes por médico, b) una 
insuficiente disponibilidad hospitalaria y c) viviendas insalubres y superpo­
bladas.

-  Insuficientes posibilidades educativas. Se traducen en un elevado porcenta­
je de analfabetismo, en dificultades para asistir a los centros educativos en 
general y en especial a centros de educación superior donde se concentra 
un pequeño grupo de privilegiados.

-  Indicadores de estadística vital. Altas tasas de mortalidad y baja expectativa 
de vida al nacer, que prevalecen en el mundo del atraso.

El autor se interroga sobre las relaciones de jerarquía y de causalidad que 
existen entre estas variables y sobre la interacción de éstas con factores de 
orden económico. Concluye, de su análisis, que los elementos determinantes 
de las adversas condiciones de vida que afectan gran parte de la población en 
el subdesarrollo son de carácter estructural, especialmente: a) La cantidad y 
calidad de los medios de producción que posee la sociedad en relación con su 
población activa; y b) El grado de capacidad (experiencia productiva) que posee 
su fuerza de trabajo para participar en la actividad transformadora que es la 
producción social.

La tendencia a considerar los problemas teóricos del subdesarrollo dentro de 
una perspectiva globalista, se aprecia en muchas de las obras contemporáneas 
que alcanzaron notoriedad en los medios académicos venezolanos. También la 
sociología de la época buscaba un modo de expresión dentro de una ciencia 
social global que se supuso mejor adaptada para comprender y superar el 
subdesarrollo. Las obras de la época comparten una misma visión en cuanto al 
tipo de análisis que requería nuestra realidad: definitivamente global y estruc­
tural. En cuanto al problema de la pobreza de naciones y pueblos, se sostuvo
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la necesidad de llevar a cabo grandes transformaciones estructurales e incluso 
cambios revolucionarios.

Por su parte, el dependentismo encontró limitaciones en el concepto de 
subdesarrollo. Dos Santos (1973) definió la dependencia como una situación en 
la cual las economías de un grupo de países están condicionadas al desarrollo 
y la expansión de otras. El concepto de la dependencia trascendió al de 
subdesarrollo en el sentido de que aquél puede ser analizado como una 
estructura o conjunto de estructuras complejas cuya dinámica no depende 
exclusivamente de la economía mundial (que simplemente genera estructuras 
precapitalistas y duales), sino también de la dinámica económica propia de 
cada región.

El dependentismo propuso un análisis integrado donde se particulariza no 
sólo el sistema económico en sí mismo, sino también las relaciones sociales y 
finalmente políticas del proceso del desarrollo. Surge así una novedosa visión 
de éste como proceso social, que toma como unidad de análisis, tanto la 
estructura social interna como la externa, estableciendo sus relaciones. La 
nueva perspectiva produjo valiosos estudios en tomo a las diversas alianzas 
sociales que cristalizaron, con diversos grados de cohesión, en el proceso 
industrializador de los países de América Latina. En Dependencia y  desarrollo 
en América Latina, Cardoso y Faletto (1969) proponen que el conofepto de 
subdesarrollo caracteriza simplemente un estado o grado de diferenciación del 
sistema productivo, obviando aclarar las pautas de control de las decisiones de 
producción y consumo, que son determinadas esencialmente por las relaciones 
de dominación-sujeción entre las clases sociales.

Las siguientes transcripciones aclaran los principales rasgos del modo de 
análisis propuesto por los autores:

De conformidad con el enfoque hasta ahora reseñado, el problema teórico 
fundamental lo constituye la determinación de los modos que adoptan las 
estructuras de dominación, porque por su intermedio se comprende la dinámica 
de las relaciones de clase. Además, la configuración en un momento dado de los 
aspectos político-institucionales no puede comprenderse sino en función de las 
estructuras de dominio. En consecuencia, también es por intermedio de su 
análisis que se puede captar el proceso de transformación del orden político 
institucional. Esta elección teórica queda avalada empíricamente por el hecho 
de que los cambios históricos significativos del proceso de desarrollo latino­
americano han sido siempre acompañados, si no de una mudanza radical en la 
estructura de dominación, por lo menos por la adopción de nuevas formas de 
relaciones, y por consiguiente de conflicto, entre las clases y grupos (Cardoso y 
Falleto, 1969, 19).

Como el objetivo de este ensayo es explicar los procesos económicos como 
procesos sociales, se requiere buscar un punto de intersección teórica donde el 
poder económico se exprese como dominación social, esto es, como política;
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pues, a través del proceso político, una clase grupo económico intenta establecer 
un sistema de relaciones sociales que le permitan imponer al conjunto de la 
sociedad un modo de producción propio, o por lo menos intenta establecer 
alianzas o subordinarse al resto de los grupos o clases con el fin de desarrollar 
una forma económica compatible con sus intereses y objetivos (ibídem, 20).

Esquemáticamente se puede decir que el problema del control social de la 
producción y el consumo constituye el eje de un análisis sociológico del desarro­
llo orientado desde esa perspectiva. En efecto, la interpretación sociológica de 
los procesos de transformación económica requiere el análisis de las situaciones 
en donde la tensión entre los grupos y clases sociales pone de manifiesto las 
bases de sustentación de la estructura económica y política. Desde este ángulo 
es posible efectuar el análisis de los “mecanismos de decisión, actualmente tan 
en boga. La problemática sociológica del desarrollo, sin embargo, lejos de 
reducirse a este enfoque, implica, como se dijo, el estudio de las estructuras de 
dominación y de las formas de estratificación social que condicionan los meca­
nismos y los tipos de control y decisión del sistema económico en cada situación 
particular (ibídem, 21).

Como se observa, la teoría de la Dependencia es en buena parte un modelo 
de análisis sociológico de alcance estructural, que trata de establecer cómo 
¡nteractúan las clases sociales (capitalistas, clases medias, obreros y agriculto­
res) en los procesos de industrialización y desarrollo, especialmente en situa­
ciones de enclave. No tratan Cardoso y Faletto a los pobres como una categoría 
especial, pero apuntan a su existencia a través del concepto de ‘masa popular 
urbana’, que conjuntamente con la ‘clase obrera’ y ‘la masa agraria’ forman lo 
que los autores denominan el ‘sector popular’. No obstante, el uso adicional de 
conceptos como ‘masa popular’ o simplemente ‘masa’, resulta algo confuso en 
razón de que no precisan los autores cuándo se incorpora o excluye a los 
sectores proletarios que emergen con la sustitución de importaciones. En todo 
caso, la “masa popular urbana” parece referirse exclusivamente a los sectores 
que migran a las ciudades y quedan marginados del desarrollo, pero no queda 
clara la medida de participación de estos sectores en los acuerdos y programas 
políticos que dirigen el proceso económico.

El mismo énfasis en los problemas de la estructura de clases mostró 
Furtado.3 De su análisis sobre los resultados de la estrategia de desarrollo 
propuesta por la CEPAL concluye que se tradujo eventualmente en el fortale­
cimiento de los vínculos de dependencia de los países pobres con respecto a 
los centros de poder. El proceso había acelerado la exportación de productos 
primarios ya que sólo con ellos podían pagarse las crecientes importaciones. 
Sostuvo que la estructura social interna estaba muy marcada por el hecho de 
que tanto a las industrias extranjeras como a las oligarquías nacionales, les 
interesaba mantener bajos los ingresos de los trabajadores, como estrategia

3. La exposición sobre Furtado sigue la línea de Blomstrom, M. y Hettne, B. (1990).
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clave para mantener altas las ganancias. Así se gestó una situación de margi- 
nación social muy difícil de superar.

La estructura de clases estaba formada en su tope por una clase gobernante 
compuesta de élites heterogéneas y altamente contradictorias, sin capacidad 
para articular un verdadero plan de desarrollo nacional. Luego encontramos una 
clase de obreros industriales muy homogénea y relativamente bien organizada, 
pero muy pequeña. Luego, la masa campesina y, finalmente, un estrato (al que 
Furtado niega el estatus de clase propiamente dicha, repitiendo la tendencia del 
pensamiento sociológico a tratar la existencia de la marginalidad y la infraclase 
como fenómenos atípicos, que no consiguen una ubicación cómoda dentro de 
la estructura social) formada por trabajadores urbanos y de los servicios. Sólo 
la acción decidida del Estado lograría, según Furtado, reestructurar la econo­
mía, garantizando una distribución más equitativa del ingreso y poniendo fin a 
la marginación social.

Es de observar que el dependentismo, al igual que la sociología política 
clásica, mostró un gran interés por el papel de las élites en los procesos de 
transformación social (Cardoso, 1967). Esta corriente intentó establecer cómo 
las élites lograron o fracasaron en su intento por fabricar el consenso social 
necesario para llevar adelante ciertos proyectos de industrialización y desarrollo 
económico. A su vez se prestó mucha atención al papel de las clases medias 
en dichos procesos de cambio.

Por su parte, la sociología producida en Venezuela a finales de los años 
sesenta, mostró la misma inquietud por los problemas de la dependencia que 
absorbieron a la economía marxista. No obstante, el perfil propio de la novel 
disciplina, determinó la inclusión de otros temas y dimensiones que se conside­
raron relevantes y complementarios para el análisis de la realidad venezolana 
y sus alternativas de cambio. En efecto, a los fines de trascender lo que se 
percibió como una exagerada tendencia a entender los problemas del desarro­
llo en términos estrictamente económicos -producto de la influencia de la 
CEPAL sobre la ciencia social latinoamericana durante los años sesenta- se 
comenzó a incorporar dimensiones políticas, sociales e ideológicas en los 
análisis del tema.

Destacan estudios de sociología política, como aquellos producidos por 
investigadores del Centro de Estudios del Desarrollo (CENDES)4 (Castro, 
1988), destinados a investigar la morfología del sistema político de la nación, 
incluyendo la de sus élites, y las posibles consecuencias de ello para el 
desarrollo. En uno de esos estudios, Bonilla (1972) concluyó que, la configu­
ración adquirida por las élites venezolanas (políticas, económicas, militares,

4. Sostiene G. Castro que el proyecto del CENDES representa una referencia ineludible al hacer 
un balance del arranque en gran escala de la investigación en el campo sociológico en 
Venezuela en los años sesenta.
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etc.) a finales de los años sesenta, representaba una traba fundamental para 
el desarrollo del país:

... el crítico descubrimiento de esta década es que, en tanto que las instituciones 
nacionales de América Latina comienzan a adquirir la capacidad de actuar como 
instrumentos de afirmación nacional, ellas son tomadas o absorbidas mediante 
nuevas formas por los agentes del centro metropolitano o desarrollado. Esta 
nueva dependencia o proceso de desnacionalización está en evidencia... y quizá 
sea sólo oscuramente percibido por muchos que son sus activos promotores 
(ibídem, 390).

Con respecto a la estrategia de sustitución de importaciones que fue esco­
gida consensualmente por las élites políticas y económicas para promover el 
crecimiento, dice Bonilla lo siguiente:

Recientes declaraciones en los Estados Unidos ponen de manifiesto que la 
política de sustitución de importaciones, idea clave de las estrategias naciona­
listas de desarrollo durante las dos últimas décadas, ha sido apropiada por la 
metrópolis y lanzada en contra de las aspiraciones de desarrollo de las naciones 
pobres... el sustituir las importaciones de otros pueblos produciendo para ellos 
en sus mercados, es mucho más ventajoso que el intercambio internacional 
(ibídem).

Los problemas asociados al desarrollo y su articulación con el sistema 
político, fueron tratados en otros textos de sociología de gran proyección. En 
Silva Michelena (1970) se propuso realizar un diagnóstico del sistema político 
venezolano a la luz de las orientaciones normativas vigentes en diversas clases 
sociales de la población, para revelar las alternativas posibles de desarrollo 
nacional. Al igual que Bonilla, Silva Michelena concluye argumentando que el 
sistema político (las élites en el caso de Bonilla, y las orientaciones normativas 
de las clases en el caso de Silva Michelena), exhibe rasgos que atenían contra 
el proceso de formulación de un programa efectivo de desarrollo para Venezue­
la. El factor determinante en este sentido, sería la heterogeneidad cultural 
predominante entre individuos que comparten un mismo nicho en la estructura 
económica y social del país. Esta heterogeneidad sería fuente de conflictos y 
producto de los diversos orígenes y experiencias de movilidad, que sumadas al 
rezago de las instituciones socializadoras, habrían producido muy contrastan­
tes percepciones sobre la nación y las posibles salidas a sus principales 
problemas.

La preocupación por el problema de la dependencia y el desarrollo es obvia 
en esta obra. Al referirse a los fenómenos de mayor significación en la vida 
nacional dice el autor:

El más importante de estos fenómenos es la dependencia económica, política y 
cultural de América Latina, un continente periférico, con respecto a los Estados 
Unidos, el país dominante (ibídem, 11).
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Y también:

Así como la idea de progreso cautivó las mentes de los pensadores del siglo 
pasado, hoy día es el tema del desarrollo aquel al que principalmente se le presta 
atención, al mismo tiempo que hay un renovado interés por escrutar el futuro 
(ibídem, 34).

Existe un cierto paralelismo entre los objetivos perseguidos por Bonilla y 
Silva Michelena y aquéllos que se propuso alcanzar J. Abouhamad (1980) en 
sus estudios sobre las aspiraciones y necesidades del hombre venezolano. Allí 
expone el problema del proceso de la urbanización en el subdesarrollo y 
explora, con su propio modo de acercamiento a la realidad, las actitudes de los 
sujetos analizados, evaluando su potencialidad para el cambio y el desarrollo 
del país. Las conclusiqnes del estudio son poco esperanzadoras, pues descu­
bre que entre las capas medias urbanizadas es poca la propensión de los 
individuos a centrar sus aspiraciones fuera de sí mismos, negando cualquier 
transformación hacia una sociedad más justa.

Hay un aspecto de este trabajo, que es el de la selección de la muestra, que 
permite apreciar las variables mediante las cuales la autora intenta acercarse 
a las condiciones de vida de la población caraqueña. El muestreo reconoció tres 
variables que son:

-  El tipo dé'vivienda,
-  El ingreso,
-  La ocupación del jefe de la familia.

A partir de sus relaciones se construye un sistema de estratificación social 
para poner de relieve los valores y aspiraciones de cada uno de los tipos 
incluidos. Hay que señalar, sin embargo, que como lo anota la misma autora, 
los casos estudiados no son representativos de las capas más inferiores de la 
población urbana y por ello obviamente no contribuyen a la comprensión del 
tema de la pobreza, aunque es menester decirlo, no era ese el objetivo central 
del trabajo en cuestión.

1.1. LA MARGINALIDAD

Si hemos de buscar un punto de encuentro entre la teoría dependentista y 
la pobreza lo encontraremos en el concepto de marginalidad, especialmente 
aquel propuesto por marxistas latinoamericanos (Mires, 1993).5 Este puede 
entenderse esencialmente, como un fenómeno político, interesado solo secun­
dariamente en la descripción de las condiciones materiales en que viven los

5. Dice Mires que hay dos vertientes de la marginalidad. Una deriva de Germani y su dualidad 
tradicionalismo-modernidad y es recogida por DESAL. La otra es una interpretación desde el 
marxismo elaborada principalmente por José Nun y Aníbal Quijano.
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sectores más vulnerables de la sociedad, cuestión que, vale decirlo, no faltó del 
todo en el desarrollo del tema (DESAL, 1969).

La preocupación de los teóricos de la marginalidad fue, en efecto, la de 
explicar cómo (gracias a la dinámica del crecimiento urbano prevaleciente en 
los países pobres, caracterizada por la conjunción de un escaso desarrollo 
económico y un alto ritmo de urbanización) grandes capas de la población van 
perdiendo el sentido de pertenencia al sistema y quedando anuladas en su 
capacidad de participación en la riqueza, en la discusión de los asuntos públicos 
y en la posibilidad de emprender acciones dirigidas a mejorar la sociedad y con 
ella sus propias condiciones de vida.

En síntesis, lo que más interesó.resaltar a los propulsores del.concepto, fue 
el aspecto político de la experiencia de la marginalidad, enraizada en la no 
participación:

La sola consideración de la falta de participación pasiva (aquella referida solo a 
la exclusión de la riqueza) nos mantendría, inevitablemente, en un continuo 
estadístico, en el cual no habría en ningún momento una discontinuidad, un 
punto de ruptura. Así por ejemplo, pasaríamos a través de grados sucesivos, de 
un ingreso anual per cápita norteamericano cercano a los tres mil dólares, a un 
ingreso de noventa dólares en Bolivia. Pero al tomar en cuenta la segunda faceta 
de participación (la participación activa), podremos distinguir un umbral donde 
termina la sinonimia entre lo marginal y la clase baja. Hay realmente una ruptura 
en la escala, lo que obliga a recurrir a un concepto que insista en lo no 
incorporado, en lo marginal. De allí que haya más exactitud cuando se habla de 
grupos marginales, y no de sectores postergados, clases bajas u otros similares 
(ibídem, 55).

Con respecto a las condiciones de vida de las capas marginales, se resaltó 
que éstas habitan los cordones de miseria o barrios de las ciudades latinoame­
ricanas, donde la vivienda y la salubridad son precarias. Además se señaló el 
bajo nivel de ingresos provenientes de trabajos usualmente inestables, insufi­
cientes para alimentar una familia. También se argumentó que existen diferen­
tes experiencias de la marginalidad en función de su ubicación territorial y de 
acuerdo al grado de participación de los pobladores en algunas organizaciones 
de tipo laboral, como los sindicatos.

La experiencia de vida predominante en la marginalidad es la de los cintu­
rones de miseria que rodean las ciudades latinoamericanas. Ahí viven hacina­
dos, en viviendas precarias e insalubres, grandes contingentes de población, 
que son los que menos participación activa tienen en la estructura moderna de 
la sociedad. Luego tendríamos a los marginados, que viven en zonas urbanas 
deterioradas, por lo general en las partes antiguas y céntricas de las ciudades, 
con frecuencia como inquilinos. En estas zonas disfrutan de algún acceso a los 
servicios esenciales, y de la cercanía a los sectores modernos de la ciudad, 
aunque siempre se hallan bajo amenaza de desocupación por parte del propie­
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tario o por causa del proceso de demolición de la zonas en que habita. Por 
último, tenemos a los marginales que viven aislados en terrenos que servirán 
para el desarrollo de nuevas zonas urbanas. Ahí se asentaron invadiendo los 
terrenos o en calidad de cuidadores de los mismos. Sus posibilidades de 
participación activa en la sociedad son pocas debido a la dispersión de su 
ubicación territorial.

Pero el hecho de que haya un interés por el estudio de las condiciones de 
vida de los marginados, no opacó la esencia política y relacional del concepto: 
la falta de organización de los sectores marginados para la participación política 
efectiva incluyendo aquella orientada a participar de manera eficaz en la 
distribución de la riqueza, los bienes y los servicios.

El pensamiento marxista vio en los marginales, el grupo social destinado a 
desempeñar el papel político que en la propuesta clásica de Marx, correspondía 
al proletariado. Este grupo representaba, en América Latina, el ejército indus­
trial de reserva y/o la parte disfuncional de la superpoblación relativa, que 
estaba llamada a provocar la revolución. La discusión en torno de la margina- 
lidad giró esencialmente alrededor de si este grupo debía ser visto como parte 
integral de la estructura de cláses, como lo sostuvo Quijano o, si por el contrario, 
estaba fuera de ésta como lo argumentó Nun, comparándolo con la infraclase 
propuesta por Myrdal (1965) para caracterizar a los grupos más débiles de la 
estructura de clases norteamericana.

1.2. LA INFORMALIDAD

El fracaso de los científicos sociales políticamente comprometidos en llevar 
a los marginados al terreno político, es decir: a convertirlos en agentes de la 
transformación socioeconómica, conllevó a ver a los pobres según el lugar que 
ocupaban en la división del trabajo (Mires, 1993). Entonces surge el concepto 
de informalidad que tanta repercusión ha tenido en América Latina durante los 
últimos quince años (Varios autores, 1991; y Pérez S. y R. Menjívar, 1991) El 
empleo informal se origina en la incapacidad del sector moderno de la economía 
para absorber una proporción considerable de quienes ingresan al mercado de 
trabajo, producto de tipo de modelo escogido para lograr el desarrollo. Este 
contempla una variada gama de actividades que van desde la venta ambulante 
de baratijas, hasta la producción en microempresas familiares contratadas por 
compañías del sector formal, a objeto de reducir sus costos. También se ha 
encontrado el caso de empresas informales que reciben producto del sector 
moderno, para venderlo al detai en las calles de las ciudades. Algo que emerge 
con claridad en los estudios del tema, es la estrecha relación que existe entre 
pobreza e informalidad.

Otro aspecto que recalca la investigación de lo informal, es su carácter 
estructural. Es decir, que los trabajadores informales integran un sector regular 
(y creciente) de la fuerza de trabajo. En Venezuela, por ejemplo, esta parte del
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contingente laboral ha sido harto visible a lo largo de los años ochenta y 
noventa, calculándose en un 40,6% de los ocupados para 1993 (OCEI, 1993). 
No obstante las complejidades que representa definir con claridad el sector 
informal, se traduce en estadísticas oficiales que no revelan la verdadera 
significación social de este fenómeno. ,

Por su parte, la sociología de la pobreza ha abundado en recomendaciones 
de Intervención para apoyar a quienes se encuentran en la economía informal. 
Todas las propuestas comparten la noción de que estos trabajadores deben 
recibir apoyo oficial generalmente bajo la forma de créditos para convertir su 
actividad en una que sea organizada y rentable. Las políticas de formación y 
apoyo a las microempresas son emblemáticas de esta corriente de interven­
ción. Su defensor más conspicuo es De Soto (1986), quien ha propuesto 
fundar la nueva economía de la sociedades latinoamericanas sobre este 
sector, cambiando el marco jurídico para sacar pleno provecho de su poten­
cialidad.

Lo relevante de los conceptos de marginalidad e informalidad para el 
presente ensayo es que representan un esfuerzo por discutir el lugar que 
ocupa la pobreza en la estructura social latinoamericana y de teorizar acerca 
de sus posibles comportamientos políticos en respuesta a la desventajosa 
situación que ocupan dentro de la misma. En esto nos apartamos de la 
posición de Mires, quien sostiene que estos conceptos responden simplemen­
te a un intento de dualización artificiosa de la realidad. Tampoco compartimos 
su tesis de que no hubo una teorización sobre las clases sociales en el 
pensamiento dependentista. No obstante, hay que admitir que existe una 
inadecuación teórica de los conceptos de marginalidad e informalidad, por 
cuanto la acción de estos sectores no se correspondió con lo que los soció­
logos esperaban de ellas, mas no hay que desvalorizar la voluminosa y rica 
reflexión emanada de la sociología, en su intento por comprender estructural­
mente la situación de quienes no logran integrarse al (escaso) desarrollo 
ocurrido en nuestras sociedades.

1.3. LA SUPERACIÓN DE LA DEPENDENCIA

Lo que resulta claro de la lectura de las obras en ciencias sociales que 
salieron a la luz en el período en cuestión es que, el problema de la pobreza, 
usualmente llamado miseria, estuvo subordinado al problema del subdesarrollo 
o de la dependencia: mejorar las condiciones de vida de los ciudadanos pasaba 
inevitablemente por trascender las injustas relaciones de intercambio con los 
centros dominantes y las estructuras pre-capitalistas al interior de la economías 
dominadas.

¿Y cómo podía lograrse tan complejo objetivo? Si tomamos los lineamientos 
del citado libro de Losada Aldana y de otros autores de persuasión marxista 
como P. Baran (1973), tendríamos que la vía al desarrollo pasa por:
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-  La expropiación y nacionalización de los principales sectores capitalistas, 
que formarían la base de la economía socialista.

-  La planificación económica y social con miras a garantizar el uso racional del 
excedente económico que aplicado a la construcción de una base productiva 
fuerte y creciente, genere un nivel de vida aceptable para la población.

-  La transformación de las estructuras agrarias, para eliminar las relaciones • 
semi feudales en el campo. Impulsar la explotación cooperativa y organizar 
la colectivización agrícola.
La adopción de estas medidas, de cuya base científica no se expresaban 

dudas, fue vista por muchos autores como un artículo de fe para lograr el 
avance de las sociedades sometidas a relaciones de dependencia. Por su parte, 
la preocupación por la pobreza pareció, en muchos casos, como una diatriba 
moral en la que predominó la indignación por las inhumanas condiciones de 
vida que regían entre grandes capas de población en el mundo del subdesarro- 
llo. Dos Santos (1973) se refiere, por ejemplo, a las condiciones infrahumanas 
causadas por la dependencia (desnutrición, miseria y otras) sin detenerse a 
describir o medir sus dimensiones empíricas.

La confianza en el poder emancipador del socialismo y de su capacidad de 
difusión universal pecan (vistas las cosas desde un momento histórico más 
reciente) de un triunfalismo infundado. Pero en los años sesenta, la expansión 
geográfica de ese sistema, el predominio de la doctrinas marxistas en los 
medios académicos, la existencia de movimientos revolucionarios inspirados 
en la experiencia cubana y las revueltas nacionalistas que abundaban en 
diversas partes del globo, daban un sentido muy concreto al modo de teoriza­
ción prevaleciente en aquel momento.

Veinte años después, el desmembramiento de la Unión Soviética, la decli­
nación del pensamiento marxista y el subsiguiente renacimiento de las doctri­
nas neoclásicas, conjuntamente con la búsqueda de una transformación social 
de menor escala apoyada en los nuevos movimientos sociales, son elementos 
que restan fuerza a la validez de los análisis realizados en los años sesenta y 
años setenta, pero si circunscribimos la polémica sobre el desarrollo a las 
tendencias teóricas reconocibles en esa época, como es justo hacerlo, encon­
traremos que el pensamiento al cual se enfrentaron la economía y la sociología 
marxista, fue al pensamiento desarrollista y a la CEPAL. Los teóricos del subdesa- 
rrollo y de la dependencia concordaron en que no era posible para los países de 
la América Latina emular la vía clásica hacia el desarrollo capitalista, proponiendo 
como alternativa trascender las relaciones de dominación con el centro para 
superar la realidad del atraso. Esta convicción encontró su centro de referencia 
histórico y político en la experiencia de la revolución cubana6 (Sweezy, 1960).

6. La revolución cubana constituyó ese evento fundamental que legitimó e impulsó gran parte de 
la teorización marxista del problema del subdesarrollo. Autores como Baran y Sweezy se
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2. ASPECTOS QUE CONDICIONAN EL DESARROLLO 
DE LA SOCIOLOGÍA DE LA POBREZA 
EN AMÉRICA LATINA Y VENEZUELA

La sociología de la pobreza tiene por objeto de estudio las condiciones 
concretas de vida de poblaciones que no satisfacen sus necesidades básicas. 
También diseña, desarrolla y perfecciona métodos para la medición de la 
pobreza y propone políticas sociales para hacerle frente. Su acercamiento a la 
pobreza suele limitarse a aquella que se genera como consecuencia de los 
programas de ajustes estructurales de la economía patrocinados por el Banco 
Mundial y el FMI, que suelen tomarse como irrevocables y, por ello, son rara vez 
cuestionados. En conexión con esto, hay implícita la noción de que dichos 
ajustes son necesarios, pero que acarrean un alto costo social con un compo­
nente hasta cierto punto ineludible de desigualdad y regresión. Por otro lado, 
muchos sociólogos y planificadores han llegado a sostener que una postura 
demasiado rígida en cuanto a la necesaria vinculación orgánica entre desarrollo 
social y desarrollo económico en el marco de la presente crisis, es inviable y 
sólo puede llevar a apreciaciones de signo catastrófico que únicamente pueden 
ser obviadas mediante el convencimiento de que si no se crece económicamen­
te, no es posible actuar afirmativamente en el plano social.

La respuesta más visible de la sociología de la pobreza -frente al deterioro 
del nivel de vida de grandes sectores de la población- se ha venido expresando 
desde la segunda mitad de los años ochenta en un grupo de políticas sociales 
de emergencia, muchas de ellas transitorias y cortoplacistas, y en la acción 
conjunta de instituciones nacionales e internacionales que organizan y finan­
cian los planes de compensación para los sectores más vulnerables de la 
sociedad. Así, se persigue generar una acción específica dentro del Estado y, 
en ocasiones, de los sectores no oficiales (Clark, 1995) para recuperar niveles 
medios de vida que correspondan a aquellos que se habían alcanzado antes de 
iniciarse el proceso de regresión marcada de los indicadores sociales en las 
áreas de salud, nutrición, educación y otras.

Para lograr esto, se ha subrayado la importancia de tomar medidas de 
carácter selectivo para apoyar los sectores sociales que soportan los mayores 
impactos de la crisis. La medida más importante en este sentido la ha represen­
tado el cambio de sistemas indirectos o universalistas de política social, hacia 
sistemas directos o selectivos que fijan poblaciones-objetivo (mediante metodo­
logías de focalización) para hacer recaer sobre ellas la mayor parte de la 
atención estatal. En Venezuela, las políticas sociales de nuevo cuño pueden 
ilustrarse con las que forman parte del Plan de Enfrentamiento a la Pobreza

refirieron a este hecho como muestra palpable de la posibilidad de instaurar el socialismo en 
los países de América Latina. En el prefacio a la edición de 1962 de Political Economy of 
Growth, Baran se refiere a esta revolución como el hecho más trascendente en ocurrir desde 
la primera edición de su obra. Este optimismo lo comparte Sweezy (1960).
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(PEP), pero en otros países se han aplicado políticas similares (Graham, 1992; 
Clements, 1993; Midre, 1992).

Es de observar que, el surgimiento y desarrollo de lo que hemos llamado la 
sociología de la pobreza, no se produce en un vacío. Por el contrario, hay un 
contexto histórico y unas influencias intelectuales y políticas que juegan un 
papel decisivo y que convergen facilitando su aparición.

2.1. EL FRACASO DEL MODELO DESARROLLISTA
Y LA EXPLOSIÓN DE LA POBREZA

Uno de los factores que condiciona el surgimiento de la sociología de la 
pobreza, es el agotamiento del modelo desarrollista, que se revela de manera 
general en el hecho comprobado de que ninguna nación logró salir del subde- 
sarrollo mediante la puesta en práctica de una política sustitutiva.

Tomando aspectos más parciales del problema, Dos Santos (1968) dice 
que la deseada transferencia del control del aparato económico de la periferia 
de manos de los centros de dominio a las naciones atrasadas, no se produjo. 
Por el contrario, estas economías fueron dominadas progresivamente por 
capitales foráneos y monopolios extranjeros. Al mismo tiempo, la concentra­
ción y monopolización del sector industrial en manos foráneas, minó las 
posibilidades de un desarrollo independiente y sujetó, no solo a la economía, 
sino también al Estado, la cultura y la opinión pública, al dominio de intereses 
extranjeros.

Con respecto al ámbito agrícola, puede mencionarse que la vieja estructura 
semifeudal del campo no desapareció del todo con el desarrollismo y el avance 
de la urbanización. El compromiso entre los agricultores y los industrialistas 
exportadores, que subyace a todo modelo sustitutivo trabajó en contra del 
campo. De igual manera, fue poca la reinversión de los capitales generados en 
el sistema financiero, en el sector agropecuario.

La situación del Estado es de particular interés, pues se esperaba que su 
carácter interventor y nacionalista lo convertiría en un arma poderosa para salir 
del atraso. Sin embargo, con las industrias básicas dominadas por el centro, con 
su dependencia tecnológica y de capacidades técnicas, quedó indefenso y se 
habría plegado a los intereses de los poderes dominantes.

Tampoco se produjo el resultado político que se esperaba del desarrollismo, 
y que consistía en la formación de una coalición policlasista sólida y de largo 
plazo para abordar los problemas nacionales. Por el contrario, muchos países 
de la América Latina, aun aquéllos donde la sustitución se llevó más lejos, como 
Argentina y Brasil, fueron gobernados durante lustros por regímenes autorita­
rios, que acometieron ellos mismos la tarea de la modernización. No está 
demás mencionar en conexión con esto, que las ciencias sociales en América
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Latina dedicaron grandes esfuerzos durante los años sesenta y los años 
setenta, al problema del autoritarismo. Hoy, sin embargo, el problema central de 
estas ciencias no es ni el desarrollo ni el autoritarismo, sino los equilibrios 
macroeconómicos, la perspectivas de la democracia y la pobreza.

Las anotadas tendencias de la economía se reflejan en el crecimiento de la 
pobreza a lo largo de los años ochenta. En el caso de Venezuela, la pobreza 
total que en 1984 afectaba un 36% de los hogares del país, se extendió hasta 
alcanzar el 76% en 1994. Lo más grave fue el crecimiento desmesurado de la 
pobreza extrema, es decir, aquella que impide a los individuos acceder a la 
cesta básica, la cual en 1984 afectaba un 11 % de los hogares, en tanto que para 
1994 había abarcado al 48% de todos los hogares del país.7

En realidad esta situación no debía tomar por sorpresa a nadie, puesto que 
el ajuste implicó la puesta en práctica de medidas que inevitable y rápidamente 
debían producir una caída en el nivel de vida de la población. Entre ellas:

-  La desregulación de precios
-  La desindización del salario
-  Restricción al crédito y al consumo
-  Eliminación de subsidios indirectos.a productos básicos
-  La sinceración del costo de los servicios públicos
-  La devaluación de la moneda
-  Recorte del gasto público

Para concluir este punto podemos decir que la aplicación en 1989 de un 
ajuste económico destinado a corregir los equilibrios macroeconómicos aceleró 
el proceso de empobrecimiento de la población, anotado en la llamada década 
perdida, y obligó a muchos investigadores a ocuparse prioritariamente del tema.

2.2. LAS NUEVAS CORRIENTES DE PENSAMIENTO:
LA ASCENDENCIA DEL NEOLIBERALISMO

El segundo factor que facilita el surgimiento de la sociología de la pobreza 
es la ascendencia de nuevas corrientes de pensamiento, en especial la 
neoliberal que caló hondo entre las élites intelectuales de nuestro Continente, 
y que al atacar las bases sociales, económicas y políticas de la socialdemo- 
cracia (ahora llamada populismo), proporcionó un sentido específico, un 
impulso y una legitimación a los procesos de cambio destinados a liberalizar 
la economía.

7. Pobreza segúp Lineas de Pobreza, Agroplan.
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La pertinaz prédica anti-Estado -que se ha hecho fuerte en América Latina 
y otros continentes en los últimos quince años- se tradujo en una crítica 
sangrienta a la planificación en general y a la intervención del Estado en la 
economía, reduciendo su campo de acción en el terreno social a estrategias 
puntuales con menor poder para distorsionar la dinámica natural de los proce­
sos económicos. Es así cómo medidas estatales, por ej. aquéllas destinadas a 
aumentar el empleo o frenar la inflación por vía de decreto, son impugnadas y 
sustituidas por ayudas compensatorias de tipo directo, cuya aplicación requiere 
de abundantes estudios descriptivos y cuantitativos sobre las condiciones de 
vida de la población, donde la sociología viene jugando un importante y crecien­
te papel.

La deslegitimación del Estado como agente promotor y ejecutor de políticas 
sociales se he hecho muy evidente en Venezuela. La muestra más clara de ello 
la tenemos en las recientes polémicas que se han suscitado alrededor de la 
administración y control de los recursos financieros que se destinarán a la 
compensación en 1996 y 1997. Existe un amplio consenso para que sean las 
ONG y la iglesia las encargadas de monitorear la distribución de los bienes y 
servicios e incluso, de garantizar que lleguen a sus destinatarios, a pesar de que 
la administración pública (central y descentralizada) cuenta con suficientes 
instancias para ocuparse de estos asuntos.

En Venezuela, la prédica anti-Estado cobró mucho peso con la publicación 
de algunas obras (nos referimos a obras como Granier, 1985, y también Naím, 
M. y R. Piñango, 1984) que ejercieron gran influencia sobre la opinión pública 
nacional y finalmente contribuyeron a la articulación intelectual de las aspiracio­
nes empresariales de zafarse enteramente del control estatal. Este esfuerzo 
estuvo acompañado por una estrategia editorial que combatió sin tregua por la 
libertad económica.8 Dichas tendencias se conjugaron con un sentimiento 
universal de desagrado popular hacia el Estado y hacia el sector político, y al 
renacimiento generalizado de una cultura de lo individual (Bauman, 1993) que 
se tradujo en la tesis según la cual los problemas sociales deben enfocarse, en 
lo esencial, como un asunto de falta de igualdad de oportunidades. Este 
enfoque en manos de pensadores liberales es, sin embargo, retórico como lo 
atestigua el ataque que en los EE.UU. éstos han montado contra las llamadas 
políticas de acción afirmativa.

Otro tema propuesto con éxito por la corriente neoliberal es la privatización. 
Anteriormente se consideró que, mantener la propiedad pública de las empre­
sas básicas constituía la mejor estrategia para defender el interés general. Pero 
ahora hay una opinión internacional que plantea la conveniencia de privatizar,

8. Nos referimos a periódicos como El Diario de Caracas, Reporte Económico, Economía Hoy y 
otros dedicados casi por entero a promover la iniciativa privada, el retiro del Estado y la 
modernización económica.
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en función de reducir el gasto público y el déficit fiscal, y limitar la acción del 
Estado a asuntos de seguridad pública (Donahue, 1991).

En los países de América Latina, el ascenso del ideario liberal se logró, en 
buena parte, mediante la acción de organizaciones dedicadas a la promoción 
y difusión de dichas doctrinas. En Brasil, por ejemplo, el Instituto Liberal (y una 
de sus ramificaciones más activas: el Instituto Liberal de Sao Paulo, fundado en 
1987) se ha encargado de llevar adelante una gran cantidad de actividades 
destinadas a crear un clima favorable a la privatización, la liberación económica 
y el desmontaje de la burocracia pública (Nylen, 1993). Los miembros de la 
organización, que vive de aportes de la empresa privada, han tratado de influir 
en círculos políticos, profesionales y universitarios mediante visitas, conferen­
cias, foros y otro tipo de actos. Su doctrina social se resume a la puesta en 
práctica de programas sociales de educación, los cuales serían necesarios en 
razón de que el liberalismo no puede tener éxito con una base poblacional 
sujeta a condiciones deplorables de vida. A su vez, se valora la necesidad de 
diseñar los programas para que sean racionales, eficientes y administrativa­
mente transparentes. En Venezuela, el Centro para la Divulgación de Conoci­
miento Económico (Cedice) es el encargado de difundir las ideas liberales. 
Entre las obras de sus miembros hay una que vale la pena comentar aquí no 
solo por su clara tendencia neoliberal, sino por la posición crítica que asume con 
respecto a la validez de las teorías del subdesarrollo y la dependencia. Efecti­
vamente, en Socialismo y mercado, Gómez (sin fecha) expone que, el ideal de 
R. Prebisch y otros economistas, de construir un tercer camino para el desarro­
llo económico de Latinoamérica ha tenido consecuencias muy negativas para 
la región, porque ha ignorado los esfuerzos que se realizan en las regiones más 
avanzadas para resolver problemas que afectan las economías a nivel mundial. 
En palabras del autor:

... no será fácil encontrar otra idea que haya hecho tanto daño a la interpretación 
de la realidad latinoamericana, como aquella que convierte la incuestionable 
especificidad del capitalismo periférico, en algo esencialmente distinto del central 
(Gómez, s.f., 75).

También sostiene que el tercer camino es uno marcado por el utopismo, al 
considerar que por encima del Estado y el mercado, exista una racionalidad 
diferente que exprese los intereses colectivos.

Gómez esgrime dos tesis que resumen claramente lo que en otros 
pensadores neoliberales aparece en forma algo más tangencial y que 
tocan fibras muy sensibles de la teorización sobre el subdesarrollo y la 
dependencia:

-  Que la realidad latinoamericana, siendo en esencia capitalista, puede ser 
estudiada con una teoría económica igual o parecida a la que se utiliza en 
las naciones del centro. El intento de construir una nueva economía política
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no puede sino seguir dando a luz más de las “alucinantes elucubraciones” 
que se han producido para promover sin éxito el progreso.

-  Que los modelos ideales de sociedad a los que debemos aproximarnos, son 
aquellos que rigen en los países capitalistas de alto desarrollo industrial. En 
consecuencia, hay que evaluar con cuidado cómo enfrentaron dichas socie­
dades los obstáculos del progreso y analizar las estrategias propuestas y 
aplicadas para alcanzarlo.

Argumentaciones como éstas, enraizadas en la idea de que sólo hay una vía 
para salir del atraso -la  capitalista clásica- explican la centralidad que han 
alcanzado conceptos como crecimiento, desregulación, privatización, producti­
vidad, y competitividad, dentro del léxico de la actual ciencia social latinoame­
ricana. A su vez explican la importancia que ha alcanzado el monetarismo como 
estrategia económica para resolver problemas como la inflación. Los conceptos 
señalados han desplazado casi por completo aquellos más típicamente asocia­
dos a la teoría del subdesarrollo y la dependencia: imperialismo, dualismo, 
centro, periferia, dominación, intercambio desigual, transferencia tecnológica, 
marginalidad y otros.

En resumen, la insistencia del rieoliberalismo en rechazar cualquier estrate­
gia que distorsione la dinámica económica como los aumentos de salarios 
compulsivos o el crecimiento del empleo mediante decretos o los subsidios a los 
servicios, impone una manera distinta de acercarse a la pobreza. Esta se 
combate a través de ayudas directas que presumiblemente compensan los 
adversos impactos sociales producidos por las medidas de liberalización eco­
nómica. En razón de que dichas ayudas pesan sobre el gasto público, el 
pensamiento neoliberal propone (más notoriamente en los EE.UU. y algo 
menos en Europa) la disminución significativa de dichos aportes buscando con 
ello, además, que los pobres reaccionen y salgan por sí mismos de su penosa 
condición (De Venanzi, 1996).

2.3. EL CARÁCTER DE LA EMPRESA CIENTÍFICA 
EN AMÉRICA LATINA

En América Latina ha ocurrido un cambio fundamental en las formas de 
llevar adelante la empresa científica, la cual se ha visto cada vez más permeada 
por las orientaciones y perspectivas de organismos internacionales de carácter 
político o financiero, entre los cuales destacan las Naciones Unidas, el Banco 
Mundial, el Banco Interamericano de Desarrollo y otros. En efecto, el financia- 
miento que estos organismos destinan a la inversión social, les ha colocado en 
posición privilegiada para dictar los lineamientos que dichas políticas forman 
hoy día en América Latina. Se ha estimado que los créditos del Banco Mundial 
alcanzan unos 20 billones de dólares anuales (Baum, 1985). Dichos créditos 
van amarrados a proyectos sectoriales específicos y son aprobados sin mayor 
participación ni consideración por parte de los miembros débiles. La importancia
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del Banco en la ayuda externa se hace sentir también de manera indirecta, pues 
cada dólar que sale de sus arcas genera uno o dos dólares adicionales para 
ayudas provenientes de otras agencias internacionales, bancos privados y 
gobiernos receptores.

Cabe observar que, la influencia sobre la investigación a que nos hemos 
referido es muy marcada, en razón de que los recursos provenientes de los 
organismos multilaterales, no solo financian la ejecución de las políticas socia­
les en sí mismas, como ya lo hemos dicho, sino que también encuentran amplio 
uso en la investigación social que se requiere previamente para ponerlas en 
marcha. Si definimos el papel de gran parte de los estudios que se realizan bajo 
los auspicios de organismos multilaterales (dentro y fuera de las universidades), 
encontraremos que éstos están destinados a la generación de datos pertinentes 
al perfeccionamiento de las políticas impulsadas por estos organismos. El 
Banco Mundial, por citar un caso, no se ha conformado con diseñar las líneas 
maestras de política social sino que, también ha propuesto la metodología a 
través de la cual dichas políticas deben ser evaluadas (De Venanzi, 1992a). En 
este modelo se repite el sesgo ideológico presente en los programas de acción, 
especialmente el rechazo a la canalización de recursos a través de los sistemas 
de seguridad social de los estados receptores, acompañado de una preferencia 
por dejar en manos de organizaciones no gubernamentales y fundaciones 
privadas el manejo y control de gran parte de los recursos. Es por ello que el 
estudio del funcionamiento de las mencionadas organizaciones y su inserción en 
la red social, juega un papel importante en los modelos de evaluación del Banco.

Los cambios de óptica que se han producido en el Banco Mundial (1990) y 
otros organismos crediticios, en cuanto a la manera más eficaz de promover el 
desarrollo han cambiado, a su vez, las prioridades de la investigación social. En 
los años cincuenta y en los años sesenta se pensó en el crecimiento económico 
para promover el desarrollo, y así el tema del desarrollo ocupó un lugar 
primordial en las ciencias sociales de nuestro Continente. Luego, a finales de 
los años setenta, se propone el combate al subdesarróllo mediante el mejora­
miento de los servicios de salud y educación, en tanto que para los años 
ochenta y los años noventa, el Banco Mundial define una nueva estrategia que 
llama de combate a la pobreza y consiste, a pesar de cierta retórica sobre 
desarrollo social, en proveer a los pobres directamente de algunos medios y 
servicios esenciales para aliviar su situación. En el informe anual del Banco 
correspondiente a 1990, cristaliza la preocupación que durante los años ochen­
ta este organismo había mostrado por el problema de la pobreza. En esta nueva 
etapa resulta fácil observar un correspondiente interés en la ciencia social 
latinoamericana por investigar este problema. Dice el reporte en cuestión lo 
siguiente:

Ninguna tarea puede tener más prioridad para quienes a nivel mundial dictan 
políticas, que aquel de reducir globalmente la pobreza. En la última década del 
siglo veinte este continúa siendo un problema de dimensiones alarmantes. A
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pesar de las dificultades, que son especialmente complejas en el Sub Sahara 
africano, los medios para reducir la pobreza están a la mano. Este reporte 
sostiene que los principales elementos de una estrategia efectiva son bien 
entendidos y que los recursos externos necesarios para implementarla pueden 
conseguirse con poco costo para los países industrializados (Banco Mundial, 
1990, 5-6).

Puesto que se trató de diseñar y poner en práctica políticas sociales de tipo 
compensatorio, el esfuerzo se centró en cuantificar la pobreza, focalizar las 
poblaciones objetivo, precisar la cobertura de los programas y seguir la evolu­
ción de los indicadores relevantes para las áreas de intervención.

En la metamorfosis que llevó al Banco Mundial y otras instituciones multila­
terales a desterrar los problemas del desarrollo, para entrar de lleno en los 
problemas de la pobreza, jugaron papel importante los sociólogos y antropólo­
gos adscritos a esos organismos (Cernea, 1991; Kardam, 1993).

Estos grupos profesionales mantuvieron un bajo perfil dentro del Banco 
Mundial durante los años sesenta, cuando se vieron supeditados a los econo­
mistas y demás expertos en proyectos de desarrollo que les exigían presentar 
sus propuestas sobre el factor humano y social en términos que permitieran 
medir su eficacia y aclararan las relaciones costo-beneficio para los programas 
económicos. La citada supeditación va a sufrir un cambio radical en los años 
setenta, cuando van a conjugarse dos importantes factores que gravitan sobre 
la situación: uno es la duda que va a surgir sobre las bondades de promover el 
desarrollo mediante el crecimiento económico, el otro, la proliferación de críticas 
voceadas por grupos ambientalistas contra algunos proyectos de moderniza­
ción promovidos con ayuda esterna.

En medio de este contexto, los sociólogos del Banco optan por desarrollar 
un conjunto de planes -entre ellos la promoción dentro de la Institución, de foros 
y conferencias sobre aspectos sociales del desarrollo (principalmente cohesión 
y equidad social, desplazamiento y preservación de culturas autóctonas)- a los 
cuales se invita a prominentes figuras de la sociología académica, que los haría 
muy visibles en la organización. Resulta difícil determinar con precisión en qué 
medida fue la influencia directa de los sociólogos, la determinante en colocar el 
tema de la pobreza en el centro de las preocupaciones sociales del Banco, pero 
lo que resulta claro es que ya ésta era notoria durante la Presidencia de ft. 
Macnamara a finales de los años sesenta (Pearson, 1969). Al tocar brevemente 
el punto, Boltvinik (1993) ha señalado que la adopción institucional del tema de 
la pobreza en los organismos multilaterales ha seguido caminos diferentes. En 
el caso del Banco Mundial y la CEPAL, este habría sido adoptado al más alto 
nivel, generando, además, fuertes culturas institucionales en su entorno. Por su 
parte las Naciones Unidas habrían sido más cautelosas para incorporarlo a su 
agenda, a pesar de que forma parte importante en sus propuestas de desarrollo 
humano.
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Los cambios de óptica ocurridos en los organismos internacionales signados 
por una cierta marginación del desarrollo, han generado en algunos autores la 
inquietud por preguntarse si tiene sentido la existencia de dichos foros en su 
forma actual, o si resulta necesario reestructurarlos para atender objetivos 
diferentes. Mitchel (1995) ha señalado al respecto, que el Banco Mundial y el 
Fondo Monetario Internacional deberían proponer sus programas de ajuste sin 
perder de vista los objetivos del desarrollo económico y social de las áreas 
asistidas.
3. EL ESTUDIO DE LA POBREZA EN VENEZUELA

Si tuviésemos que identificar un antecedente crítico de la explosión de la 
nueva sociología en nuestro país, lo haríamos apuntando a la aparición del libro 
La miseria en Venezuela. Publicado en 1977, este texto de Chossudovsky 
(1977) causó un inesperado impacto, ubicando su tema central -la  miseria- en 
la agenda de discusión de los investigadores y atrayendo la atención de la 
opinión pública en general, hacia las precarias condiciones de vida que debían 
soportar grandes capas de la población. El prologuista del libro (que en su 
primer mes vendió dos ediciones), destaca el papel desmitificador del trabajo, 
al cuestionar la imagen exitosa del régimen democrático presentado por la 
burguesía como resultado de la aplicación de acertadas políticas económicas 
y políticas durante los años sesenta y los años setenta. En sus propias palabras:

El panorama que emerge de este estudio muestra con precisión a donde ha 
conducido al país la aplicación de 15 años de una política que, inscrita dentro 
de los marcos de la democracia representativa, se presenta con ropaje popular, 
pero que, al final, aflora como lo que realmente es: un instrumento en manos 
de la burguesía para acelerar la acumulación del capital basada en la explota­
ción progresiva de nuestros trabajadores, urbanos y rurales (Chossudovsky, 
1977, 5).

También recalca Chossudovsky a lo largo de la Introducción al texto (titulada 
La planificación de la pobreza) que su investigación está destinada, en lo 
esencial, a mostrar que Venezuela no es ese modelo ideal de crecimiento 
económico, democracia, planificación concertada y equidad, que los gobernan­
tes y las élites dirigentes del país presentaban de él.

El autor expresa el concepto de que su obra se adentra en el estudio de las 
condiciones específicas de vida de la población sujeta a explotación, el cual 
había sido un tema ignorado hasta entonces en la teorización sobre los proble­
mas del subdesarrollo:

No es nuestro propósito el de polemizar sobre las políticas implementadas por 
el estado capitalista sino analizar en términos concretos los resultados a poste- 
riori de un proceso histórico, es decir, cómo el proceso genera las manifestacio­
nes concretas de la pobreza y marginalidad social. Mientras que los indicadores 
convencionales de crecimiento económico y las técnicas tradicionales de cuen­
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tas nacionales sugieren “éxito”, progreso y mejoras en el nivel de vida, estas 
mediciones están basadas invariablemente en promedios que obscurecen y 
soslayan muy convenientemente el problema de la pobreza y de la distribución 
del ingreso. Estas medidas constituyen, sin embargo, la base para evaluar el 
“rendimiento”: el “éxito” o el fracaso del proceso del desarrollo (ibídem, 13).

Y más adelante dice:

Mientras que la teoría del subdesarrollo y el estudio histórico de las econo­
mías latinoamericanas han sido objeto de un activo, estimulante y por cierto 
polemizado debate intelectual, el estudio detallado de las consecuencias 
económicas y sociales a posteriori de este proceso histórico de subdesarrollo 
(que se caracteriza por las condiciones concretas de marginalidad social) ha 
sido a menudo considerado como una prioridad secundaria de investigación 
por el intelectual latinoamericano. Mientras que la teoría del subdesarrollo 
analiza, en términos históricos y dialécticos la mecánica de apropiación- 
expropiación del excedente, el propósito de nuestro estudio es el de analizar 
las condiciones concretas de pobreza y marginalidad social, las cuales son el 
producto objetivo del proceso histórico de reproducción y penetración capita­
lista (ibídem, 26-27).

Sostiene el autor que la miseria es un concepto relativo, el cual no es 
conveniente “medir de una manera rígida” (opinión que sería rechazada de 
plano por la sociología de la pobreza que ha destinado grandes esfuerzos a 
retinar estas mediciones). Propone, entonces, el concepto de frontera de pobre­
za como una herramienta analítica que permitiría:

...identificar la distribución de la pobreza relativa a un indicador o variable. En 
otros términos, la frontera de la pobreza constituye una situación de referencia 
que corresponde a un nivel de requerimientos mínimos o de aceptabilidad de la 
variable. Esto es, la pobreza y la distribución de la pobreza serán medidas con 
respecto a situaciones de referencia seleccionadas (ibídem, 28).

Argumenta que la pobreza (concepto que intercambia libremente por el de 
miseria a lo largo del trabajo) es un proceso social y que lo que en realidad 
puede medirse no es el proceso en sí, sino el producto objetivo del mismo. Para 
la población que vive en condiciones críticas de pobreza, propone el término de 
población paupérrima.

Las dimensiones escogidas por Chossudovsky para acercarse al problema 
de la miseria, son cinco:

-  Desnutrición y  subalimentación. La desnutrición se enfoca primariamente 
aludiendo a cómo afecta la infancia, y es vista a través de la incidencia de 
la mortalidad infantil en menores de cuatro años. No emplea las cifras 
relativas a medidas antropométricas ofrecidas por el Instituto Nacional de 
Nutrición. La subalimentación, por su parte, es enfocada como una relación 
entre ingreso y consumo de alimentos.
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-  Educación. Es analizada en términos de tres variables: analfabetismo, ma­
trícula y prosecución escolar. No está de más observar, que se excluye la 
deserción escolar que es hoy un indicador de alarma en estudios sobre el 
tema.

-  Salud. Se analiza mediante la tasa de mortalidad infantil. También se refiere 
el autor a las adversas condiciones generales que rigen en los hospitales y 
otras instituciones de salud pública, al déficit en recursos humanos y al costo 
de las medicinas.

-  Pobreza habitacional. Se aborda a través de las condiciones de infraestruc­
tura sanitaria y la carencia de servicios en los barrios marginales. También 
con relación a la segregación social y física de los asentamientos “urbanos 
no regulados”.

-  Empleo y distribución del ingreso. Se abordan señalando las estadísticas de 
desempleo según edad y nivel educacional. También se refiere al subem- 
p!eo (o lo que se trataría como economía informal en términos más recien­
tes). El análisis concluye con una consideración acerca de la distribución del 
ingreso en Venezuela.

El libro de Chossudovsky, lleva como subtítulo Mapa de la pobreza en 
Venezuela. No obstante, hay que observar que este mapa se refiere simple­
mente a la distribución geográfica de algunos de los indicadores presentados 
y en ningún momento a la aplicación del método de las Necesidades Básicas 
Insatisfechas (NBI), propuesto por el PNUD.

La investigación de Chossudovsky ocupa un lugar pionero en los estudios 
sociales en Venezuela. Su preocupación por las consecuencias directas del 
subdesarrollo entre los grupos menos privilegiados de la sociedad es una clara 
señal del curso que habrían de seguir muchas investigaciones sociales a partir 
de su publicación.

Merece especial atención en un recorrido por los antecedentes del estudio 
de la pobreza en nuestro país, el tercer volumen de La dependencia de 
Venezuela (Quintero et al., 1984), el cual está dedicado por completo al asunto 
de la calidad de vida de los venezolanos. El tratamiento del tema es amplio y 
se interna en consideraciones de tipo conceptual que son de gran interés en sí 
mismas, pues los autores pasan revista a las diferentes herramientas concep­
tuales que han sido propuestas para referirse y estudiar las condiciones de vida 
de una población, escogiendo finalmente el de calidad de vida, porque por un 
lado lo consideran cónsono con el contenido ideológico del estudio en su 
conjunto (integrando dimensiones materiales y espirituales de la experiencia 
humana) y por el otro, adecuado para tipificar en el plano social, la condición 
dependiente del país.
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También este estudio es de particular relevancia para nosotros en virtud de 
que representa un esfuerzo por tratar en forma conjunta los problemas más 
generales del desarrollo, compartiendo muchos aspectos del análisis marxista 
evidente en otras obras sobre el mismo tema, conjugándolos con aspectos más 
particulares referidos a las adversas condiciones materiales en que viven 
grandes capas de población en nuestro país. En este sentido, puede verse a La 
dependencia de Venezuela, como un momento de transición o de paso entre 
dos tendencias bastante marcadas: una más tradicional centrada en la reflexión 
sobre el subdesarrollo, la otra, más novedosa, ocupada en la calidad de vida, 
resultando esta última, a la larga, más generalizada en la investigación social 
en el país.

La síntesis, cabe decirlo, no siempre es exitosa y así lo reconocen los 
autores en varios momentos a lo largo del texto. En efecto, al discutir las 
limitaciones del trabajo, expresan que resultó muy difícil resolver el complejo 
problema de demostrar cómo los subindicadores de la calidad de vida, respon­
den directamente a la condición dependiente del país. Señalan, además, que 
el estudio se concentró solo en las condiciones materiales de vida, dejando los 
indicadores “espirituales” de la calidad de vida (la forma de actuar y de pensar 
del venezolano frente a situaciones y problemas diversos, tal como se ven 
formadas por la influencia del imperialismo), para obras posteriores.

El primer concepto en ser escrutado es el de bienestar social. Este, dicen los 
autores, es de carácter general y se refiere al imperativo de los grupos humanos 
de luchar y sobrevivir en las mejores condiciones posibles y, es sinónimo de 
desarrollo, cuando entendemos por este, una situación en la que los seres 
humanos están en capacidad de desarrollar a plenitud y en grados superiores, 
sus facultades y posibilidades. El bienestar sería material, cuando se refiere a 
necesidades biológicas satisfechas, pero si se satisfacen necesidades engen­
dradas en el seno de la sociedad misma, estaríamos frente a un bienestar 
integral.

El concepto de bienestar social estaría sujeto a diferentes definiciones que 
dejan traslucir un fondo ideológico y político. Cada una de ellas deja al descu­
bierto una concepción del mundo y del hombre, articuladas con el contexto 
histórico donde surgen tales definiciones:

De una manera global, la actual división del mundo en dos bloques antagónicos, 
con objetivos sociales claramente determinados, representa la principal diversi­
dad en la interpretación del bienestar social. Del mismo modo que resulta 
absurdo hablar de sociedad en forma abstracta, es decir, sin un determinado tipo 
de organización social, sucede con la conceptualización del bienestar social. 
Este se mide o valoriza en función o dentro de organizaciones sociales determi­
nadas. Ya que plantearse el problema del bienestar social significa analizar las 
condiciones de vida en que se desenvuelven los distintos pueblos del mundo. El 
socialismo como el capitalismo encara distintamente la cuestión del bienestar 
social de sus colectividades. El socialismo es, por definición, una sociedad de
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bienestar en tanto se plantea como objetivo básico de la organización el disfrute 
social de la riqueza. En el capitalismo, no obstante, que los países altamente 
industrializados se ufanan en propagar la tesis del “estado de Bienestar Gene­
ral”, en razón de los logros materiales alcanzados por importantes sectores de 
la población debido a la potencialidad de sus aparatos de producción; la existen­
cia misma, en el seno de la sociedad capitalista, de clases y grupos sociales 
diferentes, opuestas, antagónicas; con formas y modos de vivir cualitativa y 
cuantitativa disímiles, con distinto grado de bienestar permite concluir que, en su 
conjunto, no son sociedades de bienestar. Es más, en ellos el bienestar de 
grupos c individualidades es posible sólo a condición del malestar de importantes 
sectores poblacionales (Quintero, 1984, 104-105).

Según los autores, el bienestar social no puede entenderse como una 
categoría susceptible de ser desagregada en diversas vertientes autónomas 
entre sí. En una clara indicación de la preferencia por las categorías integrales, 
critican la tendencia de algunos autores a referirse a la existencia del bienestar 
económico (salud, educación, transporte, etc.), al bienestar social (cultura, 
recreación, etc.) y al bienestar político (justicia social, libertad, etc.), como si los 
hombres pudiesen efectivamente ver satisfechos subconjuntos de estas nece­
sidades en forma aislada. La posición que asume el trabajo es que, el bienestar 
social debe contemplar todas las dimensiones de la vida social, desde aquellas 
relacionadas con la base material de la sociedad, hasta aquellas asociadas al 
plano cultural o espiritual de la misma.

La generalidad del concepto de bienestar social, lleva a los autores a 
pronunciarse por la necesidad de introducir conceptos más mediatos en el 
estudio de las condiciones de vida de la población. En este sentido pasan 
revista a los conceptos de:

-  Modo de vida
-  Nivel de vida
-  Calidad de vida

El primero, dicen, es tan complejo como el de bienestar social. A veces se 
le equipara a formación social y se refiere a la manera particular de vivir de una 
comunidad, bajo condiciones también particulares. Los diversos matices que 
adquiere este modo de vida se conocen como géneros o estilos de vida. Por 
ejemplo, en una sociedad dividida en clases, el modo de vida capitalista se 
podría subdividir en los estilos de vida particulares que muestran las diversas 
clases sociales. Los estilos de vida serían “lo heterogéneo dentro de lo homo­
géneo que es el modo de vida".

Por su parte, el concepto nivel de vida daría cuenta de los indicadores 
materiales que miden el grado en que las necesidades humanas fundamentales 
son satisfechas. Este concepto está contenido en el de modo de vida y los 
indicadores que emplea permiten un mayor conocimiento de aquel, proporcio­
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nando además, un criterio de comparación entre el grado de satisfacción de 
necesidades básicas en el capitalismo y en el socialismo:

Se suele entender por nivel de vida la cantidad de bienes materiales y espiritua­
les de que dispone la población y el grado de satisfacción de la necesidad de 
estos bienes en la sociedad. Al objeto de caracterizar el nivel de vida del pueblo 
se emplea en los planes estatales un sistema detallado de índices expresados 
en forma física y en valor. Figuran entre ellos los índices de consumo de bienes 
materiales y servicios, de la existencia de vivienda, de servicios municipales, 
domésticos y de transporte, los índices de progreso de la instrucción pública, la 
sociedad, la cultura, los seguros sociales, la previsión social, la duración del 
tiempo de trabajo y del tiempo libre, los índices de los ingresos de la población 
(ibíd., 1;1).

Pero es el concepto de ‘calidad de vida’, el que los autores prefieren para 
proceder al estudio de la población venezolana en condiciones de dependencia. 
Según el criterio que sostienen, el nivel de vida está mejor adaptado a la 
economía burguesa y propende a entender el progreso social alcanzado por 
diversos pueblos, tomando como referencia un país desarrollado como puede 
serlo los Estados Unidos de América. El concepto de ‘calidad de vida’, sostie­
nen, es de naturaleza cualitativa y pone el acento en la libertad social definién­
dosele como:

Conjunto de cualidades por las que se manifiesta el modo de vida de una 
colectividad, grupo o individuo perteneciente a una formación económica social 
determinada. Comprende su estado, naturaleza, edad, salud, educación, nivel 
nutricional y demás circunstancias o condiciones requeridas para alcanzar un 
nivel óptimo en la satisfacción de las necesidades sociales y biológicas, tanto 
colectivas como individuales (ibíd., 112).

¿Cuáles son, entonces, los subindicadores de la calidad de vida empleados 
por estos investigadores? Estos son: trabajo; ingresos de la población; alimen­
tación; vivienda; salud; vestido y calzado; educación; transporte y recreación y 
tiempo libre.

Es de observar que los autores de La dependencia de Venezuela, analizan 
con bastante detalle cada uno de estos subindicadores. Para ello utilizan datos 
provenientes de organismos oficiales y datos provenientes de la encuesta 
diseñada especialmente para el trabajo. Nosotros hemos citado solo los hallaz­
gos más reveladores, pues nuestro objetivo es básicamente, ilustrar el tipo de 
aproximación a la calidad de vida empleado en la investigación.

-  El trabajo, sería uno de los subindicadores básicos de la calidad de vida, por 
cuanto, de las condiciones en que este se desarrolla, depende en buena 
medida la satisfacción de otras necesidades esenciales del ser humano. Los 
autores señalan la presencia de aspectos negativos en la experiencia del 
trabajo en Venezuela como: la desocupación entre la población menor de 25
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años, la desocupación no agrícola, la baja calificación de la mano de obra 
y, muy especialmente, el subempleo. En relación con este último, se dice 
que consiste en miles de empleos mal remunerados e inestables. También 
de empleos disfrazados y de empleos que subutilizan capacidades o califi­
caciones. Estima el trabajo que para 1971 la tasa de subempleo ascendió al
11,3%. No ofrece el texto una discusión sobre la economía informal ni el 
lugar que ocupa dentro del fenómeno del subempleo. La tasa de desocupa­
ción fue bastante baja, afectando tan solo al 3,8% de la población activa.

-  Con respecto a los ingresos de la población, los investigadores sostienen 
que para 1971, un 73,5% de la población no devengaba suficiente salario 
para cubrir sus necesidades básicas. El ingreso necesario para alimentar 
una familia de cinco o seis miembros, sería de Bs. 1,556,oo mientras que 
2.726.746 personas apenas devengaban un salario de Bs. 1.000,oo. Seña­
lan, además, que el 20% más rico de la población se adjudica el 65% del 
ingreso nacional.

-  En su tratamiento del subindicador alimentación, los autores sostienen que 
el problema del hambre a nivel mundial no es un problema técnico, sino 
político. Parten de la tesis de que existe la capacidad técnica para alimentar 
a la población mundial, pero que esto no es posible debido a que la 
explotación y distribución del producto no se hace a favor de quienes más 
lo. necesitan. En el caso de Venezuela, estiman en 55% la población de niños 
menores de seis años que presentan estados graves o agudos de desnutri­
ción. Las enfermedades que tienen su origen en la desnutrición, causaron un 
43,7% de la mortalidad infantil ocurrida en 1975. Estos problemas, según el 
estudio, son más propios de los grupos familiares que perciben ingresos 
inferiores a Bs. 1.500,oo mensuales.

-  En cuanto a la vivienda, se señalan las deficiencias en su estructura, la falta 
de ios servicios y el deterioro físico de buena parte de las unidades habita- 
cionales en Venezuela. Esta aproximación se complementa con información 
tocante a la forma y tenencia de la vivienda, la vigilancia policial y la 
adecuación del medio (vías de comunicación, transporte, servicios médicos, 
recreación, etc.). Para 1975, el 20% de las viviendas correspondieron a 
estructuras inadecuadas tales como piezas, ranchos rurales y urbanos y 
otros tipos. Según el censo de 1971, el 4% de las viviendas tenía techo de 
paja; el 14% piso de tierra; el 37% carecía de agua corriente; el 32% no tenía 
cloacas y el 33% no disponía de electricidad. Así mismo, el 30% de las 
unidades habitacionales del país no eran propiedad de su ocupantes. El 
hacinamiento fue considerado como un problema grave. Se estimó que en 
el 29% de las viviendas de hasta tres cuartos eran ocupados por más de 
siete personas.

-  En lo referente a salud, tenemos que ésta se veía afectada por la situación 
dependiente del país. Los autores argumentan que las diferencias en salud
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entre los países desarrollados y los subdesarrollados, no es simple casua­
lidad, sino que obedece a una política desplegada por los primeros para 
mantener en estado de inferioridad a determinados sectores de la humani­
dad. Esto lo harían mediante el control monopólico de la industria de 
alimentos, el control de la tecnología médica, la depredación del medio 
ambiente y la utilización de los países pobres como destinatarios de medi­
camentos nocivos y prohibidos en su lugar de procedencia. Los indicadores 
relevantes para la estudio de la salud son:

-  Los índices vitales. Caracterizados en Venezuela por una alta tasa de 
natalidad. En el período intercensal 1961-1971, la tasa fue de 3.5%. Por 
su parte, la mortalidad general se ubicó para 1978, en 5,7% por 1000 
habitantes; la mortalidad infantil en menores de un año en 35,6%; la 
mortalidad materna en 0,8% por 1000 alumbramientos.

-  Desnutrición. Ya fue tratado con anterioridad.

-  Promedio de vida. Este habría subido en Venezuela. Fue de 66 años en 
1973 y de 68,1 en 1978.

-  Cobertura de servicios médicos. Se estimó que en 1978 el número de 
muertes no diagnosticadas, que suponen una falta de asistencia médica, 
se situó en un 16% sobre la mortalidad general. En todo el país se 
habrían realizado en 1977, unos 14.941.393 consultas médicas, arrojan­
do un promedio de más de una consulta médica por habitante.

-  Recursos humanos en salud. No se desarrolla el punto.

-  Servicios públicos básicos. Se anota el racionamiento de agua que sufren 
ciudades como Caracas, que es producto de un déficit de 5.000 litros de 
agua por segundo. La calidad de los servicios (alumbrado, basura, 
policía, agua, etc.) no se corresponde con la inversión realizada en ellos. 
Los servicios son anárquicos y la población clama por su mejoramiento.

-  Otra variable importante es el vestido y  el calzado. Los investigadores se 
acercan a este punto, estableciendo la relación entre ingresos generales y 
gasto en el anotado rubro. No obstante, como el gasto en vestido se 
presenta conjuntamente con el gasto en alimentos, les resulta difícil realizar 
una discusión a fondo del problema. Argumentan que el alto porcentaje del 
ingreso destinado a alimentos y vestido, lo convierte en un punto muy 
sensible del presupuesto familiar.

-  El tratamiento de la educación, parte de una consideración de su papel 
como mecanismo reproductor de la ideología dominante. También la edu­
cación estaría concebida para reproducir continuamente la división social 
del trabajo y su mejor explotación. Se menciona que para 1971, el analfa­
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betismo alcanzó el 23% sin incluir a los analfabetos funcionales que alcan­
zan el 19%. En el año 1975, el 24% de la población comprendida entre 7 
y 13 años no tuvo acceso a la educación primaria. Por su lado, el 60% de 
la población carecía de oportunidades educacionales en los ciclos de 
educación media y superior. Se refieren los investigadores a la deserción 
escolar como uno de los más graves problemas que afecta especialmente 
a las familias de menores ingresos, mas no se presentan cifras relativas al 
caso.

Es a comienzos de los años noventa cuando la sociología de la pobreza 
alcanza un desarrollo significativo en nuestro medio y lo hace, como se ha 
señalado, marcando un estilo peculiar de acercamiento a los problemas políti­
cos, económicos y sociales de la realidad nacional. Establecer la existencia de 
la Sociología de la Pobreza no es tarea simple. Sus manifestaciones se hallan 
diseminadas en docenas de proyectos, documentos e informes financiados 
conjuntamente por organismos multilaterales y el Estado venezolano, que por 
lo general no son publicados. No obstante, existen algunos textos que por la 
naturaleza de su contenido son expresiones bastante representativas de dicha 
especialización sociológica.

En 1990, por ejemplo, aparece La pobreza en Venezuela (1990). Esta es 
una publicación conjunta del PNUD y el Ministerio de la Familia de Venezue­
la, y presenta los resultados nacionales y regionales de la medición de la 
pobreza (generándose así un verdadero Mapa de la Pobreza), realizada a 
través del Método de las NBI. La medición se realiza sobre los datos 
aportados por el Censo de 1981 y constituye la primera aplicación de dicho 
método en el país.

A partir de sus hallazgos, el Estado venezolano, los investigadores y el 
público en general pudo conocer en detalle los requerimientos básicos de la 
población y, muy especialmente, la conformación de grupos humanos homogé­
neos según sus necesidades más imperiosas. Esta información sirvió de base 
para el proceso de focalización de los programas sociales de corte compensa­
torio, que el Estado puso en marcha a partir de 1989, como estrategia central 
para amortiguar el impacto de los ajustes necesarios para conseguir los llama­
dos equilibrios macroeconómicos. El Mapa de la Pobreza se repitió en base a 
los datos aportados por el censo de población de 1990 y posteriormente se 
realizó una proyección de las cifras a 1994.

Las dimensiones de la pobreza que considera el método de las NBI son 
cinco:

-  Hogares en viviendas inadecuadas. No son adecuadas para la vida humana, 
como casas rústicas, improvisadas y hogares establecidos en piezas o 
vecindad. También se incluye como viviendas inadecuadas los trailers, 
remolques, carpas, cuevas, embarcaciones y otros.
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-  Hogares en hacinamiento crítico. Este indicador mide el grado de hacina­
miento que existe en los cuartos de una vivienda que los miembros del hogar 
utilizan para dormir. Qaen dentro de esta categoría aquellos hogares donde 
habitan más de-tres personas por cuarto. Para el Mapa de la Pobreza de 
1981, el hacinamiento se estimó en función de los cuartos, incluyendo en 
ellos sala, comedor, dormitorio y otros cuartos. El Mapa de 1990, estima, en

. cambio, el hacinamiento basado en los cuartos que se usan exclusivamente 
para dormir. Esto hace que la dimensión “hacinamiento” de ambos Mapas, 
no sean estadísticamente comparables.

-  Hogares con niños en edad éscoiar que no asisten a la escuela. Se cuentan 
aquí, todos aquellos hogares cuyos miembros entre 7 y 12 años de edad no 
asisten a la escuela.

-  Hogares en viviendas sin servicios básicos. Este indicador concierne al 
grado de acceso de los hogares a servicios esenciales, como el agua y los 
servicios higiénicos. Portales se entiende agua corriente o, sin excusado en 
el medio urbano, y la carencia simultánea de agua corriente y sanitario en 
el medio rural.

-  Hogares con alta dependencia económica. El quinto indicador se refiere, 
básicamente, a las posibilidades de que dispone un hogar para recibir 
recursos económicos. Los hogares con alta dependencia son aquellos don­
de se encuentran más de tres miembros por persona ocupada y cuyo jefe ha 
alcanzado una escolaridad menor de tres años. Cabe señalar que este 
indicador concierne indirectamente a los ingresos vistos a la luz de la 
situación del empleo del grupo familiar y al nivel educativo del jefe de la 
familia.

La medición de la pobreza según el método de las NBI procede entonces de
la siguiente manera:

-  Los hogares o individuos que no presentan ninguno de los indicadores 
seleccionados, se considera que no viven en pobreza; es'decir, que tienen 
sus necesidades básicas satisfechas (NBS). Este grupo también podemos 
clasificarlo como No Pobre.

-  Los hogares o individuos que presentan al. menos uno de los indicadores, 
serán agrupados en lá categoría de NBI. Este es el sector de los llamados 
pobres.

-  Los hogares o individuos que presentan dos o más de los indicadores 
seleccionados (por ejemplo hogares donde falta agua corriente y los niños 
no asisten a la escuela) serán agrupados bajo la categoría Pobreza Extrema 
(PEXT).
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¿Qué nos dice entonces este Mapa sobre la población venezolana? Tene­
mos que para 1981 el 40,7% de los hogares estaban en pobreza. De ellos, el 
19,6% se encontraba en pobreza extrema (PNUD-MIN Familia, 1990) Para 
1990, el 38,5% de los hogares sufría la pobreza y de ese número el 16,3% 
estaba en pobreza extrema (OCEI, 1993). La actualización del Mapa realizada 
en 1994, reveló que el 44,6% de los hogares estaba en pobreza. La pobreza 
extrema alcanzó ese año al 18,8% de los hogares.

Algo que se desprende de los datos presentados es que el número de 
hogares pobres ha disminuido en Venezuela entre 1981 y 1990. Este resultado 
puede parecer sorprendente a la luz de los argumentos de quienes se refieren 
a la década de los ochenta, como la década perdida, y solo puede explicarse 
por la mejoría de aspectos cuantitativos en áreas como educación y vivienda, 
que ignoran aspectos relativos a la calidad de lo servicios prestados en esas 
áreas. La calidad de la educación, por ejemplo, ha retrocedido en los últimos 
años. También la infraestructura de los planteles ha sufrido un deterioro muy 
apreciable. Ello ha obligado al suministro (a través del Programa PROINSOL y 
Fundación de Edificaciones y Dotaciones Educativas, FEDE) de fondos espe­
ciales a los fines de emprender la reparación y ampliación de locales escolares.

Algo similar acontece con el servicio del agua. Se puede afirmar que hoy 
existe más población servida por acueductos que en 1981 (OCEI, 1990). Pero 
la escasez es más aguda en los barrios pobres donde el agua llega, en el mejor 
de los casos, una o dos horas al día, mientras que la norma es que falte por 
varios días e incluso en ocasiones, durante más de un mes. A este respecto, 
Marcano (1993) señala que en Caracas existe una “distribución social del 
agua”, que da pie para construir categorías sociales como las que siguen: a) 
Familias en viviendas con sistema privado de acueducto y que resuelven sus 
necesidades de agua sin recurrir al Estado; b) Familias en viviendas insertas en 
el sistema público de distribución de agua, con un suministro permanente y 
consumo ilimitado. Se estima que este 15,8% de familias pertenecientes a la 
clase media, consumen el 65% del agua de la ciudad; c) Familias en viviendas 
insertas en el sistema público de agua con infraestructura adecuada pero con 
suministro racionado del servicio. Este 38% de las familias que habitan vivien­
das de interés social consumen el 20% del agua de la ciudad; d) Familias en 
viviendas insertas en el sistema público de distribución, con una infraestructura 
mínima, generalmente construida por el usuario, con suministro esporádico. 
Este 25% de las familias caraqueñas que habita en casas de vecindad y barrios 
estabilizados consume un 14% del agua de la ciudad; e) Sectores residenciales 
parcialmente insertos en la red de distribución, con infraestructura mínima, y 
suministro esporádico. En estas zonas se hallan un 16% de los barrios caraque­
ños y consumen un 1% del agua de la ciudad; f) Familias localizadas en 
sectores de la ciudad que no tienen red o, que aún teniéndola, no reciben agua 
y cuyas necesidades se resuelven mediante estrategias como comprar agua en 
camiones, u obtenerla de pozos o quebradas cercanas. Se estima que en estas 
condiciones se encuentra el 5% de las familias de la ciudad.
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. No podemos cerrar esta sección sobre los Mapas de la Pobreza, sin hacer 
referencia a lo que constituye una de sus fallas fundamentales y es que, en el 
de 1990 el Mapa no desagrega la información según áreas urbanas y rurales, 
lo cual tiende a subestimar la dramática situación de pobreza que existe en el 
campo venezolano (Martel, 1995).

Otro campo de dominio de la sociología de la pobreza es aquel relativo a la 
amplia aplicación y desarrollo del método de la Canasta Normativa de Bienes 
(CNB) y el establecimiento de las líneas de pobreza (LP).

A los fines de estimar el número de hogares que vive en pobreza, este 
método parte de definir una norma con relación al nivel de vida mínimo que 
permita a un grupo familiar o un hogar satisfacer sus necesidades básicas. 
Estas necesidades son consideradas en dos dimensiones fundamentales. La 
primera es la norma o referencia para la satisfacción de requerimientos 
nutricionales y generalmente se la denomina Canasta Normativa Alimentaria 
o Canasta Básica de Alimentos. La segunda establece una norma para el 
consumo de bienes y servicios básicos tales como vestido, vivienda, educa­
ción, salud y otros mientras no sean aportados en forma gratuita por el Estado. 
Un método más directo de estimar el valor de esta canasta, es duplicando el 
valor de la canasta de alimentos. La fundamentación para ello es que, según 
la CEPAL, las familias latinoamericanas tienden a destinar un 50% de su 
ingreso a la adquisición de bienes que no son alimentos. Los términos 
Canasta Normativa de Bienes y Servicios y Canasta Normativa de Consumo, 
se usan para designar aquella canasta que incluye todos los gastos básicos 
en forma conjunta.

El método de la Canasta Normativa de Consumo, procede identificando los 
hogares cuyo ingreso está por debajo del costo de sus requerimientos nutricio­
nales básicos, a los cuales clasifica como hogares en Pobreza Extrema. Por su 
lado, aquellos hogares cuyos ingresos estén comprendidos entre el costo de 
dichos requerimientos multiplicado por un factor cuyo valor dependerá del 
coeficiente observado entre el consumo global de los hogares, bien sea a) del 
primer estrato de estos que satisfaga sus requerimientos nutricionales, b) del 
promedio de todos los hogares o c) de una porción inferior de éstos, se 
clasificarán como hogares en Pobreza Crítica.

En Venezuela ha sido extensivo el empleo del método de la Canasta 
Normativa de Consumo y las Líneas de Pobreza. En el ámbito público tenemos 
a Cordiplan, que realizó las primeras estimaciones que datan de 1981 y aportó 
información sobre niveles de pobreza para el Area Metropolitana de Caracas. 
El Instituto de Investigaciones Económicas y Sociales “Rodolfo Quintero” de la 
UCV hace el cálculo semestral de las Líneas de Pobreza, así como el segui­
miento de las otras medicines (Ledezma, Mateo y Padrón, 1991 y 1995; y 
Mateo y Padrón, 1992). Por su parte, Agroplan (1992) ha sido una de las 
organizaciones no gubernamentales más visibles en la aplicación .del método.
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El método consiste en determinar el costo mínimo de la canasta normativa, 
en seleccionar los alimentos, sus proporciones y precios que satisfagan los 
requerimientos calóricos y nutricionales mínimos de una familia de tamaño 
promedio, al menor costo y tomando como referencia el patrón de consumo 
promedio real de alimentos de las familias venezolanas. La canasta incluye 
cuarenta y dos alimentos, cuyo precio se obtiene de la Dirección de Estadísticas 
del Ministerio de Agricultura y Cría, de las estadísticas de Precio y Consumo de 
la OCEI y de estimaciones de precios que realiza AGROPLAN. Esta calcula la 
canasta tomando en consideración los volúmenes de alimento (por kilo o litro)' 
que se requieren para nutrir a un número de personas equivalente al promedio 
nacional de miembros por hogar, que según las estadísticas nacionales fue de 
5,2 miembros para el primer semestre de 1993.

La aplicación del método de la LP, arroja el siguiente panorama: mientras 
que en 1984, el 11% de la población se encontraba en pobreza extrema y el 
36% en pobreza crítica, en 1994 la pobreza extrema había escalado a 48% y 
la crítica a 76%.

En 1991, sale a la luz La pobreza en Venezuela. Realidad y políticas, de 
Cartaya y D’Elia (1991). Este texto desarrolla temas centrales de la sociología 
de pobreza como lo son los métodos de medición de la pobreza, sus resultados 
y limitaciones y se propone entre sus objetivos principales evaluar la eficacia de 
las políticas sociales de compensación, iniciadas en 1989 por el gobierno 
venezolano. El trabajo parte del análisis del PEP como estrategia integral frente 
al Plan de Ajuste Macroeconómico y evalúa su potencial incidencia sobre las 
condiciones y calidad de vida de la población venezolana.

Las investigaciones señalan que, por razones de índole política, el PEP 
evolucionó de un plan con objetivos muy específicos, integrado por un número 
reducido de programas de transferencia directa, a uno muy complejo donde se 
integraron gran cantidad de programas, viejos y nuevos, que crecieron de 
manera autónoma. Así, el PEP llegó progresivamente a reunir, desordenada­
mente, programas de salud, nutrición, vivienda, empleo, servicios y otros. En 
efecto, en el PEP se conjugan nueve áreas de atención que se traducen en 28 
programas sociales del gobierno nacional.

Según Cartaya y D’Elia, juzgar la eficacia de un Plan tan complejo como el 
PEP, es una tarea prácticamente imposible a poco tiempo de su implantación 
y por ello optaron por poner el énfasis en los problemas de orientación y 
contenido asociados a este. Sostienen que existe una gran dificultad para decir 
algo concluyente sobre el impacto de los programas, en virtud de que las 
principales fuentes estadísticas gubernamentales, solo indagan acerca del 
ingreso que las familias derivan del trabajo, lo cual no permite evaluar el impacto 
de transferencias y subsidios directos.
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- En virtud de lo anterior se acercan al PEP desde una perspectiva que 
persigue evaluar cuál ha sido el posible impacto del Plan sobre el ámbito 
institucional de la sociedad. En este sentido destacan que el PEP se tradujo en 
una reestructuración y modernización del Ministerio de la Familia (se refiere al 
proyecto de creación del Ministerio de Desarrollo Social) y del Instituto Venezo­
lano de los Seguros Sociales. También a la creación de la Escuela de Gerencia 
Social cuyo objetivo es la formación de los cuadros gerenciales a cargo de los 
organismos gubernamentales del área social y el Fondo de Inversión Social de 
Venezuela (Fonvis) encargado de promover y financiar programas y proyectos 
de atención a la población de más bajos recursos económicos. Se fortalece, 
además, la función de la Fundación Fondo de Cooperación y Financiamiento de 
Empresas Asociativas (Foncofin), creada en 1986. Por ultimo, se propone el 
diseño y financiamiento de nuevas fuentes de información estadística como la 
Encuesta Social.

Entre los aspectos críticos del Plan, aluden a: fallas en los sistemas de 
focalización de los programas, fallas de infraestructura que inciden en la 
cobertura potencial de algunos programas, y el grado extremo de centralización 
en la gestión de los servicios sociales, a la luz de las exigencias del Plan.

Las autoras concluyen que, no obstante sus fallas, el PEP representa un 
gran esfuerzo organizativo y financiero al compararlo con lo que había sido la 
política social venezolana en los últimos años. Recalcan que el Plan puso en el 
tapete el tema de las consecuencias sociales del plan de ajustes macroeconó- 
micos y el tema de la difusión del fenómeno de la pobreza en nuestro país.

4. EL RESCATE DEL ENFOQUE SOCIOLÓGICO 
EN LOS ESTUDIOS SOBRE POBREZA

Debemos admitir que nuestra caracterización sobre los estudios sociológi­
cos de la pobreza durante los últimos años es, hasta cierto punto, una 
simplificación de los esfuerzos realizados. A partir del planteamiento de la 
CEPAL sobre crecimiento con equidad (CEPAL, 1990) se ha prestado mayor 
atención a las posibilidades de enriquecer la intervención social con sistemas 
que trasciendan las políticas de compensación (Ramos, 1995). También se 
han realizado investigaciones inspiradas en el concepto de la cultura de la 
pobreza, trabajos sobre estructura social venezolana y trabajos sobre exclu­
sión social.

4.1. LA CULTURA DE LA POBREZA

Un buen numero de trabajos sobre pobreza se han dedicado a estudiar las 
estrategias de organización de los sectores populares para enfrentar la crisis, 
lo cual representa un importante aporte desde el campo sociológico, al situar el 
tema de la pobreza dentro de los marcos de la acción social en diversas 
vertientes de estructuración, comunicación y participación. El planteamiento
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inicial de la investigación de Gutiérrez (1990) acerca de la sobrevivencia de los 
pobres representa claramente esta vertiente de investigación:

El interés principal de nuestra investigación se centra en las estrategias que 
asumen unidades domésticas de estos sectores para lograr su reproducción 
material y social en un período marcado por la actual coyuntura económica, el 
cual se inicia a comienzo de los 80 como producto de la baja de los precios del 
petróleo en el mercado mundial, unido a un fuerte endeudamiento externo y 
caracterizado por un reacomodo de las fuerzas económico sociales en un 
contexto de recesión económica, presión inflacionaria, desempleo y caída de los 

✓ salarios reales de los trabajadores (Gutiérrez, 1990, 9-10).

Gutiérrez aborda los cambios registrados en las estrategias que usan los 
pobres para balancear sus presupuestos domésticos. Lo hace en función del 
tipo de unidad doméstica (según se trate de pareja constituida o mujer sola), 
según la forma en que se generan los ingresos de dicha unidad y la forma en 
que estos se invierten, tanto en la estrategia de sobrevivencia géneral, como en 
la estrategia cotidiana. En su nivel más general, la investigación descubre que 
los hogares incorporan un mayor número de sus miembros al mercado laboral, 
trabajan más horas y diversifican sus fuentes de ingreso, todo lo cual no resulta 
suficiente para alcanzar los niveles de vida que tenían anteriormente, ni satis­
facer todas sus necesidades básicas.

Esta misma inquietud por estudiar cómo enfrentan los pobres la crisis, se 
desarrolla en los distintos ensayos reunidos por Carióla (1992) en Sobrevivir en 
la pobreza; el fin de una ilusión. En palabras de la autora:

La investigación pretende conocer las respuestas de estos grupos sociales 
(sector popular urbano) ante la crisis que siguió a la bonanza económica del 
período del boom petrolero de la década de los setenta. Los objetivos del 
proyecto están centrados en el proceso de reproducción material y social de los 
sectores populares urbanos y el énfasis está puesto en los cambios introducidos 
a las estrategias de sobrevivencia desplegadas ante la crisis, considerando 
articuladamente las respuestas generadas, tanto por los hogares, como por la 
comunidad del barrio (Carióla, 1992, 11).

El texto en cuestión cuenta con nueve capítulos que abordan las distintas 
dimensiones de la sobrevivencia en la pobreza. Estos tocan aspectos que van 
desde el mercado laboral y la informalidad, pasan por las estrategias familiares 
y económicas y llevan hasta la formación de redes solidarias que trascienden 
el ámbito familiar configurando relaciones vecinales y relaciones entre los 
vecinos y el Estado. Estas relaciones atienden situaciones cotidianas de emer­
gencia, pero también atacan problemas relativos a los servicios públicos y la 
seguridad, e incluso aspectos socioculturales como la recreación y el deporte. 
Uno de los planteamientos centrales del libro desde una óptica estructural es, 
la ruptura de redes sociales formales que se produce con la sobrevivencia en 
condiciones de crisis agudas como la que actualmente transita Venezuela. En
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esta situación, la viejas redes de carácter formal tienden a resquebrajarse frente 
a una disposición hacia el individualismo y la concentración en el grupo familiar, 
que perciben los actores como más acorde para enfrentar la deteriorada 
situación económica.

No obstante, como lo mencionamos en un trabajo anterior (De Venanzi, 
1996), resulta peligroso limitarse al análisis de estrategias de sobrevivencia, 
aunque estas sirvan para diseñar políticas sociales mejor ajustadas a la diná­
mica de la crisis y revistan un gran interés intrínseco. El peligro radica en que 
se puede consolidar un reduccionismo cultural dentro del cual los pobres 
simplemente actúen en función de diversas estrategias para enfrentar la crisis, 
en una sociedad cuyas desigualdades y crecientes exclusiones simplemente se 
den por sentado.

4.2. LA POBREZA EN LA ESTRUCTURA DE CLASES

Contamos también con un enfoque estructural de la pobreza modelado 
sobre la tradición sociológica clásica. Es la que ofrece Briceño León (1992) en 
Venezuela: Clases sociales e individuos. Vale decir que, esta investigación 
(realizada en Tinaquillo) no estuvo expresamente destinada a estudiar la pobre­
za, pero su acercamiento a la estructura social es de gran interés, en razón de 
que permite apreciar en forma simultánea la relación de los pobres con otras 
clases que participan de la división del trabajo y la propiedad, y además, el 
modo de vida de quienes existen en aquella condición. A partir de un enfoque 
que integra el sistema de clases de Marx (como “clase-categoría”) y el sistema 
de estratificación propuesto por Weber (representado por la “clase-situación”), 
el autor construye seis clases sociales que son:

-  Los ricos. A esta clase pertenecen los hacendados modernos. También los 
constructores y los industriales a gran escala. Sus ingresos familiares per 
cápita son muy superiores a cuatro salarios mínimos mensuales. Sus casas 
son de gran tamaño y muchas están ubicadas en los hatos. Otros tienen, 
además, apartamentos de lujo en Valencia o Caracas, e incluso apartamento 
vacacional, ya sea en Venezuela o, en el exterior. Poseen numerosos 
artículos del hogar, compran obras de arte y pertenecen a clubes sociales 
de gran prestigio. En general, gozan de mucho prestigio en sus comunida­
des. En cuanto a la clase-categoría, resultaron ser propietarios poseedores 
que controlan el proceso de trabajo. No trabajan manualmente y cumplen 
funciones de capital. Existen algunas variantes de esta clase.

-  Los nuevos ricos. La clase se compone de empresarios y propietarios de 
industrias medianas. También de gerentes y funcionarios públicos de alta 
jerarquía. Sus ingresos alcanzan entre uno y cuatro salarios mínimos men­
suales. Sus casas son quintas ubicadas en Tinaquillo. Tienen dos carros, 
televisores a color, pero menos artefactos eléctricos que los ricos. Asisten a 
clubes sociales de prestigio. En su mayoría conocen otros países. En cuanto
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a clase-categoría, pertenecen a tipos muy distintos, desde los poseedores 
propietarios que cumplen funciones de capital y no realizan trabajo manual, 
hasta los no propietarios no poseedores que controlan el proceso de trabajo 
y realizan labores de tipo intelectual.

La clase media en ascenso. Aquí se encuentran quienes están encargados 
de controlar los procesos de trabajo, gerentes y supervisores medios. En­
contramos también profesionales medios, capataces técnicos con especia- 
lización. Los ingre.sos familiares están entre uno y dos salarios mínimos 
mensuales. Viven en casas tradicionales del pueblo o en viviendas rurales 
remodeladas del casco de la ciudad. En su mayoría, los miembros de esta 
clase viven alquilados, tienen un solo automóvil y sus artefactos eléctricos 
no son superfluos. Van a clubes sociales de poco prestigio y viajan por 
Venezuela. Se encontró mucha variación en cuanto a clase-categoría. Lo 
común es que no aparecieron propietarios.

La modesta clase media. Aquí se encuentran los empleados medios, técni­
cos, pequeños propietarios o trabajadores por cuenta propia. El ingreso 
oscila entre medio, y uno y medio salarios mínimos mensuales. Muchos 
pertenecen a sindicatos. Viven en casas rurales remodeladas y en las casas 
mejoradas de los barrios o en las orillas del pueblo. La mitad posee automó­
vil. No han salido mucho del país excepto a Colombia. Su clase-categoría es 
muy variable. Hay propietarios-poseedores que realizan trabajo manual y 
cumplen funciones de capital y trabajo. En otro extremo encontramos obre­
ros que no son propietarios, ni controlan, hacen trabajo manual y cumplen 
funciones de trabajo.

Los pobres de la ciudad. Desempeñan trabajos como obreros o trabajado­
res por cuenta propia, que generan escasos recursos. Tienen ingresos 
inferiores al medio salario mínimo mensual y no completaron los estudios 
de primaria. Viven en ranchos construidos con desechos. No asisten a 
eventos culturales. Consumen poca carne. Su alimento básico es la pasta 
y las caraotas. Son mayoritariamente mestizos y venezolanos. En cuanto 
a clase-categoría, los trabajadores por cuenta propia son propietarios- 
poseedores, controlan su proceso de trabajo y realizan tareas manuales e 
intelectuales. Los demás pobres de la ciudad son obreros que ni son 
propietarios ni poseedores. Realizan trabajo manual y cumplen funciones 
de trabajo.

Los pobres del campo. Son campesinos que labran, bien en tierras del 
estado, bien en tierras comunales o en tierras indivisas. Otros vigilan las 
tierras de los hacendados y cosechan un conuco levantado en la tierras de 
aquellos. Su ingreso per cápita es inferior al medio salario mínimo mensual. 
La mitad son analfabetos, y muchos no terminaron la primaria. Viven en 
casas de bahareque y techo de palma. No disponen de servicios públicos, 
ni de transporte. En cuanto a clase-categoría, son poseedores no propieta-
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ríos, que controlan su proceso de trabajo, el cual es manual, y cumplen
funciones de trabajo.

Sostenemos el criterio de que más estudios de esta naturaleza serían de 
mucho provecho a los fines de alcanzar una comprensión cabal del fenómeno 
de la pobreza en nuestro medio.

4.3. LA EXCLUSIÓN SOCIAL Y LA SEGMENTACIÓN SOCIAL

No podemos finalizar este Ensayo sin referirnos al concepto de exclusión 
que viene imponiéndose en los estudios sobre pobreza en América Latina. Lo 
entendemos como una superación del concepto de marginalidad, al cual enri­
quece, en cuanto transciende la lalta de participación política como elemento 
clave para el análisis, incorporando un amplio espectro de dimensiones de la 
experiencia de la pobreza que permite verla como un fenómeno compleio e 
integral. Cartaya (1996) sostiene que este concepto ensancha la comprensión 
de la pobreza superando el énfasis que numerosos estudios sobre el tema 
acordaron previamente al subconsumo de alimentos. Sostiene, además, que la 
definición de políticas de desarrollo social se hará ahora más equilibrada al 
tomar en consideración factores tanto de orden político como institucional.

La privación o exclusión material representa en el nuevo enfoque solo una 
vertiente del problema de la pobreza. Además, esta dimensión no se limita al 
ingreso, sino a diversas formas básicas de intercambio. La primera se refiere a 
la participación regular en el mercado de trabajo, la segunda a la inclusión o 
exclusión de los mecanismos de redistribución de la riqueza que realiza el 
Estado (subsidios, transferencias, otros) y la tercera a relaciones de reciproci­
dad que se traducen en fuentes de ingreso generadas por las familias, u otras 
fuentes privadas.

La atención del enfoque abarca otros círculos de exclusión que afectan de 
manera adversa la situación de los pobres. Entre ellos, la exclusión del círculo 
de la justicia (entendida, por ejemplo, como indefensión jurídica) y la exclusión 
de la protección social. Con respecto a esto último, Cartaya (1996) señala que 
para 1991, en Venezuela: solo el 42% de los trabajadores está afiliado a la 
seguridad social; el 24,6% de los ocupados está amparado por la contratación 
colectiva. La tasa de sindicalización es de 21,6%. El 42% de los que están 
trabajando tiene acceso a las prestaciones sociales; menos de un 10% de los 
que se declaran desocupados está disfrutando de la prestación de paro 
forzoso.

También habla Cartaya de la exclusión de sistemas adecuados de educa­
ción y salud, del sistema laboral, así como de la exclusión de las redes de 
servicios públicos esenciales. Con respecto a la educación dice, por ejemplo, 
que asistir a una escuela pública en Venezuela es quedar al margen de buenas 
oportunidades de empleo.
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Pero lo que más nos interesa resaltar del marco conceptual de la exclusión 
es la centralidad que en ella juega el problema de la integración social. Esta 
perspectiva convierte el problema de la pobreza en uno esencialmente socio­
lógico, al destacar el papel que cumple en la experiencia de los pobres su 
participación e interacción (o falta de ella) en redes sociales de carácter formal 
o solidario, tanto a nivel local como nacional.

Se ha sostenido al respecto (Altimir, 1990; Tironi y Lagos, 1991; De 
V^enanzi, 1992b) que las crisis económicas abiertas y profundas, como las que 
produce la aplicación de medidas de ajuste estructural en América Latina, 
debilitan estructural y organizativamente a los actores sociales y reducen, en 
consecuencia, sus posibilidades para bloquear las políticas gubernamentales. 
También que la indeterminación asociada a las políticas de choque y apertura, 
que obliga a los actores a jugar roles desconocidos e inestables, fragmenta 
intereses comunes, y la base regular sobre la que descansa su vida cotidiana. 
Todo ello conlleva a un debilitamiento de las redes sociales enraizadas en lo 
colectivo, y a un robustecimiento -como reflejo defensivo- de los nexos 
internos y afectivos de los grupos primarios, lo cual aumenta, a su vez, la 
segmentación social.

Tanto el enfoque de la exclusión, como el de la segmentación comparten un 
mismo interés por el problema de la estructuración-desestructuración de la red 
social. A su vez proponen que el bloqueo de los mecanismos de participación 
y distribución y/o la falta de integración social (y no solo la pobreza material) 
originan condiciones propicias para la manifestación de la violencia. Dice 
Cartaya:

Las quejas y demandas que hasta años recientes eran transmitidas a las 
instancias correspondientes a través de dirigentes de los partidos y sindicatos se 
expresan con mayor frecuencia en las calles o mediante tomas de establecimien­
tos. Por una parte, una mayor conflictividad proviene tanto de resistencia social 
de los excluidos, como de la resistencia de los individuos a perder sus privilegios 
anteriores, que genera diversas situaciones de violencia social (Cartaya, 1996, 
161).

Pero, la violencia más relevante, vista desde el ángulo de las probabilidades de 
integración social, es la violencia cotidiana, la cual está presente en las relacio­
nes familiares, en la escuela, en las redes de delincuencia, y que se expresa en 
un sentimiento de vulnerabilidad de la vida... (ibídem, 162).

Por su lado, la fragmentación de la base material de los grupos sociales 
coloca a los miembros no cooptados de la sociedad civil en una situación de 
desventaja e impotencia frente a la dinámica de los ajustes económicos y los 
empuja progresivamente hacia la preferencia por la acción individual, que suele 
orientarse a la adaptación conformista, las más de las veces incompleta y 
potencialmente explosiva, al nuevo orden que se va gestando (De Venanzi, 
1992b).
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Es preciso señalar que la relativa diversidad de acercamientos que se 
aprecia en el estudio actual de la pobreza, no se ha correspondido con la rigidez 
de la mayor parte de las políticas de intervención social que se han diseñado 
en Venezuela y otros países del área. Estas son, en lo esencial, políticas 
cortoplacistas de compensación directa que a la luz de la experiencia resultan 
insuficientes, y que se canalizan fuera de las instituciones de seguridad social 
que deberían encargarse de ellas.

CONCLUSIÓN

El explosivo crecimiento de la pobreza que afecta a millones de habitantes 
en América Latina ha suscitado mucho interés entre investigadores, planifica­
dores y funcionarios gubernamentales. Este interés ha resultado en un enfoque 
esencialmente economicista y coyuntural de la pobreza (y de la política social) 
que asume que ésta habrá de reducirse al tiempo que los planes de ajuste 
estructural y la compensación cumplen su cometido. No obstante, la puesta en 
marcha de estrategias económicas de mercado en países estructuralmente 
débiles y fuertemente afectados por deudas externas, ha generado una situa­
ción caracterizada por la expansión continua de la pobreza. Dicha expansión, 
que es muy notable en Venezuela, se ha vuelto crónica y ello debe llevar a 
considerar la pobreza nuevamente desde una perspectiva estructural. La socio­
logía latinoamericana de los años sesenta y de los años setenta se ocupó, 
precisamente, de adelantar análisis de este tipo, y puede servir como punto de 
partida y referencia para el estudio y comprensión del fenómeno de la pobreza 
dentro de la estructura social. La investigación sobre dicha estructura debe 
tomar en cuenta los cambios, tendencias y transformaciones derivadas de las 
nuevas formas que asumen los procesos de globalización y apertura.

En Venezuela, como en América Latina, se han producido algunas respues­
tas a la tendencia economicista que ha predominado en el estudio sociológico 
de la pobreza durante la última década. Estos esfuerzos han proporcionado un 
valioso conocimiento sobre la vida cotidiana de los sectores más vulnerables de 
la sociedad. También, se ha retomado y enriquecido el concepto de margina- 
lidad, para dar cuenta de las nuevas formas de exclusión social y material que 
caracterizan la experiencia actual de los pobres. Sin embargo, aún falta articular 
estas perspectivas a los marcos estructurales más amplios de los cuales la 
pobreza es también una nítida expresión.
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LA DISTRIBUCIÓN DEL INGRESO 
EN LA ERA DE LA GLOBALIZACIÓN1

Lourdes Urdaneta de Ferrán
Profesora de la Escuela de Economía, UCV

r e s u m e n

El artículo examina las implicaciones para la distribución del ingreso, de la i^obalización de 
la econolnía mundial, del crecimiento de los sen/icios y del sector financiero, de las 
privatizaciones, las nuevas tecnologías, las migraciones y el aumento del desempleo y del 
subempleo. Señala importantes semejanzas y desemejanzas en cuanto a los efectos de la 
globalización internacional y la que tuvo lugar en períodos anteriores en el propio seno de 
las naciones. La comparación permite sacar ciertas conclusiones acerca de las probables 
repercusiones de la globalización actual sobre el devenir económico y social de las naciones 
que se incorporan o se ven envueltas en ella.

INTRODUCCIÓN

En estas notas se pretende hacer referencia brevemente a la distribución del 
ingreso en la era de la globalización mundial, globalización que significa la 
incorporación nolens, volens de los múltiples mercados nacionales a un solo 
mercado mundial, con cambios profundos en la distribución, tanto entre nacio­
nes y pueblos, como entre los sectores públicos y privados de la economía y 
también entre personas y familias. Con estos cambios en la realidad económica 
coincide un viraje del pensamiento económico que en muchos aspectos recuer­
da ideas de aquel pasado,2 que coincide con la incorporación de los pequeños

1. Este artículo fue originalmente escrito como papel de trabajo para la Conferencia Regional de 
la Asociación de Facultades, Escuelas e Institutos de Economía de América Latina (AFEIEAL) 
en homenaje a Raúl Prebisch y ha sido ampliado de acuerdo con las observaciones de algunos 
participantes de aquella Conferencia.

2. Más que de una restauración se trata de una remodelación adaptada a los cambios que desde 
entonces se han presentado en la economía. Lo que parece confirmado por el hecho de que 
muchas de estas corrientes usan el prefijo “neo" en sus denominaciones.
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mercados locales al mercado nacional. ¿Tiene aquel hecho alguna relevancia 
para el presente? ¿Puede lo que acaeció en aquel período, que, por analogía 
podríamos llamar “globalizaclón nacional” echar luz sobre lo que se puede 
esperar de la presente globalización mundial? ¿Son inevitables las conse­
cuencias distributivas regresivas y la pérdida de cohesión social de las globa- 
lizaciones? ¿Es posible o deseable excluirse de esta evolución? (Amin, 1988). 
¿Puede haber una globalización alternativa? La importancia de tales pregun­
tas en las circunstancias presentes, justifica echar una ojeada a algunos 
aspectos que se presentaron en la globalización intranacional. Existen mu­
chas coincidencias entre los dos procesos y también profundas diferencias. 
Además, más que de “un período” debería hablarse de “los períodos” porque 
lo que aqui se llama “globalización nacional” o “intranacional” no se realizó en 
un período único sino que se extendió sobre períodos prolongados, frecuen­
temente interrumpidos y acompañados de movimientos en sentido opuesto. 
Además tuvo lugar en períodos diferentes según los países y la globalización 
económica iba acompañada de diferentes grados de integración social, cultu­
ral, institucional y política, una integración que en muchos países está lejos de 
haberse cumplido. Algunos de estos aspectos se reproducen también en la 
globalización mundial.

El presente trabajo se ha dividido en varias secciones que recogen diferen­
tes aspectos de las globalizaciones. En la primera parte se hace referencia a 
los aspectos reales y en la segunda al pensamiento de destacados economis­
tas. La primera parte comporta los siguientes títulos: Globalización nacional 
y globalización mundial; Tecnología; Instituciones, Vida social; Migraciones; 
Globalización financiera; Estabilidad; Ventajas comparativas; Términos de 
intercambio; Formas de distribución; Relevancia. La segunda parte recoge los 
puntos: Importancia del tema bajo diferentes ángulos; La realidad y su imagen 
estadística; Distribución y crecimiento; El enfoque latinoamericano. Las notas 
terminan con una recapitulación de lo dicho. En la primera sección, se reseñan 
brevemente algunos aspectos de la incorporación nolens, volens, de los 
mercados locales a un mercado nacional y en las secciones que le siguen las 
áreas y características de la vida económica y social que más afecta la 
globalización. A continuación se recuerdan las diferentes formas en que se 
examina la distribución de los ingresos y luego, en la segunda parte, se 
recogen las opiniones de economistas de diferentes orientaciones sobre la 
importancia del tema de la distribución del ingreso. En la sección siguiente se 
compara la realidad con su imagen estadística y contable. Es un hecho 
reconocido que las estadísticas existentes moldean nuestra percepción de la 
realidad: las series y cuentas económicas que una oficina de estadística 
prepara y publica ejercen una influencia sutil y penetrante sobre el desarrollo 
político, económico y social de un país. Aunque no se habla mucho de ella, 
existe una verdadera sociología de la estadística y de la contabilidad. La breve 
sección que le sigue se refiere a la relación entre la distribución y el desarrollo 
y el siguiente al enfoque de la distribución en el pensamiento económico 
latinoamericano.
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PRIMERA PARTE

GLOBALIZACIÓN NACIONAL Y GLOBALIZACIÓN MUNDIAL

La globalización que estamos atravesando es de índole mundial y abarca 
aspectos económicos, sociales y políticos. Estuvo precedida en períodos ante­
riores por lo que se podría llamar globalizaciones intranacionales, la unificación 
de la economía y también de la vida social y política, dentro de los límites 
nacionales. Una transformación impulsada mayormente por presiones econó­
micas y en algunos casos por la fuerza. La globalización por la fuerza -militar 
u otra- a la larga resultó más frágil que la hecha por consentimiento y solida­
ridad. Es evidente el parecido en muchos aspectos, entre la globalización 
nacional y la mundial3 (Fanno, 1952). Las unificaciones nacionales de mercados 
sucedieron en diferentes períodos (y tomaron más tiempo en unos casos que 
en otros) pero casi siempre provocaron remodelación y reubicación de activida­
des económicas, una tendencia al crecimiento del comercio exterior sobre la 
producción interna, generaron cambios en la estructura factorial o sea, en el 
grado de participación en el proceso productivo de los diferentes factores y las 
relaciones entre ellos; y sobre todo, hondos cambios en la distribución del 
ingreso, tanto entre las unidades geográficas (regiones, comarcas, subregio- 
nes, etc) que se integraban a un mercado único,4 como entre las industrias, 
actividades, sectores y personas. Asimismo causó una más desigual distribu­
ción temporal de los ingresos.

Tanto a escala nacional como mundial la globalización trajo riqueza e 
indigencia con una distribución muy sesgada: una riqueza concentrada más que 
todo en los centros y la indigencia mayormente en la periferia.

TECNOLOGÍA

Ambas globalizaciones están ligadas a cambios tecnológicos.5 Extensión del 
mercado e introducción de nuevas técnicas van mano a mano: llevando la 
delantera tan pronto la presión económica como el adelanto tecnológico y la 
dinámica política. La relación y complementariedad entre la tecnología y el 
tamaño del mercado fue señalado por Adam Smith al decir que la división del 
trabajo está limitada por las dimensiones del mercado. Y la característica 
principal de las innovaciones económicas, tanto en el período lejano como en 
el presente, es su tendencia ahorradora de trabajo y simultáneo aumento de 
productividad y de economías de escala, llevando las actividades más exigen­

3. No se hace referencia aquí a una “globalización” sui generis representada por las colonias y los 
países colonialistas.

4. Los movimientos regionales que han proliferado en muchos países muestran las dificultades 
e imperfecciones de la integración.

5. Al respecto se destaca la tecnología de la comunicación e información: la propagación de la 
. imprenta y de la comunicación electrónica, respectivamente.
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tes de capital y más remunerativas a los centros dinámicos y dejando las 
actividades de menor uso de capital y necesitadas de mano de obra barata, a 
las áreas periféricas.6 Para ellas, la baratura de su mano de obra se torna en 
principal atractivo de nuevas actividades.

El incremento de la productividad por trabajador que correspondía al incre­
mento del capital con que trabajaba cada trabajador y también el crecimiento del 
mercado para los productos se tradujo con el tiempo en remuneraciones más 
altas y una disminución de las horas de trabajo. Pero este cambio fue muy 
paulatino y en algunos casos tomó más de una generación.

INSTITUCIONES

La interrelación entre necesidades económicas y adelantos técnicos se 
realiza sobre un trasfondo político. Machiavelo había observado la correlación 
entre la distribución de ingresos y determinadas formas políticas, en el sentido 
de que ciertos tipos de distribución de ingreso correspondían a determinadas 
constelaciones políticas. La extensión del mercado en el período de integra­
ción nacional en los países del viejo continente tiene por trasfondo la lucha 
entre el poder central y los diferentes poderes regionales y locales, principa­
dos y nacientes monarquías. Generalmente desemboca en creciente injeren­
cia del poder central en los asuntos internos de las localidades. Los Estados 
necesitan cada vez más dinero y aumentan toda clase de impuestos. En 
América Latina la falta de integración económica repercutió en la formación de 
éntidades políticas que a su vez frenaron la formación de un mercado latino­
americano. Toda globalización tiende a uniformar las instituciones y sistemas 
políticos de las diferentes partes, adecuando la estructura institucional y la 
económica. La globalización mundial coincide con el modus operandi político 
de la democracia electoral. En este sentido presionan las fuerzas dominantes 
de la globalización mundial. Schumpeter expresó unas ideas en que relaciona 
la democracia representativa con el funcionamiento del mercado. Su teoría 
define el método democrático como “el arreglo institucional para llegar a 
decisiones políticas en las que los individuos adquieren el poder de decidir 
mediante una lucha competitiva por los votos del pueblo” (Schumpeter, 1946, 
311). La lucha competitiva por votos se ha comparado con la lucha competi­
tiva en el mercado y se ha señalado la deformación causada en ambos casos 
por las imperfecciones de la competencia. Y alguien preguntó si la globaliza­
ción abre el país a las influencias externas sólo en el campo económico o 
también en otros campos, incluso la política. Y si la autonomía de los diferen­
tes países dentro de la globalización mundial depende del grado en que ha 
avanzado su propia globalización interna.

6. Los casos en que uno de los factores (como el caso de la tierra) no es móvil, constituyen 
excepciones.
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Las influencias de la globalización se observan incluso en el campo religioso. 
La globalización dentro de las naciones trajo confrontaciones en el campo 
religioso, que en algunos casos fueron violentas y generalmente desembocaron 
en “cujus regio ejus religio”. La globalización a escala mundial también originó 
cuestiones similares. En áreas tradicionalmente católicas de América Latina, 
por ejemplo, surgen sectas cuya aparición, según las palabras del Cardenal 
Sandoval, se debe a la globalización económica y cultural (Guardian Weekly, 
1996,5).

VIDA SOCIAL

En la globalización intranacional se producía una ampliación del horizonte de 
extensas capas de la población. El surgimiento de unos pocos polos de rápido 
crecimiento económico, cultural y social que abre paso al ascenso económico 
y social de un limitado segmento de la población hasta entonces provinciana 
(que se siente cada vez más afín a la metrópoli que a su terruño), reduce 
simultáneamente el grueso de la población provinciana a un estatus inferior y 
a un nivel económico más bajo. Lo que no les impide tratar de imitar las 
costumbres y modo de vida del centro.

La apertura de la economía comprendía inevitablemente cambios en mu­
chos aspectos. No sólo en el intercambio de bienes, sino también un intercam­
bio de ideas y pensamiento, cambio de costumbres, tradiciones y creencias. Los 
rasgos locales se van desdibujando y están siendo reemplazados por caracte­
rísticas de corte global, común para todas las comarcas. La actividad económi­
ca, antes centrada en el mercado local (y en las áreas de mayor retraso 
reducida al autoabastecimiento) trata de abrirse hacia el amplio espacio de la 
nación, ayudada por nuevas vías de comunicación: carreteras o ferrocarriles, 
teléfonos y telégrafos. Algunas actividades provinciales, las que gozan de 
alguna ventaja que no se da en la metrópoli, logran mantenerse, pero las que 
requieren aportes sustanciales de capital, administración avanzada y mano de 
obra especializada, pasan a la metrópoli: la producción de las pequeñas indus­
trias regionales se ve sustituida por la de las modernas fábricas capitalinas que 
abastecen todo el mercado nacional y mercadean sus productos a todo lo largo 
y ancho del territorio. Al decir que estas actividades “pasan” a la metrópoli no 
se quiere decir que necesariamente se ubican geográficamente en ella. Lo que 
“pasa” a la metrópoli es la propiedad y administración de las empresas, las que 
en muchos casos pueden seguir localizadas en la provincia. La globalización 
-tanto nacional como mundial- altera el esquema de costos, aumenta despro- 
porcionalmente los costos de administración y distribución en comparación con 
los de fabricación.

Además, la expansión de las actividades económicas de la comarca al 
ámbito nacional global, expande también la visión de los lugareños y los 
confronta con un mundo en muchos aspectos diferente y repercute sobre sus 
propios hábitos y su “Weltanschaung”. El centro del ámbito nacional, general­
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mente la capital del país, alberga adelantos tecnológicos, oportunidades de 
empleos distintos, y posibilidades de educación y de formación profesional más 
avanzadas. Y junto a ello se produce el encuentro con costumbres y modos de 
vida diferentes, aparece la inevitabilidad de tolerar estilos de vida disímiles, que 
antes, en la mente pública local, habían parecido negativos y despreciables. 
Así, el centro de más rápido avance ejerce una fuerza centrípeta atrayendo 
tanto a los capitales como a los trabajadores. Pero el desplazamiento de 
trabajadores encuentra mayores obstáculos, por los problemas humanos que 
involucra para los emigrantes y la oposición de los que temen la competencia 
de los inmigrantes.

MIGRACIONES

Excepto algunos casos aislados, la emigración del interior a los polos de 
crecimiento del mismo país, aunque azarosa, era sin embargo factible. Los 
obstáculos que algunas ciudades oponían a la inmigración indeseada resulta­
ban a la larga inoperantes. Surgían barrios de miseria y se multiplicaban 
problemas urbanísticos. Mujeres y niños se incorporaban a la fuerza de trabajo 
industrial de baja remuneración. Los inmigrantes que encontraban empleo en 
el centro podían ayudar financieramente a sus familias que se habían quedado 
en la provincia e incluso, después de cierto tiempo, traerlas a vivir con ellos. 
Cuando la economía del centro crecía aceleradamente, la gran mayoría de los 
emigrantes encontraba trabajo, pero en la fase crítica de la coyuntura económi­
ca ingresaba al “lumpenproletariado” y en actividades ilícitas. En estos períodos 
la población del centro, que siempre había mirado a los recién llegados como 
intrusos, se escandaliza y exige que se ponga coto a la llegada incontrolada de 
estos metecos. Donde la población de la provincia difería de la de la ciudad por 
sus rasgos físicos o su modo de hablar, surgía a veces un verdadero “racismo 
regional”. Por otra parte, también con el propósito de frenar el flujo de inmigran­
tes, algunos políticos defendían medidas que podían mejorar las condiciones de 
vida en las áreas deprimidas, para lo cual el centro debía propiciar inversiones 
de capital en las provincias.

En los períodos anteriores prevalecía la migración del campo a las ciudades, 
en la actualidad la de países pobres a países ricos, especialmente a las 
ciudades ricas. La segregación dentro de las ciudades existía en el período de 
la globalización nacional y ella se reproduce y se intensifica en las circunstan­
cias actuales. En una reunión reciente sobre el futuro de las megápolis se evocó 
el espectro de la división de la ciudad en zonas, accesibles unas, sólo a los 
portadores de determinadas tarjetas y otras, abandonadas a jefes de pandillas.

GLOBALIZACIÓN FINANCIERA

La globalización financiera se adelantó a las demás, haciéndose hasta cierto 
punto independiente de lo que sucedía en la esfera de la producción y de la 
distribución. En la globalización intranacional, el centro dinámico del país,
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generalmente la metrópoli, uniformaba transacciones y procedimientos conta­
bles y ejercía en forma creciente su influencia sobre las decisiones del uso de 
los fondos. El ahorro generado en la provincia emigraba a la metrópoli y si bien 
esto perjudicaba los intereses puramente regionales, es allí, en la metrópoli, 
donde surgían intermediarios financieros eficientes y estas colocaciones pro­
metían rendimientos elevados y mayor seguridad que su utilización tradicional 
en la comarca, aunque con la ampliación del ámbito se multiplicaban escánda­
los financieros en gran escala. Las instituciones financieras del centro abrían 
sucursales en las provincias y comarcas para captar allí los ahorros. Donde 
existían monedas locales, éstas perdían importancia y eran sustituidas por las 
monedas del centro. Los ahorros provenientes de las provincias impulsaban el 
crecimiento de empresas capitalinas cada vez más grandes y con una tecnolo­
gía más avanzada (y una composición factorial diferente), con la que las 
empresas de la provincia no pueden competir. Las empresas provinciales se 
marchitan o cierran. El cierre de estas empresas provoca desempleo y las 
empresas que intentan mantenerse a flote lo hacen reduciendo los salarios 
hasta donde pueden y la miseria así creada empuja, ya a la rebelión, ya a la 
emigración hacia el centro.

Uno de los cambios que se produce a consecuencia de las globalizaciones 
es en el tipo de las remuneraciones. Con anterioridad a la creación de un 
mercado nacional las unidades de explotación, generalmente agrícolas, em­
plean trabajadores a quienes pagan enteramente o en parte, en bonos que sólo 
se podían usar en la tienda del propietario donde la variedad de productos era 
más reducida y los precios generalmente más elevados. Este procedimiento 
desaparece con la globalización intranacional. Sin embargo, en una forma más 
sofisticada este procedimiento se reproduce a escala nacional, cuando la 
moneda nacional que sirve de medio de pago exclusivo, no se puede intercam­
biar libremente contra otras monedas, de modo que el receptor de ingreso está 
enfrentado con una variedad más restringida de productos y precios más altos.

En la globalización mundial el financiamiento también juega un papel estelar. 
Las transacciones financieras se internacionalizan, apoyadas en progresos 
técnicos de la comunicación, alta movilidad de capitales, la estrategia global de 
las compañías multinacionales y el papel que han asumido las instituciones 
financieras internacionales como el Fondo Monetario Internacional y el Banco 
Mundial. En fecha reciente7 estos organismos discutían la creación de un Banco 
Central Mundial y la transformación de los Derechos Especiales de Giro en una 
moneda mundial.

ESTABILIDAD

¿Cómo afecta la globalización a la estabilidad económica de un país? La 
economía local tiene desde luego altibajos, pero estas fluctuaciones se deben

7. Seminario sobre el futuro del DEG organizado por el FMI en marzo de 1996.
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principalmente a los avatares climáticos, las buenas o malas cosechas de un 
año a otro, aunque generalmente no se comunican directamente de una comar­
ca a otra, porque la economía local es relativamente autosuficiente. Con la 
globalización del mercado a escala nacional se reduce en gran medida la 
autosuficiencia y las fluctuaciones originadas en una parte del mercado nacio­
nal no tardan en repercutir en el resto del país. Con la globalización mundial esta 
situación se intensifica y se expande al conjunto de países afectados por la 
globalización. Dentro de cada país, sin embargo, queda un sector que la 
globalización no llega a abarcar y que retrocede hacia condiciones de autosu­
ficiencia de nuevo cuño. Todavía es demasiado temprano para afirmar si esta 
nueva condición es pasajera, correspondiente a las primeras etapas de la 
globalización o es de carácter más permanente.

VENTAJAS COMPARATIVAS

El desplazamiento de determinadas actividades productivas hacia polos de 
desarrollo obedece generalmente a consideraciones económicas. Ohlin había 
formulado estas consideraciones diciendo que, mercancías diferentes requie­
ren distintas proporciones de factores y, países diferentes están diferentemente 
dotados de factores. Y por lo tanto es la ventaja comparativa la que determina 
dónde se producirán diferentes mercancías. Sin embargo, las proporciones 
tecnológicas de factores no son necesariamente fijas. La misma mercancía se 
puede fabricar -dentro de un margen- con diferentes combinaciones de facto­
res, o sea, que los factores pueden sustituirse hasta cierto grado.

Por otra parte, la cantidad de factores no es inmutable. Transferencias de 
factores pueden alterar una situación inicial de dotación de factores y, por ende, 
desplazar de un lugar a otro las ventajas comparativas. Algunas transferencias 
son más fáciles de realizar que otras: para la tierra ellas son casi imposibles, en 
comparación con las de capital y de trabajo. En esto se diferencian transferen­
cias entre países (que es el caso que examina Ohlin) y entre una y otra región 
del mismo país. Mientras el factor tierra no se puede transferir en ningún caso, 
las transferencias de capital y del trabajo se realizan más fácilmente entre 
regiones del mismo país que entre diferentes países. Pero existe una gran 
disparidad entre la capacidad de desplazamiento del capital y de la mano de 
obra. La tendencia reciente es de facilitar los movimientos internacionales de 
capital, pero no así los de mano de obra. En la medida en que se realizan 
transferencias de capital de regiones periféricas a los centros, no acompañadas 
de equivalentes movimientos de mano de obra, tienden a desplazarse las 
ventajas comparativas. Este es el caso, tanto en la globalización intranacional, 
como en la mundial.

TÉRMINOS DE INTERCAMBIO

Si bien existen muchos trabajos sobre la incidencia del comercio exterior en 
el producto e ingreso de un país, no hay una literatura correspondiente que trate
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de las repercusiones del comercio exterior sobre la distribución del ingreso 
entre factores. Un análisis de este tipo tendría que examinar lo que se puede 
llamar el “contenido factorial de las exportaciones” y el “contenido factorial de 
las importaciones” y constatar hasta qué punto las exportaciones aumentan el 
uso del factor trabajo, tierra o capital y, así mismo, si las importaciones despla­
zan más que todo el factor capital, tierra o trabajo. Y cuáles son las repercusio­
nes sobre la remuneración de los factores.

Knorr y Baumol, en su libro Whatprice economic growth (1961) se refieren 
brevemente al problema de la repercusión del comercio exterior sobre la 
distribución del ingreso desde un ángulo algo diferente. Su argumento es más 
o menos el siguiente: Los problemas del comercio exterior, si bien formalmente 
monetarios, pueden tener repercusiones sobre la distribución del ingreso. En 
una economía cerrada -dicen-, que no mantiene relaciones de comercio 
exterior con otros países, toda mejora en el producto real implica invariablemen­
te una mejora en el ingreso real de los residentes del país. En cambio, si la 
economía es abierta, o sea, realiza comercio exterior, hay que tomar en cuenta 
la posibilidad de que las dos mejoras (la del producto real y la del ingreso real) 
sean distintas, debido a repercusiones sobre la tasa a la cual se intercambian 
importaciones y exportaciones.

“Un aumento en el producto territorial real que causa un deterioro en los 
términos de intercambio (los precios de exportación bajan en relación a los 
precios de importación) redundará en un incremento del ingreso real menor que 
el del producto. Una parte del aumento en el producto real pasa a manos de 
extranjeros, puesto que se requiere una cantidad mayor de exportaciones para 
pagar cada unidad de importación. A la inversa, un aumento del producto 
territorial real acompañado de una mejora en los términos de intercambio 
resulta en aumentos del ingreso real que exceden el aumento en el producto 
real” (ibídem, 114). El impacto de est^ fenómeno incidirá en forma distinta sobre 
los diferentes factores.

FORMAS DE DISTRIBUCIÓN

La distribución del ingreso se puede concebir en varias formas diferentes. Si 
se enfoca la distribución del ingreso mundial entre diferentes naciones (y es 
aquí donde la globalización actual incide en forma más visible, aunque no hay 
que perder de vista que altera también la distribución interna) se habla de la 
distribución internacional, si el enfoque se orienta hacia la situación existente 
dentro de un país determinado, ella puede abarcar la distribución entre las 
regiones del mismo país, o la división entre los factores de la producción (o la 
división entre el capital y el trabajo), la repartición entre diferentes sectores 
(como el sector público y privado) o clases de actividad (agricultura, industria, 
servicios), o bien la forma en que el ingreso nacional está repartido entre las 
personas (hombres y mujeres, personas en diferentes clases sociales o diferen­
tes niveles de ingreso), hogares y familias. Las recientes alteraciones en las
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condiciones de la economía mundial y la orientación de gran parte del pensa­
miento económico y de la política económica, están teniendo hondas repercu­
siones en la distribución del ingreso en todas sus formas.

La discusión sobre la distribución factorial del ingreso tiene una larga trayec­
toria, en cambio la discusión en términos de ingreso personal es relativamente 
reciente. Esto se debe posiblemente a que los que examinaban la distribución 
del ingreso factorial implícitamente suponían que representaba en buena me­
dida la distribución entre personas. Harold Lydall, por ejemplo, opina que este 
era el supuesto en mucho de lo que se decía en la discusión sobre la distribu­
ción del ingreso de los clásicos: “Más probablemente, los que discutían acerca 
de la participación de los factores pensaban que -indirectamente- estaban 
discutiendo la distribución por tamaños de ingreso. La renta iba a los ricos 
terratenientes, los salarios a los pobres obreros y los beneficios los recibían las 
clases ‘medias’. Este supuesto puede haber sido razonable en el siglo dieciocho 
y temprano siglo diecinueve en Gran Bretaña, pero se volvía crecientemente 
inapropiado a medida que finalizaba el siglo diecinueve y, obviamente, carece 
de validez en la parte final del siglo veinte” (Lydall, 1979, 127). Lo que ocurre, 
según este autor, es que en las economías avanzadas se solapan ingresos de 
diferentes fuentes. Entre estas cita la propiedad de viviendas y los ahorros de 
los trabajadores a través de políticas de seguros y fondos de pensiones y el 
hecho de que muchos, entre los trabajadores independientes y rentistas, tienen 
ingresos personales inferiores a los que tienen los que están empleados. Por 
estas razones considera que ahora es necesario ir más allá de la distribución 
factorial y examinar la distribución del ingreso por tamaños.

Estas consideraciones tienen relación con los resultados de muchas inves­
tigaciones empíricas que llegan a la conclusión (por ejemplo en el caso de los 
Estados Unidos entre 1870 y 1950) de que la proporción de los salarios en el 
ingreso nacional permaneció constante y no toman en consideración el número 
de receptores de este ingreso. Una observación similar se puede hacer también 
en relación con los otros factores de producción.

RELEVANCIA

Tal vez es este el lugar para una observación importante acerca de lo que 
fue en muchos casos la secuencia de esta transformación de las economías, o 
sea, la tendencia secular. El descenso del nivel de vida en las áreas negativa­
mente afectadas por la globalización intranacional fue tanto en términos abso­
lutos como relativos (en comparación con la metrópoli) en sus fases iniciales y 
se suavizó en etapas posteriores, llegando a superar los niveles absolutos 
iniciales, pero quedando por debajo de los de la metrópoli. Después del impacto 
inicial demoledor, se producía, a la larga, en casi todos los casos, una mejora 
en la situación económico-social de estos segmentos desfavorecidos, que les 
permitía recuperar su nivel inicial e incluso rebasarlo, si bien manteniendo una 
distancia sensible entre el suyo y el nivel de la metrópoli. Esta descripción es
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desde luego una fuerte generalización. La globalización intranacional tuvo lugar 
en diferentes períodos (y diferentes condiciones) en diferentes países y también 
sus características, si bien representan el mismo fenómeno general de globa­
lización, tienden a variar de un país a otro. De modo que, al hablar de globa­
lización en forma general, sólo se está trazando un cuadro tosco de algunos de 
los rasgos de este fenómeno y no todos los aspectos mencionados son válidos 
en todos los casos.

Como ya se dijo, existen semejanzas y diferencias entre el proceso intrana­
cional y el internacional. La historia de la globalización intranacional presentó 
una multiplicidad de características de las cuales se mencionaron aquí sólo 
aquellas que más interés tienen para el parangón propuesto. ¿Se puede pensar 
en una repetición de las consecuencias de las primeras globalizaciones? ¿Po­
dría la historia enseñarnos algo al respecto? Alguien ha dicho que la historia es 
uña excelente maestra, pero tiene pocos discípulos. ¿Podría ser esto aplicable 
al problema que se trata aquí?

¿Y, cómo se relacionan los hechos y transformaciones aludidas, con el 
pensamiento de los economistas en aquellos períodos? En primer lugar, las 
diferentes formas en que el fenómeno ha sido enfocado y la importancia que se 
le ha dado. En lo que sigue se mencionan brevemente algunos de estos temas.

SEGUNDA PARTE

IMPORTANCIA DEL TEMA BAJO DIFERENTES ÁNGULOS

¿Es o no es importante el problema de la distribución del ingreso? Hace una 
generación Bronfenbrenner planteó el dilema en esta forma: ¿Es la distribución 
un problema lo suficientemente importante para justificar estudios serios?, y si 
la contestación es afirmativa, ¿porqué? La publicación señala que en el período 
en que escribe (alrededor de 1970) se observa entre los economistas contem­
poráneos “un notorio nerviosismo al tratar con la teoría de la distribución” que 
contrasta con la confianza con que presentan otros temas de economía.

En períodos pasados y de acuerdo con la orientación de distintas escuelas 
y autores, se han asignado diferentes grados de importancia al tema y la forma 
explícita o implícita en que se le trata. Viene a la mente la formulación lapidaria 
de Ricardo acerca de que “determinar las leyes que regulan la distribución es 
el principal problema de Economía Política”. Para él, según lo expresa en una 
carta dirigida a Malthus, economía política y el análisis de las leyes de la 
distribución coinciden: “La Economía Política es una investigación sobre las 
leyes que determinan la división del producto industrial entre las clases que 
concurren a su formación”. Una opinión más cercana a la actualidad es la de 
John Bates Clark: “Para el hombre práctico y por lo tanto para los estudiosos, 
la mayor importancia se relaciona con un solo problema económico, el de la 
distribución de la riqueza entre los diferentes aspirantes” (Clark, 1899, 14).
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Aunque Clark habla en esta cita de ‘riqueza’ está claro que se refiere a la 
distribución del ingreso. Pero añade un elemento nuevo: la diferencia, por una 
parte, entre el nivel absoluto de las remuneraciones y, por la otra, la participa­
ción, especialmente de los trabajadores, en el reparto del ingreso global de la 
comunidad. “El bienestar de las clases trabajadoras depende de si perciben 
mucho o poco; pero su actitud hacia las otras clases -y  por lo tanto la estabilidad 
del Estado Social- depende principalmente de la cuestión de si el monto que 
perciben -sea grande o pequeño-, corresponde a lo que ellos producen. Si 
produjeran un monto pequeño de riqueza y lo percibieran totalmente, no bus­
carían revolucionar la sociedad; pero si resultara que producen un monto 
elevado y sólo perciben una parte de él, muchos de ellos se volverían revolu­
cionarios y todos tendrían el derecho de hacerlo” (ibídem).

La idea de que la distribución no tiene importancia, aparece a veces en forma 
implícita. En este sentido se puede citar a Pigou en su obra La economía del 
bienestar (1946), en la que analiza el bienestar económico en los capítulos: “El 
bienestar económico y las variaciones en el volumen del dividendo nacional” y 
“El bienestar económico y las variaciones en la distribución del dividendo 
nacional”. Estos capítulos empiezan con el postulado: “Es evidente que siempre 
que no disminuya el dividendo que va a parar a mano de los pobres, los 
aumentos en el volumen del dividendo total de la nación, aislados de toda otra 
causa, supondrán también incrementos del bienestar económico” (ibídem, 70). 
(La expresión ‘dividendo’ que se emplea aquí se debe tomar en el sentido de 
‘ingreso’). Implícitamente, la distribución no se toma en cuenta. Si todo el 
aumento del ingreso nacional va a parar a manos de los ricos, esto, de acuerdo 
con el dictamen mencionado, representaría un ‘incremento del bienestar’, sin 
tomar en cuenta que, en términos relativos, la cuota-parte de los pobres que, 
numéricamente pueden representar la mayoría de la población, ha disminuido. 
En este artálisis la distribución no tiene importancia.

Más directamente esta idea se encuentra en Henry C. Simons: “Nuestro 
problema principal es la producción. El hombre común o la familia media tienen 
un interés mayor en el tamaño de nuestro ingreso global que en cualquier 
posible redistribución del ingreso”. (Simons, 1948, 5) Pero ninguna de. las 
opiniones negativas es tan radical como la de Friedrich von Hayek: “Nadie 
distribuye ingreso en un sistema de mercado [...] hablar de una distribución justa 
o injusta es por ende un disparate... todos los esfuerzos de lograr una distribu­
ción ‘justa’ habrán de dirigirse por lo tanto a convertir el orden espontáneo del 
mercado en... un sistema totalitario” (Hayek, 1966, 9, citado por Bronfenbren- 
ner, 1971, 11).

La escuela marxista a su vez postula la preeminencia del modo de produc­
ción. A cada modo de producción corresponde un determinado modo de 
distribución. Fundamentalmente prevé un cambio radical en la distribución de 
los ingresos, el cual sería la consecuencia inevitable de cambios más profundos 
en el sistema económico. Sin embargo, en la práctica, la política llevada a cabo



La distribución del ingreso en la era de la globalización 129

en la ex Unión Soviética y los otros países de inspiración marxista no excluía 
medidas específicas ad hoc de redistribución del ingreso. Y aún se planteaba 
su justificación, en teoría, para contribuir con recursos monetarios a las nece­
sidades de la esfera improductiva y de quienes en ella trabajan.

Lo anterior demuestra la amplitud de discrepancias que se observan en la 
apreciación del tema de la distribución entre diferentes autores y escuelas de 
pensamiento. En el período entre las dos guerras mundiales la preocupación de 
los economistas de los países industrialmente avanzados acerca de la distribu­
ción fue muy marcada. En este período y especialmente en los años de la crisis 
económica, nace una abundante literatura que de diferentes maneras aborda el 
tema de la distribución y sirve de inspiración a los movimientos políticos de su 
tiempo. Los regímenes comunistas incluyen el derecho al empleo en sus 
constituciones fundamentales y en los países de Occidente la expansión del 
Seguro Social llega a la formulación de Beveridge “desde la cuna hasta la 
sepultura”.

Si bien la personalidad dominante de este periodo es John Maynard 
Keynes, hay que recordar el grupo de destacados economistas alrededor de 
él y el nacimiento de un pensamiento económico latinoamericano que ab initio 
concede importante espacio a la distribución del ingreso. Keynes nunca 
ofreció una teoría de la distribución del ingreso como tal, pero su enfoque 
innovador arrasa con los fundamentos de las teorías de la distribución del 
ingreso entonces prevalecientes en Europa. La importancia, si bien indirecta, 
pero no por esto menos impactante de la obra de Keynes sobre el razona­
miento acerca de la distribución del ingreso ha sido señalada eri varias 
oportunidades. Así: “Hay que subrayar que es la publicación de la Teoría 
General de Keynes la que abre nuevas vías a los economistas para analizar 
la influencia de la distribución del ingreso sobre los principales agregados 
macroeconómicos. Específicamente, la propensión marginal a consumir y el 
multiplicador son los instrumentos para comprender, y posiblemente medir, el 
impacto de cambios en la distribución sobre el nivel de la actividad económica 
a través de la distribución, Aunque el mismo Keynes no reunió todos estos 
elementos para formular una teoría general de la distribución, abrió caminos 
para que otros lo hicieran. Los economistas más destacados entre los que 
aplicaron los conceptos keynesianos a la distribución del ingreso son Kaldor, 
Kurihara y Weintraub. A estos podría añadirse también Joan Robinson, quien 
trató el tema brevemente y, desde luego, a Kalecki. Pero este último, aunque 
razonando básicamente con conceptos keynesianos, introdujo en su teoría 
ideas propias. Una característica de las teorías elaboradas por los seguidores 
de Keynes es su manejo de variables macroeconómicas, las mismas con que 
opera Keynes. Esto las distingue de las teorías marginalistas cuyos razona­
mientos descansan principalmente en la microeconomía. Otro economista 
quien suministró los argumentos más contundentes en contra del enfoque 
marginalista y a favor de una visión global del tipo keynesiano fue Piero Sraffa. 
Algunos consideran que la contribución de Sraffa crea una plataforma para
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una síntesis entre el pensamiento clásico, especialmente el de Ricardo, el 
marxista y el keynesiano” (Urdaneta, 1996, Vol. I, 187).

La contribución de John R. Hicks, por el impacto que produjo sobre las 
consideraciones relacionadas con la distribución del ingreso, merece atención 
especial. Casi todas las obras de Hicks tienen implicaciones para la distribución 
del ingreso. Entre sus contribuciones más conocidas y comentadas está el 
concepto de la elasticidad de sustitución entre factores de producción, que 
expresa la facilidad con la cual un factor puede ser sustituido por otro. Este 
análisis tiene las siguientes hipótesis: competencia perfecta tanto en el mercado 
de productos como en el de los factores; la función de producción es homogé­
nea y una escala de producción de rendimientos constantes, o sea, coeficientes 
de producción independientes del volumen de producción. Hicks está conscien­
te de las serias dificultades en este aspecto y propone varios medios para 
remediar los defectos. Pero al abandonar la condición de competencia perfecta 
se está abandonando también la elasticidad de sustitución simple, que se 
reemplaza por otro concepto más complejo que llama elasticidad combinada de 
sustitución. Este concepto, presentado en su Theory of wages en 1932 fue 
objeto de grandes polémicas en las que participaron Kahn, Lerner, Meade, Joan 
Robinson, Sweezy, Kalecki y Kaldor; quienes opinaron que el concepto era de 
gran interés y una contribución valiosa al estudio del problema de los efectos 
del crecimiento sobre la distribución del ingreso. Junto con el concepto de la 
elasticidad de sustitución Hicks introduce el parámetro ‘medida de explotación’, 
acerbamente criticado por Wassily Leontief. Sin embargo, el concepto de 
explotación fue recogido más recientemente por algunos economistas norte­
americanos. Así, por ejemplo el libro de John E. Roemer A general theory of 
exploitation and class en el que plantea la idea de explotación y clases en 
diferentes sistemas económicos, incluso en la economía socialista. Cabe hacer 
mención especial de la obra de Kalecki por el papel que atribuye a dos 
elementos que juegan un papel crucial en los países latinoamericanos: el 
monopolio y los precios de las materias primas.

Puesto que trata directamente el tema de las presentes notas, hay que 
mencionar un artículo que Eli Heckscher (1950) escribió sobre el efecto del 
comercio exterior sobre la distribución del ingreso8 que hoy se considera un 
clásico teórico en este tema. En primer lugar Heckscher se refiere a la influencia 
del comercio exterior sobre el ingreso total de un país; luego examina su 
incidencia en la distribución del ingreso y la dirección y límites de la redistribu­
ción que provoca. Estos dependen en parte de la movilidad o inmovilidad de los 
factores de la producción. Heckscher resume las conclusiones a que llega como 
sigue: “Bajo un régimen liberal anticuado, se pueden levantar objeciones al libre 
comercio desde el punto de vista de la distribución del ingreso, sobre todo si los

8. Escrito originalmente en sueco en el Ekononlsk Tidskrift, el artículo fue considerado de tanto
interés que la American Economic Association lo reprodujo, en inglés, en Readings in the theory
of International Trade.
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impuestos son proporcionales al ingreso. Sin embargo, el comercio libre, si se 
combina con una deliberada redistribución del ingreso, es mejor que cualquier 
otra política comercial porque crea la posibilidad para una satisfacción máxima 
de las necesidades humanas, como quiera que se defina este término, una 
posibilidad que no existe bajo ningún otro sistema comercial” (Heckscher, 1950, 
300).

LA REALIDAD Y SU IMAGEN ESTADÍSTICA

La distribución del ingreso afecta intereses creados. Y se ha insinuado que 
el ‘notorio nerviosismo’ de los economistas al tratar este tema tenga algo que 
ver con esto.9 La contrapartida de este fenómeno en el campo de la información 
estadística es que es difícil llegar a obtener datos sobre la distribución existente. 
El relevamiento de datos en este aspecto encuentra efectivamente grandes 
dificultades. Un investigador de experiencia ha afirmado que es más fácil 
obtener datos sobre los más íntimos detalles de la vida sexual de las personas 
que sobre sus ingresos. Si bien esto es innegable, existe también reticencia por 
parte de las instituciones estadísticas a indagar acerca de ingresos, que fre­
cuentemente se considera un área escabrosa. Pero reticencia existe también 
en otras materias que las autoridades en estadísticas se esfuerzan por recoger 
y tanto en estos aspectos como en los del ingreso no se puede esperar más que 
una aproximación a la realidad. Parecería que la desgana de las autoridades 
estadísticas en este campo va más allá de las dificultades que efectivamente se 
presentan. Aunque se tratara de una aproximación, los datos sobre la distribu­
ción del ingreso que se pueden recoger por medio de encuestas debidamente 
diseñadas contribuirían significativamente a apoyar el trabajo teórico en este 
campo. El grado de acuracidad es una consideración importante. Y el grado que 
se necesita es función del uso que se va a hacer de los datos. Las cifras del 
ingreso nacional representan una parte crucial del inventario estadístico de 
cualquier nación hoy en día, a pesar de que su recolección confronta obstáculos 
similares a las de los datos sobre la distribución del ingreso. A falta de datos 
-por aproximativos que sean- sobre la distribución del ingreso, se usan cifras 
sin base alguna y al gusto de analistas interesados. La disponibilidad de datos 
estadísticos sobre la distribución del ingreso ha ido mermando en función 
opuesta a la necesidad de su uso en un período de grandes alteraciones en la 
distribución. El área en que se han hecho intentos de recabar información es el 
de la pobreza, y aunque meritoria, esta información es de tipo puntual y trata a 
las capas de ingresos bajos como objetos y no como sujetos activos. Por esta 
razón no se presta para el análisis de la situación del cuerpo social entero y no 
permite ver las interrelaciones y conexiones que son indispensables para una 
comprensión cabal y una política eficaz y al mismo tiempo factible. Las cuentas

9. Y no sólo entre los economistas. En la reciente reunión interamericana sobre la corrupción, 
apenas se mencionó la relación entre la sesgada distribución del ingreso y la corrupción. 
Hubiera sido útil releer a Irving Fisher, quien consideraba que la prostitución y la corrupción 
tenían su raíz en la desigualdad de los ingresos.
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nacionales son un buen ejemplo de la utilidad que puede tener la información 
que cubre todos los sectores de la nación y la información sobre la distribución 
del ingreso de la nación es parte de esta contabilidad. Muchos países, sin 
embargo, omiten esta información en su contabilidad nacional.

La discrepancia que puede existir entre la data estadística y la realidad fue 
señalada recientemente: “A los argumentos del crecimiento estadístico, (los 
pueblos) oponen sabiamente la evidencia de su día a día. Y, desde luego, no 
hay argumento más contundente que la realidad, sobre todo cuando se mide 
con parámetros humanos, en términos de calidad de vida” (Roosen, 1960). La 
discrepancia entre la realidad -tal como la sienten en carne propia los ciudada­
nos- y las representaciones estadísticas no significa necesariamente que los 
datos estadísticos sean falsos o que las impresiones subjetivas de las personas 
sean erradas: la explicación más plausible es que la discrepancia se debe a 
cambios en la distribución del ingreso.

DISTRIBUCIÓN Y CRECIMIENTO

Desde el inicio de los trabajos sobre la distribución, ésta se ha relacionado 
en el análisis con el crecimiento de la economía. De nuevo, el ejemplo más 
conocido es el de Ricardo, cuya visión pesimista se debía a su predicción de 
que la distribución del ingreso, tal como la veía, llevaría a un estancamiento de 
las fuerzas creativas de la economía. En relación con el progreso económico 
impulsado por el adelanto de la tecnología, Hicks consideraba -aceptando en 
ello la opinión de Pigou- que existía la posibilidad de que el progreso económico 
pudiera “hacer más pobre al pobre y más rico al rico”, pero que ello era bastante 
improbable. Para Kuznets el desarrollo traía una distribución más sesgada en 
una primera fase y una disminución de las desigualdades en una fase posterior. 
Desde entonces muchos se han preguntado cuánto tiempo ha de pasar hasta 
llegar a esta segunda fase, en la que tiende a desaparecer la excesiva polari­
zación.

La tendencia a relacionar la distribución del ingreso con el progreso 
tecnológico se hizo más explícita a medida que en el panorama de la 
literatura económica se hizo presente el concepto de desarrollo. Es aquí que 
resalta la importancia de los autores latinoamericanos y, entre todos, la de 
Raúl Prebisch.

EL ENFOQUE LATINOAMERICANO

El enfoque latinoamericano tiene varias características que lo distinguen. 
La creación de un mercado nacional que dominaba los mercados subregiona- 
les y locales se realizó (y en algunos casos se sigue realizando) en los 
diferentes países latinoamericanos en condiciones y tiempos diferentes a los 
de Europa y otras regiones. Aunque no ajeno a las ideas generales de la 
literatura mundial, el enfoque latinoamericano se fundamenta en las condicio­
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nes y experiencias específicas de la región.10 A esto contribuyó la circunstan­
cia de que muchas de estas ideas se formaron en el seno de la Comisión 
Económica para América Latina. En los trabajos abundan referencias a la 
situación específicamente latinoamericana, en cuanto a la inserción de sus 
economías en el circuito mundial y la relación entre los países del centro y de 
la periferia. En el tiempo en que se publican las principales obras de este 
grupo esta inserción ya va ejerciendo una influencia profunda en la distribu­
ción entre las naciones del centro y de la periferia y sobre la distribución del 
poder político-económico interno y de los ingresos de cada país. Pero la 
intensidad y características específicas de estas influencias en aquel período 
eran distintas a las que aparecen con el viraje hacia la globalización mundial, 
como la que se está viviendo en la actualidad. También aparece en estos 
trabajos la particular estructura interna de las economías y el peso y sobre­
vivencia de-características sociales y políticas tradicionales heredadas de un 
pasado, no tan lejano, que sigue ejerciendo su influencia en muchos aspectos 
que atañen el crecimiento económico y la distribución del ingreso (Ver Urda- 
neta, 1996).

Muchos son los autores latinoamericanos que trataron específicamente la 
distribución del ingreso en las condiciones de la realidad de estos países. Entre 
ellos se puede citar además de Raúl Prebisch a Celso Furtado, Aníbal Pinto, 
Armando di Fillipo, Alejandro Foxley, Leopoldo Solís, Fernando Cardoso Pe- 
drao, D. F. Maza Zavala, T. E. Carrillo Batalla, H. Malavé Mata, Alonso Agullar, 
Miguel Urrutia, Carlos Massad, Héctor Valecillos, Jorge Graciarena. Algunos 
han tratado aspectos específicos relacionados con la prevalencia de un deter­
minado sector, como el petróleo o la minería. Así, por ejemplo Asdrúbal Baptista 
en el caso del petróleo venezolano. Varios de estos autores han cambiado su 
enfoque en vista del cambio de las condiciones imperantes, lo cual no implica 
necesariamente que las ideas expresadas por ellos anteriormente hayan per­
dido su valor cognoscitivo.

La figura dominante en la pléyade de economistas latinoamericanos fue sin 
lugar a duda Raúl Prebisch. Con respecto al desarrollo y la repartición de sus 
frutos, considera que en América Latina tres son las principales manifestacio­
nes que obstaculizan el desarrollo (Prebisch, 1963, 138):

a) la desigualdad entorpece la movilidad social,

b) la estructura social se caracteriza por el privilegio en la distribución de la
riqueza y por consiguiente del ingreso, lo que debilita el incentivo a la
actividad económica y,

10. Este pensamiento en cambio parece haber ejercido una influencia en algunos autores de los 
países Industrializados. Por ejemplo, Helmut Arndt expresa ideas muy afines al pensamiento 
latinoamericano. Véase Arndt, 1975.
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c) este privilegio distributivo no se traduce en un fuerte ritmo de acumulación
de capital, sino en módulos exagerados del consumo en los estratos supe­
riores de la sociedad.

El criterio por el cual Prebisch propone se juzgue un sistema económico es 
por su aptitud para imprimir celeridad al ritmo de desarrollo y mejorar progresi­
vamente la distribución del ingreso. Señala que en América Latina “mientras el 
50% de la población tiene dos décimos aproximadamente del consumo total de 
las personas, en el otro extremo de la escala distributiva el 5% de los habitantes 
disfrutan de casi los tres décimos de aquel total según aquellas estimaciones 
conjeturales” (ibíd, 139).

Considera que sólo con una política de austeridad para este grupo, junto con 
aportes de recursos internacionales, se podrían hacer realidad los dos postu­
lados de un sistema económico eficaz. O sea, para Prebisch no se trata de 
tomar ingresos de un extremo de la escala y repartirlos en el otro extremo, sino 
de utilizarlos para incrementar la formación de capital, lo que constituye un 
concepto dinámico de redistribución. En su opinión el problema se nos plantea 
en forma diferente de lo que sucedió en los países avanzados: “Aquí se impone 
la primera medida transformadora de la estructura social, pues esa tasa de 
crecimiento (un mínimo del 3%) no podría conseguirse sin una fuerte compre­
sión del consumo de los grupos de altos ingresos. [...] En la evolución capitalista 
de los países más avanzados [...] la acumulación de capital se operó allí 
primeramente y después vino la redistribución gradual del ingreso. En cambio, 
ambas exigencias se plantean ahora -y  tienen que plantearse- en forma 
simultánea [...] sin un cambio en la estructura social no habrá acelferación del 
desarrollo económico” (ibídem).

Prebisch no pierde de vista que la desigualdad en la distribución del ingreso 
puede ejercer una influencia decisiva como incentivo a la actividad económica. 
Pero considera que en los países latinoamericanos prevalecen ciertas formas 
de privilegio que debilitan considerablemente el incentivo al progreso técnico en 
todas sus manifestaciones. Por un lado la fuerte desigualdad en la propiedad 
de la tierra frena la introducción de técnicas modernas y de explotación inten­
siva, y por el otro, en la industria, la protección exagerada desempeña un papel 
similar, porque tiende a reducir el grado de competencia.

‘Tras el amparo de elevados aranceles y otras restricciones o prohibiciones 
a las importaciones se han difundido prácticas limitativas de la competencia, 
cuando no virtuales combinaciones de tipo monopólico. [...] La forma viciosa en 
que el sistema económico funciona tiene su raíz precisamente en esto: el 
ingreso personal no guarda relación estrecha con la aportación efectiva, de 
quienes lo reciben, al proceso económico y social” (ibíd, 177).

En su última obra Prebisch se vuelve más radical: ‘Tras larga observación 
de los hechos y mucha reflexión, me he convencido que las grandes fallas del
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desarrollo latinoamericano carecen de solución dentro del sistema prevalecien­
te. Hay que transformarlo” (Ídem, 1981, 14).

Y continúa diciendo: “Trátase de fallas de un capitalismo imitativo. Se está 
desvaneciendo el mito de que podríamos desarrollarnos a imagen y semejan­
za de los centros [...] El capitalismo desarrollado es esencialmente centrípeto, 
absorbente y dominante. Se expande para aprovechar la periferia. Pero no 
para desarrollarla. (Existe) contradicción entre el proceso económico y el 
proceso democrático. Porque el primero tiende a circunscribir los frutos del 
desarrollo a un ámbito limitado de la sociedad. En tanto que la democratiza­
ción tiende a difundirlos socialmente. Y esta contradicción, esta tendencia 
conflictiva del sistema, tiende fatalmente a su crisis, al desenlace inflacionario 
con graves consecuencias de todo orden [...] Aquella distribución tan inequi­
tativa de los frutos del desarrollo se debe primordialmente a la apropiación por 
los estratos superiores de la estructura social de una parte considerable del 
fruto del progreso técnico en forma de excedente económico. El crecimiento 
continuo del excedente es una exigencia dinámica del sistema, porque cons­
tituye la fuente principal de acumulación de capital reproductivo que acrecien­
ta la productividad y multiplica el empleo. Sucede, sin embargo, que una parte 
importante del excedente se destina por los estratos superiores a la imitación 
del consumo de los centros. Hay un desperdicio ingente del potencial de 
acumulación de capital en la sociedad privilegiada de consumo. Y también 
desperdicio en la exagerada succión de ingresos por los centros. Y no es 
ajena a ello la hipertrofia del Estado, consecuencia en gran parte de las 
mismas fallas del sistema” (ibídem).

Al discutir los diferentes enfoques teóricos, Prebisch asienta: “Me he persua­
dido de la imposibilidad de explicar el desarrollo y, por tanto, la distribución del 
ingreso, en el marco de una mera teoría económica” (ibídem).

Esta afirmación puede extrañar. Parece que se relaciona con lo dicho por él 
más adelante en su obra acerca de que el mercado puede ser instrumento de 
eficacia económica, pero no de eficacia social. Sin embargo, en vez de reducir 
el ámbito de la teoría económica se podría pensar en introducir en ella factores 
sociales. Al fin y al cabo, ¿la clasificación de los factores de la producción en 
“empresarios” y “trabajadores” no es una clasificación de tipo social?

RECAPITULACIÓN

Las notas que se presentan aquí no pretenden dilucidar los problemas que 
se presentan en la distribución del ingreso en la era de la giobalización mundial, 
sólo llamar la atención sobre su importancia en este período, similar a la que 
tuvo durante las globalizaciones internas y, promover un examen acerca del 
valor de los trabajos de economistas -sobre todo los del período de la gioba­
lización económica interna-, para aclarar los dilemas que aparecen en la 
actualidad.
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Como ya se mencionó anteriormente, la globalización intranacional se ex­
tiende sobre diferentes períodos en diferentes áreas del mundo y con caracte­
rísticas particulares según el período y el lugar. Concomitantemente ostentan 
rasgos comunes tanto en lo que concierne a la expansión de los intercambios, 
el favorecimiento de unos estamentos con perjuicio de otros, mayor flexibilidad 
en las transacciones y para los individuos mayor libertad, y tanto en el sentido 
de verse libre de obligaciones tradicionales como de verse privados de protec­
ción de la que habían gozado antes. En los países europeos la fase inicial de 
la globalización intranacional (si se puede usar esta expresión en los tiempos 
en que las naciones se están formando) acaba con el régimen feudal y destruye 
la estructura gremial. Junto con la pesada rigidez de los gremios, que frenaba 
los avances técnicos y de mercadeo, desaparecen también aquellas relaciones 
familiares y humanas que, si bien limitativas en muchos aspectos, ofrecían 
cierto grado de permanencia y seguridad para sus miembros. La libertad del 
trabajo que se inaugura permite un extraordinario avance tecnológico y produc­
tivo con un reparto de sus beneficios marcadamente sesgado.

La desaparición del feudalismo en el marco de la extensión de las transac­
ciones económicas presenta el cuadro que Will y Ariel Durant describen en 
esta forma: Año tras año la economía inglesa iba cambiando; en vez de 
descansar en la tierra -elemento estático- se apoyaba cada vez más en el 
dinero -elemento móvil-. Al mismo tiempo jamás la distancia entre ricos y 
pobres había sido tan grande. “La remuneración de los servicios del trabajador 
durante la primera mitad del siglo XVII bajó al punto más bajo, porque el precio 
de los alimentos aumentó mientras los salarios permanecieron estacionarios 
[...] La nueva clase negociante aunque apreciaba sus monopolios y tarifas 
proteccionistas, exigía una economía libre, en la cual los salarios y los precios 
se determinarían por la oferta de trabajadores y de productos, en la cual no 
habría ningún control feudal o gubernamental de producción, distribución, 
beneficios o propiedad [...] [en cambio] los barones y sus labriegos se aferra­
ban a los conceptos feudales de obligaciones mutuas y responsabilidad de 
grupo, a la regulación estadal de salarios y precios y de límites impuestos por 
la costumbre y la Ley a las condiciones de empleo y beneficios. Los barones 
protestaban que la nueva economía mercantil que producía para el mercado 
nacional e internacional desgarraba las relaciones sociales y la estabilidad 
social” (Durant, T. VII, .185).

¿Qué semejanzas y desemejanzas cuando se trata de la globalización 
mundial? Esta también avanza paulatinamente, con períodos en que el pro­
greso es lento y se presentan incluso retrocesos y otros, en que la globaliza­
ción es arrolladora. Desigual es no sólo el ritmo, sino también la intensidad en 
diferentes partes del globo. Algunos países sufren el impacto de la globaliza­
ción mundial mientras todavía no han realizado su globalización interna. Y 
esto a su vez repercute sobre su papel en la globalización internacional. 
Desde el fin de la segunda guerra mundial se presencia un importante 
aumento del comercio mundial y una declinación de los obstáculos a la
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mundialización de los mercados; un desarrollo acelerado de la tecnología, 
especialmente de la comunicación y de las finanzas, y más recientemente ello 
va acompañado de una transformación en la estructura de las empresas y las 
condiciones de empleo. La legislación que concierne a las condiciones labo­
rales tiende a abandonar mucho de lo que se había considerado como 
conquistas laborales. Desaparecen muchas de las prerrogativas de las cuales 
habían gozado los sindicatos obreros. Se debilita el movimiento sindical y el 
número de trabajadores sindicalizados se reduce. Aunque no se habla de la 
“libertad del trabajo” , expresión que se usó en circunstancias históricas ante­
riores, se introduce el concepto ele “flexibilidad”. Flexibilidad en el mercado de 
trabajo y, en busca de la competitividad, también flexibilidad en la estructura 
de la empresa. Siguiendo este concepto la empresa emplea un núcleo de 
trabajadores seguros y bien pagados y el resto de los trabajadores son 
“trabajadores periféricos”, casuales, con contratos de corto plazo, trabajado­
res a domicilio o utilizan subcontratación para obviar las prestaciones labora­
les. Los empleos se vuelven inseguros, crecen los empleos precarios, mal 
pagados y temporales. Aumenta el número de trabajadores a domicilio, el 
trabajo negro y el sector “informal”.

En consecuencia, un reparto fuertemente desigual de los frutos del avance 
productivo, con ingresos altos para un grupo reducido y compresión de los 
ingresos medianos y bajos, lo que intensifica la concentración, tanto geográfica 
como social. A más largo plazo la globalización intranacional elevó el nivel 
absoluto de todos los ingresos, pero este plazo fue de un largo considerable y 
no eliminó las diferencias relativas. Al tratarse de la globalización mundial es 
prematuro opinar si en el largo plazo las consecuencias serán similares y cuánto 
habrá que esperar para ello.
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Y RECREACIÓN AL AIRE LIBRE
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r e s u m e n

El Estado debe garantizar al venezolano la oportunidad de disfrutar de los escenarios al aire 
libre. Las comunidades deben tomar conciencia de la necesidad de conservar, para las 
generaciones futuras, los espacios naturales existentes en su lugar de residencia.
Se requiere de una combinación de esfuerzos entre el deber del Estado y la obligación de 
la comunidad. Consideramos fundamental el establecimiento de un sistema de recreación 
al aire libre para proteger, conservar y utilizar las áreas naturales, respondiendo a los 
valores, inquietudes, sentimientos y aspiraciones de los residentes en determinada 
localidad.
La recreación al aire libre es una necesidad que debe ser considerada en la planificación de 
las políticas del Estado para posibilitar las intensas vivencias personales que sólo se logran 
en una integración hombre-ambiente.

El presente trabajo es un resumen de la Tesis de Grado presentada en el 
Programa Integrado de Postgrado de Seguridad Social, para optar al título de 
Magister Scientiarum en Seguridad Social.

En Venezuela las alternativas de recreación al aire libre han tenido poca 
divulgación, y la mayor parte de la población desconoce las potencialidades que 
encierra y las experiencias que puede vivir mediante las actividades realizadas 
en contacto con la naturaleza.

Este tipo de recreación puede resultar interesante y atractiva para todos los 
miembros del grupo familiar. Utilizar la imaginación y desplegar las habilidades 
para enfrentarse a los inconvenientes del medio ambiente natural, ha llegado a 
ser un desafío para las comunidades, las familias, grupos juveniles, niños y 
viejos. Las personas de todas las edades tienen oportunidad de entablar 
conversaciones, establecer relaciones humanas, encontrar diversiones y satis­
facciones disfrutando de actividades al aire libre.
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Cuando se destaca la importancia de estas atividades, nos estamos refirien­
do a las que realiza el hombre en forma voluntaria en su tiempo libre, en 
espacios donde puede ampliar sus relaciones y establecer estrecho contacto 
con la naturaleza, por ejemplo las actividades que se desarrollan en parques 
naturales, como excursiones, campamentos y caminatas.

Lograr la infraestructura necesaria sólo es posible mediante el estableci­
miento de una política social de recreación, que permita sumar esfuerzos para 
lograr un verdadero equilibrio entre el hombre y el ambiente.

A partir de estas consideraciones nuestra investigación se plantea los 
siguientes objetivos:

OBJETIVO GENERAL:

Proponer la elaboración de políticas sociales de recreación para ofrecer una 
verdadera alternativa de uso del tiempo libre al venezolano en la búsqueda de 
su bienestar social, haciendo particular énfasis en la recreación al aire libre.

OBJETIVOS ESPECIFICOS:

-  Analizar la política social, para examinar el desarrollo de la recreación y su 
importancia en el bienestar social de la población.

-  Caracterizar la recreación al aire libre como una alternativa de uso del tiempo 
libre de la población venezolana.

-  Analizar la situación actual de los espacios destinados a la recreación al aire 
libre en Venezuela.

-  Elaborar una propuesta que contenga los lineamientos fundamentales, para 
desarrollar una política social de recreación al aire libre en Venezuela.

1. LA POLITICA SOCIAL

El Estado, como garante de la equidad y justicia social debe propiciar la 
articulación entre lo económico y lo social y, en forma coordinada, permitir a los 
ciudadanos habitantes del territorio nacional, gozar de los beneficios económi­
cos que generan las diversas fuerzas productivas presentes en el país, en 
función de lograr el bienestar de la población.

De acuerdo con esto, su objetivo fundamental requiere del establecimiento 
de políticas que propicien dicha articulación. Las políticas son la expresión del 
arte de gobernar, ya que generan leyes y órdenes que se constituyen en guías 
de acción destinadas a cumplir con objetivos preestablecidos. Las políticas
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existen como criterios bien elaborados para responder a las miles de pregun­
tas que pueden suscitarse en el manejo y funcionamiento de un país.

El término ‘política’ describe un plan de acción o una relación predetermina­
da, cuyo objetivo es regir una acción o relaciones relevantes dentro de un grupo 
definido. Este grupo puede estar determinado por geografía, costumbres, reli­
gión, organización política, problemas e intereses comunes u otros factores.

De esta manera, se pueden definir tantas políticas como actividades se 
desarrollen en la vida estatal; de tal forma que existen políticas económicas, 
militares, sociales, fiscales y otras. Dentro de este conjunto de políticas, las más 
generales y determinantes en una población son las económicas y las sociales.

Las políticas económicas tienen una repercusión marcada en la sociedad, 
debido a que determinan los principios para producir y generar los ingresos 
necesarios a los habitantes del país. Las políticas sociales se justifican en el 
intento de ayudar a lograr el bienestar de la población a través de la utilización 
de los recursos que resulten de la actividad económica, permitiendo un equili­
brio en la sociedad y particularmente desarrollando la plataforma necesaria 
para permitir que la población con necesidades apremiantes, tenga posibilida­
des de mejorar su calidad de vida y su bienestar.

La política económica y la social se complementan, una no va separada de 
la otra; pues lo económico parte de la misma actividad que genera una sociedad 
en particular, por lo que no se puede hablar de políticas desarticuladas, sin 
relación alguna. No podrá haber relación comercial que permita un intercambio 
económico, si no existe una población que genere esta actividad.

Política social es un término difícil de definir, puesto que engloba una gama 
muy amplia de actividades inherentes al bienestar del ser humano. El hombre 
es, por naturaleza, un ser social que depende de sus relaciones con otros 
hombres para satisfacer necesidades básicas, y requiere de la organización de 
un sistema de relaciones para desarrollar su vida.

La política social puede definirse como:

...la concepción de planes y la aplicación de medidas por el Estado y otros 
organismos de eficacia pública, que contribuyen a la eliminación o alivio de los 
antagonismos sociales, del urgente remedio de angustiosas necesidades perma­
nentes u ocasionales de íridole general, el bienestar material y moral de la 
sociedad, colectivamente considerada y más en especial todavía de los sectores 
de menos recursos, con el propósito adicional de fomentar el mejoramiento del 
nivel de vida y las aspiraciones laudables de todos, dentro de los lineamientos 
conjuntos o de gran amplitud (Alcalá-Zamora y Cabanellas, 398).

Para Absalón Méndez Cegarra, es el conjunto de decisiones y medidas de 
tipo legislativo, programático y administrativo, de carácter general o particular,
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definidas y ejecutadas por el Estado, orientadas al desarrollo multilateral tanto 
del individuo como de la sociedad globalmente considerada (Méndez, 1992, 
154).

Estos dos conceptos, reflejan el significado de política social, la cual contem­
pla una serie de elementos haciendo amplio el término. Tiene como objetivo la 
búsqueda del bienestar y equilibrio de toda la población, a través de la norma­
tiva general que contempla la reglamentación jurídica de un país. El fin de la 
política social se centra en la búsqueda de la justicia social y la solidaridad, 
entendidos en el sentido de que los beneficios de la relación socioeconómica 
deben llegar a todos los estratos de la población.

La política social a través del tiempo adquiere mayor vigencia, debido a las 
necesidades manifiestas de una sociedad emergente. Por lo tanto, se puede 
considerar, no como un programa para solventar problemas derivados de una 
situación coyuntural, sino como una ciencia que presupone la ordenación de la 
sociedad de modo más adecuado, a fin de que todos sus miembros puedan 
lograr el pleno desarrollo y proyección personal. Se hace imperativo el recono­
cimiento riguroso de la realidad social, de sus estructuras y de una investigación 
sobre los objetivos y los modos de acción de la política social.

Los problemas humanos derivados del progreso económico y social, a 
cualquier nivel que se planteen, sólo encuentran solución por la intervención de 
una política dinámica, constructiva, que apele a una participación activa de los 
individuos, de los grupos y de las comunidades, que promueva la responsabi­
lidad y amplíe la solidaridad. La realización colectiva, solidaria y responsable, 
de lo que constituye un proyecto social, debe estar apoyado en la aspiración del 
pueblo a más bienestar, más seguridad y sobre todo más justicia.

La política social es la guía rectora de la actividad social del país. Es una 
forma de actuar, y utiliza como herramientas a la seguridad social, las institu­
ciones, la legislación y los recursos humanos, que permiten su coordinación 
para satisfacer las necesidades del individuo a fin de mantener los niveles de 
calidad de vida, logrando que la sociedad llegue a alcanzar el bienestar social.

2. LA RECREACIÓN EN EL MARCO DE LA POLÍTICA SOCIAL

La recreación es una necesidad sentida, puesto que el hombre requiere del 
descanso, la distracción, utilizar el tiempo libre en actividades que le sean 
placenteras, y desde este punto de vista, es posible afirmar que la recreación 
es una necesidad básica, tan importante como las otras.

Ahora bien, la recreación también es un valioso instrumento socioeducativo 
que permite el desarrollo individual y la integración familiar y comunitaria. 
Ofrece la oportunidad de vivir experiencias con grupos cuya finalidad es encon­
trar y satisfacer necesidades humanas fundamentales. Los sentimientos de
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camaradería, colaboración e integración están prestos a ser desarrollados, lo 
cual supone a su vez una herramienta valiosa para atacar los problemas de 
desintegración. Se puede ejemplificar esta situación con la necesidad social de 
una cancha deportiva para un barrio. Es posible que esa necesidad se haga 
manifiesta en uno o varios individuos aislados, por ser aficionados al deporte o 
por interesarle que sus hijos lo practiquen, también una asociación de padres 
y representantes escolares o un colectivo de jóvenes o un grupo de amigos; 
quizá toda la comunidad haga suya la reclamación, entonces será ella la que 
presione y se movilice para lograr créditos, terrenos e instructores.

La recreación sirve a las necesidades del ser humano en tres sentidos: le 
permite determinar cómo jugar su papel en la sociedad; le ayuda a alcanzar 
objetivos sociales y colectivos y estimula la socialización permitiendo a la 
colectividad mantenerse unida. Además, entre otras importantes funciones de 
la recreación, se citan las siguientes: diversión, para disipar el aburrimiento y la 
monotonía de lo rutinario; descanso, para reparar la fatiga física y la tensión 
emocional; y desarrollo personal, para contribuir al crecimiento espiritual y al 
enriquecimiento de la personalidad.

Particularmente, la recreación al aire libre se puede definir como el conjunto 
de actividades que el hombre realiza en contacto con la naturaleza; las cuales 
pueden ser diversas y se atienen al principio de que son realizadas por placer 
y en forma voluntaria.

El concepto está relacionado con la definición general de recreación, por 
tratarse de un subsistema de ésta. En este tipo de recreación, se hace énfasis 
en el uso de los espacios desarrollados o que tienen un alto porcentaje de 
ambientes naturales, permitiendo que las actividades realizadas sean variadas. 
De manera que, la recreación al aire libre requiere, en esencia, de espacios 
naturales o acondicionados para ser usados por la población, donde predomine 
el ambiente natural.

El desarrollo de este tipo de actividades al aire libre tiene su origen en la 
misma naturaleza del hombre, quien siempre ha estado en una búsqueda 
constante por salir de la rutina que le impone el vivir en los muros de concreto 
que caracterizan a las ciudades y, además, porque el hombre siempre ha 
preferido el uso y disfrute de las áreas naturales.

La utilización de los espacios para recreación al aire libre sean creados o 
naturales, requiere que se conjuguen una serie de elementos para convertirlos 
en una verdadera oferta de recreación. Así, en el estudio de esta problemática 
no sólo intervienen la creación de espacios, sino que implica políticas dirigidas 
a la utilización de estas áreas considerando los siguientes elementos:

a. Tiempo libre.
b. Espacio.
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c. Poder adquisitivo.
d. Servicios básicos.
e. Utilización adecuada de los recursos del Estado.
f. Educación.
g. Información.

Estos elementos son importantes e imprescindibles para el buen desarrollo 
de una política social dirigida a la recreación.

Sin tiempo libre y la disponibilidad de espacio no existen mayores posibili­
dades de participar en actividades recreativas. Para cumplir con sus objetivos, 
la recreación requiere de otros servicios los cuales tienen un costo. Se deben 
elaborar estudios que permitan determinar los costos operativos que representa 
acondicionar y poner en funcionamientojáreas recreativas destinadas al espar­
cimiento de la población.

La articulación de los elementos señalados conduce a valorar la recreación 
como un servicio capaz de mejorar la calidad de vida; implica un desarrollo 
coordinado de la política social en materia recreativa, permitiendo a la población 
tener acceso a sus propios recursos naturales como factor de bienestar indivi­
dual o colectivo.

El problema de la recreación entendida como el uso público de grandes 
espacios naturales es una cuestión que claramente se vincula con principios 
sociológico-políticos: en términos de los efectos del gasto público y su impacto 
en el bienestar de la población. Si el servicio recreativo es demandado por 
amplios sectores de usuarios potenciales, es posible que éstos, a través de sus 
representantes, puedan influir en un reparto del presupuesto nacional, de modo 
que haya una partida destinada a la creación de áreas recreativas cuya utilidad, 
es para los demandantes, tan legítima como la que se deriva de otros objetivos 
presupuestarios. El asunto adquiere un gran alcance ético cuando se decide, 
por ejemplo, inversiones y gastos en reservas de caza (con uso muy restringido) 
y a la vez existe una alternativa de oportunidad hacia la creación de parques 
nacionales con posibilidades de atender gran número de usuarios (López de S., 
1975, 34).

En este contexto, el estudio de la recreación al aire libre en cualquier ciudad 
exige un análisis de los espacios existentes y su relación con los elementos 
antes mencionados, a fin de convertir esta actividad en una verdadera posibi­
lidad de recreación para las personas, grupos y comunidades.

Venezuela cuenta con grandes extensiones de tierra y múltiples paisajes, 
desde costas, llanos, bosques húmedos, montañas nevadas, selva amazónica, 
desiertos, sierras tropicales, que permiten visualizar el contraste geográfico de 
esta tierra, y afirmar que además de la recreación en instalaciones cerradas 
cuyas estructuras son recuperables, debe estimularse la recreación al aire libre,
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la cual puede ser desarrollada fácilmente en un país que posee el elemento 
básico, el espacio. Realmente se trata de una verdadera alternativa de espar­
cimiento para la población venezolana, que cada día cuenta con menos espa­
cios acondicionados para el uso positivo del tiempo libre.

Las áreas naturales en Venezuela se encuetran protegidas por una figura 
que se denomina ABRAE (Areas Bajo Régimen de Administración Especial). 
Este régimen especial, está constituido por un conjunto de normas y reglas que 
tienen por objeto la defensa, conservación y mejoramiento de determinados 
espacios, cuyas características y condiciones ecológicas difieren de la estruc­
tura y composición geográfica, paisajística, topográfica y sociocultural del resto 
del territorio nacional. Esto hace indispensable la formulación de criterios 
especiales en torno a la forma de aprovechar y preservar esos espacios.

Entre los fines del Régimen de Administración Especial se encuentran:

a) Reproductores: reservas forestales, de fauna e hidraúlicas.

b) Recreacionales, científicos y educativos (parques y monumentos naciona­
les).

c) Recreacionales y de esparcimiento: parques de recreación a campo abierto 
de uso intensivo.

d) Recreacionales y protectores: áreas verdes en centros urbanos.

e) Protectores: zonas protectoras, refugios de fauna, santuarios de fauna, 
reserva de regiones vírgenes.

El artículo 15 de la Ley Orgánica de Ordenación del Territorio y el Régimen 
de Administración Especial especifica: constituyen áreas bajo régimen de ad­
ministración especial, las áreas del Territorio Nacional que se encuentran 
sometidas a un régimen especial de manejo, conforme a las Leyes especiales, 
las cuales, en particular, son las siguientes:

-  Parques Nacionales
-  Zonas Protectoras
-  Reservas Forestales
-  Areas Especiales de Seguridad y Defensa
-  Reservas de Fauna Silvestre
-  Refugio de Fauna Silvestre
-  Santuarios de Fauna Silvestre
-  Monumentos Naturales
-  Zonas de Interés Turístico
-  Areas sometidas a un régimen especial, consagradas en los convenios 

internacionales.
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Otras áreas bajo Régimen de Administración especial:

-  Zonas para la construcción de embalses
-  Costas marinas de aguas profundas
-  Hábitats acuáticos especiales para la explotación o uso intensivo 

controlado.
-  Areas terrestres y marítimas con alto potencial energético y minero.
-  Zonas de aprovechamiento agrícola
-  Planicies inundables
-  Areas rurales de desarrollo integrado
-  Areas de protección y recuperación ambiental
-  Sitios de patrimonio histórico cultural o arqueológico
-  Reservas nacionales hidráulicas
-  Areas de protección y obras públicas
-  Areas críticas con prioridad de tratamiento
-  Areas boscosas bajo protección
-  Reservas de biosfera
-  Areas de frontera

En la lista que abarca la gran cantidad de áreas protegidas, están incluidas 
todas las zonas que constituyen la oferta de recreación al aire libre en 
Venezuela.

Estas áreas son las siguientes:

a) Parques nacionales
b) Monumentos naturales
c) Lotes boscosos
d) Reservas forestales
e) Playas
f) Parques recreacionales
g) Embalses

La Providencia dotó a Venezuela de una variedad y belleza de recursos 
paisajísticos únicos en el mundo. El disfrute, la contemplación y vivencias en 
estos escenarios naturales, para las generaciones actuales y del futuro, deben 
ser objeto de una política especial del Estado, en términos de convertir las 
actividades de recreación en espacios naturales, en opciones de uso positivo 
del tiempo libre de todos los venezolanos.
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Actualmente dos situaciones atentan contra el uso y disfrute de las áreas 
naturales de Venezuela. La primera, el descuido, deterioro y abandono de estos 
espacios poniendo en peligro nuestra herencia paisajística. La segunda, la 
carencia de un sistema que permita la conservación, mantenimiento y preser­
vación de las áreas mediante estructuras administrativas adecuadas y acordes 
con las necesidades de la comunidad.

Del análisis y estudio de las potencialidades naturales y paisajísticas que 
tiene Venezuela, nos surge la inquietud por buscar una solución al problema del 
descuido, abandono y deterioro de los espacios naturales. Esta situación 
permite presentar una propuesta para establecer un sistema de recreación, que 
consideramos fyndamental para desarrollar una política de recreación al aire 
libre.

3. PROPUESTA: SISTEMA PARA RECREACION AL AIRE LIBRE 
EN VENEZUELA

Un sistema que sirva a los intereses, aspiraciones y sentir del pueblo 
venezolano requiere el desarrollo sistemático y orgánico de diversos factores 
que contribuyan a un verdadero disfrute y conservación de las áreas naturales. 
Un sistema como el que exponemos requiere:

1. Definir la Política Social de Recreación

2. Especificar la definición, contenido y competencia del Municipio (Alcaldía, 
Juntas Parroquiales, Asociaciónes de Vecinos), de acuerdo con la Legisla­
ción.

3. Establecer los entes que servirán de apoyo para desarrollar la política de 
recreación.

4. Establecer el Sub-sistema de Recreación al Aire Ubre

4.1. Determinar los entes estatales técnico-administrativos, que pauten el 
uso y normativas de los espacios destinados a la recreación al aire 
libre.

4.2. Definir la Política Municipal de Recreación al Aire Libre

4.3. Formar la Junta Municipal de Recreación al Aire Libre, especificando 
sus funciones y conformación.

4.4. Diseñar una programación variada que responda a gustos, necesida­
des e intereses de los habitantes y que esté adaptada a las caracterís­
ticas del espacio.'

Estos factores contribuyen a desarrollar un sistema de recreación al aire 
libre, para ofrecer opciones reales que permitan a los habitantes experimentar 
las prácticas recreativas en contacto con la naturaleza.
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En la filosofía que subyace tras la incorporación de un sistema de recreación 
al aire libre, se encuentra la búsqueda de una nueva y mejor calidad de vida, 
acompañada de medidas que ayuden a combatir los efectos de las agresiones 
de un medio urbano estresante. Incorpora la posibilidad de desarrollaren forma 
amplia, el conocimiento de los aspectos histórico-geográficos, atractivos natu­
rales, museos, apoyados en circuitos de visitas recreacionales donde la obser­
vación permite una mayor aproximación entre el hombre y su espacio.

La administración de los espacios necesarios para la recreación al aire libre 
debe ser regulada por el Estado, estableciendo: la competencia municipal, los 
entes gubernamentales encargados de apoyar y dirigir los aspectos generales 
que regulan el uso de un espacio determinado, el presupuesto necesario para 
el mantenimiento de los espacios y de estas actividades.

En Venezuela no existe un ordenamiento jurídico-administrativo que regule 
el derecho a la recreación. No obstante, está previsto en diversas normativas 
y leyes.

El establecimiento del sistema de recreación en Venezuela, requiere de una 
política social en materia recreativa que responda a las necesidades, intereses, 
inquietudes y aspiraciones de la población venezolana.

El Estado venezolano hasta ahora, ha diseñado actividades que no propia­
mente corresponden a una política de recreación. Se trata de actividades que 
no permanecen en el tiempo, como pudo constatarse en los casos que se 
estudiaron en la investigación que sirvió de base para este trabajo. Se obser­
varon espacios de diversas índole, abandonados por falta de una política que 
posibilite su permanencia en el tiempo. Ejemplos como la construcción de El 
Calvario, desarrollado para servir de lugar de reunión a una Caracas que 
comenzaba a urbanizarse, hoy día es el lugar de reunión del hampa y el aban­
dono. La construcción de plazas, legado ancestral, no cumplen su función prin­
cipal de armonizar la vida social del hombre. Los parques, construidos sin la 
debida planificación, no responden a veces a las necesidades de la población.

Las políticas de recreación tienen que ser cónsonas con el desarrollo 
municipal y el desarrollo individual y colectivo. No pueden estar sujetas a una 
decisión política transitoria ni a los gustos particulares de Alcaldes, Gobernado­
res o Presidentes de la República. Deben trascender a los hombres y formar 
parte del modelo de desarrollo a largo plazo del país. Deben estar vinculadas 
a los programas de ornato, culturales, túrísticos, educativos, de seguridad, de 
preservación de ambientes naturales y patrimonio histórico del municipio.

El Estado debe propiciar el establecimiento de una política de recreación 
estructural, que responda a estrategias a largo plazo, enmarcadas en el fomen­
to de la cultura, la educación, identificación y arraigo a las zonas, conocimiento 
del patrimonio histórico y natural del país. El énfasis en el diseño de una política
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de recreación al aire libre, obedece a los extensos y múltiples paisajes que se 
encuentran bajo la protección del Estado, y que son idóneos para propiciar 
comportamientos hacia las actividades de recreación al aire libre. El fomento 
de actividades en esos espacios (parques, monumentos naturales, zonas 
protectoras, playas, refugios de fauna, etc), debe estar articulado al desarrollo 
económico de las regiones y formar parte de la democratización del turismo 
nacional, convirtiéndose con el tiempo en actividades y servicios de exporta­
ción mediante la oferta al turismo receptivo. Se trata de validar las grandes 
opciones que se pueden promocionar mediante el desenvolvimiento de un 
nuevo turismo ambiental, capaz de fomentar el disfrute conservacionista de 
varios paisajes mediante una participación que promueva el bienestar de las 
comunidades.

La política social de recreación es el principal actor en este sistema, debido 
a que constituye la guía de acción para desarrollar coherentemente las activi­
dades y los mecanismos que posibiliten el acceso de la población venezolana 
al uso y disfrute de sus espacios naturales.

El diseño de la política social de recreación debe estar orientado a:

-  Elaborar y mantener un inventario de los recursos naturales, históricos, 
culturales presentes en las áreas destinadas a recreación específicamente 
al aire libre, para tener un banco de datos que permita conocer las distancias 
entre estos espacios y los centros poblados que requieren de su uso.

-  Estudiar el tipo de infraestructura que requiere cada uno de estos espacios, 
dependiendo del lugar donde se encuentra, poniendo como principio que no 
se rompa con el equilibrio natural que existe en cada lugar y respetando al 
máximo la flora y la fauna existentes.

-  Coordinar con los entes regionales las formas de administración necesarias, 
a los fines de convertir estas actividades en alternativas económicamente 
rentables, que no sean una carga para el Estado y que puedan cumplir con 
su doble función: elevar la calidad de vida de los habitantes del país y 
mantener y conservar el ambiente natural para hacer partícipe al usuario.

-  Elevar el nivel cultural de la población en lo que se refiere a la importancia 
de utilizar el tiempo libre y educarla y mantenerla debidamente informada en 
materia ambiental.

-  Utilizar la información como elemento básico para dar a conocer a los 
habitantes las distintas opciones que ofrece la recreación.

-  Coordinar con las diferentes universidades y entes privados del país todo lo 
concerniente al recurso humano que será necesario para poner en funcio­
namiento el sistema que se prevé.
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-  Dirigir todas las acciones hacia el mayor aprovechamiento de los organis­
mos existentes, sin necesidad de recurrir a la creación de nuevos organis­
mos burocráticos.

-  Destinar un presupuesto específico que permita dar un impulso a la recrea­
ción y en particular a la recreación al aire libre.

-  Definir la estructura y competencia municipal a fin de operativizar el desarro­
llo de un verdadero sistema de recreación, administrado bajo los principios 
del Estado rector con participación organizativa del Municipio.

-  Establecer claramente los espacios a ser utilizados por la población para el 
uso del tiempo libre.

-  Fomentar la creación de entes administrativos municipales, que permi­
tan la administración de los espacios destinados a la recreación al aire 
libre.

La base fundamental de este sistema de recreación debe apoyarse en una 
política clara y bien definida, que coordine los esfuerzos y recursos dispersos, 
en un frente común en beneficio del desarrollo de la recreación.

El Sistema para Recreación al Aire Libre (Sipral), persigue que los 
diversos grupos etáreos que conforman la sociedad venezolana, tengan la 
opción de disfrutar de las prácticas recreativas de acuerdo a sus necesida­
des, valores y sentimientos. El sistema se diseñó para responder a necesi­
dades particulares de cada comunidad en su encuentro con las bondades de 
la naturaleza.

La responsabilidad del desarrollo de la política es del Estado, no obstante, 
el mantenimiento y la variedad de actividades atractivas a los usuarios, son 
funciones de la Junta Municipal de Recreación, que deberá utilizar los recursos 
asignados para tai fin, en beneficio del disfrute de las áreas naturales existentes 
en la comunidad.

La naturaleza es uno de los elementos que en casi todos los países del orbe 
el hombre está perdiendo la oportunidad de disfrutar. En el caso de nuestro 
país, tenemos la gran suerte de contar con espacios naturales cuyo uso 
principal lo constituye el disfrute de sus potencialidades por medio de la 
recreación. Los habitantes del país tenemos derecho a la existencia de un 
sistema que permita a nuestro núcleo familiar desarrollar la imaginación y la 
creatividad, factores de gran importancia en la consolidación de hombres que 
se adapten a las exigencias de la sociedad moderna.

La conservación de los espacios destinados a la recreación al aire libre 
posibilita:
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-  El disfrute del ambiente combinado que prevalece en las playas, donde 
agua, aire y tierra se unen en una conjunción perfecta para dar al espec­
tador la oportunidad de deleitarse con los distintos tonos que adquieren las 
aguas y las prácticas recreativas en un ambiente donde el hombre se 
sienta libre.

-  La experiencia de cambiar de ambiente en la misma ciudad, donde los 
parques recreativos permiten la combinación de lo urbano con lo natural, 
imitando el ambiente natural y proyectando cantidad de actividades para 
canalizar las inquietudes de descanso y distracción de la comunidad.

-  El uso e interrelación social que se genera del aprovechamiento de los 
paseos y plazas existentes en la comunidad. Se trata de potenciar espacios 
más cercanos a los ciudadanos para el descanso diario.

-  El aprovechamiento de los parques nacionales y monumentos naturales, 
mediante la realización de actividades que sólo pueden ser practicadas en 
estos ambientes.

Hay que trabajar en función de que las áreas naturales sean incorporadas 
a la vida de la comunidad. Venezuela debe permitir que sus habitantes expe­
rimenten las prácticas recreativas en los espacios donde predominan aves, 
árboles, paisajes y un ambiente que difícilmente podemos, como hombres, 
apreciar y experimentar en las áreas urbanas.

El panorama no es alentador. Perdemos nuestros recursos naturales y 
lugares de esparcimiento por falta de apoyo y una política coordinada y 
coherente, para conservar y utilizar en forma racional y positiva estos 
ambientes.

El Estado debe garantizar al venezolano la oportunidad de disfrutar de los 
escenarios al aire libre. Las comunidades deben tomar conciencia de la nece­
sidad de conservar para las generaciones futuras, los espacios naturales 
existentes en su lugar de residencia.

En la práctica, se trata de comprometer a todos los habitantes del país en 
una acción solidaria, que respalde las políticas dirigidas a conservar, mantener 
y utilizar las áreas naturales y los espacios al aire libre presentes en las diversas 
regiones del país.

Se requiere de una combinación de esfuerzos entre el deber del Estado y la 
obligación de la comunidad. Consideramos fundamental, el establecimiento de 
un sistema de recreación al aire libre, para proteger, conservar y utilizar las 
áreas naturales, respondiendo a los valores, inquietudes, sentimientos y aspi­
raciones de los residentes en determinada localidad.
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La recreación al aire libre, es una necesidad que debe ser considerada en 
la planificación de las políticas del Estado para posibilitar las intensas vivencias 
personales, que sólo se logra en una integración hombre-ambiente.
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LA REFORMA DE LA SEGURIDAD SOCIAL 
EN AMÉRICA LATINA
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r e s u m e n

La seguridad social está en crisis a nivel mundial. En términos generales, significa el 
cuestionamiento de las políticas sociales del tradicional Estado del bienestar. En América 
Latina, la seguridad social se desarrolló tardíamente y a niveles diferentes en los países de 
la región, intentando copiar el modelo socialdemócrata de previsión social de los países más 
desarrollados. Pero a lo largo de su evolución devino en instituciones meritocráticas y 
corporativas, incumpliendo las promesas de universalidad, eficiencia, integridad, solidari­
dad, etc. A lo largo de los años noventa, en el marco de los renombrados procesos de ajuste 
estructural, la seguridad social pasó a ser desmantelada progresivamente y reorientada 
basándose en nuevos principios rectores. Se tomó, y se sigue tomando, la experiencia 
chilena de los años ochenta como modelo. Sus principios de individualismo y mercado han 
sido incorporados a través de modelos exactos (Perú), en otros países estos principios se 
han mezclado o reformulado con los de la solidaridad y el Estado (Colombia, Argentina, etc.).

La década de los ochenta significó para América Latina la puesta en marcha 
de severos programas de ajuste macroeconómicos como una vía expedita y 
necesaria para relanzar la modernización. El estancamiento económico, la 
inflación y la crisis de la deuda externa actuaron como palancas para impulsar 
lo que se consideraba eran factores de políticas públicas inaplazables para 
restablecer el equilibrio económico y alcanzar la prosperidad: política fiscal 
restrictiva; liberación de precios y tasas de interés; levantamiento de las barre­
ras arancelarias, privatización de las empresas estatales, entre otras. Especial 
importancia adquirieron los programas de ajuste social a través de los cuales 
se combatiría la extrema pobreza. Mediante una política de claro corte asisten- 
cialista se buscaba que los sectores más vulnerables de la sociedad se integra­
ran, a futuro, a un mercado altamente competitivo que sólo premia a los más 
aptos y más capaces. Sin embargo, resultaba evidente que el objetivo central 
era atemperar la agudización de la corrflictividad social que pondría en entredi­
cho la recuperación democrática adelantada en esa década en la mayoría de 
los países latinoamericanos, conflictividad esta que se venía alimentando des­
de los años sesenta con el fracaso del modelo estatista-desarrollista y que 
ahora se profundizaba con el carácter marcadamente recesivo que en las
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primeras de cambio conllevaban los programas de ajuste. De esta manera, y 
sobre todo a partir del segundo lustro de los años ochenta, se le otorgó a la 
política pública de asistencia social un papel más privilegiado que al de la 
seguridad social.

El turno histórico de la reforma de la seguridad social en América Latina es, 
sin lugar a dudas, los años noventa. En efecto, en los primeros años de esta 
década se han puesto en marcha variados proyectos de reforma, unos buscan­
do -como el caso de Costa Rica (años ochenta y principios de los años 
noventa)-, perfeccionar su modelo de seguridad social característico del Esta­
do social de derecho; otros dándole un vuelco a su tradicional sistema de 
protección del trabajo incorporando elementos de innovación como el mercado, 
aderezados con los principios del racionalismo individualista, cuyo paradigma 
por excelencia es el modelo chileno;1 y en otros casos, un colage entre indivi­
dualismo y solidaridad, mercado y Estado, como son el caso peruano (Decreto 
Ley Na 25.897 de 1992), el caso argentino (1993) y el caso colombiano (Ley 100 
de 1993). Otras experiencias hasta hoy, de inacabada reforma de la seguridad 
social, lo constituyen Uruguay, Brasil y el último proyecto venezolano (Comisión 
Presidencial de 1995).

La reforma de la seguridad social en América Latina lleva las mismas 
tendencias que en los países altamente industrializados, solo que obedece a 
distintos factores y causas. La crisis del Estado del Capitalismo Tardío o del 
Estado Social de Derecho ha sido documentada y explicada desde diversos 
ángulos y puntos de vista. Relevancia actual tiene la discusión sobre una de sus 
aristas: el Estado del bienestar o Welfare State. Su origen, como se sabe, hunde 
sus raíces en las primeras leyes de pobres en la Inglaterra del siglo XVI, siendo 
su carta de nacimiento las primeras medidas sobre seguridad social obligatoria 
que toma el Reichstag prusiano en 1881, a la cual le siguen en 1884 la primera 
ley sobre seguridad obligatoria contra las enfermedades. Su evolución estará 
marcada en los distintos países por factores económicos (gredo de crecimiento 
económico, industrialización, desarrollo urbano); porfactores demográficos; por 
factores de tipo político, grado y fuerza del sindicalismo y de los partidos 
laboristas o socialistas, el desarrollo del parlamentarismo o la introducción del 
voto directo, etc. Después de la segunda guerra mundial la seguridad social, 
baluarte fundamental del Welfare State, con el famoso documento del ministro 
inglés Sir Willian Bedveridge, adquiere las connotaciones que hoy le cono­
cemos: un sistema para “garantizar una vida exenta de necesidades”, a través 
de la garantía de un ingreso que permita: a) el reemplazo del salario no 
percibido por causa de desempleo, enfermedad o accidente; b) por la muerte

1. Este país representa el modelo primigenio y paradigma a imitar de reforma de la seguridad 
social, por Decreto-Ley N® 3500 de t980 el régimen dictatorial dispuso el desmontaje del 
sistema de reparto y de solidaridad en Chiln para sustituirlo por un esquema de pensiones de 
vejez, invalidez y sobrevivientes basado en el ahorro individual y la capitalización, reforma esta 
que ha llevado a discutir sobre la existencia o no de la seguridad social en este país.
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del sostén financiero de la familia (sobrevivientes); c) para costear gastos 
extraordinarios relacionados con la muerte, el nacimiento, el matrimonio; y d) 
una pensión digna para la vejez (Parrot,1992). Sus principios básicos lo cons­
tituían la solidaridad, la universalidad, la integración, la unificación, la uniformi' 
dad (igualdad), y el sistema de reparto.

Estos principios se encuentran altamente cuestionados hoy en día. La crisis 
de la seguridad social remite a una crisis más general: la del Estado del 
Bienestar y esta a su vez a la del Estado Social de Derecho en los países 
industrializados. Las hipótesis que se agurmentan desde la corriente neomar­
xista señalan que la crisis del estado moderno debe su razón de ser a las 
políticas contradictorias que el Estado debió diseñar simultáneamente en de­
fensa del capital y del trabajo lo cual se tradujo en una crisis de acumulación 
(O’Connor, 1987); Habermas señala que la crisis actual del Estado del Capita­
lismo Tardío tiene que ver con problemas de legitimación del orden (1985). El 
autor sistèmico Luchmann sostiene, por el contrario, que la crisis se debe al 
desbordamiento de la sociedad por el Estado y, por ende, de la política (1981 ).

Con referencia a la seguridad social, si bien resulta inseparable de la crisis 
del Estado del bienestar, se ha documentado extensamente que su crisis se 
debe a factores demográficos y a la fuerte presión fiscal. Según estas teorías, 
la característica más resaltante del comportamiento demográfico de los países 
altamente industrializados es el del incremento de la esperanza de vida, a la par 
de que se ha reducido el número de nacimientos debido a la poca disposición 
de las parejas para concebir y procrear. Esto trae como consecuencia que el 
número de personas de avanzada edad se esté incrementando peligrosamente 
con respecto al número de jóvenes. Teniendo esto, como es obvio, una gran 
transcendencia e impacto sobre la seguridad social ya que por el principio de 
la solidaridad (las generaciones jóvenes están en el compromiso de sostener a 
las generaciones de ancianos) un número cada vez menor de jóvenes debe 
mantener con sus cotizaciones a las pensiones por jubilación de un número 
cada vez mayor de personas de avanzada edad. No podemos pasar por alto el 
que por la revolución tecnológica actual se hayan reducido considerablemente 
las oportunidades de nuevos empleos, lo cual implica la permanente existencia 
de elevadas tasas de desempleo o de economía informal que consumen un 
porcentaje muy alto del presupuesto de la seguridad social en segurcJs de 
desempleo, se puede entender así la pesada carga financiera de la seguridad 
social en estos países. No quedándole al Estado otra alternativa que redoblar 
la presión fiscal sobre la población económicamente activa para compensar las 
pérdidas financieras. Tales decisiones en políticas públicas, características del 
modelo socialdemócrata, se han traducido en las derrotas electorales de los 
partidos socialistas y laboristas, reoxigenando, en consecuencia, las posiciones 
de la derecha y dando lugar a las denominadas Revoluciones conservadoras 
(EE.UU. y Gran Bretaña, en la década de los años ochenta) y a la permanente 
presencia de los gobiernos conservadores durante los años noventa; pero 
también a un cambio en la filosofía tradicional de la justicia social de la
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socialdemocracia europea incorporando los elementos del mercado que lo 
acercan bastante a las posiciones de economía sócial de mercado de la 
Internacional demócratacristiana. Este rápido paneo sobre la crisis del Estado 
del bienestar y de la seguridad social ha tenido por objeto servir de introducción 
a los proyectos de reforma de la seguridad social en América Latina.

INTRODUCCIÓN Y DESARROLLO DE LA SEGURIDAD SOCIAL 
EN AMÉRICA LATINA

La introducción y desarrollo de la seguridad social en América Latina ha sido 
un proceso poco estudiado desde el punto de vista de las políticas públicas 
comparadas. Como necesario punto de partida asumiremos el reconocimiento 
de la especificidad de cada caso nacional y que la formulación de una hipótesis 
general abarcante sería una especie de proceso epistemológico contra la 
corriente histórica. Sin embargo, es posible señalar algunas directrices genera­
les sobre la génesis y su desarrollo. En función del background teórico existente 
sobre este tema, cabría preguntarse: ¿nuestra seguridad social ha sido un 
producto del proceso de crecimiento y de diferenciación que acompaña a la 
modernización (entendida esta última como el paso de una sociedad tradicional 
a una moderna, proceso sustentado en la industrialización y el desarrollo 
urbano), o por el contrario, es producto del desarrollo capitalista, siendo la 
seguridad spcial el factor necesario para garantizar la acumulación de capital y 
la reglamentación de los conflictos sociales? Ver el trabajo de Jens Alber (1986) 
y el cuadro Ns 1.2 Las repuestas a estas interrogantes no serían pertinentes ni 
posibles en este papel de trabajo debido a lo extenso y complejo del tema. Nos 
limitaremos a lo siguiente:

1) Con respecto a la seguridad social en Europa, su introducción en América 
Latina sería un proceso desfasado en el tiempo debido a su implantación tardía. 
Las primeras instituciones de seguridad social que se conocen datan de los 
años veinte del presente siglo, a pesar de que hombres como Bolívar ya 
hablaban de seguridad social en sus escritos.

2) A pesar de la puesta en marcha de tempranos procesos de industrializa­
ción y desarrollo urbano, adelantados en el último tercio del siglo anterior en 
algunos países del área, no es posible advertir la institucionalidad de la segu­
ridad social, porque en términos generales los sistemas de protección social 
dependían de la familia (protección al niño, al anciano); de la caridad social de 
la iglesia; y de la autoprotección de las primeras corporaciones gremiales.

2. En el primer corpus teórico Alber incluye a la tradición durkheiniana (declinación funcional del 
sistema de seguridad tradicional: familia) y a la tradición weberiana (la seguridad social como 
reacción a la democratización, a la organización de la fuerza de trabajo; y a la pérdida de 
legitimidad de las élites políticas).
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3) Al igual que en Europa la introducción de la seguridad social estará ligada 
a la presencia de regímenes autoritarios. Solo que en el viejo continente su 
extensión y consolidación estarán en relación directa con el proceso de demo­
cratización, extensión del sufragio directo y el parlamentarismo.

4) La aparición de la seguridad social en América Latina deberá esperar a 
que determinados países como Argentina, Chile, Brasil, Uruguay, etc., alcancen 
determinadas condiciones estructurales: a) una industrialización y desarrollo 
urbano lo suficientemente maduros para crear la movilidad social necesarias, 
horizontal y vertical, que dé pie al fortalecimiento de los grupos de presión; b) 
estos grupos de presión organizados en sindicatos y partidos muy cercanos a 
las ideologías radicales de izquierda podrían haber sido un acicate para la 
introducción de los primeros sistemas institucionalizados de protección social;
c) la formación de movimientos nacional-populares producto de las alianzas 
interciasistas entre clases medias/obreros y campesinos sirvieron a la coopta­
ción y control de la radicalidad de las clases emergentes a través de procesos 
de participación/exclusión. Entre los primeros se encuentran la satisfacción de 
algunas demandas sociales de seguridad social;3 y por último, d) la consolida­
ción del Estado y de sus principales baluartes: las Fuerzas Armadas y la 
burocracia.

5) En un segundo nivel se encuentran los países con seguridad social tardía, 
años cuarenta en adelante (México, Venezuela, Costa Rica, Colombia, Perú, 
Ecuador, Paraguay, etc); en los que el sistema de protección social deberá 
esperar porque no tendrán las condiciones estructurales lo suficientemente 
maduras-industrialización y desarrollo urbano precario, afectando ello negativa­
mente la presencia efectiva de importantes contingentes de nuevos sectores 
sociales organizados en grupos de presión, lo cual resulta evidente con la casi 
nula organización de centrales obreras o de organizaciones políticas con 
ideologías propias del socialismo o del anarcosindicalismo. En consecuencia, 
la introducción de la seguridad social deberá esperar a que desde el Estado las 
élites políticas adelanten procesos de modernización social en los que se verá 
envuelta la seguridad social.

6) Desde el punto de vista del tipo de estructura de seguridad social 
desarrollada nos basamos en el trabajo de Mesa Lago (1985, 5-7). Su desa­
rrollo ha tenido dos formas básicas: a) estratificada y b) relativamente unificada. 
En la primera se pueden encontrar países con una implantación temprana, 
gradual y fragmentada de la seguridad social que da lugar a una multiplicidad 
de instituciones gestoras que protegían a diferentes grupos ocupacionales a 
través de subsistemas independientes con su propia legislación, administra­
ción, financiamiento y prestaciones. El resultado fue una seguridad social

3. Sobre el papel de los movimientos nacional-populares en América Latina y su papel en el 
control de los sectores sociales emergentes véanse los tradicionales trabajos del teórico 
funcionalista Gino Germani (1966; 1971).
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estratificada4 que asumió una estructura piramidal, con grupos relativamente 
pequeños de asegurados protegidos por subsistemas privilegiados en el ápice 
y el centro, y la mayoría de la población con subsistemas más pobres de 
protección en la base. Los países con seguridad social relativamente unificada 
se caracterizan, aparte de su carácter tardío, porque las bajas coberturas de 
riesgos y poblacional (limitadas a las principales ciudades y determinadas 
categorías laborales) nunca permitirán alcanzar niveles altos de estratificación, 
por tanto estos sistemas no confrontarán la magnitud de los problemas admi­
nistrativos y financieros del primer grupo.

MODELOS DE REFORMA DE LA SEGURIDAD SOCIAL 
EN AMÉRICA LATINA

En los años noventa el modelo bedveridgiano (solidaridad) y bismarkiano 
(financiamiento mediante el sistema de cotizaciones de trabajadores y emplea­
dores) de seguridad social entra en crisis definitivamente en América Latina. 
Todos los diagnósticos que se han hecho, tanto a nivel de la Organización 
Internacional del Trabajo, organismos financieros internacionales (BM y el FMI), 
así como por los propios proyectos de reforma de los países donde se ha 
adelantado una reforma o se piensa realizar en un futuro cercano, coinciden en 
señalar el carácter corporativo y meritocrático de la seguridad social latinoame­
ricana. Estos dos términos encierran un sistema caracterizado por la baja 
cobertura poblacional en el que una minoría de la población se encuentra 
cubierta contra todos los riesgos mientras que una inmensa masa poblacional 
de excluidos lucha por su propia sobrevivencia. La cobertura de los privilegia­
dos se encuentra en estrecha relación con los ingresos laborales, la posición 
social, la ubicación geográfica, etc. Su carácter disperso expresado en una 
multitud de subsistemas de protección social la hace terriblemente ineficiente y 
costosa. Es obvio que la permanente crisis del empleo en nuestras econo­
mías,la expansión cada vez más acentuada de la economía informal, la reduc­
ción del salario real, se juntan para profundizar el carácter regresivo en la 
distribución del ingreso lo que a su vez tiene un impacto negativo desde el punto 
de vista financiero en el sistema de seguridad social,y si a ello le añadimos la 
reorientación del gasto público hacia la asistencia social (años ochenta) es 
posible advertir las dificultades cada vez mayores de la seguridad social en 
América Latina.

Pero, ¿acaso estos son factores suficientes para explicar los distintos mo­
delos o tipos de reforma de la seguridad social?¿No es posible ir más allá de 
un discurso en pro de una reforma en los que se utilizan una y otra vez estas 
evidentes verdades como medios de justificación, pero que ocultan o minimizan 
el hecho de que la reforma de la seguridad social forma parte también de una

4. Un típico ejemplo de seguridad social estratificada nos la proporciona la investigadora brasileña 
Sonia Draibe (1990), quien al comentar la seguridad social de su país la caracteriza como 
corporatista y meritocrática, asumiendo la tipología de Ugo Ascoli.
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macro proyecto de refundación de lo social? Antes de pasar a enjuiciarlos, 
veamos primero de qué tratan estos modelos..

EL MODELO CHILENO DE REFORMA DE LA SEGURIDAD SOCIAL

En 1980 el régimen militar chileno dispuso la reforma de la Seguridad Social 
en el país. Se procedió a desmantelar el tradicional sistema de reparto y a 
sustituirlo por un régimen privado de capitalización individual.

Su ingreso no es deliberante. Su fórmula consiste en que el trabajador 
escoge libremente a la Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) autori­
zada, para que esta realice en su nombre las inversiones pertinentes en el 
mercado de valores de sus cotizaciones o aportes voluntarios, incrementando 
así el saldo en cuenta, para que una vez llegado el momento del retiro pueda 
financiar el monto de una pensión que fue previamente contratada, e incluso 
cubrir las posibles contingencias en materia de invalidez o sobrevivencia.

El acceso a este saldo en cuenta de ahorro sólo será posible en el momento 
de alcanzar la edad reglamentaria que es 65 años en el hombre y 60 años en 
la mujer o si ha acumulado lo suficiente para financiar una pensión cuyo monto 
sea igual o superior al 110 % de la pensión mínima. Está prohibido cualquier 
movimiento en esta cuenta, salvo lo referido a los aportes voluntarios que el 
afiliado desee realizar en un momento determinado. Es necesario aclarar que 
en ningún momento o bajo ninguna circunstancia el afiliado, llegado el momento 
de la jubilación, va a disponer libremente del monto acumulado en su cuenta de 
ahorro, tal como cabría esperar en las tradicionales operaciones de ahorro 
conocidas, sólo una pensión que ha sido contratada y que puede transformarse 
en una pensión de sobrevivencia para sus herederos.

Así mismo, el monto necesario para el financiamiento de las pensiones 
dependerá de una serie de factores: a) Bonos de reconocimiento, remuneración 
nominal que el trabajador percibe en el momento en que abandonaba el viejo 
sistema de reparto, cuyo valor equivale al tiempo de cotización en el anterior 
sistema previsional, y que era depositado en la cuenta abierta a su nombre; b) 
monto anual de las cotizaciones efectuadas, que corresponde al 10% de las 
rentas imponibles gravadas; y c) tasa efectiva de rentabilidad anual que hayan 
adquirido las inversiones realizadas por la AFP (por ley esta debe estar siempre 
por encima de la tasa de inflación).

Las pensiones contratadas se pueden expresar en tres tipos diferentes de 
rentas: a) Renta vitalicia. En esta transacción intervienen, además de las AFP, 
las compañías de seguros de vida con las cuales el trabajador contrata de por 
vida una renta a monto constante hasta su fallecimiento y el pago de una 
pensión de sobrevivencia para sus herederos, b) Retiro programado. Moda­
lidad consistente en que el afiliado en la AFP, con cargo a| saldo que mantiene 
en su cuenta, podrá efectuar retiros anuales, divididos en dozavos, del cual se
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dictaminar su cuantía una vez que se calcule, basándose en datos técnicos y 
demográficos, el monto del capital necesario para pagar una unidad de 
pensión al afiliado y sea dividido entre el saldo efectivo de su cuenta en ese 
año5, c) Renta temporal con renta vitalicia diferida. El asegurado contrata con 
una compañía de seguros una renta vitalicia cuyo pago será diferido por un 
tiempo convenido; mientras tanto, percibe del saldo de su cuenta de la AFP una 
renta temporal.

Como es obvio, este modelo de seguridad social chileno basado en el 
régimen de capitalización difiere radicálmente del tradicional sistema de repar­
to, puesto que el empleador (público y privado) queda eximido de las cotizacio­
nes, contraviniendo disposiciones de la Organización Internacional del Trabajo 
en esta materia. En el caso del empleador privado su papel se limita a descontar 
mensualmente de las rentas imponibles del trabajador las cotizaciones obliga­
torias, el pago de las comisiones a las AFP u otros aportes voluntarios que el 
trabajador desee realizar y los remitirá a la brevedad posible a las administra­
doras respectivas. Por parte del Estado, su función es garantizar una pensión 
mínima si se encuentran agotados los recursos de las cuentas de retiro progra­
mado y temporal o si la renta vitalicia resultante es inferior a la pensión mínima 
legal vigente; esto, si (y sólo si) los que se van a jubilar tienen la edad requerida 
o si registran veinte años de cotizaciones en cualquiera de los sistemas previ- 
sionales; y, en el caso de la pensión mínima de invalidez y sobrevivencia, haber 
cotizado por lo menos diez años. Otra de sus funciones consiste en normar las 
actividades financieras de las AFP en el mercado de valores, cuidando también 
de que su rentabilidad no esté por debajo de los mínimos previstos. Actividades 
de control y vigilancia ejecutadas mediante la Superintendencia de Administra­
doras de Fondos de Pensiones.

EL MODELO PERUANO DE REFORMA DE LA SEGURIDAD SOCIAL

Los intentos de reformar la seguridad social peruana habían fracasado 
desde 1991. El elegido democráticamente, y luego devenido dictador, Ing. 
Alberto Fujimori, aprovecha la disolución del parlamento, dictando en 1992 el 
Decreto Ley N9 25.987 de la reforma. A diferencia del chileno, el sistema público 
de previsión social no desaparece sino que se complementa con un Sistema 
Privado de Pensiones.

En este régimen el trabajador puede optar libremente si se queda con el 
Sistema de Reparto administrado por el IPSS o se adscribe al Sistema privado 
de pensiones, representado por las Administradoras de Fondos de Pensiones 
(similar al chileno), en el cual, el afiliado estará sujeto a todas las discreciona- 
lidades que rigen el financiamiento y el tipo de pensiones que pueda percibir,

5. La conclusión obvia es que si aumenta la esperanza de vida de la población y se reduce la tasa
de mortalidad, mayor será el capital necesario para financiar las unidades de pensión y menor
será, en consecuencia, el monto de los retiros anuales.
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y que ya fueron descritas en los párrafos anteriores. Las únicas diferencias 
notables del régimen privado peruano con respecto al chileno es lo referente a 
la edad reglamentaria que es de 65 años, hombre-mujer.

De acuerdo a publicaciones peruanas especializadas en la materia (Análisis 
Laboral), esta libre opción es un espejismo en el Perú porque el gobierno está 
interesado en que se cierre el régimen público, jugando a la falta de motivación 
en el ¿filiado o a la evidente promoción del sistema privado. Las medidas 
propuestas son evidentes: a todo aquel trabajador que abandone el sistema 
tradicional, el empleador se verá obligado a reconocer un incremento en sus 
remuneraciones, privilegio que perderá si regresa de nuevo.

EL MODELO ARGENTINO DE REFORMA DE LA SEGURIDAD SOCIAL

El gobierno de Menem procedió a dictar en 1993 la Ley de Reforma de 
Previsión Social en la que se establecen las características del nuevo modelo 
de previsión social en la Argentina. A diferencia del sistema único de previsión 
social chileno basado en la capitalización individual y del sistema dual peruano, 
el argentino es también único, pero mixto. Está basado en un sistema de reparto 
que garantiza el pago de una pensión básica y de un programa, no alterno, sino 
complementario de capitalización individual, similar al de Chile. Como se ve, es 
un colage o montaje de dos sistemas en uno solo. Este sistema ampara a todos 
los trabajadores, dependientes e independientes, sin excepción porque no es 
deliberativo.

Este sistema furriona a través de las cotizaciones de empleadores y traba­
jadores. En el primer caso, estos aportan el 16 % de las remuneraciones 
imponibles y el trabajador el 11 %. Los trabajadores independientes aportan 
conjuntamente un 27 % de sus rentas gravables. La distribución o destino final 
de los aportes consiste en que el régimen público percibe el 16 % de los 
empleadores y un 16 % de los trabajadores independientes, y el sistema privado 
el 11 % de los aportes de los trabajadores dependientes e independientes. 
Estos montos sirven para que el trabajador, llegado el momento del retiro (se 
prevé que pronto será de 65 años, hombre y 60 años, mujer), pueda disponer 
de una pensión básica a través del sistema público y de una pensión o renta 
complementaria contratada bajo las mismas condiciones del modelo chileno, 
cuyo monto dependerá de los aportes, de las tasas de rentabilidad, etc

Es derecho del afiliado escoger libremente a la Administradora de Fondos de 
Jubilación y Pensiones (AFJP) y contratar el tipo de renta que más le convenga 
(vitalicia, temporal, diferida). A diferencia de las de Chile, las administradoras de 
los fondos pueden ser promovidas por sindicatos, gremios, cooperativas. Las 
funciones estatales estarán en relación con la administración del sistema 
público de previsión social; controlar y normar al régimen privado, siguiendo 
similares pasos de los modelos ya descritos o de las acciones de asistencia 
social para los más vulnerables.
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EL MODELO COLOMBIANO DE REFORMA DE LA SEGURIDAD SOCIAL

Este sistema previsional, muy parecido al peruano por su carácter dual y 
selectivo, fue aprobado en 1993 mediante la llamada Ley 100. Presenta dos 
subtipos: el régimen solidario de prima media con prestación definida y el 
régimen de ahorro individual con solidaridad.

Los principios básicos del sistema, a pesar de que introduce en forma 
tácita los principios del individualismo y del mercado, son fundamentalmente 
la universalidad (cobertura a todos los colombianos) y la solidaridad (principio 
del más fuerte hacia el mas débil, o generacional) propios del modelo bedve- 
ridgiano de seguridad social que emerge de la segunda guerra mundial. De 
este modelo conserva características del sistema de reparto al establecer 
cotizaciones distribuidas en un 75 % para los empleadores y un 25 % para los 
trabajadores, que tiene por destino el tipo de régimen que el afiliado haya 
escogido:el sistema público (prima media con prestación definida) represen­
tado por el Instituto de Seguridad Social, y el sistema privado (ahorro indivi­
dual) de las Sociedades Administradoras de Fondos de Pensiones. Aquí se 
introducen importantes elementos de innovación con respecto al modelo 
chileno en lo que respecta a la cotización compartida empleador-trabajador. 
Sin embargo, en lo que respecta a su estructura, objetivos y financiamiento es 
muy similar al citado régimen.

El financiamiento de las pensiones en el sector público dependerá de las 
cotizaciones antes citadas y de la rentabilidad que alcancen las inversiones de 
las reservas de las pensiones de vejez, invalidez, sobrevivientes y accidentes 
de trabajo, que son administradas por instituciones financieras especializadas 
en contrato de fiducia. Para el financiamiento de las pensiones del sector 
privado regirán las mismas disposiciones y condiciones de un régimen de 
capitalización individual, así como el tipo de renta a percibir por el afiliado.

El rol del Estado constituye un importante elemento diferenciador porque 
aparte de poner en marcha el programa público de previsión social y de vigilar 
mediante la Superintendencia Bancaria la marcha del sistema privado; debe 
cumplir importantes funciones sociales mediante el uso del denominado Fondo 
de Solidaridad Pensional con el objeto de subsidiar á los que no posean los 
recursos suficientes para las cotizaciones, pagar pensiones mínimas. También 
se adscriben a su programa, acciones dirigidas a los ancianos indigentes y la 
cuestión materno-infantil. El reformado modelo colombiano es el único hasta 
ahora en América Latina que ha integrado la cuestión salud en una seguridad 
social integral, a través de la creación del Sistema General de Seguridad Social 
en Salud. En ella participan las entidades promotoras de salud (públicas y 
privadas) y las instituciones prestadoras de salud (públicas y privadas).

En referencia al caso venezolano, como sé sabe, existe actualmente en 
curso una discusión sobre la reforma de la seguridad social y del sistema de
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prestaciones. Este último ha representado el quid de la cuestión porque pare­
ciera ser lo único y lo más importante, como asi lo han dejado entrever las 
fuerzas empresariales al acusar a las prestaciones como factores determinan­
tes que encarecen los costos del trabajo, proponiendo, en consecuencia, un 
régimen de capitalización individual similar al chileno. A una comisión presiden­
cial designada en noviembre de 1994 por el Presidente de la República, para 
atemperar los ánimos discordantes de los gremios y sindicatos en contra de la 
propuesta empresarial, se le asignó la misión de diseñar una reforma de la 
seguridad social y del sistema de prestaciones. En el informe final, que actual­
mente se discute, se prevé que la reforma de la seguridad social deberá ser 
integral. El nuevo sistema tendrá dos tipos de regímenes prestacionales: régi­
men general obligatorio de prestaciones básicas y facultativo de prestaciones 
complemenfarias y un régimen especial facultativo de prestaciones básicas y 
complementarias. Se ha previsto la coexistencia de dos sistemas el de reparto 
y solidaridad (prestaciones básicas de salud, invalidez, indemnizaciones y 
asignaciones familiares) con el de capitalización individual de tipo colectivo y 
solidario (pensiones básicas de vejez, viudez y orfandad) y el de capitalización 
individual de tipo puro (pensiones complementarias). También se prevé la 
existencia de cinco fondos que funcionarán separadamente y la cotización 
compartida de empresarios y trabajadores.

CONCLUSIÓN

1) Todos los modelos descritos se encuentran enmarcados dentro de los 
programas de flexibilización del trabajo y de reducción de costos que lo 
acompañan. En el caso chileno, al igual que en el peruano, esto resulta 
evidente, pero no tanto en el caso argentino. Sin embargo, no debemos 
olvidar que los procesos de modernización puestos en marcha por Menem y 
su ministro Cavallo apuntan a estos objetivos y al hecho mismo de que la 
seguridad social argentina dotaba a sus afiliados de unos beneficios de 
previsión social muy similares a los países desarrollados; y, que al haber 
introducido la capitalización individual se ha procedido a su desmontaje 
parcial, al mismo tiempo que se reduce la carga fiscal de los argentinos. En 
Colombia, la invocación de los principios de solidaridad y universalidad en su 
seguridad social puede obedecer más a razones políticas, ya que es una 
sociedad fragmentada y completamente conflictiva en el que la idelogía del 
individualismo puro pudiera haber agravado aún más los desequilibrios de 
esta sociedad. Pero tampoco excluye la capitalización individual con solidari­
dad, como así le llaman al régimen privado. En Venezuela la flexibilización del 
trabajo es cuestión prevista en la discusión sobre las prestaciones, de tal 
manera que la reforma que se haga en un futuro deberá contenerla por 
obligación. Lo que sí resulta claro es que en América Latina parece ser que 
el camino expedito para aumentar la competitividad del producto nacional en 
los mercados globalizados es el de reducir lo costos del trabajo, obviando las 
recomendaciones de los expertos en cuestiones de excelencia y calidad del 
producto final en términos de competitividad.
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2) Resulta evidente que en los casos donde el individualismo y el mercado 
han sido tomados como premisas básicas de la seguridad social (Chile y Perú), 
sus reformas se han practicado bajo regímenes autoritarios; mientras que en 
Colombia y Argentina las reformas sustentadas en programas integrados Esta- 
do-mercado han sido producto del consenso. Probablemente en las reformas 
que se lleven a cabo de ahora en adelante en América Latina, el individualismo 
y el mercado serán componentes fundamentales, pero no determinantes.

3) Al abandonar los principios de la solidaridad y sustituirlos por los del 
individualismo y el mercado, el modelo de Estado del bienestar latinoamericano, 
si se puede hablar de ello, estaría más cercano al modelo norteamericano de 
mercado en la previsión social, alejándose, en consecuencia, del modelo 
europeo de la socialdemocracia que lo rigió a lo largo de las últimas décadas. 
Esto, sin entrar en consideraciones de su calidad o eficiencia, solo desde el 
punto de vista de los principios que lo animan. Para más detalles, ver el trabajo 
de Gósta-Esping Andersen (1993).
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CUADRO N9 3 
EL ABC DE LOS MODELOS REFORJADOS 

DE SEGURIDAD SOCIAL EN LATINOAMERICA

INSTRU­
MENTO
JURIDICO

CONCEPTO PRINCIPIOS SISTEMA DE 
AFILIACION

BENEFICIOS Y 
BENEFICIARIOS

TIPO DE 
COTIZACION

CHILE Decreto Ley 
N° 3.500  
del
13-11-1980

Sistema de 
Pensiones 
basado en el 
régimen de 
capitalización 
individual

Libertad 
Individual y 
de mercado

Automática y 
Obligatoria 
para los 
trabajadores 
dependientes 
y voluntaria 
para los 
independien­
tes

-  Pensión de 
Vejez
(Hombres>65
años;
Mujeres>60
años)
-  Pensión de 
invalidez
-  Pensión de 
Sobrevivientes

Cotización 
Individual. El 
trabajador 
aporta el 10%  
de su renta 
imponible a su 
cuenta de 
capitalización 
individual m is  
una cotización 
adicional a la 
AFP.
Aportaciones
voluntarias

PERU Decreto Ley 
N° 25897  
del
6-11-1992

Sistema de 
Pensiones 
basado en un 
programa 
público (IPSS) y 
en un Sistema 
Privado de 
Pensiones (AFP)

Individualis­
mo y de 
Mercado 
con
participación
Estatal

Voluntaria y 
de libre 
selección 
para los dos 
regímenes

El Sistema 
Privado de 
Pensiones 
otorga
Pensiones de 
Vejez a los 65 
años; de 
invalidez; de 
Sobrevivientes y 
gastos de 
sepelio. El 
sistema público 
no indica el tipo 
de pensiones

Obligación 
compartida para 
el régimen 
público 
(trabajador y 
empleado) e 
individual para 
la AFP del 
sector privado 
de pensiones

ARGENTINA Ley de 
Reforma de 
Previsión 
Social

Sistema mixto. 
Ofrece una 
pensión básica 
(sistema de 
reparto) con un 
programa 
complementario 
de capitalización 
individual

Estado, 
individualis­
mo y 
mercado

Obligatoria y 
automática 
para todos 
los
trabajadores

-  Pensiones de 
Vejez: Hombres 
> 65 años y 
Mujeres > 60 
años;
-  Pensiones de 
Invalidez;
-  Pensiones de 
Supervivencia

Obligación 
compartida. El 
asalariado 
aporta el 11%  
de su ingreso y 
el empleador el 
16% . El
trabajador libre 
el 27%

COLOMBIA Ley 100 
de 1993

Sistema General 
de Pensiones 
con dos 
regímenes 
excluyentes:
-  Régimen 
Solidario de 
Prima Media 
con Prestación 
Definida y
-  Régimen de 
Ahorro
Individual con 
Solidaridad

Eficiencia:
Universali­
dad;
Solidaridad;
Unidad;
Participación

-  Obligatoria;
-  De libre 
selección el 
tipo de 
régimen;
-  Derecho a 
cambiar

-  Pensiones de 
Vejez: Hombres 
> 60 años y 
Mujeres > 55 
años;
-  Pensión de 
Invalidez;
-  Pensión de 
Sobrevivientes;
-  Otras
Indemnizaciones

Cotización 
compartida. 
Tasas en base al 
salario: P.V. 8%  
P.l. y S. 3.5 FSP 
1% Distribución 
75%  el 
empleador y 
25%  el 
trabajador. 
Destino ISS o 
SAFP
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SISTEMA
DE
ADM INIS­
TRACION

FINANCIA- 
MI ENTO 
DELAS  
PENSIONES

TIPOS 
DE RENTA

OTROS
BENEFICIOS
PREVISIO-
NALES

SALUD ESTADO

CHILE Administra­
doras de 
Fondos de 
Pensiones 
(AFP)

Saldo en la 
Cuenta de 
Capitalización 
Individual

-  Renta 
vitalicia
-  Renta 
Temporal con 
Renta Vitalicia 
Diferida
-  Retiro 
Programado

-  Riesgos 
Profesionales 
y Accidentes 
de Trabajo
-  Presta­
ciones 
familiares
-  Subsidio 
de cesantía

Derecho a la 
prestación 
de salud me­
diante la 
cotización del 
7% de las 
rentas impo­
nibles a la 
institución de 
previsión

-  Garantizar una 
pensión mínima
-  Vigilancia del 
sistema median­
te la Superinten­
dencia de Admi­
nistradoras de 
Fondos de 
Pensiones
-  Legislar y 
controlar el cam­
po de invesiones 
de las AFP

PERU IPSS para el 
régimen 
público y 
Administra­
doras de 
Fondos de 
Pensiones 
para el 
régimen 
privado

El SPP se fi­
nancia me­
diante un Fon­
do de Pensio­
nes que resul­
ta de los Bonos 
de Reconoci­
miento; los 
aportes del 
trabajador; la 
tasa de interés 
anual real. El S. 
Público median­
te el reparto

El SPP provee: 
Retiro
Programado; 
Renta Vitalicia 
Familiar; Renta 
Temporal con 
Renta Vitalicia 
Diferida

El SPP no 
incluye otros 
tipos de 
beneficios 
salud ni 
accidentes 
de trabajo 

f

Sistema de 
las Organiza­
ciones de 
Salud

Función norma­
tiva y de control 
del SPP median­
te la Superinten­
dencia de 
Administradoras 
de Fondos de 
Pensiones, y 
demás 
funciones 
previstas para el 
Sistema de 
Reparto

ARGENTINA ANSES: brazo 
administra­
tivo del 
Sistema 
Unificado de 
Seguridad 
Social 
(programa 
público y 
privado). Se 
crean las 
Administra­
doras de 
Fondos de 
Jubilación y 
Pensiones

El programa 
público: 16%  
de los emplea­
dores más el 
16% de los 
trabajadores 
independien­
tes; IVA; pri­
vatización (re­
parto). El pro­
grama privado: 
11 % de los 
trabajadores 
más el 11 % de 
los trabaj. 
independientes 
(capitalización)

En el sector 
público: 
pensión básica 
más una 
prestación 
compensatoria 
En el 
programa 
privado: tipos 
de rentas 
similares al 
chileno

Pensión de 
Asistencia 
Social para 
los despo­
seídos; el 
Seguro de 
Desempleo 
se mantiene 
y el de 
Riesgos 
Profesionales

El sistema de 
salud (obras 
sociales) se 
mantiene sin 
cambios

Garantizar el 
pago de las 
pensiones 
básicas; 
Asistencia 
Social a los 
indigentes. 
Garantizar el 
pago de la renta 
vitalicia en caso 
de quiebra de la 
AFJP. Control 
del sistema 
privado

COLOMBIA -  Insituto de 
los Seguros 
Sociales;
-  Institucio­
nes Financie­
ras en con­
trato de fidu­
cia Se crean 
las Socieda­
des Adminis­
tradoras de 
Fondos de 
Pensiones 
(SAFP)

Pensiones de 
Vejez, Invalidez 
y Sobrevivien­
tes a cargo del 
ISS
-  Renta Vitali­
cia inmedianta; 
-R e tiro  
programado;
-  Retiro Pro­
gramado con 
Renta Vitalicia 
Diferida a car­
go de las SAFP

-  Servicios 
Sociales 
Complemen­
tarios
(programas 
de auxilio 
para los 
ancianos 
indigentes);
-  Subsidio 
de
Desempleo

Sistema Ge­
neral de Se­
guridad So­
cial en Salud. 
Participación 
pública y pri­
vada. Entida­
des Promo­
toras de Sa- 
Salud y las 
Instituciones 
Prestadoras 
de Salud. 
Tasa del 12%  
del salario

Subsidiar a los 
que no tengan 
recursos sufi­
cientes (Fondo 
de Solidaridad 
Pensional);
Pago de Pen­
siones Mínimas; 
Vigilancia del 
sistema me­
diante la Super­
intendencia 
Bancaria. etc.
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POLITICA SOCIAL Y VEJEZ 1

Msc. Arelis Ramírez2
P r o f e s o r a  d e  la  Es c u e l a  d e  T r a b a jo  S o c ia l , U C V

r e s u m e n

El artículo presenta el resumen de una investigación que logra establecer la no correspon­
dencia entre las políticas sociales desarrolladas por el Estado venezolano para protección 
de los ancianos y las necesidades y expectativas de éstos. También se identifica la 
insuficiencia de las políticas desarrolladas a través del Instituto Nacional de Geriatría y 
Gerontología (Inager), tanto desde el punto de vista cualitativo, como desde el punto de vista 
de su capacidad para atender a la cantidad de población que requiere los s»; de esta 
institución. Se presenta un conjunto de propuestas para contribuir a mejorar la situación de 
los ancianos en Venezuela.

En el marco de diversas motivaciones, identificadas en gran parte por las 
tendencias de comportamiento de la problemática de protección a la vejez en 
nuestro país, se consolida un interesante esfuerzo investigativo orientado 
básicamente a conocer si las actuales políticas sociales desarrolladas por el 
Estado venezolano en este sentido, se corresponden con las necesidades y 
expectativas de atención de este grupo etario.

Con dicha intencionalidad se encamina un proceso interactivo entre el 
trabajo de campo y la experiencia del equipo investigador en el área geronto- 
lógica. La consideración de las políticas de atención a la vejez se realizó a 
través del estudio de algunos de los programas del Instituto Nacional de

1. Resumen del trabajo presentado para optar al título de Magister Scientiarum en Seguridad 
Social, UCV, septiembre, 1995.

2. Lic. en Trabajo Social, Curso Medio en Salud Pública, Especialidad en Administración Sanita­
ria, Magister Scientiarum en Seguridad Social, Docente de la Escuela de Trabajo Social, UCV, 
Presidenta del Colegio de Trabajadores Sociales de Venezuela.
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Geriatría y Gerontología (Inager), organismo creado por el Estado para la 
protección integral del anciano venezolano. La unidad de muestreo estuvo 
representada por un grupo de 210 ancianos, atendiendo a su condición de 
beneficiarios del referido instituto, y los programas seleccionados se correspon­
den con las áreas de salud, atención médica, atención social, servicio de 
transporte gratuito, recreación y ayudas económicas.

LA SEGURIDAD SOCIAL Y LOS SISTEMAS DE PROTECCIÓN 
A LA VEJEZ

En sentido amplio, la seguridad social da cuenta de todo el proceso histórico 
de la lucha del hombre por encontrar satisfacción a sus necesidades, bien 
tengan estas origen ligado específicamente a la actividad laboral, o sean el 
resultado del hecho de vivir conforme a determinadas condiciones socio-econó­
micas.

La seguridad social comprende todas las formas de acción social, públicas 
y privadas, orientadas a la protección de la sociedad. La protección social se 
garantiza con el desarrollo de los principios de universalidad, integridad, solida­
ridad y unidad. Las formas de acción social que históricamente el hombre ha 
ideado para su protección social, tales como, la caridad, la filantropía, la 
beneficencia, la asistencia social, los subsidios familiares, los seguros sociales, 
se integran con carácter de instituciones e instrumentos en un solo sistema 
protectivo: la seguridad social (Méndez, 1992, 160).

Este planteamiento es compartido por otros autores, entre ellos, Rafael 
Uzcátegui, quien asume que las instituciones de seguridad social han sido 
instrumentos para la realización de la política social, con los cuales las socie­
dades modernas han venido atendiendo las preocupaciones de grandes masas 
humanas en la promoción del Bienestar Social (Uzcátegui, 1978, 5).

El doctor Zúñiga Cisneros, define la Seguridad Social como:

Conjunto de medidas previsivas que conducen a garantizar a los habitantes de 
un país, los medios económicos para lograr las condiciones mínimas de como­
didad, salud, educación y recreación, necesarias al civilizado; y las providencias 
contra una serie de riesgos inherentes a la vida moderna, tales como: el desem­
pleo, la enfermedad profesional o de otro origen, la invalidez total o parcial, la 
ancianidad, la educación de los niños, los derivados de la muerte del jefe de la 
familia (Zúñiga, 1963, 15).

En el IX Plan de la Nación se expone que la construcción de un sistema 
eficaz de Seguridad Social debe sustentarse en criterios bien definidos, acordes 
con las exigencias actuales.

En apoyo al objetivo de una integración social plena, el Estado promoverá, todos 
los cambios legales e institucionales necesarios y pondrá en funcionamiento un
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sistema de seguridad social integral, que brinde efectiva protección al trabajo, a 
la familia, y a la vejez. El sistema de Seguridad Social, se fundamenta en la 
responsabilidad social del Estado, intenta la protección para todos los habitantes 
de la República y la unificación del régimen proteccional. Igualmente intenta la 
integración de la asistencia social, la salud y los seguros sociales, bajo la rectoría 
de un ente nacional y en concordancia con la política de descentralización, 
teniendo como horizonte la municipalización de la Seguridad Social (...)• Para 
garantizar la asistencia social, a quienes carecen de capacidad contributiva, se 
creará un fondo especial de solidaridad (Cordiplan, 1995, 147-148).

Un sistema de seguridad social con sentido de protección integral debería 
garantizar a las personas las siguientes prestaciones:

1. Protección al Trabajo, antes, durante y después de la jornada, lo que 
implica formación y capacitación; salario justo; condiciones adecuadas y 
recreación; readiestramiento y seguro de paro forzoso para cuando ya no 
se tenga el empleo.

2. Protección a la familia, dando acceso a la vivienda, a subsidios por alquiler, 
créditos para adquisición; ayuda para el sostenimiento de los hijos; asigna­
ciones a los minusválidos o los casos de educación especial.

3. Protección a la salud en general y a la salud ocupacional en particular, con 
atención preventiva, curativa y de rehabilitación; suministro de medicamen­
tos y prótesis, seguro de maternidad, de enfermedad, invalidez y muerte; 
asistencia por accidentes de trabajo, enfermedades profesionales y pago 
de seguro de invalidez.

4. Protección a la vejez, que abarque antes y después de la desincorporación 
del trabajo, asesoría, preparación en nuevas actividades, pensiones de 
vejez, viudez, casas de salud y recreación.

De acuerdo a la concepción desarrollada hasta aquí por el doctor Absalón 
Méndez Cegarra, este paquete de prestaciones ajustadas a principios de univer­
salidad, integridad, unidad y solidaridad, constituye la base para crear un sistema 
de seguridad social orgánico, interrelacionado e interdependiente, que cubra las 
necesidades y contingencias de la población, mediante el otorgamiento de 
prestaciones sociales en las distintas etapas de la vida (citado por Caldera, 1994).

Sin haber logrado la plenitud de ese objetivo de la seguridad social como 
un derecho para todos, en muchos países y también en Venezuela, se 
cuestiona el funcionamiento de un sistema de protección que se hace inma­
nejable y que produce más gastos que ingresos en él presente. Una visión 
actualizada del problema la expone Mesa Lago en su informe para el banco 
Interamericano de desarrollo. Sostiene que la seguridad social atraviesa una 
situación de financiamiento deficitario y escasa cobertura. Un déficit que 
atribuye a la falta de crecimiento económico, los bajos salarios, evasión, mora,
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excesivos gastos administrativos, generosas prestaciones e inadecuados ma­
nejos administrativos, que sería el caso del Instituto Venezolano de los Seguros 
Sociales (ibídem).

En todo el mundo, los sistemas que se emplean para dar seguridad econó­
mica a los ancianos se encuentran en una situación cada vez más difícil. Debida 
a la rápida transición demográfica causada por el aumento de la esperanza de 
vida y la disminución de la fecundidad, la proporción de ancianos en la pobla­
ción está aumentando aceleradamente. Las familias extensas y otros medios 
tradicionales de mantener a los ancianos se están debilitando, y los sistemas 
formales -como las pensiones respaldadas por los gobierno- han resultado ser 
insostenibles y difíciles de reformar. En algunos países en desarrollo estos 
sistemas efetán próximos al colapso, en otros, los gobiernos, que se están 
preparando para establecer sistemas formales, corren el riesgo de repetir 
errores costosos. El resultado de todo esto es una crisis que se cierne sobre los 
ancianos y constituye una amenaza no sólo para éstos, sino también para sus 
hijos y sus nietos que, directa o indirectamente, deben asumir la responsabili­
dad de mantenerlos (Banco Mundial, 1994).

En un trabajo de gran alcance se examinan e identifican tres funciones de 
los sistemas de seguridad económica en la vejez: redistribución, ahorro y 
seguro. Las distintas políticas que permiten cumplir esas funciones se evalúan 
de acuerdo con dos criterios: sus consecuencias para los ancianos y sus 
consecuencias para la economía en general. La conclusión es que la mayoría 
de los problemas existentes ofrecen protección insuficiente a los ancianos y que 
la redistribución a menudo es nociva, por ejemplo, de las familias pobres 
jóvenes a los jubilados de situación económica holgada. Además, a medida que 
los sistemas maduran, es posible que de hecho obstaculicen el crecimiento, a 
través de los impuestos altos sobre los salarios, que causan evasión e inducen 
a los trabajadores a incorporarse al sector informal (ibídem).

En este estudio, se señala que para cumplir mejor los objetivos de proveer 
seguridad económica a la vejez y fomentar el crecimiento, los países podrían 
establecer tres sistemas o «pilares» de seguridad económica para los ancianos; 
un sistema de administración pública de participación obligatoria, con el objetivo 
limitado de reducir la pobreza entre los ancianos; un sistema de ahorro obliga­
torio de administración privada y, el ahorro voluntario. El primero cubre la 
redistribución, el segundo y el tercero cubren el ahorro, y los tres, conjuntamen­
te, aseguran contra los numerosos riesgos de la vejez.

El estudio refiere también que el financiamiento de reparto Oculta el verda­
dero costo a largo plazo de las promesas que se hacen respecto a las pensio­
nes, en razón del énfasis que atribuye a los pagos corrientes, la situación actual 
es apenas una muestra de lo que queda por ver, cuando los trabajadores pagan 
sus impuestos de seguridad social esperan obtener un determinado beneficio. 
El valor actual de esta futura corriente de beneficios que se espera se conoce
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como «deuda implícita de la seguridad social». Esta obligación del gobierno que 
corresponde a los «derechos» que la gente cree haber adquirido, es como la 
parte de un témpano que queda oculta bajo el agua. Aunque la deuda implícita 
varía de un país a otro y depende de la cobertura del sistema de pensiones, la 
distribución por edades de los trabajadores, el nivel de beneficio y la tasa de 
actualización que se emplee para los cálculos, en muchos países asciende a 
dos y tres veces el valor de la deuda explícita convencional.

Una deuda implícita es una obligación oculta que desconocen muchos de los 
ciudadanos y rectores de las políticas. En los primeros años de un plan de 
reparto, los costos parecen muy bajos porque así lo son los aportes, pero la 
deuda implícita de seguridad social aumenta y tendrá que pagarse por medio 
de impuestos más altos a medida que el sistema va.madurando y la población 
envejeciendo. Los rectores de las políticas deben tomar esto en cuenta desde 
el principio, cuando se efectúan simulaciones de la deuda y de las tasas 
impositivas que requerirán a largo plazo, antes de escoger el sistema y la tasa 
de beneficios.

Aproximándonos a la realidad específica de nuestro país, se puede afirmar 
la carencia de un sistema de seguridad social, en el sentido técnico del término. 
Se cuenta con una variedad de instrumentos legislativos, institucionales y 
programas de seguridad social que marchan descoordinadamente. Esto hace 
que la acción social sea poco efectiva, pero muy dispendiosa.

Los Planes de la Nación, por su parte, han registrado de manera muy 
genérica lo que corresponde a la protección a la vejez. Desde el III Plan de la 
Nación se contemplan algunas acciones dirigidas a la población anciana vene­
zolana, a pesar de que sus planteamientos están basados en la creación de 
nuevas fuentes de trabajo, en función del crecimiento acelerado de la produc­
ción y la maximización de las áreas de ocupación, que involucra directamente 
a la población joven en edad de trabajar. En el VI Plan se presenta un programa 
gerontològico, el cual es impulsado atendiendo al aumento de los grupos de 
edades' superiores a los 65 años.

La población del país está integrada en su mayoría por personas jóvenes, pero 
manifiesta una clara tendencia al aumento de los grupos de edades superiores 
a los 65 años (...) Gran parte de esta población sufre problemas de abandono 
debido a su mayor grado de vulnerabilidad a las enfermedades y a la invalidez, 
constituye un problema social que deberá ser objeto de atención especial por 
parte del sistema de seguridad social de la nación (Cordiplan, 1981-1985, 118).

En los planes sucesivos no se incorporan elementos nuevos que permitan 
nutrir y reforzar las acciones de atención a las personas de edad avanzada. 
Sólo se llega al establecimiento de una reforma del IVSS contentivo de exten­
siones en las áreas de prestaciones en dinero por invalidez, incapacidad, vejez, 
muerte y nupcias.
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El VI Plan de la Nación refleja como centro de atención a la familia, que en 
un segundo momento conduce a analizar los miembros que la integran, en 
especial los menos favorecidos, entre ellos, el anciano.

La población anciana ha sido poco atendida en nuestro país. Sin embargo, desde 
el momento en que la esperanza de vida ha llegado a 68,2 años con tendencia 
a aumentar, es necesario considerar medidas y alternativas de atención a la 
población mayor de 65 años (ibídem, 120).

Partiendo de la necesidad de atención que presenta la población anciana, se 
resuelven las siguientes medidas:

...se mejorará el nivel de salud de la población anciana del país, mediante la 
intensificación de los programas de atención geriátrica, atención y rehabilitación 
al impedido, atención social y residencia.

...se proporcionará la incorporación de la población anciana a ciertas funciones 
remuneradas, acorde con su condición y capacidad, así como su promoción en 
programas de índole social, (ibídem, 121)

En documentos del IX Plan de la Nación, la protección a la vejez se incorpora 
en enunciados macro, que refieren atención a la familia y sus miembros, en 
especial se destaca que:

La crisis de la estructura familiar, será atendida apoyando la fortaleza de los 
grupos familiares, de modo que estos cuentan con recursos y oportunidades para 

' la protección física, social y emocional, que requieran sus miembros.

... el Estado apoyará estos grupos familiares, a través de sus políticas genéricas 
de carácter permanente y de políticas específicas dirigidas a priorizar y dar 
énfasis a la atención, especialmente de aquellas familias y miembros del grupo 
familiar que no alcanzan a cubrir sus necesidades, promocionando la responsa­
bilidad familiar, la participación y la organización ciudadana, en atención de sus 
necesidades básicas (Cordiplan, 1995, 144).

El único referente específico que concentra la atención al anciano, registra 
lo siguiente:

La política dirigida a ancianos desprotegidos, tiene carácter integral y articulará 
en las residencias geriátricas, programas de complementación alimentaria, dis­
tribución de medicamentos y ayudas económicas, bajo la coordinación del Inager 
(ibídem, 159).

Este vacío, resalta la poca consideración que se otorga a la población 
anciana. Su enfoque, aunque pretende un carácter de integralidad, sigue 
identificándose con programas concebidos con una visión reduccionista y exclu- 
yente.
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En materia de protección a la vejez es importante resaltar algunas catego­
rías (Méndez, 1994, 6-7):

a. Para los trabajadores sujetos a la aplicación de la Ley del Seguro Social, 
pensiones de vejez. Cuando concurren un determinado número de cotiza­
ciones y años de edad (55 años para la mujer y 60 años para el hombre). 
Ley del Seguro Social.

b. Para los trabajadores, no sujetos a la aplicación de la Ley del Seguro 
Social. Programas' (pensiones) jubilatorios. Cuando se acumula un deter­
minado número de años de servicios (35 años) o concurren años de 
servicios o años de edad. Ley del Estatuto de Jubilaciones y Pensiones de 
los funcionarios o empleados de la Administración Pública Nacional de los 
Estados y Municipios.

c. Para algunos trabajadores sujetos a la aplicación de la Ley del Seguro 
Social. Pensiones de vejez concurrentes con programas jubilatorios. Cuan­
do se cumplen los supuestos de los dos casos anteriores (a y b). Ley del 
Seguro Social y Ley del Estatuto de Jubilaciones y Pensiones. Convenios 
colectivos.

d. Para la población carente de recursos económicos y mayor de 60 años de 
edad; Ayudas económicas en cantidad fija, periódicas otorgadas por el 
Instituto Nacional de Geriatría y Gerontología.

A este último grupo se suman algunas iniciativas recientes de varias Gober­
naciones y/o Alcaldías, las cuales implementan una serie de programas de 
atención a la vejez, entre ellas: consultas geriátricas, gerocentros, comedores 
para ancianos, atención visual para ancianos, asesoría legal, gerogranjas, 
gerotalleres rurales, bolsa alimenticia.

En algunos casos, las prestaciones señaladas, concurren con otras presta­
ciones en servicios y en especie, tal es el caso de la asistencia médica, 
suministro de medicinas, alimentos, reclusión en casas especializadas y des­
cuento en algunos espectáculos recreativos y en servicios de transporte.

No obstante, pese a estos programas de atención desarrollados en nuestro 
país, un significativo grupo de ancianos se mantienen al margen de políticas 
sociales que les permitan mejorar su nivel de vida. Aunque representan uno de 
los grupos más vulnerables de la población, no son considerados prioritarios 
desde el punto de vista social ni político. Ello se evidencia en el carácter 
fragmentario de los programas que pretenden atenderles y en el monto exiguo 
de los beneficios económicos que les corresponden. Se evidencia también, en 
el gradual desmantelamiento del compromiso social-solidario que, tanto el 
estado como la familia, tiene hacia ellos.
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Preocupa de igual forma la situación de desventaja que se las plantea a los 
ancianos, en el marco de un creciente y mal entendido individualismo, en el que 
el pensamiento solidario, principio básico de la Seguridad Social, pierde espa­
cio, para dar cabida a propuestas sustentadas en los sistemas de capitalización 
individual, donde juega un papel determinante la capacidad contributiva de los 
individuos. Estos sistemas reducen las posibilidades que tienen las personas de 
edad avanzada, de contar con pensiones acorde a la situación inflacionaria del 
país.

La capacidad de ahorro voluntario, casi inexistente entre los ancianos, 
quienes son también más vulnerables a tos impactos de medidas económicas 
y pertenecientes a los más bajos niveles de pobreza, imposibilitan el éxito de 
estos sistemas y de una cobertura total hacia la población anciana.

La tendencia parece indicar que, en el futuro, los programas de seguridad social 
de protección a la vejez, se harán descansar cada vez más en la capacidad 
contributiva de las personas en actividad laboral y en menos cuantía, en la 
solidaridad de los seres humanos (ibíd., 7).

Como quiera que las tendencias parecieran inclinarse a una reconsideración 
de los niveles de compromiso que el Estado y la familia tienen para con el 
anciano, es necesario reflexionar sobre la importancia del diseño de sistemas 
de atención en la vejez, como parte de un sistema de protección integral de 
Seguridad Social. Con esto se pretende la satisfacción de las necesidades de 
los ancianos, en el amplio contexto de la política social orientada al rescate de 
la solidaridad y al alcance del Bienestar Social.

La crisis por la que atraviesan los sistemas de Seguridad Social y específi­
camente los de protección a la vejez, tienden a reducir su cobertura. Se debilitan 
los principios que la han identificado y dan paso a nuevas formas, sustentadas 
en el individualismo y en los sistemas de capitalización individual.

Estas nuevas formas no contribuyen a afirmar el compromiso humano 
solidario y refuerzan la pérdida de valores que afectan los derechos de los 
ancianos.

Es oportuno señalar también que la Política Social, producto de una serie de 
mutaciones, ha visto afectada su posibilidad real de corresponder al logro de un 
estado de bienestar, y se nos presenta con evidentes limitaciones, tanto en su 
cobertura como proyección. En el caso específico de la vejez, las políticas 
sociales no actúan de manera articulada, y hay una supeditación de la protec­
ción a este grupo en otras medidas de carácter general.

La esencia de esta situación pareciera descansar en determinaciones es­
tructurales, en las que el diseño de políticas para atención a la vejez no 
representan una inversión social. En razón de ello, la expresión práctica del
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término es restrictiva, en tanto se identifica con una serie de programas incoor- 
dinados y sin metas de mayor alcance.

Existe contradicción evidente entre el enfoque y práctica de los programas 
sociales que pretenden atender a las personas de edad avanzada, y el compro­
miso solidario, base de la convivencia generacional. Situación que no contribu­
ye a afirmar el compromiso humano que debe prevalecer y, en consecuencia, 
descalifica también los derechos humanos de los ancianos. Hay una ruptura de 
la relación orgánica que debe existir entre los mecanismos ideados para 
dispensar protección, así como una dispersión de los recursos destinados para 
tal fin.

El tema de la satisfacción de las necesidades en las personas de edad 
avanzada cobra importancia, por la situación particular a la que se ven expues­
tos.

Desde el punto de vista económico, muchos carecen de recursos suficientes 
para procurarse la satisfacción de sus necesidades básicas; desde el punto de 
vista social, han pasado a ocupar lugares de menos importancia para el 
sistema, y por efecto, para la comunidad y sociedad. De igual forma están 
desincorporados del mercado de trabajo, con pocas posibilidades de reinser­
ción y un bajo nivel de preparación, que implica mano de obra fácilmente 
sustituible. Desde el punto de vista biológico, experimentan una serie de 
cambios que disminuyen su nivel físico de respuesta. Finalmente, en el aspecto 
psicológico, requieren de permanente apoyo y mensajes que refuercen su 
estima y valor personal.

El anciano, al igual que otras personas, experimenta una serie de necesida­
des enmarcadas en las áreas de seguridad económica y trabajo, salud, alimen­
tación, vivienda, recreación, afectivas y de relación. La insatisfacción de alguna 
de ellas genera angustia y ansiedad, a lo cual se suma, en este caso particular, 
la situación de dependencia en que se encuentra la mayoría de la población 
anciana en nuestro país.

A las necesidades de trabajo se suman las necesidades de seguridad 
económica, y su importancia está relacionada con la capacidad generadora de 
los ingresos requeridos para la satisfacción de otras necesidades. El trabajo, 
más allá de asumirlo como generador de ingresos, se considera como terapia, 
en la medida en que mantiene ocupado al anciano y le reafirma sentimientos de 
utilidad e independencia.

En nuestro país, las personas de edad avanzada representan un grupo 
social que no encuentra ubicación en el mercado de trabajo, a pesar de que 
mantiene sus necesidades económicas y dispone del tiempo suficiente para la 
ejecución de una serie de actividades alternativas. Ante las diversas situaciones 
que el hombre confronta por la desocupación que impone el retiro, lo más
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importante es que la comunidad y la sociedad en general, cambie el enfoque 
tradicional y erróneo con que se considera a los ancianos.

Las necesidades de salud tienden a cobrar mayor importancia por las 
declinaciones propias de la edad. Destacan en este aspecto las demandas de 
una atención médica especializada, en las fases preventiva, curativa y de 
rehabilitación. De igual forma, es relevante el hecho de asociar el proceso de 
envejecimiento a condiciones de vida, en tanto estas determinan en gran 
medida, los patrones de normalidad y patologías.

La recreación, por su parte, constituye una necesidad de suma importancia 
para las personas ancianas. En un sentido actúa como facilitador de relaciones 
interactivas de socialización y, por el otro, permite reforzar los sentimientos de 
seguridad y la capacidad para vivir con suficiente serenidad los efectos deriva­
dos del envejecimiento.

Esto plantea el reto de enfrentar prejuicios y creencias arraigadas a sistemas 
de valores que insisten en caracterizar el envejecimiento como una etapa 
neutral, en la cual desaparecen las energías, intereses y motivaciones, capaces 
de estimular nuevas experiencias en un proceso compartido, que permita po­
tenciar el disfrute e intensidad del tiempo presente y del que aún queda por vivir.

Bajo la categoría de necesidades de afiliación y afecto, se incluye una 
diversidad de necesidades de orientación social. Durante la vejez, la intensidad 
de las necesidades de afecto es tan grande que, para muchos, el conciliarias 
constituye la fuente principal del equilibrio psicológico. Es necesario reforzar la 
premisa de que los ancianos, no sólo tienen valor para la sociedad, sino que lo 
tienen para ellos mismos. El anciano que hace caso omiso de las actitudes 
negativas de la sociedad, puede experimentar a menudo un sentido del valor 
sólidamente fundado.

Las personas de edad avanzada, tienen necesidades especiales con rela­
ción a la alimentación, ya que muchos de los problemas que se presentan en 
esta etapa son producto de un marcado déficit de nutrientes. Por último, las 
necesidades de vivienda, entendidas en un sentido más amplio, como el 
conjunto de factores que definen las condiciones de convivencia, es una de las 
áreas menos atendidas en nuestro país.

Este conjunto de necesidades cobra importancia en un país cuya población 
anciana tiende a aumentar. Aunque se mantiene una estructura por edad 
todavía joven, las tendencias demográficas alertan sobre la magnitud de los 
efectos de estos cambios progresivos, si no se asumen acciones a tiempo.

En algunos países la rápida transición demográfica, causada por el aumento 
de la esperanza de vida, ha puesto en situación difícil a varios sistemas de la 
red de seguridad social, que se emplean para ofrecer seguridad económica a
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los ancianos, incluyendo a las familias como modelo tradicional de cobertura 
social, a las sociedades de ayuda mutua y a otros mecanismos informales.

La coexistencia de diferentes grupos poblacionales determina también de­
mandas diferenciales en relación a los servicios. Dentro de ese cuadro de 
especificidades destacan una serie de características de los ancianos, las 
cuales se identifican con su dimensión biológica, socio-cultural y psicológica, en 
relación a sus interconexiones y efectos.

Muy ligado a estos aspectos aparece la familia como elemento natural y 
fundamental, sujeta en la actualidad a una serie de presiones que han conse­
guido cambios significativos en su estructura, valores y normas. La evolución 
social, económica, política y cultural, ha logrado alterar las fuentes ideológicas 
de la familia, creando nuevas condiciones y necesidades en sus integrantes. El 
auge de nuevos modelos familiares, deja de lado progresivamente, la función 
familiar del anciano, quien por una parte ya no puede contribuir a sudsanar los 
gastos y, por la otra, requiere de apoyo económico especial.

Estas variantes han conducido a un desplazamiento de las responsabilida­
des familiares hacia los regímenes públicos, en este caso el Estado, el cual no 
ofrece mayores alternativas de atención. Es decir, lo que era concebido como 
una responsabilidad familiar, ha ido progresivamente transformándose en res­
ponsabilidad colectiva.

Dentro de las respuestas estatales, aparece el Instituto Nacional de Geriatría 
y Gerontología, como organismo creado para formular normas y disposiciones 
que permitan orientar la programación, funcionamiento, planificación y ejecu­
ción de servicios dirigidos a satisfacer las necesidades y demandas de la 
población longeva. En este sentido, le corresponde el desarrollo de programas 
que respondan a una política social funcional, dirigida a la atención integral del 
anciano; a la solución o canalización de sus problemas más urgentes y el 
estudio e investigación de su situación social real.

En atención a esto ejecuta una serie de programas de corta asistencialista, 
cuya efectividad y correspondencia con las necesidades y expectativas de 
atención de la población anciana quedó de alguna forma reflejado a través del 
presente estudio, y cuyos resultados más significativos se resumen en lo 
siguiente:

— Gran parte de la población desconoce la mayoría de los programas o 
servicios que la referida Institución ofrece, lo cual impide lógicamente su 
consideración de utilidad, ante situaciones que así lo requieran.

— Los porcentajes de usos y frecuencia de los diferentes servicios, son muy 
bajos. Los más altos, se concentran en los programas de ayudas económi­
cas y atención social.
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— La mayoría de la población anciana encustada utiliza los servicios médicos 
públicos, por garantizarles de alguna forma, una atención inmediata y 
gratuita.

— Dentro de la población anciana no existe la tendencia a utilizar los servicios 
médicos desde una perspectiva preventiva. Muchos refieren lo infructuoso 
que resulta acudir a chequeos o consultas médicas, ante la imposibilidad 
de adquirir los medicamnetos y seguir el tratamiento prescrito.

— Cerca de un 50% de la población encuestada, refirió que el Servicio Médico 
de Inager no le ofrece la oprtunidad de chequeos médicos normales, o por 
lo menos desconocen esta posiblidad.

«
— En aquellos casos en que la población anciana encuestada ha requerido 

ser hospitalizada, en un 97% respondieron que no había sido por interme­
dio de Inager, ya que estos procesos son muy lentos. La inexistencia de 
hospitales o salas geriátricas, los hace exponerse a procesos de exclusión.

— Con relación a la calidad del servicio médico del Inager, un 63% lo ubicó 
como regular, un 6% lo catalogó como malo y un 22% entre bueno y muy 
bueno.

— Un gran porcentaje considera que el programa o atención médica es 
deficiente, porque no contempla la entrega de medicinas. Otros refieren 
que el servicio es regular, porque las «citas son muy lejos», en un porcen­
taje menor (10%), aluden a las fallas del personal. Los que consideran que 
el servicio es bueno y muy bueno, se sustentan es que la evaluación es muy 
adecuada, así como una actitud conformista por carecer de recursos para 
sistir a otros servicios de carácter privado.

— En relación con el programa de ayudas económicas, es importante desta­
car que un 96% manifestó no estar de acuerdo con el monto actual de la 
pensión, por considerar que el mismo no permite de ninguna manera la 
satisfacción de necesidades. Un 55% coincide en señalar como propuesta, 
que este debería aproximarse o igualrse al salario mínimo. Otros, expusie­
ron que debe superar los 20.000,00 bolívares, en atención al alto costo de 
la vida.

— Del programa recreativo se pudo conocer que su formulación responde 
más a actividades esporádicas que a la consideración de una política 
permanente de ocupación del tiempo libre para ancianos, en su mayoría 
estos deben procurarse opciones personales ajustadas a sus recursos o 
posibilidades económicas. Las estrategias de intervención recreativas 
como parte de una programación recreacional, son casi inexistentes. Los 
ancianos asumen alternativas individuales más que sumarse a las solucio­
nes colectivas, a pesar de que esta es una problemática común.
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— Un 78% considera que las actividades que realiza el Instituto en el área de 
recreación son buenas, en tanto les permiten distraerse, salir de la rutina 
y mantener su mundo de relaciones. Un 17% considera que falta mayor 
nivel de organización, por eso le asignan la categoría de regular.

— En cuanto al servicio de transporte, aunque no responde directamente 
como programa de iniciativa del Inager, se pudo conocer que en un 86% 
coincide en que la poca calidad de servicio correspondea la actitud hostil 
y maltratadora de los choferes.

— En relación con las necesidades y expectativas de atención a los ancianos, 
se pudo conocer que el orden de la población encuestada otorga a sus 
necesidades. En este sentido se obtuvo lo siguiente: en primer orden de 
prioridad la alimentación; en segundo orden la salud; en tercer orden el 
trabajo como fuente generadora de ingresos, y en cuanto orden la necesi­
dad de seguridad física.

— De las necesidades menos satisfechas de la vida de los ancianos se 
registro la recreación, con un 32%, seguidamente las necesidades de 
afiliación, con un 25%, y finalmente las de trabajo, con un 15%.

— En relación con las necesidades satisfechas en el Inager, un 56% respon­
dió que de alguna forma, satisface las necesidades económicas, a través 
del otorgamiento de pensiones por vejez. Un 22% consideró que las 
necesidades de salud, son atendidad por medio de los ervicios médicos. Un 
17% estableció que las necesidades de recreación eran atendidas a través 
de los paseos, fiestas etc. Finalmente un 5% considera que el Inager no ha 
satisfecho de manera adecuada ninguna necesidad.

— El 85% de la población encustada considera que la atención institucional 
pública del Inager, es regular. El 1% la ubica como mala, y apenas un 8% 
refirió que la misma era buena y muy buena.

Con relación a las hipótesis planteadas, el estudio permitió comprobar lo
siguiente:

— Las actuales políticas sociales implementadas poe el Estado venezolano, 
para la protección del anciano, a través del Inager, no se corresponde con la 
realidad ni con la demanda de satisfacción de las necesidades de este grupo.

— Los servicios derivados de las políticas sociales del Estado venezolano, a 
través del Inager, son insuficientes para satisfacer la demanda real y su 
calidad es baja.

— Las personas de edad avanzada tienen limitadas posibilidades de acceso 
a una atención médica en sus fases preventiva, clínica y de rehabilitación.
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— Las pensiones por vejez no contribuyen, en forma significativa, a subsanar 
la situación económica de los beneficiarios.

— No existe una política de recreación, que permita a los ancianos la adecua­
da utilización de su tiempo libre y la realización de actividades alternas.

— Las posibilidades de que el anciano se integre al mercado de trabajo son 
casi nulas. La opción es representada por el sector informal, con horarios 
especiales.

— Las posibilidades de que realice un oficio ajustado a sus capacidades 
fisicas y mentales, son muy escasas.

— Las personas de edad avanzada, asignan mayor orden de prioridad a las 
necesidades básicas o fisiológicas, dejando en un segundo plano, las 
referidas a recreación, afectividad, autorrealización, etc.

— Las expectativas de atención a las personas de edad avanzada están 
basadas en programas de ayudas económicas que le permiten la satisfac­
ción adecuada a otras necesidades.

El análisis de los resultados obtenidos refiere una situación vigente que 
demanda la intervención programada del Estado. Los datos producto de la 
investigación, permiten visualizar las áreas menos atendidas y la calidad del 
servicio dispensado en materias de atención a personas de edad avanzada. 
Insumos necesarios para plantearse estrategias efectivas de intervención, 
orientadas al abordaje de una problemática que afecta a un grupo poblacional 
que tiende a crecer, las respuestas no pueden sumarse a la lentitud de procesos 
burocráticos, sino responder solidariamente a un compromiso de atención, ante 
el cual no queda duda, pues si bien existe actualmente un debate sobre el papel 
del Estado, su redifinición no puede darse bajo la premisa de eliminar sistemas 
protectivos, sino de reorientar esa acción de manera que permita consolidar un 
estado de bienestar social.

Ante la realidad que experimentan las personas de edad avanzada, carentes 
de recursos y víctimas de los profundos cambios que se han operado en la 
estructura familiar,así como las deficientes políticas que implementa el Estado, 
se ha estructurad^ un conjunto de propuestas, que pretenden contribuir a 
mejorar el actual panorama que caracteriza a los ancianos de nuestro país:

— Rescatar el objetivo central de las políticas sociales de atención a los 
ancianos, a fin de que estas realmente garanticen su bienestar en diversas 
esferas.

— Reforzar el compromiso social y humano que el Estado tiene hacía las 
personas de edad avanzada, así como la creación de un verdadero
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sistema que le permita las condiciones mínimas para su adecuado desen­
volvimiento.

Incorporar en los planes de la nación programas que refuercen su doctrina, 
gerontológica integral, orientada a favorecer el desarrollo socialy personal 
de este grupo, así como a las nuevas estrategias programáticas.

Dentro del cuadro institucional público (Inager) se sugiere una revisión 
exhaustiva de la programación que adelanta, en tanto esta se presenta 
como un conjunto de acciones dispersas de poca proyección y cobertura. 
Con relación a su equipo de trabajo se considera importante el manteni­
miento de esfuerzos orientados a la formulación y actuación del personal, 
en correspondencia con una política interna del organismo que persiga a 
su vez mayores niveles de productividad, iniciativa e identificación con el 
área intervenida.

Conjugar esfuerzos con otras instituciones a fin de garantizar una planifi­
cación en común orientada a la atención de la misma problemática. La 
suma de actividades coincidentes impediría la dispersión de recursos, a la 
vez que contribuiría a ampliar la cobertura de las necesidades de los 
ancianos, no sólo en cantidad, sino también en áreas desasistidas. La 
adopción de un modelo gerencial corporativo permitirá integrar acciones 
parciales en una visión de contexto más amplia. De igual forma, este tipo 
de intervenciones coordinadas constituyen una estrategia de actuación que 
pretende atribuir coherencia, integralidad y direccionalidad a la gestión 
social.

Mantener mecanismos idóneos para conocer la realidad e intervenir, en 
atención a su dimensión dinámica y cambiante (retomar el Sisol, Sistema 
de Información Social). De igual forma, responder adecuadamente a la 
realidad, necesidades y expectativas de los ancianos, haciéndolos partíci­
pes de su proceso de alcance de bienestar.

Retomar la implementación de programas vinculados a la familia y a la 
comunidad y por sobre todo propender a la articulación de políticas com­
plementarias. En la figura N91 se reflejan algunas instituciones que pueden 
iniciar esta experiencia de trabajo coordinado, identificando las áreas de su 
competencia. De igual forma se concentra la opción de los Municipios como 
entes facultados para promover toda clase de actividades y prestar los 
servicios públicos que contribuyan a satisfacer las necesidades y aspiracio­
nes de la comunidad y, dentro de ésta, a la población anciana.
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DESEMPEÑO LABORAL Y MOTIVACIÓN: 
LOS INSPECTORES DE MALARIOLOGÍA. 

DIR. ENDEMIAS RURALES. MSAS.
(Estudio de caso)1

Carlos Eduardo Febres
P r o f e s o r  de la  E s c u e la  de T ra b a jo  S o c ia l,  UCV

Giovanna Suárez B.
In v e s t ig a d o r a  d e l  G r u p o  d e  Es t u d io s  La b o r a l e s  (G E L)

r e s u m e n

En el recrudecimiento de algunas enfermedades endémicas, ha sido señalado como un 
componente causal determinante la pérdida de eficiencia de los empleados de la Dirección 
de Endemias Rurales del MSAS. Ante este hecho, se efectuó un estudio de caso a través 
de entrevistas en profundidad y cuestionarios, aplicados a jefes de las unidades regionales 
y nacionales, así como a inspectores de malariología, con el objetivo de aproximarse a las 
características más resaltantes del desempeño laboral de estos trabajadores.

Los resultados obtenidos evidencian la conexión directa entre la modificación de los proce­
dimientos de selección e ingreso de los inspectores, los criterios de ascenso y promoción 
y las condiciones y medio ambiente de trabajo, así como la percepción de la valoración 
social de su cargo con la pérdida de identidad y en consecuencia descenso en la dedicación 
al desempeño de sus funciones como inspectores de malariología.

REPORTE SOBRE LOS RESULTADOS CIENTIFICOS 
DE LA INVESTIGACION

1. EL PROBLEMA ESTUDIADO: ANTECEDENTES, 
CONTEXTUALIZACIONES Y PARADIGMA UTILIZADO

Las investigaciones sobre el desempeño laboral en el sector de la adminis­
tración pública tiene en nuestro país escasa tradición, y las aproximaciones, 
incluso generales, sobre estos trabajadores están habitualmente condicionadas 
por prejuicios y presunciones, la mayoría de las veces poco cercanas a la 
realidad.

1. Este trabajo es parte del proyecto SG-P90.66, financiado por el Programa de Pequeñas Becas 
para Investigaciones en Aspectos Sociales y Económicos de las Enfermedades Tropicales, 
FNUD/Banco Mundial/OMS/Laboratorio de Ciencias Sociales-UCV, Caracas, 1995.
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La razón de tales representaciones radica, en buena parte, en el descono­
cimiento de las características del sector público, de su estructura y dinámica 
interna, particularmente de sus condiciones y medio ambiente de trabajo, 
acompañadas de patrones culturales complejos y diferenciados, como parte de 
ese abigarrado mundo constituido por la administración pública centralizada y 
descentralizada. Las diferencias entre la estructura organizacional, funciones, 
clima de trabajo y política de personal entre ministerios, y de ellos con los 
institutos autónomos y las empresas del Estado, obligan, sin perder su unidad, 
a estudiar su complejidad, requisito indispensable para evitar simplificaciones 
abusivas.

Venezuela se fue conformando las últimas décadas como una sociedad de 
Estado, «omenzando a desarrollarse (1936) con una gran concentración de 
propiedades territoriales y con un incremento considerable de los ingresos 
fiscales provenientes de la explotación petrolera. Esta concentración de recur­
sos desata una dinámica estatizante de desarrollo. De allí que el Estado se 
transforme en un “creador'’ social, en un factor de expansión de desarrollos 
embrionarios o, simplemente, en estimulador de la aparición de otros, en los 
cuales las más diversas formas de organización están vinculadas a las posibi­
lidades fiscales.

El resultado de este proceso ha sido un Estado poderoso, cuya intervención 
o participación en la vida social no es producto de las decisiones de las 
instancias políticas de conducción, sino de su propia inercia.

Las limitaciones a la creación de organizaciones intermedias con suficiente 
capacidad de intervención propiciaron que los partidos pasaran a ocupar, 
progresivamente, esos espacios sin otros competidores en la sociedad, hecho 
de tal significación, que los convierte en componente central de nuestro análisis. 
De esa manera los partidos cambiaron su naturaleza propia en las sociedades 
occidentales: de expresión de un proyecto político a la función de receptáculos 
de solicitudes, reclamos y demandas, situación que sólo ha sido posible en la 
medida en que se han convertido en partidos de Estado. En un momento los 
partidos fueron la forma de intervención de la sociedad civil en el Estado, y 
después se han transformado en instrumento de intervención del Estado en la 
sociedad civil.

Los partidos experimentan procesos internos en los cuales se va estratifican­
do un sector dirigente que tiene el privilegio del ejercicio paraestatal del poder. 
El Estado aparece, no como el centro del poder para la ejecución, sino como 
el centro “del reparto del botín”.

Otro componente que debe ser tomado en consideración para nuestro 
estudio, es el constituido por los núcleos político-sindicales. La actividad sindi­
cal fue en su origen, parte de la emergencia de la sociedad civil, alentada su 
expansión por la dinámica de los propios trabajadores o, en muchos casos, en



188 Revista Venezolana de Análisis de Coyuntura

ia medida en que los partidos políticos la promovieron e impulsaron. Pero estas 
organizaciones vivieron el mismo proceso de los partidos. La casi totalidad de 
la dirección sindical se convirtió en parte del dispositivo paraestatal, integrando 
núcleos de poder político- sindicales, cuya función principal es la reproducción 
de su posición. Los sindicatos, las federaciones y las confederaciones se 
convirtieron en secciónales de los partidos, las decisiones más insignificantes 
no eran tomadas por los propios trabajadores, sino por el partido. La pérdida de 
autonomía sindical es tal vez la más grave de las deformaciones del movimiento 
sindical.

El resultado es un sindicalismo clientelar que, sin dejar de obtener beneficios 
para los trabajadores, trata de mantener una base manejable para su reproduc­
ción social. Como consecuencia, uno de los factores activos para impedir la 
movilidad de la fuerza de trabajo -indispensable en una sociedad dinámica- es 
precisamente esa estructura sindical.

La centralización del Estado es una realidad y nuestro tercer componente 
para la contextualización del problema estudiado. El proceso de centralización 
no muestra la coherencia de una estructura vertical, sino más bien una concen­
tración de autoridad y atribuciones de alto grado de ineficiencia.

Esta forma de funcionamiento genera una gran dispersión, distorsión de 
competencias y anarquía. El funcionamiento tiende a ser inoperante y las 
decisiones y políticas prácticas, el producto de una confrontación de disposicio­
nes contradictorias, marchas y contramarchas, que terminan produciendo resul­
tados tardíos, muchas veces incoherentes y de difícil seguimiento.

La caracterización presentada nos muestra en líneas generales la base 
sobre la cual se ha fundamentado la Administración Pública. El Ministerio de 
Sanidad y Asistencia Social (MSAS), actualmente no escapa a esta situación, 
evidenciándose que parte de la explicación del desempeño laboral de los 
inspectores adscritos a la Dirección de Endemias Rurales, no es ajena a esta 
realidad y por tanto a ciertas concepciones, valoraciones y procedimientos de 
trabajo.

Como fundamento para nuestro análisis es necesario puntualizar que parti­
mos del criterio de la productividad ubicado en la filosofía de sistemas:

... es una manera de pensar acerca de los esfuerzos humanos complejos. Facilita 
el reconocimiento del contexto dentro del cual operan las organizaciones y 
destaca la comprensión de las relaciones existentes entre las actividades que 
deben realizarse para alcanzar los objetivos (Kast y Rosenzwers, 1990, XI).

Se trata de conocer y desarrollar la relación intrínseca entre los diferentes 
subsistemas y crear un clima que conduzca a la excelencia: efectividad, eficien­
cia y satisfacción del trabajador. Este sistema de valores está condicionado,
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tanto por la organización, como por las normas socioculturales de la sociedad. 
El enfoque de sistemas nos conduce a pensar en la organización como un 
sistema abierto en permanente interacción con el medio y nos permite entender 
las interrelaciones entre los principales componentes de una organización: sus 
objetivos, tecnologías, estructura y relaciones psicosociales.

Si la meta de los inspectores es producir salud, todas las funciones y tareas 
asignadas estarán dirigidas a ello. Evaluar la productividad de la administración 
pública con los criterios utilizados en la administración privada, restringe posi­
bilidades, ya que se trata de tomar decisiones cuyo objetivo final es el mayor 
beneficio colectivo. Si lo vemos desde esta perspectiva, estaríamos haciendo 
referencia al manejo de recursos humanos y financieros, como expresión del 
conjunto de los engranajes que componen la organización en que se ubican los 
mismos, es decir el MSAS. Definimos la organización como el ente que está 
obligado a mantener a la colectividad en las mejores condiciones de salud. La 
misma se nos presenta parcelada en razón de la complejidad de las actividades 
a realizar.

En una apretada síntesis tenemos que, el modelo de salud no ha evolucio­
nado acorde con el país. Se ha desarrollado una gran infraestructura de 
recursos físicos y financieros, tanto para el sector urbano como para el rural. La 
característica más resaltante es su muy bajo rendimiento frente a los recursos 
invertidos, y la atención primaria se ha dejado de lado, trayendo como conse­
cuencia el costo exagerado del sistema y la insatisfacción de la población 
usuaria.

De igual manera, si las tareas de los inspectores se orientan a fomentar la 
salud y a mantener una educación para la salud; este es un proceso que va más 
allá de la mera actuación y tiene que ver con la posibilidad real de utilizar todos 
los recursos disponibles. La salud de la colectividad está ligada al proceso de 
construcción de valores y actitudes que faciliten comportamientos que la fomen­
ten de manera continua. Las condiciones climatológicas del país se mantienen 
relativamente constantes, indicándonos con ello la factibilidad de reservorios 
permanentes de enfermedades tropicales, en especial de la malaria. Es por ello 
que la continuidad en lo referente a generar actitudes positivas hacia la salud, 
se convierten en un objetivo permanente dirigido a toda la población.

En este sentido es importante para la evaluación del desempeño, orientar 
la atención hacia el análisis y adaptación de las condiciones de trabajo, acorde 
con los riesgos inherentes a las actividades propias del control de las enfer­
medades tropicales. De igual manera, diagnosticar para incrementar la pro­
ductividad laboral, estará en función de las propuestas que se mantengan en 
torno a la formación y actualización del personal. En el campo teórico de las 
condiciones y medio ambiente de trabajo, se han producido cambios que se 
reorientan hacia la necesidad de ampliar el objeto de estudio, en el sentido de 
no limitarlo a su aspecto somático-fisiológlco. Necesidad de ampliar el modelo
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interpretativo, tomando en cuenta todos los factores interrelacionados. Se 
requiere de una actividad interdisciplinaria que desarrolle metodologías que a 
la vez sean accesibles y que puedan ajustarse a las complejas realidades que 
se nos presentan. De lo que se trata es de acercarnos al equilibrio entre salud, 
eficacia productiva y bienestar de los trabajadores. Al momento de analizar las 
diversas situaciones, podemos considerar la organización del trabajo como un 
mecanismo preventivo que redunda en el mejoramiento de las condiciones de 
trabajo.

A través de ella se trata de aproximar el trabajo a la naturaleza del hombre como 
ser productivo y creador, así como su carácter social, intentando crear estructu­
ras de trabajo donde la comunicación y la participación estén presentes en mayor 
grado (Martínez Armas, 1989, 8).

2. CARACTERÍSTICAS GENERALES DEL PROYECTO

La preocupación gubernamental por el nivel de deterioro de la población 
palúdica y su amplitud geográfica se manifestó en preliminares intentos de 
desarrollar una política de combate contra la malaria. En 1911 se creó la Oficina 
de Sanidad Nacional, adscrita al Ministerio de Relaciones Interiores, con la que 
formalmente se inician las medidas gubernamentales, diseñadas desde un 
organismo ad hoc (Resumen, 1976, 50).

Pablo Cova García escribe que en 1912 fue dirigida una comunicación a los 
presidentes de los Estados de Venezuela y a los gobernadores de los territorios 
federales, en la que se les ordenaba poner en ejecución algunas iniciativas de 
lucha antimalárica (Cova García, 1961, 6). En el mismo año fue publicada por 
la famosa tipografía El Cojo, La Cartilla Antipalúdica de Vicente Peña (Cova 
García, 1961, 6), ampliamente difundida. En 1914 se suspenden las restriccio­
nes para la importación de quinina. En 1916 estuvieron en el país los sanitaris- 
tas norteamericanos Gorgas, Castell y Guiteras, todos miembros de la Comi­
sión de Fiebre Amarilla de la Fundación Rockefeller, quienes escribieron un 
informe, y algunas de sus recomendaciones fueron incorporadas a las iniciati­
vas gubernamentales (Resumen, 1976, 49). “El 19 de diciembre de 1923 se 
aprueba el Decreto sobre Saneamiento de los llanos de Venezuela” (Yepes 
Colmenares, 1955, 17). En 1926 se firma un acuerdo entre la Oficina de 
Sanidad Nacional y la División de Sanidad Internacional de la Fundación 
Rockefeller, en él se establece una misión para el estudio del paludismo y la 
anquilostomiasis, que conjuntamente con los médicos venezolanos Elias Bena- 
rroch, Levy Romero y el entomólogo Pablo Cova García desarrolló la primera 
encuesta malárica nacional (Yepes Colmenares, 1955, 17-18). En 1931 se 
organizó la Conferencia Sanitaria Nacional, que contó con la participación 
entusiasta de muchos médicos y para la cual fueron elaborados varios trabajos 
de investigación. En 1933 es promovida la Semana Sanitaria contra el Zancudo 
por el Ministerio de Salubridad y Agricultura y Cría y en 1935 se organizan las 
legiones sanitarias escolares, que se unen a las campañas realizadas por
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empleados públicos del correo, telégrafo y educación, en sus actividades contra 
la malaria (Yepes Colmenares, 1955, 19).

La Dirección de Endemias Rurales es, junto con otras direcciones de la 
Dirección General de Malariologia y Saneamiento Ambiental del MSAS, la 
herencia más directa de la política contra las enfermedades tropicales iniciada 
en Venezuela por un equipo de profesionales encabezados por el doctor 
Amoldo Gabaldón en 1936; uno de los hitos fundamentales de este proceso fue 
la creación del MSAS.

Los programas contra las enfermedades tropicales estuvieron inicialmente 
centrados en la lucha contra la malaria, desde el 27 de julio de 1936, a través 
de la Dirección Especial de Malariologia. Simultáneamente, fue creada la 
Escuela para la Formación de Expertos Malariólogos, lo que permitió por vez 
primera en el país la preparación y selección de personal para una institución 
gubernamental mediante la revisión de su formación académica y escolar, así 
como de la constatación de su pericia y vocación de servicio. Esta selección 
estuvo acompañada de un proceso de formación del personal basado en 
cursos de diversos tipos y niveles, así como el seguimiento de su rendimiento 
y la promoción de aquellos que demostrasen el mejor desempeño en sus 
funciones y mayor vocación y abnegación en el ejercicio de una actividad que 
se asumía como una cruzada nacional para mejorar la calidad de vida del 
venezolano.

Nuestro trabajo de investigación se orientó al desempeño de los inspectores 
de malariologia, ya que son ellos los encargados del control y mantenimiento 
de las condiciones de salud de la población que sufre las enfermedades 
tropicales.

Los inspectores sanitarios en la actualidad se encuentran diferenciados de 
acuerdo a su formación, como de salud pública o de malariologia. La Escuela 
de Salud Pública, dependiente de la Facultad de Medicina de la Universidad 
Central de Venezuela, forma a los primeros y la de Malariologia y Saneamiento 
Ambiental del Ministerio de Sanidad y Asistencia Social, a los segundos.

Los inspectores de salud pública son empleados públicos y la definición de 
sus funciones se encuentra en el Manual de Procedimientos de la Oficina 
Central de Personal (OCP). Como funcionarios, su actuación se rige por la Ley 
de Carrera Administrativa vigente. A partir de noviembre de 1991, se introdujo 
un cambio dentro de la estructura administrativa, al aprobar la elevación del 
nivel académico de los cursos de inspección a técnicos superiores y, tomando 
en cuenta las tareas típicas y responsabilidades inherentes a su cargo, se 
acordó otorgarles los grados desde el 15 hasta el 21 y denominarlos Inspec­
tores de Salud Pública. Se incorporó a la escala la figura de coordinador a 
nivel regional y nacional. Estas dos últimas figuras no fueron aprobadas por 
la OCP.
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Inicialmente los inspectores sanitarios se agruparon como gremio en la 
Asociación Nacional de Inspectores de Sanidad, institución que funcionó duran­
te cuarenta y dos años y fue sustituida por el Colegio Nacional de Inspectores 
de Salud Pública. Esta organización gremial funciona en todo el país, logrando 
la firma de un Acta Convenio con el MSAS y el reconocimiento administrativo 
de los mismos como técnicos superiores. Esta Acta Convenio se mantiene 
vigente, a pesar de ser válida hasta el 31-12-91. Simultáneamente, los inspec­
tores, como funcionarios de Sanidad, participan en el Sindicato Unico Nacional 
de Empleados Públicos del MSAS (SUNEP-SAS).

A partir de 1990 el directorio ejecutivo del Colegio Nacional de Inspectores 
de Salud Pública (CONISP) se dirige a las instancias pertinentes para solicitar 
un cambio en la estructura organizacional existente. En su propuesta solicitan 
la creación de grados superiores en la escala de cargos previstos por la OCP. 
Los grados utilizados hasta ese momento son los correspondientes al nivel 13, 
15 y 17. Esa propuesta permanece invariable hasta el momento en que los 
estudios realizados para formarse como inspectores son reconocidos como 
técnicos superiores. Acompaña a esta propuesta otras consideraciones, como 
son los riesgos a los que están expuestos en razón de su actividad, condiciones 
salariales y ascenso a cargos directivos dentro de la Administración Pública. La 
respuesta a estos planteamientos les llega en diciembre de 1991 variando la 
estructura de cargos. Sólo existían tres niveles, ahora se añade un cuarto nivel, 
el cual corresponde a inspector IV; ocupando de esta manera los grados 15,17, 
19 y 21 del Manual de Procedimientos. A partir del cambio de rango jerárquico, 
el plan de acción definido contempla incorporar al 30% del total de los funcio­
narios adscritos a la Dirección General Sectorial de Malariología y Saneamiento 
Ambiental a la carrera administrativa y entregar los Certificados de Carrera así 
como coordinar con la Escuela de Malariología y Saneamiento Ambiental, las 
actividades de adiestramiento de personal.

Estas mejoras en cuanto a variaciones en la estructura, en el régimen de 
remuneraciones y en el adiestramiento de personal, se presentan luego de 
veinte años de promulgada la Ley de Carrera Administrativa. Esta situación nos 
conduce necesariamente a una reflexión que tiene que ver con la política de 
estimulación de los recursos humanos a lo interno del propio Ministerio.

Podríamos indicar un elemento, como es el caso de la ubicación de personas 
en cargos directivos o jefaturas de oficinas, quienes a pesar de no tener 
vinculación directa con el proceso o con la atención sobre la problemática; sus 
ascensos no los obtienen con relación a los méritos obtenidos, expresados en 
una continuidad administrativa, valoración del trabajo realizado, atención a 
situaciones inherentes al proceso de trabajo señaladas por el personal adscrito 
al organismo, sino por razones clientelares y políticas.

En la actualidad, a raíz de la promulgación de la nueva Ley del Trabajo, el 
Colegio introdujo junto con el sindicato, una propuesta de contratación colecti-
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va, que incluye a todos los técnicos y profesionales. Ambas organizaciones 
están controladas por Acción Democrática y esta última representa a la totali­
dad de los trabajadores en las discusiones laborales con las autoridades del 
MSAS.

Durante muchos años la Dirección de Malariología fue considerada en el 
país y fuera de él como un modelo administrativo para la organización de 
dependencias destinadas a combatir las enfermedades tropicales; de igual 
manera, su política de personal, la calidad de sus empleados y la excelencia en 
el desempeño de sus funciones eran resaltados.

Ahora bien, los últimos diez años han traído, a juicio de especialistas en la 
materia, descensos bruscos en la calidad del personal y en especial de los 
inspectores de malariología, así como en la excelencia de su desempeño 
laboral....’’La inspección sanitaria ha decaído bastante, no solamente en lo que 
es la actividad diaria, hay inspectores en malariología, dentro del marco de la 
salud pública que nos estamos dedicando a ver condiciones de saneamiento y 
no estamos preparados para ello.” (Entrevista Ne 2)

Nuestro trabajo de investigación se ha orientado a establecer, con relativa 
certeza, las características del desempeño laboral de los inspectores de mala­
riología y la asociación con los componentes de su entorno laboral mediato e 
inmediato.

Objetivo general

Elaborar una investigación sobre el actual desempeño laboral de los inspec­
tores de malariología de la Dirección de Endemias Rurales del MSAS y de los 
factores que inciden en él.

Objetivos específicos

Elaborar un diagnóstico:

1. De las condiciones y medio ambiente de trabajo de los inspectores de 
malariología, así como de su percepción de las mismas.

2. De los procedimientos de selección y promoción de los inspectores y de la 
mediación en ellos de los partidos políticos.

3. Del desempeño laboral de los inspectores de malariología.

4. De la percepción que tienen los inspectores de malariología sobre su 
desempeño laboral y los factores que señalan como de incidencia negativa 
en su actividad.
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5. Del tipo de contratación colectiva y política sindical de los gremios de
malariología.

6. Investigar sobre la asociación existente entre el desempeño laboral de los
inspectores de malariología y:

-  Autopercepción del mismo.
-  Condiciones y medio ambiente de trabajo.
-  Procedimientos de selección y promoción y mediación 

en ellos de los partidos políticos.
-  Contratación colectiva y política sindical.

3. EL PROCESO DE INVESTIGACIÓN 

a. Diseño de la investigación

El problema estudiado centra su atención en una aproximación-diagnóstico 
de la situación laboral de los inspectores de malariología, los factores que 
inciden en su desempeño y su vinculación con el control de las enfermedades 
tropicales.

Como antecedentes de esta problemática, podemos resaltar que las estadís­
ticas de salud más recientes nos muestran la reaparición de las enfermedades 
tropicales en aquellos estados donde se encontraba erradicada y un recrude­
cimiento en donde se mantenía un control sobre ellas. Señalándose como 
posibles causas: las deficiencias de políticas de control, ausencia de recursos 
financieros, aumento de la resistencia de los vectores, disminución de la calidad 
del trabajo efectuado por el personal del MSAS y, especialmente, el de los 
inspectores de malariología.

La contextualización del problema nos condujo a la construcción de un 
escenario explicativo que facilitará la ubicación de los inspectores como traba­
jadores cuyo espacio de trabajo es un ente de la administración pública, en este 
caso el Ministerio de Sanidad y Asistencia Social.

Diseñamos la investigación tomando la dimensión geográfica, en función de 
aquellos estados que en la actualidad muestran un recrudecimiento de las 
enfermedades tropicales, así como aquellos en los cuales se evidencia un 
incremento. En los entrevistados se buscará poner de manifiesto la interrelación 
existente entre el desempeño laboral en un ente de la Administración Pública, 
definido en términos de los núcleos de poder político-sindicales, y la autoper­
cepción del desempeño del inspector en relación con el proceso del trabajo, sus 
resultados y la valoración de los mismos.

En cuanto a la dimensión geográfica es importante resaltar que la actividad 
de los inspectores varia de acuerdo a la ubicación estadal, este elemento está
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condicionado por las características propias de cada uno, así como el desarrollo 
de las endemias. Con esto deseamos señalar que el comportamiento de los 
inspectores está en función de los requerimientos de la actividad a desempeñar.

La utilización de lo cuantitativo y cualitativo es lo que nos facilitará una 
aproximación más cercana al desempeño laboral como síntesis de las condicio­
nes y medio ambiente de trabajo, en una perspectiva relacional, cuya orienta­
ción asume al hombre en su diversidad y en consecuencia admite que la 
asociación entre el proceso de trabajo y sus efectos en los trabajadores no se 
rige por modelos estándar de comportamiento.

Selección de la población

Para la selección de la población se consideró el Mapa de la Malaria 
existente y se seleccionaron tres estados que nos muestran una panorámica de 
lo que está ocurriendo: Aragua, Miranda y Bolívar.

En el caso de Aragua, aparentemente, los focos presentan un gran control, 
no podríamos precisar si se debe a que la sede de la Dirección General se 
encuentra en la capital de esa ciudad o, a que los focos están en realidad 
controlados.

En el caso de Miranda, la situación se presenta ligada a los denominados 
“casos importados”, los mismos se produjeron cuando personas que se encon­
traban en el estado Bolívar, como trabajadores del oro y en general de la 
minería, se trasladaron hacia la zona de Miranda para visitar a sus familiares y 
contagiaron a los mismos, creando nuevos focos.

En el caso de Bolívar, a partir de la renovación de la explotación del oro y 
de la minería en la década del ochenta, con el asentamiento ilegal de extran­
jeros, particularmente guyaneses, colombianos y brasileños en cuyos países el 
control de la enfermedad es mínimo y los acuerdos internacionales firmados con 
estos países sobre esta materia son escasos y poco eficaces, por lo que se 
presenta para el estado Bolívar una situación bastante difícil, ya que al reapa­
recer la enfermedad no se tenían ni las instalaciones ni los recursos necesarios 
para atender tales requerimientos, y así la malaria se extendió rápidamente. La 
situación es alarmante y es tal vez el estado con mayor número de casos 
registrados recientemente.

Visto |o anterior, el criterio permitió seleccionar, basándose en el tipo de 
control, áreas de máximo, mediano y mínimo control.

Los instrumentos

El cuestionario utilizado se diseñó basado en la revisión de investigaciones 
realizadas en otros países sobre desempeño laboral y particularmente en
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instituciones públicas del área de salud. Se hicieron dos pruebas sobre el 
cuestionario propuesto, en ambas, con inspectores que tienen más de cinco 
años en el Ministerio. A partir de las correcciones y sugerencias emanadas de 
cada grupo se procedió a construir el cuestionario definitivo, el cual fue aplicado 
a los inspectores seleccionados.

Los cuestionarios fueron aplicados a la totalidad de los inspectores ubicados 
en cada uno de los estados objeto de estudio. Se hicieron un total de cuarenta 
entrevistas. Los entrevistados fueron los inspectores que se encontraban en el 
lugar acordado, luego de previa convocatoria con hasta dos semanas de 
anticipación por vía de sus propios superiores, en este caso, los Jefes de 
Servicio. Los inspectores que no fueron entrevistados en ese momento se 
encontraban de permiso o, por alguna otra razón desconocida para nosotros, 
no se presentaron a la entrevista.

Las entrevistas en profundidad fueron diseñadas en función de explorar la 
percepción que tenía un grupo seleccionado de inspectores con muchos años 
de servicio, dirigentes gremiales y sindicales, inspectores coordinadores, jefes 
de demarcación, ex asesores y ex directores regionales o nacionales de mala- 
riología, sobre el desempeño laboral y las causas que inciden en él. Se 
realizaron ocho entrevistas en total.

Resultados de la investigación. 
Reflexión sobre posible utilización de los resultados

Se podría decir que la noción contemporánea de trabajo y la centralidad a 
ella asignada es una idea nueva. Por supuesto, en todas las épocas el hombre 
ha trabajado más o menos duramente para asegurarse la subsistencia, pero, la 
cuestión no es esa. Lo que es relativamente nuevo es la importancia y la 
posición del trabajo en la sociedad. Con la revolución industrial el trabajo llegó 
a ser el epicentro de la vida social, se impuso como el valor esencial de la 
burguesía naciente.

Hasta ese momento el trabajo no constituía más que una de las condiciones 
de existencia de la sociedad, con el capitalismo el trabajo se convirtió en la 
verdadera razón de ser de la sociedad

La primera transformación radical en la actividad de los hombres fue el 
incremento absoluto y abrupto del tiempo de trabajo. El campesino medieval 
trabajaba, aproximadamente, 191 días por año, la combinación de días festivos 
y religiosos más la prohibición de trabajo los fines de semana elevaban a 174 
los días sin trabajar. Si a eso se le añaden, los numerosos días de “paro” por 
dificultades climáticas, por enfermedad u otras ocupaciones, ei número real de 
días trabajados antes del surgimiento de la revolución industrial era relativa­
mente bajo.
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El trabajo, como condición de existencia, era sólo necesario para poder 
subsistir, era un inversión en tiempo y esfuerzo cuyo objetivo consistía en la 
reproducción individual, más o menos ampliada, de la fuerza de trabajo. En

- consecuencia, seguía el ritmo natural de las estaciones, las obligaciones socia­
les, religiosas y los proyectos individuales. A raíz del capitalismo, el trabajo 
devino en obligación, por una razón muy simple: no hay acumulación de capital 
sin trabajo. El deseo de poseer va en relación directa con la cantidad de trabajo 
incorporado al bien producido.

En consecuencia, esta idea naciente de trabajo es la que se va a incorporar, 
con las ambigüedades del pensamiento religioso católico, a las sociedades 
nacientes latinoamericanas y, como parte de ella, a Venezuela.

A su llegada los conquistadores se encontraron con distintas etnias, que en 
su variedad tenían un elemento común: el trabajo como respuesta a necesi­
dades y no como obligación cotidiana y permanente de una actividad destina­
da a la producción de riquezas. En consecuencia, la racionalidad de los 
conquistadores intenta sobreponerse a la existente y se origina una compleja 
dinámica, con planos y niveles estructurales relativamente distintos en rela­
ción con el trabajo. Se superponen, se solapan, se entrecruzan nuestras 
propias y variadas tradiciones culturales respecto ál sentido y significación del 
trabajo con patrones exógenos que no acaban de fusionarse con ellas, sino 
generan una enrevesada dinámica llena de dualidades, ambigüedades y 
contradicciones.

La estructura colonial creó dos discursos contradictorios sobre el sentido, 
valoración y utilidad del trabajo: 1) Una línea afirmaba su obligatoriedad como 
sanción, acompañando al sentido de dominación e imposición cultural que 
significaba la encomienda; el trabajo obligatorio y sin disfrute para el indio 
encomendero, era la lectura y la valoración que a él se le transmitía referente 
al sentido y la práctica del trabajo. En el modelo esclavista se le suma la idea 
del trabajo como “no libertad”, el trabajo era la consecuencia de la esclavitud y 
no un valor para el crecimiento y desarrollo, en ninguna de sus dimensiones: 
personal, social o espiritual. 2) La otra línea acompañaba la prédica del trabajo 
como deber, pero a diferencia de la anterior, con el planteamiento de su 
posibilidad de enriquecimiento, así como de su satisfacción personal; y eran 
parte del discurso para la socialización del hombre blanco dominante. Los 
blancos pobres y los pardos no son la síntesis contradictoria del trabajo, son el 
terreno que propicia un sincretismo rico y variado, pero desprovisto de un 
proceso de ruptura, que lo proyectará hacia una nueva sociedad, con una nueva 
práctica y una nueva valoración del trabajo.

El modelo republicano no resuelve la contradicción, y el trabajo -compañero 
cotidiano de la mayoría de la población- no es necesariamente amado, ni 
socializado como un valor espiritual, sino como una simple estrategia de 
sobrevivencia.
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Falta, a nuestro juicio, mucho camino por recorrer en el análisis del signifi­
cado de los cambios ocurridos en los modos y estilos de vida de la población 
como consecuencia de la aparición social de la explotación petrolera. Pero 
pensamos que, provisionalmente, pueden formularse algunas hipótesis en lo 
que a la dimensión trabajo se refiere. No es casual que en aquellas zonas donde 
la pequeña producción agrícola y ganadera jugaba un papel dominante, se 
estructurara un estilo de vida donde el esfuerzo constante se asociara a la 
cotidianidad y vinculara al bienestar. A diferencia de aquellas zonas, donde las 
variadas modalidades de plantación generan un estilo de vida en los que se 
valora el azar y la oportunidad, tanto o más que el esfuerzo sostenido, que 
históricamente no había comportado ningún beneficio en la mejora objetiva de 
su calidad de vida.

En estos dos estilos de vida fundamentales impacta la sociedad petrolera, 
e incorpora una dimensión que las sociedades mineras poseen en todas las 
latitudes: “la coyuntura del filón”, o “síndrome de la esperanza de enriquecimien­
to súbito”. Hasta ese momento la mezcla de un régimen de castas e incipientes 
clases sociales con pocas posibilidades de cambio, salvo las asociadas a la 
guerra, se ven radicalmente transformadas ante la aparición de un proceso 
desestructurador de los modos de vida del venezolano, al fusionarse el repen­
tino incremento del poder del Estado, con un modelo clientelar distribuidor de 
“favores económicos”, que trastocaron el sentido secular de lenta acumulación 
de riquezas que prevaleció en el modelo colonial y en el siglo XIX. El petróleo, 
entre sus efectos perversos incorporó a las diversas visiones existentes sobre 
el trabajo una nueva y muy importante: poder enriquecerse sin trabajar, fuera 
ello producto del favoritismo político o de la especulación de la renta urbana o 
de la actividad financiera. En definitiva, el esfuerzo sostenido no es la condición 
para cambio de la calidad de vida, entra un nuevo valor: la riqueza súbita se 
convierte en un paradigma que pugna por entromizarse.

Ahora bien, es necesario dejar claro que es imposible estudiar en toda su 
amplitud la valoración del trabajo, componente fundamental del desempeño 
laboral, sin entender la estructura familiar, la distribución de las tareas internas, 
el papel y la significación del trabajo doméstico y la distribución jerárquica de los 
beneficios de las tareas, ellos asociados a la importancia asignada a las 
diversas modalidades de trabajo, lo que es expresión de un sentido y una 
cultura del trabajo, por lo que sólo nos aproximaremos a algunos componentes 
de esta noción multívoca.

Es por eso que hemos optado por asumir la valoración del trabajo, por parte 
del inspector, asociada a sus condiciones y medio ambiente de trabajo y a los 
beneficios económicos o extraeconómicos que reciba a cambio de su esfuerzo.

Es en este contexto donde la valoración del trabajo adquiere su significación 
en relación con el desempeño laboral. La sociología del trabajo ha evidenciado, 
hasta la saciedad, que el desempeño laboral es un producto reflejo de un
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complejo combinado de factores. En el caso objeto de estudio ya hemos 
ilustrado con antelación, el modelo de Estado existente en el país y su vincu­
lación con el tipo de estructura administrativa, así como el tipo de práctica 
sindical y su incidencia en las estructuras administrativas y, en particular, en la 
selección de los empleados.

RESULTADOS

De la lectura cuidadosa de la bibliografía y documentos existentes en 
relación con las políticas contra las enfermedades tropicales y en particular las 
referidas a la malaria o paludismo en Venezuela, de las conversaciones infor­
males con médicos, sanitaristas, empleados administrativos e inspectores y de 
los resultados del trabajo de campo, surge con nitidez que, el análisis del 
desempeño laboral de cualquier trabajador venezolano contemporáneo, puede 
darse adecuadamente utilizando como contexto explicativo las características 
de nuestro Estado y en especial su centralidad y las especificidades de los 
partidos políticos y las organizaciones sindicales. Mas este contexto sería 
inconcreto sin la existencia sustentadora de un sentido y una cultura del trabajo.

Aproximarse a la percepción que poseen los inspectores de malariología 
sobre el trabajo, obliga a una distinción conceptual entre sentido y cultura del 
trabajo. Para Carboni, por sentido del trabajo se entiende la significación, la 
utilidad y los valores que constituyen la representación que cada individuo ha 
aprehendido de su espacio-tiempo laboral y que interactúa con su representa­
ción de la realidad social total en la experiencia inmediata y cotidiana. Por 
cultura del trabajo se entiende el conjunto de ideas, reflexiones, estudios que 
se refieren al sentido que el trabajo tiene para los individuos y que constituyen 
el cuadro normativo de referencias e indican las prospectivas de modificación 
del sentido y de la realidad del trabajo. La cultura del trabajo no se limita al 
discurso, porque es ella misma una práctica, aunque simbólica, que sustancia 
la acción social. (Carvoni, 1991, 160-161)

Hablar de la significación que posee el trabajo para el trabajador y, particu­
larmente, para el inspector de malariología, es referirse a un punto de encuentro 
entre el sentido y la cultura del trabajo.

La conformación de una cultura del trabajo es fruto de un largo proceso de 
gestación y sus componentes pivotales son de ordinario, de larga data histórica, 
trascendiendo el contenido instrumental, más de corto y mediano plazo, que 
caracteriza al sentido del trabajo. Es por ello que en la búsqueda de las claves 
sociosimbólicas es necesario el rastreo de los orígenes, que conforman la base 
matricial de un modelo valorativo y normativo en relación con el trabajo.

Señalamos con antelación la existencia de un complejo mundo cultural en 
relación con la percepción y valoración del trabajo como fruto de diversas 
prácticas económicas y sociales, y es fundamental resaltar en él la valoración
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negativa del trabajo, dominante en los sectores trabajadores, por las razones ya 
mencionadas.

La valoración del trabajo tiene su origen en las características objetivas y 
subjetiva^ del trabajo, fundamentalmente en la variedad en el mismo, en la 
identificación de los resultados, en la trascendencia de la tarea, en la autonomía 
y en la retroalimentación de su propio desempeño. Este conjunto de caracterís­
ticas determinarán en el trabajador la percepción psicosocial del mismo, que se 
traducirá en la significancia experimentada y asignada al trabajo, a la respon­
sabilidad experimentada y al real conocimiento de los resultados laborales, 
todos ellos combinados, determinarán el nivel de satisfacción existente, en la 
medida en que cubran las expectativas individuales y la representación social 
del beneficio obtenido del trabajo.

En este sentido, la motivación intrínseca con respecto al trabajo que se 
reflejará en su desempeño es una consecuencia directa de la valoración del 
mismo y ella va a estar, en buena parte, determinada por su representación 
social, conjugada entre su significado cotidiano y la cultura general del trabajo 
del grupo social al cual pertenece.

Una de las características de la dominación de los sectores de poder sobre 
los trabajadores era la actitud externa frente al desempeño de los mismos, que 
reflejaba una desvalorización, no sólo de la actividad, sino de ¡a persona 
ejecutante, del propio sujeto. El trabajo era percibido por los trabajadores 
venezolanos como una expresión de dominación y casi nunca como un compo­
nente de alto contenido satisfactorio en la construcción de su propia autoestima.

Tal vez la significación más radical que tuvo la creación de la Dirección 
Especial de Malariología (1936), era que por vez primera en el naciente Estado 
venezolano, se estructuraba una unidad administrativa en la que se asumía 
como criterio para el ingreso un conjunto de características que el individuo 
poseía y no externalidades, básicamente, el padrinazgo político. Mas, allí no 
cesaban las diferencias frente al resto de la Administración Pública. Al trabaja­
dor se le ubicaba jerárquicamente de acuerdo a la calidad de sus procesos de 
aprendizaje y al cumplimiento de funciones previamente establecidas. Todo ello 
dentro de un “proyecto nacional”, en el cual la lucha contra la malaria era una 
cruzada que sólo justificaba su duro quehacer, por la “importancia para la 
patria”. La síntesis de esta ecuación era evidente: altísimo rendimiento en el 
desempeño del trabajo. Mas la explicación no estaba en la casual escogencia 
de algunos trabajadores atípicos, sino en el resultado de un proyecto que 
invitaba a participar colectivamente, con tesón y constancia de largo plazo y 
cuyo único beneficiario era todo el país y no sólo, como siempre había sido, una 
individualidad o un segmento de los sectores dominantes.

En 1936, una concepción del trabajo en la Administración Pública como la 
planteada por el doctor Amoldo Gabaldón, primer director de la recién creada
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Dirección Especial de Malariologia, era una propuesta motivante para el común 
de los trabajadores, ya que además de la variedad que la actividad ofrecía, 
había una clara identificación de los resultados y una significativa trascendencia 
de la tarea.

Esta formación de grupo tiene mucho interés porque para crear un equipo 
humano capaz de desarrollar, a todos los niveles, la campaña no sólo se 
necesitaba impartir conocimientos, también se necesitaba crear un espíritu de 
lucha, con entusiasmo, con mística de trabajo... {Resumen, 1976, 30).

O lo planteado por el doctor Félix Pifano:

Conoce Gabaldón que la única manera de garantizarse el éxito de una acción es 
con el conocimiento a fondo del potencial humano, de su preparación técnica, de 
sü dedicación especial a la cuestión específica que se desempeña, de su 
responsabilidad, y sobre todo, de su dedicación completa a las funciones espe­
cíficas que desempeña...

(...)

También la formación del personal. La diferencia que existía entre esa época y 
la actual, es que en los momentos actuales se le da a un individuo un nombra­
miento y se le deja a la deriva para que desarrolle la acción. Gabaldón empieza 
a formar personal desde la base hasta el personal directivo, desde obreros hasta 
técnicos de laboratorio. Crea, organiza un órgano de publicaciones. Aquí se 
encuentran manuales de procedimiento, capacitación técnica del personal, todo 
lo relacionado con planes de acción, con despliegue de actividades, con evalua­
ción de los trabajos realizados. Porque Gabaldón enseña que lo que importa no 
es la cantidad de trabajo, sino la evaluación de los resultados (ibídem, 32).

Pero tal vez la evidencia más clara de lo planteado es el testimonio de la 
primera secretaria de la Dirección Especial de Malariologia:

Recuerdo que uno de los trabajos que me impresionaron al principio, en esa 
misma oficina del Ministerio, fue que aparte de las labores rutinarias de secretaria 
me encomendó el doctor Gabaldón que hiciera una estadística sobre las defun­
ciones por paludismo en San Carlos.

(...)

El doctor Gabaldón no se conformó con que las secretarias hiciésemos el trabajo 
rutinario que se nos encomendaba, sino que organizó unos cursos que dictaba 
él mismo, después de terminar el trabajo. Unos cursos para las secretarias, sobre 
paludismo, de manera que nosotras no trabajábamos en el paludismo como unas 
ignorantes, sino que nosotras ya sabíamos qué era el paludismo y nos los fue 
explicando en esas clases, dándonos anatomía y distintas cosas, y recuerdo, no 
creo que lo he podido observar en ninguna otra oficina... aquél espíritu humano, 
porque el doctor Gabaldón no se preocupaba solamente de que la gente le 
rindiera porque sí en el trabajo, sino que ese espíritu humano de preocuparse por 
la situación económica también de las personas.
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Recuerdo mucho que desde que llegué a Malariología se me asignó entre mis 
tareas la de administrar el dinero (como cajera, y después llegué a ser Habilitada) 
y dispuso el Dr. Gabaldón que se les insinuara, sobre todo a los Inspectores del 
interior, que abrieran su cuenta de ahorros. Eso no lo conocía ninguno de los 
inspectores, yo creo que no tenían nociones de una cuenta de ahorro, y aunque 
daba más trabajo, al enviarles el dinero a ellos, tener que hacer el aporte para 
su libreta de ahorro, yo lo hacía con mucho gusto, porque todo aquello iba 
formando una mística, una convivencia perpetua, porque uno se integraba a 
todas las labores de la Dirección de Malariología, se sentía uno completamente 
involucrado en todas las labores (ibid., 45).

En síntesis,

... se procedía a la formación del personal de Malariología... empleados adminis­
trativos, técnicos de laboratorio, inspectores sanitarios, quininizadores, encues- 
tadores, recogedores de muestras de sangre y colectores de larvas y mosquitos, 
a quienes no sólo se les proporcionaba entrenamiento en sus funciones especí­
ficas dentro de la lucha contra la malaria, sino que también recibían una concien­
cia de su trabajo para el país, sus responsabilidades para con los demás y una 
visión de conjunto de sus labores dentro de la estrategia general de la lucha... 
Despertó sentimientos de compañerismo e interdependencia y creó una mística 
que ha tenido desde el comienzo la Dirección de Malariología, y que puede 
definirse como el servicio al país a través de la ciencia y la tecnologías humani­
zadas (ibid., 51).

Pienso que las citas anteriores son suficientemente explícitas en relación con las 
características del trabajo creadas en la Dirección Especial de Malariología y sus 
diferencias con la situación dominante, para el momento, en la Administración 
Pública y en la empresa privada.

En los inicios de la década de los noventa Venezuela vive la crisis más 
profunda en lo que va de siglo. La década de los ochenta ha constituido para 
la población venezolana su experiencia más traumática. De ser el país modelo 
de desarrollo para el resto de nuestros hermanos latinoamericanos (que exhibía 
orgulloso el bienestar creciente de contingentes importantes de su población y 
las realizaciones físicas) pasamos a ser un país pobre, con rumbo incierto, 
plagado de dificultades y con un fuerte descenso de su nivel de vida. La 
disminución de los ingresos reales, la concentración del ingreso y las limitacio­
nes progresivas de acceso a los servicios públicos y sociales, debido a su 
deterioro acelerado conforman un cuadro general de descenso manifiesto de la 
calidad de vida de la gran mayoría de la población.

La actual crisis ha tenido consecuencias significativas en la reestructuración 
de los mercados de trabajo. Sin entrar en detalles, que escapan a la intención 
de esta investigación, es importante anotar la profundización en su segmenta­
ción, la disminución del papel del Estado como ente empleador, el decrecimien­
to del sector industrial, la incorporación masiva de la mujer, el aumento de las 
tasas de desocupación y de la duración del lapso de cesantía, y el deterioro 
acelerado de los salarios reales, desde 1979.
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Estos hechos generan un profundo impacto en la subjetividad de los traba­
jadores, que se expresa en forma particular en sus contenidos sociosimbólicos 
y en consecuencia en la asignación de sentido al trabajo.

Hemos afirmado insistentemente que el desempeño laboral es una conse­
cuencia de la conjunción de las características del trabajo desarrollado por el 
trabajador y una matriz valorativa, en buena parte externa y anterior y también 
provista de la cotidianidad más inmediata como referencia.

El actual inspector no percibe en la Dirección de Endemias Rurales una 
situación equivalente a la de 1936:

No estamos pasando por alto la mística, ocurre que los programas se han venido 
al piso, aquí al Programa de Endemias Rurales, se le han distorsionado los 
recursos, se han desviado los recursos, más produce viviendas rurales y cloacas 
que dedicarnos a Endemias Rurales o a Ingeniería Sanitaria, porque los grandes 
contratos y la mayor parte del presupuesto está en las viviendas rurales. Esos 
son los que justifican al gobierno durante sus campañas, los que justifican a los 
jefes de turno. Hay que volver a la filosofía de la inspección sanitaria: producir 
salud, esta filosofía se perdió, también se perdió la selección por medio de un 
estudio social para otorgar la vivienda saneada, se entregan mediante influencia, 
eso es cierto, se manejan situaciones, como en el caso del estado Miranda, que 
las viviendas rurales las tienen vacacionistas, se ha perdido el estilo y los 
programas hay que reactivarlos. (Entrevista N® 4)

O lo expresado por otro inspector entrevistado:

Preciso, sin equivocarme, el MSAS formaba a su personal, no sólo inspectores, 
sino también a los técnicos. Aquí ha pasado que han distorsionado la filosofía de 
la salud por otros intereses, los intereses político-partidistas, pienso, además, 
que se han distorsionado por el personal que ha ingresado a Sanidad, por 
ejemplo, hay personas que han optado a cargos, incluso ministros, que no han 
pasado nunca por una escuela sanitarista. Y los profesionales que tienen mérito 
se han fugado, porque las expectativas a que aspiran no las hay y las que hay 
tienen que estar condicionadas dentro de un determinado marco político-partida­
rio. (Entrevista N® 5)

Estas entrevistas, representativas de la mayoría, son la evidencia de una 
modificación fundamental en términos de la valoración que se le asigna al 
trabajo desarrollado. Rotos los criterios de selección, modificadas las reglas de 
permanencia y adulterados los elementos de promoción, todos ellos elementos 
internos de la motivación para el trabajo, se hace más palpable la influencia en 
el desempeño del trabajo de los componentes externos, particularmente la 
pérdida de sentido en la actividad, condicionada por la disminución de las 
trascendencia de la tarea, todo ello en un contexto dominante de una cultura del 
trabajo que sigue expresando su valoración dual sobre la significación y la 
importancia del trabajo.
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De las encuestas y entrevistas realizadas se deduce que la gran mayoría de 
los inspectores tienen como tiempo de permanencia ininterrumpida en el trabajo 
más de 13 años. La característica más resaltante de los mismos ha sido 
permanecer en grado de Inspector I desde la fecha en que se iniciaron en el 
trabajo hasta el momento, señalando que, en algunos casos les han mejorado 
el sueldo, mas no su reclasificación por méritos obtenidos. En la reclasificación 
actual algunos de ellos, con 33, 38 y 41 años de servicio tuvieron que recurrir 
a amigos que están vinculados a las esferas del poder del partido político 
gobernante para obtener sus ascenso administrativo.

En la dimensión tiempo, trabajo y pausas, la respuesta a la interrogante 
sobre el trabajo nocturno el 10% fue que sí y el 52,50%, que a veces.

En la dimensión pausas, ante la pregunta ¿lugar donde toma su comida en 
la jornada de trabajo?, el 42,50% respondió que en el lugar de trabajo y un 25% 
que en comedor o restaurantes fuera de la empresa.

En la dimensión horas extraordinarias, la respuesta a la interrogante sobre las 
horas extras, fue que el 72,50% las realizaba con frecuencia. Y ante la pregunta 
de cuántas horas extras por semana realiza, más del 44% respondió que el 
número se encuentra entre siete y más de diez horas.

Ahora bien, en las tres preguntas de las dimensiones señaladas, al ser 
revisada el Acta Convenio no se consigue que exista ningún bono especial por 
trabajo nocturno; ni tampoco un bono especial para la comida o que exista 
alguna proveeduría o comedor industrial en las zonas de trabajo; y en relación 
con las horas extraordinarias, el 93,10% respondió que no son remuneradas y 
que el motivo para realizarlo se encuentra, según el 20,69%, por exigencias del 
trabajo, el 10,34%, porque son fijas y no pueden negarse y el 41,38%, por 
problemas técnicos ajenos a su responsabilidad.

En la dimensión contenido y organización del trabajo ante la pregunta sobre 
sus ascensos, el 45% respondió que no lo ha obtenido. Y al preguntarle ¿hace 
cuánto tiempo fue su último ascenso? la categoría “hace más de 5 años” contó 
con el 46,67% de las respuestas. Y al responder si su remuneración es 
independiente de su ritmo de trabajo, el 57,50% señaló que sí.

En la dimensión carga física, higiene y seguridad el 95% respondió que la 
institución no lo provee regularmente de su ropa de trabajo, a pesar de ser 
expresamente señalado en las Normas y Procedimientos, existir partidas para 
ello y ser parte del Acta Convenio.

En la dimensión enfermedades profesionales se evidencia que la mayoría 
realiza sus labores sin algunos implementos indispensables, como puede ser la 
utilización de guantes para la extracción de la “gota gruesa” de sangre, de igual 
manera, no se les asigna ningún tipo de protección contra el ataque de algún
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anofeles infectado. El servicio de atención médica al cual pueden recurrir se 
encuentra ubicado en la ciudad de Caracas, a pesar de que ellos están 
ubicados en todo el interior del país. Al presentársele algún tipo de accidente 
durante la jornadas de trabajo, deben dirigirse a los centros cercanos al lugar 
de trabajo, cubriendo ellos el costo de transporte y los cuidados inmediatos, ya 
que en ambos casos no hay previsión en el Acta Convenio ni presupuestaria­
mente. El 22,05% respondió que ha tenido enfermedades causadas o vincula­
das al trabajo, pero que, a pesar de haber recibido atención médica y tratamien­
to, éste fue obtenido irregularmente en el propio MSAS, pero no está previsto 
en su Acta Convenio ni hay recursos para ello. Es paradójico que el 50% 
responda que recibió la información sobre los riesgos ocupacionales posterior­
mente al ingreso en el trabajo, cuando upa de las atribuciones de los inspecto­
res es alertar a los trabajadores sobre estos riesgos.

En la dimensión sistema de remuneración, el 80% respondió que tiene 
preocupación constante por los ingresos, ya que ellos le resultan insuficientes, 
a pesar de que más del 52,05% tiene más de veinte años trabajando.

En la dimensión satisfacción, a pesar de que el 100% responde estar 
satisfecho o muy satisfecho con su trabajo, a la pregunta de control que fue: 
¿desearía que sus hijos realizaran su actual trabajo?, el 70% respondió nega­
tivamente.

Los resultados antes expuestos dejan establecido, a las claras, que el 
desempeño del trabajador difícilmente puede ser satisfactorio cuando en térmi­
nos de sus condiciones y medio ambiente de trabajo la situación es deficiente 
y la percepción y valoración por parte de los trabajadores es negativa.

El inspector de Malariología -según se desprende de las entrevistas en 
profundidad- se considera un técnico, preparado en una escuela especializada 
y cumpliendo con una actividad de gran responsabilidad social y beneficio para 
la población. La comparación de sus condiciones de trabajo, en relación con 
trabajadores de igual o semejante calificación del sector privado, les hace 
percibir negativamente el desempeño de su oficio, ya que las deficientes 
condiciones no lo incentivan para mejorar su desempeño y desarrollar más sus 
condiciones personales.

El señalamiento de todos los inspectores de más de veinte años, así 
como de todo el personal directivo, es que el deterioro evidente y progre­
sivo del desempeño del inspector de Malariología, está vinculado funda­
mentalmente a la modificación de los mecanismos de ingreso del personal, 
que a su juicio, hasta el año 1971 fue muy riguroso y tomaba en cuenta los 
méritos y el desempeño. A partir de esa fecha la injerencia partidista ha 
modificado el criterio de incorporación y permitido que ingresen al servicio 
personas que no cumplen los requisitos diseñados anteriormente por el 
doctor Gabaldón.
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La intromisión sindical no es percibida por los trabajadores, ni por una cuota 
de los profesionales universitarios entrevistados como el factor fundamental del 
deterioro de la mística de los inspectores, consideran que es un factor coadyu­
vante, pero no el decisivo. La vida sindical ha estado limitada porque los 
inspectores de Malariología tenían un gremio técnico, que durante muchos años 
desarrolló actividades destinadas a mejorar su nivel de calificación profesional 
y la mejora en la ubicación de los grados de las escalas administrativas 
correspondientes. Todos señalan, incluso los inspectores, que en los últimos 
años la partidización de las asociaciones gremiales y de los sindicatos han 
permitido irregularidades, tales como ascensos sin méritos, que han golpeado 
la autoestima del personal y disminuido su eficacia. Los ex directores regionales
o nacionales son más críticos en relación con el señalamiento de la responsa­
bilidad sindical, pero en ningún caso llegan a considerarla como el factor 
fundamental.

Es necesario puntualizar dos reflexiones en relación con la interposición de 
influencias de la actividad político-partidista y sindical en la Dirección de Ende­
mias Rurales. La primera de ellas es la característica de las organizaciones 
sindicales venezolanas y especialmente las vinculadas a la Central de Traba­
jadores de Venezuela (CTV). El hecho de ser la central hegemónica y su 
conducción estar en manos de militantes de Acción Democrática, organización 
con una altísima injerencia en la conducción del Estado venezolano, la convirtió 
en la mejor expresión de un sindicalismo de Estado y simultáneamente en la 
reproducción clientelar de la relación con sus afiliados. La segunda reflexión se 
refiere a la incapacidad técnica de casi todo el movimiento sindical contempo­
ráneo venezolano, lo que ha originado un estilo de relaciones de trabajo, en las 
que se ha privilegiado la contratación colectiva, para lo cual no se hace ningún 
tipo de evaluaciones de costo, ni de repercusiones en la productividad ni en la 
calidad del servicio o producto del establecimiento en el que se discuten las 
mejoras salariales o de condiciones y medio ambiente de trabajo.

Sobre estas dos reflexiones es importante anotar que las desviaciones 
“sindicaleras” se dan en ambientes de trabajo con altos niveles de insatisfacción 
en las tareas realizadas y respecto a la trascendencia de las mismas.

En las entrevistas en profundidad efectuadas a los inspectores, se señala 
como causa del descenso de su desempeño a las deficiencias administrativas 
y presupuestarias, así como a las políticas de la Dirección de Malariología. 
Señalan que el ingreso de personal sin la mística y sin la experiencia previa 
correspondiente, así como la insuficiencia de dotación de vehículos, laborato­
rios portátiles, material para rociado y la falta de una política de seguimiento de 
los focos infecciosos, son las causas fundamentales de la disminución de la 
calidad de su desempeño.

Vista la situación, sería aconsejable que el Ministerio desarrollase una 
política de mejoramiento de las condiciones y medio ambiente de trabajo de los
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inspectores, así como modificar la política de aumentos y de reclasificación del 
personal. El desarrollo de estímulos que vinculen el desempeño profesional, 
cursos de mejoramiento, mejoras salariales y ascensos en el escalafón, podrían 
combinarse para despertar de nuevo un mayor interés y sentido de la respon­
sabilidad por el trabajo desempeñado.

No hay que olvidar que las modificaciones recientes en los modos de vida 
ha originado una actitud de la población frente a los inspectores de Malariologia 
muy distinta a la existente en los años de la cruzada contra la malaria. La 
población percibía a los inspectores y rociadores como los portadores de un 
mundo mejor, el DDT era el símbolo de la eliminación de un flagelo soportado 
secularmente y los empleados de Malariologia eran bien recibidos y reconocida 
la importancia social de su trabajo. Al anunciarse oficialmente que las enferme­
dades tropicales habían sido dominadas, la población ha desvalorizado su 
importancia y minimizado el peligro que ellas encierran y, en consecuencia, le 
asigna un escaso valor a los funcionarios que las combaten.

Los resultados nos indican la presencia de un trabajador altamente desmo­
tivado, que caracteriza su trabajo como monótono, riesgoso y mal pagado, que 
no siente identificación con los resultados de su actividad, ya que estos son 
externos a su esfuerzo y voluntad y su tarea es poco trascendente e insuficien­
temente valorada por la comunidad.

No hay duda de que la hipertrofia de un Estado que cuidó más de su 
crecimiento que de la calidad de sus ejecuciones y de sus empleados, ha 
propiciado una merma en el espíritu de aquellas élites que en el seno de la 
Administración Pública luchaban con criterios de excelencia por prestar un 
servicio, alejado de las circunstancias pasajeras gubernamentales y con pers­
pectivas de largo plazo. Sólo una modificación de la política general sanitaria, 
que lleve consigo una revalorización de la importancia de las campañas antima­
láricas y del papel fundamental en ella de su personal, podrá ser la base para 
rescatar la motivación y elevar el desempeño, incluso enfrentando a las direc­
ciones sindicales tradicionales, a las cuales sólo podría oponérsele un inspector 
identificado con las políticas de largo plazo, seguro' de la calidad de su forma­
ción y reconocido socialmente en su actividad.
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EVALUACIÓN DEL PROGRAMA 
AMPLIADO MATERNO INFANTIL

Thaís Ledezma
In v e s t ig a d o r a  MES, Fa c e s , UCV

RESUMEN
En este artículo se resumen los resultados de una evaluación de procesos del Programa 
Ampliado Materno Infantil (PAMI) implementado en Venezuela en el año 1989. La evalua­
ción responde a una las primeras interrogantes dentro de un proceso de evaluación integral: 
saber si el programa funciona como se planeó. Se argumenta la necesidad de fortalecer los 
componentes esenciales de la estrategia PAMI, la atención médica preventiva y la educa­
ción comunitaria para la prevención, con una política coordinada de le red ambulatoria del 
país. El componente nutricional debe ser revisado privilegiando la búsqueda de soluciones 
adecuadas y económicas.

Palabras claves: Evaluación de programas sociales, evaluación de procesos, política 
social.

INTRODUCCION

Los procesos de evaluación, programación y planificación están interrelacio- 
nados. La evolución actual de la metodología de evaluación, adaptada a las 
circunstancias cambiantes de su campo de aplicación, determina un proceso de 
retroalimentación permanente en el que se identifican los problemas y se 
evalúan las necesidades; se diseña y programa la intervención y se evalúa la 
conceptualización y el diseño lógico del mismo y finalmente, en la ejecución del 
programa se evalúan la implementación, la cobertura, los procesos, los costos, 
los resultados y el impacto de la intervención (Martínez, 1991).

En este artículo se resumen los resultados de una “evaluación de procesos”1 
del Programa Ampliado Materno Infantil (PAMI) implementado en Venezuela en

1. Se evalúa la implementación, se verifica si el programa funciona como se planteó y se hace un 
seguimiento, es decir una evaluación continua y permanente del programa/intervención. El 
seguimiento comprende la evaluación del funcionamiento del programa, referidos están las 
coberturas, los recursos, las actividades, la productividad del personal y la calidad de la 
atención. En este sentido, aparecen como elementos claves los insumos, las actividades y los 
resultados, así como la respectiva población objeto y beneficiaría. (Padrón, Ledezma, 1996).
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el año 1989. La evaluación plantea dar respuesta a las primeras interrogantes 
dentro de un proceso de evaluación integral: saber si el programa funciona 
como se planeó, bajo la consideración de criterios formativos cuya finalidad es 
ayudar en el desarrollo adecuado del programa. Los aspectos comentados en 
el trabajo se enmarcan dentro del nuevo concepto de “evaluación global o 
integral” tratando de mostrar los logros o los efectos positivos y negativos junto 
a los distintos factores significativos del programa, su implementación en un 
determinado medio institucional y social y, la acción de los grupos significativos 
vinculados al programa (Sulbrant, 1993, 334). Adicionalmente, se destacan 
problemas que pudieran ser comunes en la evaluación de los programas 
sociales en nuestro país.

La revisión inicial de los documentos en el marco de lo que suele denomi­
narse la evaluación de la posible evaluabilidad del programa, estableció la 
reconstrucción de un perfil del Programa Alimentario Materno Infantil (denomi­
nación oficial) en las acciones de componentes constituyentes de tres áreas 
programáticas: Atención en Salud (MSAS), Alimentario Materno Infantil (Fun­
dación PAMI-MSAS) y Educación y Promoción en Salud (Ministerio de la 
Familia-MSAS), la cual se señala en este trabajo en forma general como 
Programa Ampliado Materno Infantil (nombre establecido en el documento de 
diagnóstico y diseño del programa).

Como parte de los lineamientos del VIII Plan de la Nación, en 1989 se decide 
adelantar acciones orientadas a fortalecer la red de servicios de salud y, 
particularmente, incrementar y mejorar la calidad del servicio prestado a la 
población de bajos ingresos, considerados como los de mayor vulnerabilidad. 
La focalización de la actividad plantea formas de atención integral plenamente 
identificadas con las estrategias de Atención Primaria en Salud, privilegiando 
las acciones hacia la comunidad por sobre la atención estrictamente individua­
lizada. Estas acciones se realizan a través del programa de Atención Materno 
Infantil del MSAS. De esta forma el Proyecto de Programa Ampliado Materno 
Infantil se liga a las iniciativas en función del desarrollo económico y social del 
país, a partir de la atención preferencial a grupos vulnerables en situaciones 
socioeconómicas adversas, como lo son los niños en pleno crecimiento y 
desarrollo y mujeres en edad reproductiva, de los sectores pobres del país.

Dado que el marco referencia! se sustenta en la estrategia de Atención 
Primaria en Salud se enfatiza la promoción y educación en salud para involucrar 
la participación e integración de la comunidad, tanto como receptora activa de 
los servicios de salud, como gestora de la acción operativa respecto a su 
promoción y desarrollo.

Los grupos materno infantiles que conforman la población objetivo PAMI 
reciben un subsidio directo nutricional para atemperar el riesgo socioeconómico 
y biológico que afecta el consumo de proteínas y calorías en la población en 
condiciones de extrema pobreza y en los sectores poblacionales con mayores
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requerimientos nutricionales: embarazadas, mujeres en período de lactancia y 
niños menores de seis años.

CRITERIOS METODOLOGICOS

El estudio parte de un análisis del marco referencial tanto institucional como 
situacional; este último basado en el diagnóstico utilizado en 1989, cuando se 
inició el programa. Dado que no se realizó una evaluación de las necesidades, 
específicamente en lo relativo a las ideas claves a enfrentar y las sugerencias 
de los modos o deficiencias específicas de la red en salud/sistemas a solucionar 
en el problema diagnosticado, se formulan algunas consideraciones sobre el 
diseño del programa, para lo cual previamente se realiza un proceso de 
reconstrucción del perfil de las características del mismo, que no estuvo bien 
definido desde el comienzo. Esta circunstancia propició que los componentes 
claves del programa fueran construyendo sus propios perfiles en el transcurso 
de la implementación y ejecución del programa.

El análisis de la ejecución del programa se hace en dos niveles:

1. Análisis de la dinámica del perfil, en el cual se estudia la capacidad 
resolutiva del programa, respuestas a las expectativas de 'os destinatarios, 
ventajas sobre programas alternativos, objetivos, metas, beneficios, coherencia 
entre misión y población-objetivo definida (lo que se denomina la propiedad del 
programa). Otros criterios utilizados son el de idoneidad, mediante el estudio de 
la capacidad y potencialidad de articulación de beneficios, mecanismos de 
asignación y procesos técnicos y de efectividad, es decir, el cumplimiento de 
objetivos y metas en el tiempo, cuantitativa y cualitativamente, con relación a lo 
establecido en el programa y a la programación estratégica del Gobierno 
nacional.

2. Análisis de la dinámica organizativa y  funcional: se definen los niveles, 
las funciones, los mecanismos de toma de decisiones, las estructuras orga­
nizativas existentes, los tipos de coordinación, los agentes públicos y privados 
que participan en el programa. Se analiza la estrategia operativa (articulación 
funcional, los eventos y sus tiempos,’ las metodologías utilizadas), los siste­
mas de comunicación e información, los mecanismos de control y seguimien­
to, las normas y procedimientos (definición, especificidad y cumplimiento, la 
relación con otros programas y la disposición de recursos humanos, físicos y 
financieros: origen y destino, disponibilidad, ejecución y estructura del gasto, 
(CONASSEPS, 1994).

En la fase inicial del estudio se revisaron documentos, se hicieron entrevis­
tas con el personal directivo del programa y se realizó la observación in situ. En 
la segunda fase se utilizaron los sistemas de datos recogidos por el personal del 
programa y se realizaron encuestas dirigidas al personal involucrado con el 
programa en los diferentes tipos de actividades, y a los beneficiarios. Adicional-
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mente, se instrumentaron guías de observación sobre las condiciones genera­
les del ambulatorio y del almacén.

La unidad estadística del estudio muestral fueron los centros de salud según 
distritos sanitarios en las diferentes entidades del país (ambulatorio-almacén). 
Las unidades de análisis fueron el personal del ambulatorio, el personal de 
supervisión y capacitación y los beneficiarios. Se elaboraron instrumentos 
dirigidos a: médico coordinador del ambulatorio, enfermera, nutricionista, pro­
motor social, almacenista, supervisor de campo, y beneficiario. Complementa­
riamente se entrevistó al director regional de salud.

El diseño se orientó a la selección de una muestra representativa2 de los 
centros de salud sobre la base de criterios de selección de las entidades 
federales, de los distritos sanitarios y de los centros de salud.

Siguiendo estos lineamientos metodológicos se tomó una muestra en seis 
estados: Trujillo, Sucre, Lara, Portuguesa, Bolívar y Miranda, escogidos sobre 
la base de los siguientes criterios: ubicación geográfica y actividad económica, 
niveles de pobreza, fase de implementación de la estrategia PAMI y grado de 
ejecución de los componentes: atención en salud, promoción y educación en 
salud y distribución de producto, número y tipo de ambulatorios). La selección 
de los distritos sanitarios se realizó mediante un conjunto de criterios sustenta­
dos por las siguientes variables claves: existencia de los distintos tipos de 
centros de salud (urbano I, rural II y hospitales), presencia o no de Sistema 
Locales de Salud (Silos), presencia del Programa de Educación Comunitaria 
(PEC) y niveles de concentración poblacional.

En las entidades escogidas se registran 370 ambulatorios. Se fijó una cuota 
representativa de 10%, es decir, 37 ambulatorios. La selección de los ambula­
torios se hizo considerando las variables claves señaladas y la representativi- 
dad en la distribución porcentual de la muestra según ambulatorios urbanos y 
rurales y según tipo en el nivel nacional.

Es importante señalar que la calidad de la información en el proceso 
evaluativo es básica para que ésta sirva de apoyo a los juicios de valor emitidos 
en la evaluación, establecidos, a su vez, por los criterios de valor fijados en los 
objetivos del estudio. Lo ideal es contar con una información válida, fiable, 
creíble y sistemática. Esto no se cumple en el programa PAMI, nos atrevería­
mos a afirmar que no se cumple en la mayoría de los programas sociales del 
país y esta es una de las limitaciones más importantes que enfrentan las 
investigaciones evaluativas en el área social. A los efectos de este estudio se 
señalan los problemas específicos que presenta la Información y se destacan

2. En las distribuciones porcentuales, la muestra representó proporciones similares a los del total
de ambulatorios según tipo. En el caso de aspectos cualitativos, también representó los casos
más relevantes que se registran en la red de atención en salud.
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las posibilidades de credibilidad al realizar los ajustes necesarios y analizar la 
incidencia de las numerosas omisiones.

En el marco de una concepción de modelos globales de evaluación se 
considera que los problemas en la implementación de programas y políticas 
sociales se deben: por una parte, a los problemas internos de organización y 
funcionamiento de los equipos humanos que ejecutan el programa y, por otra 
parte, a las restricciones de carácter político, social, administrativo y tecnológico 
que lo afectan (Sulbrant, 1993).

DISCUSION Y RESULTADOS

En virtud de la confusión presente en la ejecución del programa, es conve­
niente iniciar la discusión de los resultados de la evaluación transcribiendo los 
objetivos y metas señalados en documento de diseño y resumiendo brevemen­
te el referente institucional y situacional de su implementación.

Objetivo general: Mejorar la situación de salud de la población materno-infantil 
reduciendo los índices de morbimortalidad de esos grupos.

Objetivos específicos:

1. Aumentar la cobertura médico-asistencial de la población materno-infantil 
jerarquizada por criterios de riesgos.

2. Ampliar la atención a la madre y al niño mediante la provisión de productos 
lácteos, harina de maíz y polivitamínicos.

3. Reforzar la Atención Primaria en Salud mediante acciones de educación, 
promoción y organización comunitaria en salud.

Objetivos Instrumentales:

-  Fortalecer los establecimientos locales de salud a través de la dotación de 
los recursos necesarios para implantar el programa.

-  Detectar precozmente en la población materno-infantil los grupos de alto 
riesgo.

-  Capacitar el equipo de salud, en el área materno-infantil, a fin de optimizar 
el desárrollo del programa.

-  Establecer un sistema de información efectivo que garantice la coordinación 
intra e intersectorial.

-  Evaluar continua y sistemáticamente el impacto del programa en la Salud 
Materno Infantil.
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-  Crear las unidades administrativas a nivel central y estatal del Programa.

-  Garantizar el suministro oportuno, continuo y permanente de los productos 
alimentarios incluidos en el programa.

-  Ejecutar actividades de educación para la salud, dirigidas a la población 
materno-infantil, a fin de incrementar el uso de los servicios locales de 
salud.

-  Capacitar a los miembros de las organizaciones de base a fin de lograr una 
mayor participación en las acciones preventivas en el área materno-infantil.

-  Utilizar los medios de comunicación masiva a fin de difundir los objetivos del 
programa.

Metas:

1. Cubrir en 5 años con consultas médicas al 50% de las mujeres embaraza­
das, 50% de las mujeres postnatales, 50% de los infantiles y 30% de los 
preescolares.

2. Dotar a los establecimientos de salud comprometidos en el proyecto con los 
recursos necesarios para el desarrollo del mismo.

3. Adiestrar en forma continua y sistemática en los objetivos y acciones a 
desarrollar, a todo el equipo de salud comprometido en la ejecución.

4. Establecer un sistema de información efectiva y oportuna, que garantice la 
coordinación intra e intersectorial.

5. Suministrar leche en polvo completa a las embarazadas, madres lactantes 
y a los infantes inscritos en el programa.

6. Suministrar Lactovisoy a los preescolares inscritos en el programa.

7. Ejecutar actividades de promoción y educación en salud en forma continua 
y sistemática relacionada con el proyecto dirigido al núcleo familiar, con 
énfasis en las mujeres en edad reproductiva.

Q. Capacitar en los aspectos de promoción y educación en salud del proyecto, 
a los líderes comunales pertenecientes a las organizaciones de base o de 
otros sectores representativos de la comunidad al término del quinto año de 
ejecución.

9. Difundir permanentemente a través de los medios de comunicación masivos 
los objetivos y beneficios del Programa.
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10-Crear unidades administrativas centrales y enjas entidades federales com­
prometidas con el proyecto.

11 .Evaluar en forma continua y sistemática para medir el rendimiento e impacto
del programa.

Referente institucional

El programa forma parte del conjunto de proyectos señalados por la 
Comisión Presidencial para el Enfrentamiento de la Pobreza (COPEP) con el 
propósito central de focalizar los recursos hacia sectores en situación de 
pobreza, privilegiando los grupos más vulnerables. En marzo de 1989, funcio­
narios del Banco Mundial inician las conversaciones para negociar el otorga­
miento de créditos para diversos programas sociales, condicionando la con­
cesión de estos .créditos a la existencia, en la práctica, de un programa 
alimentario materno infantil (según ayudas memorias). En septiembre de 1989 
se entrega al Banco Mundial el documento de diseño con el título “Enfrenta­
miento a la Pobreza. Programa Ampliado Materno Infantil”, el cual es aproba­
do por la Misión y llevado a la consideración de la Junta Directiva. En 
diciembre de 1989 se inicia la fase piloto, según los requisitos del Banco 
Mundial, en el estado Trujillo. Por solicitud presidencial, en 1990 se extiende 
el programa de las tres entidades proyectadas a diez, y, posteriormente, a 
dieciocho estados.

En el marco de la negociación con el Banco Mundial para el otorgamiento de 
créditos a los programas sociales se diseña el Proyecto de Desarrollo Social 
(PDS), el cual comprende los componentes de la estrategia PAMI. El PDS es 
un conjunto de programas sociales cuya acción simultánea contribuiría al 
mejoramiento de la calidad de vida de los grupos de población vulnerables, más 
pobres, favoreciendo una intervención pública acorde con la problemática 
actual. Tiene cuatro componentes: Atención Primaria en Salud (APS), Informa­
ción, Educación y Comunicación (IEC), Desarrollo Institucional (DI) y Expansión 
del Preescolar (EP). La Estrategia PAMI se inscribe en los primeros dos 
componentes. En este contexto el objetivo general del programa PAMI se 
expresa en los siguientes términos: “Fortalecer y  ampliar la cobertura de los 
servicios de atención primaria en salud materno infantil de la población en 
riesgo socio-económico y  biológico, con la finalidad de mejorar la calidad de 
vida”.

En 1994, en el marco del IX Plan de la Nación, el programa PAMI forma parte 
del conjunto de programas para el desarrollo social denominados “Compromiso 
de Solidaridad Social” y, posteriormente, también se incluye dentro del proyecto 
de expansión de los programas sociales de la Agenda Venezuela. En esta 
oportunidad el objetivo general se especifica de la siguiente manera: “Apoyar y  
mejorar las condiciones de vida de la madre y el niño de menores recursos 
económicos, brindando para ello dentro del concepto de solidaridad social por
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lo menos dos de sus elementos, salud y  nutrición, factores de gran importancia 
en el desarrollo de cualquier nación".

Referente situacional

El referente situacional, presentado en el documento de diseño, si bien 
permite a grandes rasgos fundamentar el programa, pierde efecto al no 
acompañarse de estudios especialmente elaborados sobre la situación de 
salud de las áreas a las cuales se destina el PAMI, como tampoco acerca de 
aquellas regiones más críticas. Llama la atención la falta de un diagnóstico 
sobre la oferta de programas, proyectos o acciones alimentarias y de salud. 
El proyecto, al describir las Funciones Generales de Producción menciona las 
estructuras organizativas y de funcionamiento que se utilizarán; por ejemplo, 
enumera un conjunto de actividades a realizar, mecanismos y procedimientos, 
estructuras organizativas y funciones a cumplir y otros elementos del sistema 
efector, pero en ninguna parte del documento se alude al grado de desarrollo 
de éstos ni a su nivel de productividad, ni a los recursos disponibles y menos 
a su adecuación o suficiencia, en suma, no hubo análisis cuantitativo, ni 
cualitativo de los recursos, como tampoco de los aspectos técnicos, organiza- 
cionales y operativos utilizados en el despliegue de acciones del PAMI. Esto 
tiene que ver con los problemas confrontados en la implementación y ejecu­
ción del programa (CONASSEPS, 1994).

A las fallas de los estudios señalados puede agregarse la carencia de 
investigaciones sobre las características socio culturales de la población obje­
to. La estrategia PAMI, que se propone generar cambios en el comportamiento 
del grupo materno infantil, no cuenta con un diagnóstico que aclare los funda­
mentos socioculturales de la escasa motivación hacia el uso de los servicios de 
Atención Primaria en Salud. Por otra parte, las acciones previstas en este 
ámbito, a través del Programa de Educación Comunitaria (PEC), no se desarro­
llaron con anterioridad o por lo menos simultáneamente con la implantación del 
programa, y aún continúan sin ejecución.

Otro aspecto no bien detallado en el proyecto inicial es el de la dotación de 
los ambulatorios para el funcionamiento del PAMI, la cual se organiza y estruc­
tura en el proceso de implementación, ocasionando retrasos en la adquisición 
y distribución de los equipos e insumos necesarios para el buen funcionamiento 
de los programas de atención primaria incluidos en la estrategia.

Esta incongruencia entre el propósito y la práctica del PAMI, arriesga los 
posibles efectos estructurales de la estrategia, cuestiona la idoneidad de la 
intervención y abre peligrosas brechas hacia efectos secundarios no deseados.

Hay que señalar que la propuesta de diseño se hizo con mucha premura y 
pocos recursos, como suelen hacerse estas actividades en nuestro país en los 
momentos de las negociaciones con los entes internacionales. Aún así, se
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elaboró un documento de calidad, superior al respaldo documental de diseño 
que tienen la mayoría de los programas sociales en el país.

Partiendo de los objetivos y metas, extraídos del documento de diagnóstico, 
el estudio evaluativo se centra en las acciones desarrolladas en tres áreas 
programáticas:

-  Atención en Salud: consiste en la posibilidad de brindar servicios de natura­
leza preventiva y curativa (en lo que se refiere específicamente al programa 
PAMI se consideran sólo los preventivos) en el área de salud, médica, 
odontológica y nutricional a la población que reside en áreas urbanas y 
rurales clasificadas como pobres, a través de la unidades de producción 
definidas como Atención Prenatal, Atención Post-natal, Atención al Infante 
y Atención Preescolar, servicios prestados en la red de ambulatorios esta­
blecidos en el programa.

-  Alimentario Materno Infantil: consiste en la transferencia de productos ali­
mentarios a las mujeres embarazadas y en lactación, y a los niños entre seis 
meses y seis años, atendidos en los ambulatorios adscritos al programa. El 
beneficio según grupo objetivo y riesgo establecido inicialmente en el progra­
ma es el siguiente:

-  Prenatal: (código 1) 2 kg de leche mensuales.

-  Prenatal Alto Riesgo: (código 2) 3 kg de leche mensuales
(en el transcurso de la ejecución esta categoría quedó eliminada).

-  Posnatal: (código 3) 2 kg de leche mensual.

-  Infantil Bajo Riesgo: (código 4) 2 kg de leche mensuales.

-  Infantil Alto Riesgo: (código 5) 3 kg de leche mensuales.

-  Preescolar: (código 6) 3 kg de Lactovisoy mensuales.

La harina de maíz y los polivitamínicos señalados en el documento de 
diseño, no se consideraron en las actividades de implantación del programa.

En la ejecución actual se introduce un cambio en la asignanción de produc­
tos: los códigos 1,3 y 6 reciben 3 kg de Lactovisoy y el código 4 recibe 2 kg de 
leche. Los códigos asignados a la población de alto riesgo (2 y 5) se eliminan 
aparentemente por la baja significación en la población atendida.

Educación y  Promoción en Salud: provee servicios de educación y promo­
ción relativos a la higiene y control preventivo de la salud materno-infantil de la 
población-objetivo y la capacitación de promotores comunitarios en salud.
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La población objeto del programa son las mujeres embarazadas y en período 
postnatal, población infantil y preescolar (niños entre 6 meses hasta los 6 años 
de edad no cumplidos) que residen en áreas pobres urbanas y rurales. Las 
estimaciones poblacionales generales de la OCEI, obviando la condición de 
pobreza, se presentan en el cuadro Ns 1 (beneficiarios potenciales).

Como medio de asignación se utiliza la red de ambulatorios del tipo urbano 
I y rural II que atiende a la población-objetivo a través del personal médico, de 
enfermería, nutrición, promoción social, capacitación, almacenamiento, directi­
vos y supervisores de los organismos públicos, las Organizaciones No Guber­
namentales involucradas y medios de comunicación social.

La focalización social no es directa. La normativa del programa, dentro de 
cierta flexibilidad, relaciona explícitamente algunos tipos de ambulatorios, urba­
no I y rural II, los cuales se sitúan generalmente en zonas de situación de 
pobreza. La incorporación como beneficiario PAMI resulta voluntaria, no todos 
los habitantes de la zona de influencia concurren al ambulatorio, ya sea por 
tener capacidad de sufragar otros servicios de salud u otras motivaciones, de 
forma que la focalización se hace de manera indirecta por autoexclusión de la 
población no pobre. Esta modalidad de focalización requiere de un apoyo 
constante y dinámico de actividades de información, educación y promoción 
para lograr la inclusión de la población en situación de pobreza extrema.

En la implementación y ejecución del Proyecto PAMI participan el MSAS a 
través de la Dirección Materno Infantil y demás dependencias involucradas en 
la Atención Primaria en Salud para la población-objetivo, la Fundación Progra­
ma Alimentario Materno Infantil, organismo adscrito al MSAS, y el Ministerio de 
la Familia mediante la Dirección General Sectorial de Coordinación de Progra­
mas de Desarrollo Social. Durante los primeros años de ejecución el MSAS 
-para la coordinación específica del programa- constituyó una unidad ad hoc 
denominada Comisión Implantadora de los Programas de Atención en Salud 
(CIPAS).

Otro ente involucrado es la Oficina Técnica Coordinadora (OTC) del Minis- . 
terio de la Familia, que coordina el enlace con el organismo multilateral (Banco 
Mundial) que financió parte de los recursos destinados al programa, dentro del 
marco del Proyecto de Desarrollo Social convenido con el Estado.

El Programa PAMI, visto como una estrategia para fortalecer los programas 
de atención en salud que prestan los ambulatorios, dirigidos a la madre y al niño, 
donde se les brinda asistencia médica, educativa y nutricional, a través del 
suministro de productos alimenticios a objeto de contribuir a disminuir la desnu­
trición de la población y mejorar la calidad del servicio de salud prestado a la 
población materno-infantil de más bajos ingresos, así como aumentar su asis­
tencia a los servicios ambulatorios y disminuir las tasas de mortalidad y morbi­
lidad de los beneficiarios (CONASSEPS, 1994), define un conjunto de activida-



POBLACION MATERNO INFANTIL OBJETO PAMI SEGUN GRUPOS <‘>

CUADRO N2 1

GRUPOS AÑOS

1988* 1989* 1990* 1991* 1992 1993 1994 1995

PRENATAL 709.029 727.481 745.982 764.953 765.309 782.820 800.393 818.041

POSTNATAL 602.674 618.359 634.085 650.210 650.512 665.397 680.334 695.335

INFANTIL 1.102.935 1.131.637 1.160.416 1.189.927 1.190.480 1.217.720 1.245.055 1.272.508

PREESCOLAR 2.624.159 2.692.448 2.710.921 2.831.137 2.832.452 2.897.263 2.962.300 3.027.616

POBLACION 
OBJETO PAMI 5.038.797 5.169.925 5.301.404 5.436.227 5.438.754 5.563.200 5.688.061 5.813.499

(*) Los porcentajes considerados son prenatales 3,78% de la población total; posnatales 85% de la población prenatal; infantiles y preescolares 5,88% 
y 13,99%, respectivamente de la población total.

* Según Censo 1981*. Para el resto de los años se realizaron nuevas estimaciones, de acuerdo a los restados del censo de 1990.

Fuente: MSAS. Estimaciones de la OCEI. Elaboración propia.
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des inherentes a su población objeto y a las formas operativas de' mediación, 
desarrolladas en los centros de salud y almacenes que constituyen el sistema 
efector: la atención en salud, evaluada en términos de consultas preventivas, el 
reparto de productos, evaluado en función de kilogramos entregados y la 
educación y promoción en salud, evaluada en términos de estudios y visitas 
realizadas y la capacitación e incorporación de la comunidad en las actividades 
educativas (Ver figura 1).

El desarrollo de estas actividades en los centros de salud incorporados 
define la programación y configura el soporte básico para la evaluación del 
programa, partiendo de una visión general de su ejecución, así como de una 
cuantificación sobre la base de rendimiento, suficiencia y crecimiento de las 
actividades.

Los contenidos funcionales que dan cuerpo a la estructura técnica del PAMI 
tienen antecedentes establecidos. La esencia del Programa de Atención en 
Salud (PAS) está enmarcada en las acciones de la atención materno-infantil del 
MSAS con más de tres décadas de existencia, el Programa de Educación 
Comunitaria (PEC) se erige sobre las actividades de promoción y educación de 
la salud desarrolladas por el mismo despacho y la distribución de productos 
lácteos y polivitamínicos ha sido implementada por el INN desde hace varios 
años, todos a través de la red de ambulatorios de salud.

En el diseño del programa se le da un estatus especial al componente de la 
distribución de productos nutricionales, situándolo en el centro de la estrategia 
PAMI, al convertirlo en un “gancho táctico” que vitaliza no solo la acción 
nutricional, sino también una masificación de la atención materno-infantil y la 
articulación de las acciones de Atención Primaria en Salud. Así mismo, el 
componente alimentario se enmarca dentro del conjunto de acciones de trans­
ferencia directa, dirigidas al alivio de las pobreza, pero que a su vez incide 
indirectamente en algunos de los factores causales de la pobreza.

Cobertura y metas

Tal y como lo muestra el cuadro Ns 2 las metas de expansión a los estados 
se cumplieron, incluso en el primer trimestre del año 1992, cuando se incorpo­
raron al programa las tres endidades federales de mayor complejidad debido a 
su alta densidad poblacional: Distrito Federal, Miranda y Carabobo.

En el transcurso de la ejecución del programa se han producido modificacio­
nes en las condiciones definidas inicialmente. Actualmente se cubren ambula­
torios de las gobernaciones, alcaldías, Instituto Venezolano de los Seguros 
Sociales y Organizaciones No Gubernamentales; también surge una segunda 
modificación, al incorporar centros de salud con clasificaciones distintas a las 
de rural II y urbano I, incluso hospitales. Esta modificación se derivó de la 
presión para que el producto previamente licitado fuera distribuido, evitando el
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deterioro del mismo y permitiendo el cumplimiento de los compromisos contraí­
dos en la concertación de precios.

Los ambulatorios urbanos tipo I y rurales tipo II se caracterizan ambos por 
estar dirigidos por un médico general y abarcar poblaciones pequeñas bien 
definidas. La incorporación de un médico contratado en el caso de los ambu­
latorios rurales I, que tácitamente los modifica a rurales II, constituye un efecto 
positivo ya que se estaría mejorando la red de atención en salud y llegando 
precisamente a la población más pobre.

Se trató de conseguir información más precisa sobre los centros de salud 
participantes en el programa, especificados por tipo y adscripción institucional, 
y el número total de centros de salud a considerar, a los efectos de realizar un 
cálculo más ajustado de la cobertura. Sin embargo, ello no ha sido posible 
porque el MSAS no facilitó la información sobre los centros de su red que se han 
incorporado al PAMI y, por otra parte, la Fundación PAMI no tiene clasificados 
los centros de salud por tipo y adscripción institucional. Como única aproxima­
ción se sabe que el PAMI involucra 1.400 centros de salud, y el MSAS cuenta 
con una red ambulatoria tipo urbano I y rural II que alcanza 1.299 centros 
(problema de la información, cuadro Ne 2).

CUADRO N® 2
NUMERO DE AMBULATORIOS INCORPORADOS AL PAMI

Na DE ESTADOS 
EN EL PROGRAMA1

Ns DE AMBULATORIOS 
INCORPORADOS 
AL PROGRAMA1

Ns DE 
AMBULATORIOS 

DEL MSAS2

AÑO INCORPORADOS N° INCREMENTOS

ANUAL TOTAL
ACUMULADO

ABSOLUTOS PORCENTUAL

1989 1 15 9 _ _ 9553
1990 14 20 612 605 — —

1991 5 23 945 333 54,4 —

1992 3 23 1.199 254 26,9
1993 - — 1.400 201 16,8 1.2994
1994 1.400
1995 1.400

1. Información suministrada por la Fundación PAMI.
2. Información suministrada por la Dirección de Estadísticas del MSAS.
3. Ambulatorios urbano I y rural II, proyecto inicial.
4. Ambulatorios urbanos y rurales II del MSAS.
Fuente: MSAS, Fundación PAMI. Elaboración propia.
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Los criterios que en la práctica predominaron para la selección de los 
ambulatorios fueron los siguientes: cobertura poblacional, necesidades y de­
mandas de la comunidad e infraestructura física. Estos factores han contribuido 
a las desviaciones ocurridas en la selección; puesto que se ha desconocido el 
principal objetivo del programa (contribuir al fortalecimiento de la red social de 
atención primaria) y focalizar la acción sobre los grupos más vulnerables 
(problema de la focalización).

En el componente de promoción y educación hay tres niveles: personal de 
servicios fie salud, comunidades locales y público en general. Sin embargo, 
sobre este componente, que debió ser previo al programa para apoyarlo, no ha 
sido posible concretar su implementación. Al respecto, habría que considerar en 
la evaluación ios estudios de diagnósticos y casos familiares, así como las 
visitas a los hogares realizadas por los promotores sociales, no obstante, fue 
imposible conseguir la información.

Hay que destacar la importancia estratégica que tiene este componente para 
el programa e incluso, para el diseño de políticas sociales en esta área. En la 
historia del MSAS se han emprendido varias acciones preventivas en salud, 
lográndose un rotundo éxito en campañas contra enfermedades tales como 
paludismo, mal de chagas, disentería, cólera, así como la erradicación, median­
te campañas de vacunación intensiva, del polio y del sarampión.

Población materno infantil objeto meta del programa (POM)

La POM es la población que se espera reciba los beneficios del programa 
en función de los recursos disponibles y las metas establecidas en las progra- 
maciohes anuales.

Debe señalarse que la forma de implementación del programa, sin una 
coordinación global que propiciara los fundamentos de una buena planificación, 
generó informaciones particulares por componentes que dificultan la evalua­
ción.

El proyecto de diseño inicial fue para 955 ambulatorios, fijándose como meta 
de cobertura el 50% de los grupos prenatales, postnatales e infantiles y 30% 
para los preescolares, en el marco del compromiso con el Banco Mundial (ver 
cuadro Ns 3).

En la ejecución las metas han variado. Un aspecto problemático lo constitu­
yen las diferentes metas que fijan la Dirección Materno Infantil (DMI) y la 
Fundación PAMI del MSAS, lo que supone imprecisiones en la programación 
que implican problemas en el control y evaluación de la gestión. La Fundación 
PAMI establece una meta global de 28% en 1990, 34% en 1991 y 60% a partir 
de 1992. La DMI fija una meta de 43% en el período 1990-1992 y 35% en 1993, 
48% en 1994 y 50% en 1995.
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CUADRO N9 3

POBLACION ATENDIDA EN 1988 Y POBLACION OBJETO-META 
EN 1994, SEGUN COMPROMISO CON EL BANCO MUNDIAL

1988 1994

7Ï %

GRUPOS N° Respecto 
a pob. 
objeto 

(5.038.797)

Atendido
por

grupo*

N° Respecto 
a pob. 
objeto 

(5.688.061)

Atendido
por

grupo

Prenatal 200.000 4,00 28 420.000 7,40 53
Posnatal 80.000 1,60 13 360.000 6,30 53
Infantil 245.000 4,90 22 640.000 11,30 51
Preescolar 370.000 7,30 14 916.000 16,10 31

Total 895.000 17, 8 41,10

* Las cifras porcentuales superan las metas de cobertura establecidas en el documento de 
diseño (meta 1), debido a la variación en las estimaciones de la población al tomar como base 
la información del Censo de 1990.

Fuente: Documento de diseño del programa. Elaboración propia.

La justificación para fijar una fracción del 60% de la población objeto como 
población meta por parte de la Fundación PAMI, se fundamenta, primeramente, 
en que un 20% de esta población, considerando sus condiciones socioeconó­
micas, no es objeto del programa, en todo caso no es usuaria de los servicios 
ambulatorios. En segundo lugar, se supone que la población en situación de 
pobreza se estima en 60%. No obstante, debe destacarse que este programa 
está dirigido hacia la población en pobreza extrema que, según estimaciónes, 
no supera el 40%. En 1994,1995 y 1996 la Fundación PAMI ha optado por fijar 
metas realistas en función de los registros de beneficiarios atendidos por el 
programa en años anteriores y de los recursos presupuestarios asignados.

Las POM señaladas en el caso de los prenatales e infantiles superan los 
volúmenes comprometidos con el Banco Mundial.

Población atendida (PA)

En este punto pasamos de la fase programática a la fase de ejecución real 
del programa. En tal sentido la población atendida, según los registros de 
información, evidencia dificultades para la elaboración e interpretación de las 
relaciones básicas, a nuestro modo de ver, derivadas de un problema concep­
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tual de lo que se entiende por población atendida en las estadísticas de salud. 
La información registra los pacientes atendidos, como el total de pacientes 
atendidos por primera vez en relación al universo de población objeto meta del 
programa. Esta definición no contempla la incidencia de la población atendida 
en forma sucesiva, ya sea en términos de consulta, como de reparto de 
producto.

No obstante, tomar las cifras del total de la actividad -consultas totales y 
beneficiarios totales (nuevos y sucesivos) en la entrega de producto- tampoco 
es correcto porque hay una medida de concentración que expresa la distribu­
ción de las actividades en torno a las personas atendidas, que supera lo que en 
realidad es la población objeto de referencia.

Estos comentarios revelan la imprecisión de la información disponible en los 
registros. Así mismo, se advierte que los reportes presentan problemas, no sólo 
por la falta de información en algunos estados sino por la certeza de omisiones 
debido a los paros médicos y por fallas en el registro de los datos en el 
formulario correspondiente. La Dirección Materno Infantil (DMI) del MSAS tiene 
dificultades para el procesamiento de la información, estas incluyen falta de 
equipos, problemas de formación del personal que trabaja en la red de salud 
respecto a la importancia de las estadísticas para evaluar y planificar adecua­
damente la prestación de servicios, e incumplimiento en los procesos de 
reportes de la información, a nivel de distritos sanitarios, a nivel regional y a 
nivel central. Así mismo, es importante destacar que la información sobre 
consultas contiene sólo los reportes del total de los ambulatorios del MSAS. Sin 
embargo, a pesar de todas estas limitaciones con relación a las consultas es 
factible analizar en términos generales el posible impacto de la estrategia PAMI 
en la atención en salud.

En esta investigación se analizan las estadísticas de los programas de 
atención prenatal, postnatal, infantil y preescolar, que son los programas más 
significativos dentro de la estrategia PAMI (cuadros N9 4 y Ns 5). Las cifras 
destacan el descenso significativo de las consultas a partir de 1992, posible­
mente debido al aumento del los paros médicos.3 No obstante, las variaciones 
porcentuales del número de consultas, reflejan un crecimiento importante en las 
consultas postnatales e infantiles durante el período 1990-1994, a pesar del 
decrecimiento general registrado en el año 1992, lo cual constituye un impacto 
positivo del programa, y por ende, un logro de la estrategia PAMI. Por el 
contrario, la población prenatal se ha visto afectada por disminuciones conse­
cutivas en el número de consultas durante los años 1992 y 1994, corresponde-

3. En el año 1991, el número de días hábiles no laborados durante el año en los ambulatorios del 
MSAS por paro médico a nivel nacional fue de 58; en 1992 dicho número se eleva a 81 y en
1993, a 88 días. Se estima que se dejaron de atender 7.435.984 pacientes. A esto hay que 

. agregar los paros médicos regionales en algunos estados y las temporadas de desabasteci­
miento de productos.



CUADRO N® 4
PRIMERA CONSULTA Y CONSULTAS POBLACION MATERNO INFANTIL

GRUPOS 1990 1991 1992 1993

PRIMERA CONSULTAS PRIMERA CONSULTAS PRIMERA CONSULTAS PRIMERA CONSULTAS
CONSULTA SUCESIVAS CONSULTA SUCESIVAS CONSULTA SUCESIVAS CONSULTA SUCESIVAS

PRENATAL 200.407 650.082 234.504 731.160 188.405 589.405 164.224 514.568

POSTNATAL 41.865 45.460 136.072 152.434 84.273 117.818 85.181 120.068

INFANTILES 241.477 637.769 380.166 1.175.604 277.603 858.088 295.827 813.207

PREESCOLAR 143.290 496.434 330.166 1.388.873 135.737 605.584 136.334 639.396

TOTAL 627.039 1.829.745 1.081.056 3.448.071 685.943 2.770.895 681.566 2.087.239

NOTA: Prenatal: falta información de Amazonas 1990, Zulia y 
Amazonas 1991, Zulia 1994.

Poatnatal: falta información de Zulia y Distrito Federal 1992, Mi­
randa, Táchira y Zulia 1991, Táchira y Amazonas 1990, Zulia 1994,

Infantil: falta información Cojedes, Monagas, Nueva Esparta y 
Amazonas 1990. Nueva Esparta 1991 y 1992. Carabobo y Táchira 
1994.

Preescolar: falta información de Cojedes, Monagas, Nueva Espar­
ta, Portuguesa, Amazonas y Delta Amacuto 1990. Nueva EsKarta 
1991 y 1992. Carabobo y Táchira 1994.

En 1993 falta información de los Estados Barinas, Monagas, Su­
cre, Táchir?, Zulia, Amazonas y Delta Amacuto para grupos prena­
tales y postnatales y de Barinas, Zulia y Delta Amacuto para los 
grupos infantiles y preescolares.

Fuente: Dirección Materno Infantil MSAS. Elaboración propia. 
* Cifras provisionales 1. Postnatales e infantiles

GRUPOS 1994 1995 *

PRIMERA
CONSULTA

CONSULTAS
SUCESIVAS

PRIMERA
CONSULTA

CONSULTAS
SUCESIVAS

PRENATAL

POSTNATAL

INFANTILES

PREESCOLAR

168.476

83.713

256.521

154.154

489.463

117.619

707.335

534.231

187.551

155.8271

73.402

366.324 

269.1191

171.064

TOTAL 662.864 1.848.648 416.780 776.512
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CUADRO Na 5

VARIACIONES PORCENTUALES ANUALES DE PRIMERAS CONSULTAS Y TOTAL DE CONSULTAS

GRUPOS 1991-1990 1992-1991 1993-1992 1994-1993 1994-1990

Primeras Totales Primeras Totales Primeras Totales Primeras Totales Primeras Totales

PRENATAL 17,0 12,5 -19,7 -19,4 -12,8 -12,7 2,5 -4,9 -15,9 -24,7

POSTNATAL 125,0 125,3 -38,0 -22,7 1,1 1,9 -1,7 -2,0 100,0 158,7

INFANTILES 57,0 84,3 -27,0 -27,0 6,6 -5,2 -13,3 -13,0 6,2 10,9

PREESCOLAR 130,0 179,8 -58,9 -56,4 0,4 5,6 13,0 -16,4 7,6 7,6

TOTAL 72,4 88,4 -36,5 -37,0 -0,6 -3,8 -2,7 -11,4 5,7 1,0

FUENTE: Elaboración propia.
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ría revisar esta situación con detalle para lograr algún correctivo. Las experien­
cias del trabajo de campo detectan casos de mujeres embarazadas que prefieren 
chequearse directamente en los hospitales para asegurar e; cupo de cama al 
momento del parto, sobre todo en las áreas urbanas.

La consulta preescolar total, aunque decreció en un 56% en 1992, registra 
un crecimiento global durante el período 1990-1994 del 7,6%. Esto indica que 
la población que logró capturarse durante el boom del programa en el año 1991 
parece que se ha mantenido, lo cual también apunta a un impacto favorable de 
la estrategia PAMI.

En general el balance de las actividades básicas de atención en salud del 
período 1990-1994 es levemente positivo, registrando incrementos del 5,7% y 
del 1,0 por ciento, en las primeras consultas y en el total de consultas, respec­
tivamente.

Cabe destacar que el número de consultas es notablemente inferior al 
estimado en el proyecto inicial para los 955 ambulatorios: 2.770.895 versus 
4.900.980 en 1992; 2.087.239 versus 5.781.380 en 1993 y en 1994 estas 
decrecen a 1.848.948.

La muestra refleja diferencias en este comportamiento general del movi­
miento de consultas en las entidades federales e incluso en los distritos 
sanitarios. Todo depende del mejor o peor funcionamiento de la red de ambu­
latorios que por lo general pareciera estar asociado a la responsabilidad y a la 
eficiencia en el trabajo del personal encargado (jefes del distrito sanitario en las 
diferentes áreas: médico, enfermera, nutricionista y el coordinador del ambula­
torio) que incluso motoriza actividades para obtención de los recursos.

Dentro del conjunto de 14 programas que deberían funcionar regularmente 
en los niveles primarios de la red de salud (ver figura 2) hay referencias de que 
los programas de atención y planificación familiar y atención en salud oral 
prácticamente están inoperantes en la mayoría de los ambulatorios; también el 
programa de atención nutricional y dietética evidencia problemas graves de 
cobertura.

Las comparaciones de las concentraciones4 reales con las concentraciones 
de la normativa aprobada en 1993 muestran cierto nivel de coincidencia general 
(cuadro N9 6); las concentraciones reales son un poco menores en el caso de 
los grupos prenatales e infantiles y, superiores en los postnatales y preescola- 
res, particularmente en este último, quiere decir que esta población aparente­
mente asiste con mayor frecuencia al ambulatorio (impacto aparente de la 
estrategia PAMI).

4. Concentración es la relación que mide el número total de consultas, es decir, primera consulta 
más consultas sucesivas, por cada primera consulta.
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FIGURA N9 2

ATENCION EN SALUD MATERNO INFANTIL
.______;__________________________________ v

ESTRATEGIA PAMI

PROGRAMAS

CUADRO N9 6

CONCENTRACIONES REALES, PONDERADAS. 
PROMEDIO DE LAS CONSULTAS 

DURANTE EL PERIODO 1990-1993.

GRUPOS CONCENTRACIONES
REALES

CONCENTRACIONES 
PONDERADAS 

DOCUMENTO INICIAL

CONCENTRACIONES 
PROMEDIO 

NORMATIVA 1993

Prenatales 3,2 4,9 5,0

Postnatales 1.3 1,0 1,0

Infantiles 2,9 4,1 3,5

Preescolares 4,2 2,0 1,5

Fuente: MSAS. Elaboración propia.
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La actividad de reparto de producto evaluada a partir de los kilogramos de 
productos entregados y el número de beneficiarios se desglosan de la siguiente 
manera: beneficiarios inscritos o nuevos beneficiarios, que representan el 
número de beneficiarios que se registran por primera vez en el programa, y los 
beneficiarios sucesivos, resultantes del número de beneficiarios que una vez 
inscritos acuden por lo menos a otra entrega de producto. En el año 1993 se 
incluyen las estadísticas de población activa en el programa, es decir, la 
población inscrita en el programa.

En el momento de la evaluación se registraba esta actividad partiendo de los 
beneficiarios totales; evaluación no adecuada de la actividad ya que al dividir el 
producto entregado entre esta base resulta una entrega promedio anual de 2 kg 
de producto por persona. El resultado carece de lógica, si consideramos que un 
beneficiario debe recibir teóricamente dos kilogramos de producto mensual­
mente. Esta forma de registro puede ser apropiada a los fines del control de la 
entrega del producto, mas no para evaluar el componente alimentario del 
programa, en función de cumplimiento de metas.

Para superar ester inconveniente en función de la disponibilidad de informa­
ción se calcula una relación equivalente: número de beneficiarios promedio 
atendidos mensualmente por el programa.

Durante los años 1992,1993 y 1994, el programa atendió mei.¿taimente un 
promedio de 665.861 personas entregando 3,2 kg mensuales de producto por 
persona (ver cuadro NB 7). En 1994 se atendió un promedio mensual de 655.628 
personas y en 1995 se produce un descenso equivalente al -54,8% en la 
población atendida (364.862) con respecto al promedio de los años 1992-1994, 
debido a problemas presupuestarios.

La relación kilogramo de producto por cada entrega a beneficario registra en 
el año 1994 la cantidad de 5 kilogramos, cifra que resulta incongruente con los 
parámetros establecidos en el programa (2 o 3 kilogramos por beneficiario).

A nivel de grupos se atendieron en promedio mensualmente durante 
1992-1994, 72.238 y 71.969 mujeres embarazadas y lactantes, respectiva­
mente, 259.355 infantiles y 263.895 preescolares (ver cuadro N9 8). En 
1995, se produce un descenso de los promedios mensuales de población 
atendida con respecto al promedio de 1992-1994 en todos los grupos 
(expresados en variaciones porcentuales -30% las prenatales, -78% las 
postnatales, -37% los infantiles y -40% los preescolares). Se presenta un 
desabastecimiento del producto e incluso se cambia la entrega de leche 
para los grupos prenatales y postnatales por Lactovisoy. Esta variación 
incidió básicamente en los postnatales donde el descenso en 1995 fue del 
-78% (problema de aceptación del producto, desconocimiento de su gran 
aporte nutricional). Sin embargo, estratégicamente, si se complementa la 
introducción del Lactovisoy con una buena campaña educativa, este cambio



CUADRO N2 7
ESTADISTICAS GENERALES DE ENTREGA DE PRODUCTO

AÑOS POBLACION
ACTIVA

NUEVOS
BENEFICIARIOS

BENEFICIARIOS
SUCESIVOS

TOTAL
BENEFICIARIOS

PROMEDIO
MENSUAL

CONCENTRACION
(kg)

1989 — 2.125 — 2.125 2.125 —

1990 — 490.773 727.598 1.218.371 101.530 2,5
1991 — 1.320.900 7.482.252 8.803.152 733.596 6,7
1992 — 861.601 7.436.432 8.298.033 691.503 9,6
1993 1.592.826 995.805 6.809.689 7.805.494 650.452 7,9
1994 1.426.557 1.001.034 6.866.502 7.867.536 655.628 7,9
1995* 751.995- 385.060 3.793.287 4.378.347 364.862 7.5

PROMEDIO 92-93-94 952.813 7.990.354 7.990.354 665.861 8,3

Fuente: Fundación PAMI.
* Sin reportar los estados 

Miranda (junio) 
y Barinas (abril y mayo).

AÑOS TOTAL ENTREGADO 
(kg)

PROMEDIO
(kg)

BENEFICIARIO
(kg)

1989 — — »
1990 2.529.178 210.764 2,1
1991 20.326.700 1.693.892 2,3
1992 18.730.304 1.560.859 2,2
1993 18.623.142 1.551.929 2,4
1994 38.982.406 3.248.534 5,0
1995* 11.282.004 940.167 2,6

PROMEDIO 92-93-94 25.945.284 2.640.727 3,2

Evaluación del Programa Ampliado Materno Infantil 
233



234 Revista Venezolana de Análisis de Coyuntura

CUADRO N2 8
ESTADISTICA DE ENTREGA DE PRODUCTO SEGUN CODIGOS

AÑOS PRENATAL POSTNATAL
BAJO

INFANTIL
ALTO TOTAL

PREESCOLAR TOTAL

NUEVOS BENEFICIARIOS
1990 57.106 36.903 132.413 4.373 136.786 259.978 490.773
1991 211.390 114.990 383.401 7.624 391.025 603.495 1.320.900
1992 243.729 145.020 298.533 5.374 303.907 167.945 861.601
1993 267.368 201.537 329.253 6.251 335.504 191.396 995.805
1994 253.092 204.099 - - 329.003 214.840 1.001.034
1995 112.748 67.061 - - 232.661 172.590 80.809

PROMEDIO MENSUAL DE POBLACIÓN ATENDIDA

1990 10.211 7.250 26.899 1.100 27.999 56.070 101.530
1991 70.235 63.882 215.541 3.733 219.274 380.205 733.596
1992 78.233 81.681 271.344 2.813 274.157 257.432 691.503
1993 74.445 72.502 253.347 3.588 256.935 247.303 650.458
1994 64.156 61.222 - - 247.702 282.548 655.628
1995 23.745 16.687 - - 154.420 170.011 364.862

Fuente: Fundación PAMI, MSAS. Elaboración propia.

CUADRO N2 9
CUMPLIMIENTO DE METAS EN LOS PROGRAMAS DEL MSAS 

COMPONENTE ATENCION MEDICA

GRUPOS 1990 1991 1992 1993 1994 1995*

PRENATALES 33,2 37,1 32,7 28,6 34,6 32,5

POSTNATALES 14,3 44,7 30,8 94,7 35,1 22,3 1

INFANTILES 39,4 57,7 42,6 54,4 43,5

PREESCOLARES 18,2 41,5 4,5 19,6 10,7 4,4

TOTAL 27,3 45,2 29,8 35,5 24,1 14,2

FUENTE: MSAS. Dirección Matemo-lnfantil. 
* Cifras provisionales.
1. Postnatales e Infantiles.
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podría repercutir en un efecto colateral negativo generado por el programa 
PAMI: el abandono de la lactancia materna.

En la información de los estados seleccionados en el estudio muestral, en 
general se observa una tendencia al aumentó de los beneficiarios inscritos y por 
el contrario, el número de beneficiarios sucesivos disminuye en todas las 
entidades federales seleccionadas, excepto en Miranda. Estos resultados refle­
jan la incidencia de los problemas de desabastecimiento y de los extensos 
paros médicos.

Se calculó una medida de concentración equivalente a la usada en la 
actividad de consultas médicas, entrega de producto por beneficiarios totales 
entre enjrega de productos a nuevos beneficiarios. El valor promedio de esta 
concentración en los años 1992-1994 fue de ocho entregas de producto al año 
por nuevo beneficiario. Las mujeres embarazadas y postnatales acuden en 
promedio cuatro veces a retirar producto (le correponden seis) ya que normal­
mente ingresan en el programa después del tercer mes de gestación. Las 
lactantes acuden en promedio cinco veces a retirar producto (le corresponden 
seis), los infantiles acuden en promedio nueve veces, pudiendo ellos recibir 
producto durante 18 meses, y los preescolares 16 veces, pudiendo recibir 
producto durante 48 meses.

Llama la atención el hecho de que en los grupos infantiles de alto riesgo 
en los años 1992 y 1993 esta medida de concentración fue significativamente 
menor al promedio de los infantiles de bajo riesgo, 10 versus 7 veces. Los de 
alto riesgo representan porcentualmente tan sólo el 2,1% de la población 
infantil inscrita en el programa, pero estratégicamente son muy importantes a 
objeto de proporcionarles una intervención integral, desde el punto de vista 
nutricional, educacional y social. Este grupo registró hasta 1993 tan sólo 
23.622 niños nuevos beneficiarios y, aún así, la red preventiva de salud, a 
pesar de lo manejable del volumen, no le proporcionó una atención efectiva, 
con evaluaciones médicas, antropométricas y nutricionales, a profundidad, del 
niño, registros de las condiciones sociales en el hogar y búsqueda de las 
soluciones adecuadas para una asistencia eficaz acompañada de un segui­
miento de esta población.

Cumplimiento de metas

La relación de cobertura y metas, factible de evaluar, se define como el 
número de beneficiarios nuevos entre la POM en cada una de las actividades 
consideradas. Según las cifras suministradas por el MSAS, el porcentaje de 
meta cumplida fluctúa en el período de evaluación entre el 27% y el 45%. A nivel 
de subgrupos resalta el bajo cumplimiento de meta en los preescolares y el 
aumento de la atención postnatal y de infantiles (ver cuadro Ns 9).

En caso de reparto de producto a partir de la relación de inscritos por primera 
vez sobre la POM, se determina una cobertura promedio para los años 1993 y
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1994 del 29%, considerada bastante baja: sin embargo, como antes se señaló, 
existe una sobreestimación de la POM que incide en este resultado (ver cuadro 
Ne 10). Las cifras demuestran que el boom del programa fue en el año_1991 
(cobertura del 70%). En el período 1993-1995 el número de inscritos por 
primera vez mantiene una representación relativa cercana aM3 por ciento del 
total de beneficiarios atendidos.

CUADRO N2 10
COBERTURA DE PROGRAMA PAMI. COMPONENTE ALIMENTARIO

AÑO POBLACION 
OBJ. META

POBLACION
ACTIVA

NUEVOS
BENEFICIARIOS

% COSTO DEL 
PRODUCTO

COSTO
POR

NUEV.
BENEFI.

1990 1.487.038 — 490.773 35,0 259.755,8 529
1991 1.868.311 — 1.320.900 70,7 476.848,6 3.610
1992 3.263.252 — 861.601 26,4 253.887,3 2.947
1993 3.364.543 1.592.826 995.803 29,6 3.725.472,3 3.759
1994 3.412.848 1.426.557 1.001.034 29,3
1995 3.754.620 751.995 585.060 15,6

Fuente: Fundación PAMI. Cálculos propios.

En las entidades federales incluidas en la muestra, Trujillo presenta el mayor 
porcentaje de cumplimiento de meta, 70%, y en sentido contrario, el menor 
cumplimiento de metas se registra en Miranda, 24%; en el resto de los estados 
se advierten cifras superiores al 40%.

Análisis Presupuestario y Financiero

El análisis presupuestario sólo fue posible para el componente alimentario, 
específicamente en lo que respecta a la administración de la Fundación PAMI.

Con relación a las fuentes de financiamiento la Oficina Técnica de Coope­
ración (OTC) del Ministerio de la Familia, coordinó el enlace con el Banco 
Mundial que financió parte de los recursos destinados al PAMI. La asignación 
y ejecución de los recursos extraordinarios del programa, provenientes de esta 
fuente externa, presenta una evolución irregular, con bajos niveles de ejecución 
(ver cuadro Ns 11).

En función del objetivo instrumental de fortalecer los establecimientos de 
salud a través de los recursos necesarios para implantar el programa, además 
del equipamiento de materiales médicos y de oficina necesarios, se justificó la
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CUADRO Nfi 11

DISTRIBUCIÓN Y EJECUCIÓN DE LOS RECURSOS 
EXTRAORDINARIOS DE LA FUNDACIÓN PAMI

(millones de Bs.)

AÑO 1991 1992 1993 1994

Asignación
presupuestaria 650,0 254,8 ,814,8 357,0

Ejecución 23,0 — 610,0* —

* En el año 1993 se llevaron a cabo las licitaciones internacionales, la ejecución efectiva es del 
610 millones de bolívares, y se efectuó un compromiso de aproximadamente 460 millones.
Nota: Ejecución del año 1993: campaña IEC 140 millones de Bs., Campaña PEC 13 millones, 
aproximadamente.

asignación de 400 millones de bolívares anuales para la contratación de recur­
sos humanos.

En el caso de la Fundación PAMI los subsidios y aportes del ejecutivo 
nacional representan hasta 1991 la totalidad de los ingresos corrientes, mien­
tras que en los años 1992 y 1993 esta fuente suministra el 70,5% y el 79% 
respectivamente, de tales ingresos.

La estructura del presupuesto se ha mantenido estable mostrando una 
acentuada concentración en la partida de “Materiales, Servicios y Reparacio­
nes”, que representa más del 99% del total asignado y, dentro de esta, el peso 
determinante recae en el reglón de “Alimentos y Bebidas”, cuyo porcentaje está 
por el orden del 92% de dicha asignación.

La comparación de la ejecución respecto a lo programado revela una 
pronunciada variabilidad (Ver cuadro N912). En los años iniciales del programa 
se advierten los valores más altos. El porcentaje de gastos de funcionamiento 
respecto al total de,gasto ejecutado tiende a aumentar progresivamente, en
1995 alcanza el 21%.

Relaciones de costos

La razón de “bolívares ejecutados por nuevos beneficiarios”, aporta una 
estimación del costo anual por beneficiario, cuyo resultado luce factible, toman­
do en cuenta el costo unitario del producto, la realización de varias entregas del 
mismo durante el año por beneficiario y la magnitud de los gastos de funciona­
miento, también por nuevos beneficiarios. La evaluación de esta relación es
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ascendente, con la excepción del año 1992, cuando se produce el menor 
volumen de ejecución del producto (ver cuadro Na 12).

CUADRO Nfi 12

FUNDACIÓN PAMI. RELACIONES DE COSTO

1990 1991 1992 1993 1994 1995

Presupuesto ejecutado 
(millones de Bs.) 298,8 5.198,0 3.018,9 5.136,4 7.712,0 6.071,4
Presupuesto asignado 
(millones de Bs.) 312,0 5.277,5 6.551,2 7.299,0 8.583,0 14.107,0
Relación de presupuesto 
ejecutado-asignado 
(Bs. ejectuados/
100 Bs. asignados) 95,8 98,5 46,1 70,4 89,9 43,0
Ejecutado en gastos de 
funcionamiento (mili. Bs.) 39,0 429,5 480,0 830,6 __ 1.273,0
Relación gastos de 
funcionamiento/total 
ejecutado (%) 13,1 8,3 15,9 16,2 21,0
Costo total del producto 
entregado (Bs.) 102,7 234,6 135,5 199,5 __ __

Costo total (Bs./nuevo 
beneficiario) 608,8 3.955,2 3.503,8 5.182,4 _ ---

Costo de funcionamiento 
(Bs./nuevo beneficiario) 79,5 325,1 557,1 838,1 — 2.175,8

Fuente: Fundación PAMI: Ejecución financiera del presupuesto de gasto, años 1990,1991,1992, 
1993, 1994, 1995.
Nota: El presupuesto asignado para este programa en 1996 es de 10.068,5 millones de bolívares, 
estimándose gastos de funcionamiento por el orden de los 1.290,4 millones do bolívares.

Supervisión, control y seguimiento

Los principales problemas detectados en la supervisión se resumen en los 
siguiente aspectos: bajo rendimiento del personal y la necesidad cada vez más 
evidente dentro de la Estrategia PAMI de educar para poder prevenir, capaci­
tación del personal, necesidad de evaluar la atención médica y las necesidades 
reales de equipamiento en los ambulatorios.
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El criterio de programación utilizado es el de área de influencia poblacional 
del ambulatorio, donde se considera el máximo rendimiento de los recursos 
existentes (específicamente la hora/médico) como el recurso principal en torno 
al cual se desarrolla el programa, no tomándose en cuenta las demandas reales 
y potenciales de la población. Por esta razón, los resultados del programa se 
pueden medir basados en el rendimiento del personal y la cobertura poblacio­
nal, y no sobre el posible impacto que pudiera producir el programa sobre las 
condiciones nutricionales y de salud en una comunidad.

La contratación laboral del personal médico es de 6 horas diarias; no 
obstante, como elemento importante a considerar en la planificación se calculó 
en términos promedios que cada ambulatorio necesita 9,6 horas diarias de 
consulta preventiva para cumplir con las metas establecidas. En estas estima­
ciones hay un margen de holgura donde se puede incluir la incidencia del 
tiempo utilizado en la atención preventiva de las poblaciones no incorporadas 
en la estrategia PAMI y en las actividades de elaboración de los reportes 
necesarios para los registros estadísticos del programa y la atención médica en 
general.

En los resultados muéstrales se observa una tendencia general hacia el 
aumento del número de horas trabajadas por el personal médico del ambula­
torio debido a las presiones generadas por el programa, tanto por la supervisión, 
como por los mismos beneficiarios, constituyendo este un impacto positivo del 
programa en la red de ambulatorios. Sin embargo, es un hecho que cuando hay 
escasez de productos los beneficiarios no acuden a la consulta, por lo tanto 
habría que evaluar a profundidad este aspecto, particularmente porque en la 
estrategia PAMI ha fallado el componente educativo.

Con relación al componente alimentario, en el estudio muestral se observó 
lo siguiente: fallas en las condiciones físicas del almacén, fallas en cuanto al 
producto (latas oxidadas, golpeadas y/o déficit de contenido) y fallas en relación 
con los conflictos que generalmente se producen en el almacén: reclamos de 
la comunidad por desabastecimiento del producto y extracción del producto de 
los almacenes.

Como recomendación, el personal señala la necesidad de lograr una cola­
boración mutua entre el personal del PAMI (almacén) y el personal del MSAS 
(ambulatorio).

La opinión de los beneficiarios con relación a las fallas en el programa se 
resume en: la falta de productos en el almacén, la pérdida de tiempo, problemas 
de organización para la entrega de productos y los constantes paros médicos.

Se observó un rechazo del beneficiario hacia el Lactovisoy, lo cual dio 
lugar a un trabajo conjunto del la Fundación PAMI y las empresas produc­
toras con el propósito de mejorar la contextura y la presentación del produc­
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to, así como el diseño de un empaque apropiado para garantizar mayor 
tiempo de duradón. El Lactovisoy se produce totalmente en el país, tiene un 
estricto control de calidad, ya que en su fabricación se le agregan directamente 
los nutrientes específicos. Según juicios de los expertos tiene excelentes 
cualidades nutricionales y un costo algo menor que la leche. En este sentido, 
habría que destacar la necesidad del apoyo por parte del Componente de 
Promoción y Educación para la Salud y una campaña de mercadeo de este 
producto, dirigida a mejorar los niveles de aceptación por parte de la población.

Una deficiencia importante con relación a la información para los fines de 
seguimiento y evaluación del programa es el marcado sesgo hacia el control de 
los productos, más que hacia la población beneficiaria, impidiendo la valoración 
cuantitativa y cualitativa con relación a ésta.

En el proyecto de diseño se señala un conjunto de indicadores de interés 
para analizar y evaluar el desarrollo del programa, sobre los cuales no se 
dispone de información, entre ellos: la tasa de deserción en el programa y sus 
causas, el porcentaje de cumplimiento de citas y el número de días promedio 
de desabastecimiento de productos al año y sus causas.

Para evaluar la posibilidad de un impacto nutricional del programa es 
necesario un registro con los siguientes indicadores: peso-talla, peso-edad y 
talla-edad por sexo y edad en los grupos infantiles y prescolares, peso semanas 
de gestación y altura uterina por semana de gestación en los grupos prenatales, 
peso al nacer y comparación del peso al nacer con las medidas antropométricas 
al ingresar como infantiles en los post-natales (Pérez, 1992).

La Dirección Materno Infantil y los ambulatorios necesitan el apoyo de 
recursos técnicos y humanos para el diseño y la implementación de un sistema 
de información amplio del programa que abarque la información necesaria para 
el seguimiento y la evaluación de sus tres componentes.

Los resultados de la Encuesta Social, desarrollada dentro del Programa de 
Desarrollo Social para el seguimiento de la política y programas sociales (1991, 
1992 y 1993), destacan algunos aspectos de interés respecto al programa 
PAMI.

-  La proporción de niños, entre 6 meses y 6 años, incorporada al programa en 
el año 1993 es del 37%, con niveles más significativos en la población 
infantil.

-  Los porcentajes preescolares incorporados al programa disminuyeron de 
35% en 1992 a 27% en 1993.

-  Los prenatales y postnatales registran participaciones porcentuales en 1992 
de 27% y 25%, respectivamente.
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-  Las causas más relevantes de la no Incorporación al programa son: el 
desconocimiento del mismo y la condición de estar en la espera de una cita 
médica.

-  Las principales causas de abandono del programa son: rechazo del producto 
(Lactovisoy), problemas por la atención tardía, cambio de residencia y 
dificultades para ir al ambulatorio.

La encuesta social del año 1992 permite realizar un análisis muy general 
sobre la focalización; en este sentido el 18% del total de hogares en el país 
(4.226.688) no se enmarca dentro de la población objeto del programa. El 
análisis de las tabulaciones del nivel de ingresos de los hogares atendidos por 
el PAMI, indica que el programa llegó en mayores proporciones a los hogares 
en condición de pobreza extrema, cuantificada según el método de la línea de 
pobreza;5 en los hogares incorporados al PAMI el 64% tiene ingresos menores 
o iguales a Bs. 20.000 y el 23% entre Bs. 20.000 y Bs. 40.000. Las desviaciones 
hacia los grupos no pobres (ingresos mayores a Bs. 40.000) se cuantifican en 
el orden del 13% (ver cuadro Ns 13).

CUADRO Ns 13

DISTRIBUCIONES PORCENTUALES DE LOS INGRESOS 
EN EL TOTAL DE LOS HOGARES OBJETO DEL PROGRAMA PAMI

Y EN LOS HOGARES INCORPORADOS AL PAMI
(porcentajes)

NIVEL DE INGRESOS 
Bs.

TOTAL DE 
HOGARES

HOGARES OBJETO 
DEL PROGRAMA

HOGARES 
INCORPORADOS 

AL PAMI

Menores de 20.000 
(pobreza extrena)

42 51 64

Entre 20.001 y 40.000 23 28 23

Más de 40.000 17 22 13

No aplica 18 - -

Fuente: Encuesta Social OCEI 1992, elaboración propia.

5 Costo de la canasta alimentaria: Bs. 19.317,oo; y costo de la canasta normativa: Bs. 38.129,oo; 
en el segundo sementre de 1992 (Fuente IIES-UCV).
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Indicadores

Seguidamente se presentan un conjunto de indicadores, de salud y nutrición 
seleccionados en función de los objetivos específicos del programa, las metas 
y su posible afectación con la implementación del programa, especificados 
según la disponiblidad a partir de los años 1988-1989, fechas anteriores al inicio 
de programa (cuadro Ne 14).

Los indicadores de mortalidad infantil no parecen evidenciar incidencia 
alguna con la implantación del programa, al igual que el porcentaje de 
defunciones en menores de un año sin asistencia médica. La tasa de morta­
lidad en niños menores de cinco años desciende levemente. Estos resultados 
no muestran efectividad en función de los recursos invertidos. Tal y como lo 
señala la UNICEF en el documento “Análisis de situación de la infancia, la 
juventud y la mujer en Venezuela” (UNICEF, 1994), de mantenerse estas 
tendencias, difícilmente se podrá alcanzar las metas de reducción de las tasas 
de mortalidad infantil, neonatal y postneonatal para el año 2000 contempladas 
en el Plan Nacional de Acción a Favor de la Infancia (11,4, 6,2 y 5, respec­
tivamente).

La mortalidad materna manifiesta una tendencia a aumentar ubicándose en 
niveles superiores a 60 por 100.000 nacidos vivos registrados; la meta de esta 
tasa para el año 2000 es de 22,3.

Estas tasas promedios de mortalidad esconden disparidades regionales y 
sociales significativas que habría que analizar con más detalle con relación a la 
implementación del programa a nivel de cada entidad federal. Sin embargo, 
conviene destacar que las tasas promedio de mortalidad, al igual que todas las 
estadísticas del MSAS, corresponden sólo a los registros de la red de centros 
de salud del MSAS, es decir, se excluyen otros centros de salud públicos: 
Seguro social, gobernaciones y aleadlas y el sector privado. Esta debilidad 
resulta positiva en términos de las disparidades sociales, ya que podemos 
suponer que refleja la situación de los estratos más desfavorecidos, con menos 
opciones para satisfacer sus necesidades de salud.

Las muertes por deficiencias de la nutrición tienden a incrementarse, ocu­
pando el sexto lugar en las principales causas de muerte de los niños entre 1 
y 4 años. La tasa de morbilidad por diarrea en niños menores de un año registra 
un elevado incremento (cuadro Ne 15).

Es importante destacar que las principales causas de mortalidad y morbili­
dad en los niños y en las madres se deben fundamentalmente a enfermedades 
de carácter infeccioso y carencial, en su mayoría prevenibles.

En este sentido, parece importante redefinir el suministro de polivitamínicos, 
desparasitantes y soluciones rehidratantes en los grupos de riesgo.
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CUADRO N9 14 

INDICADORES DE SALUD Y NUTRICIÓN

Indicadores Años

1988 1989 1990 1991 1992 1993 1994

* Tasa de mortalidad 22,7 24,5 25,6 25,1 22,0 23,8 23,5
infantil (<1 año)1 
-Neonatal1 13,8 14,2 13,9 13,6 13,5 14,8 _
-Postnatal 9,0 10,3 11,6 11,4 8,5 9,0 -

* Porcentaje de 
defunciones <1 año 
sin asistencia médica 8,8 8,3 7,9

* Tasa de mortalidad
niños <5 años1 29,4 31,1 24,9 26,3 26,6 28,8 -

* Tasa de mortalidad
materna2 55,7 64,3 58,5 60,0 61,0 63,1 63,5

* Tasa de mortalidad 
infantil por desnutrición 
< 1 año3 29,7 39,8 60,2 58,3

* Tasa ele mortalidad
general por desnutrición3 2,9 3,3 4,5 4,4 - - -

* Porcentaje de niños
con bajo peso al nacer4 9,6 10,4 11,2 11,6 12,1 12,5 —

* Déficit nutricional de 
niños menores de 2 años 
-Indicador peso-talla 16,5 14,5 15,4 13,7 12,8 12,6 11,8
-Indicador peso-edad 14,6 13,0 15,4 15,2 13,6 12,7 12,6
-Indicador talla-edad 22,1 22,3 25,8 27,4 27,4 25,9 27,1

* Déficit nutricional de 
niños entre 2 y 6 años 
-Indicador peso-talla 17,9 17,5 16,8 13,4 12,7 12,2 11,4
-Indicador peso-edad 31,3 29,4 30,8 26,1 24,8 23,2 22,5
-Indicador talla-edad 31,5 31,2 32,9 30,6 30,7 29,2 28,8

1. Por 1000. nacidos vivos registrados

2. Por 100.000 nacidos vivos registrados
3. Por 100.000 hab.
4. De acuerdo al grupo de edad respectiva

Fuente: Estadísticas Sociales OCEI, Instituto Nacional de Nutrición, SISVAN.
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CUADRO N9 15 
INDICADORES DE SALUD

Indicadores Años

1990 1991 1992 1993 1994 1995

* Tasa de morbilidad por diarreas 
Hasta 1 año3 324,9 

De 1 año a 4 años4 6.351,6 
5 años y más4 490,0

370,9

7.726,7
727,1

36.529,2

8.088,0

753,8

36.946,1

8.222,8

778,7

23.766,4

21.224,1

21.832.6

21.832.6

3. Por 100.000 hab.
4. De acuerdo al grupo de edad respectiva.

El porcentaje de niños con bajo peso al nacer, aunque su muestra no es 
representativa, también se orienta al ascenso. Esto podría estar relacionado 
con un mayor número de madres con ausencia de controles prenatales.

La condición de déficit en los indicadores nutricionales de los niños menores 
de 6 años muestra un descenso en el caso de las proporciones de peso-talla 
y peso edad, un incremento en el porcentaje de talla para edad en los niños 
menores de 2 años y una disminución de este indicador en los niños de 2 a 6 
años. No obstante, estas cifras son altas con relación al valor esperado, menor 
o igual al 10%.

El grave problema de desnutrición pasada (talla/edad), en el cual incide un 
déficit prolongado de ingesta de energía y micronutrientes, ha propiciado una 
intervención muy efectiva del gobierno al establecer la obligatoriedad de 
enriquecer las harinas de maíz y de trigo con vitaminas y minerales, alimentos 
de alto consumo en el hábito de consumo alimentario del venezolano.

Es importante señalar que las causas subyacentes en el problema de la 
desnutrición se ubican en el costo de la canasta básica de alimentos y en la 
relación con las horas de trabajo necesarias para la obtención adecuada de los 
mismos, en función del costo promedio de la hora de trabajo de la población 
ocupada en un determinado momento. Ello implica que las acciones dirigidas 
a mejorar estos indicadores tendrán el mayor efecto en este problema.

Estos indicadores, vistos en términos globales, no tienen sentido; lo apropia­
do es la valoración en desagregaciones geográficas más definidas: entidades 
federales, municipios y áreas de cobertura de la red ambulatoria, no sólo para 
una evaluación más directa de los efectos del programa o de la intervención 
social en su conjunto, sino para la focalización de una acción social más realista
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en función de los problemas de salud que presentan las comunidades. El apoyo 
que reciba esta necesidad de información desagregada en términos geográfi­
cos y sociales podría redundar en mayores beneficios para las comunidades y 
una mayor eficiencia en el uso de los recursos.

La encuesta social de 1991 reveló que sólo cuatro de cada diez madres 
llevaban a su hijo al médico cuando padecían de diarreas y apenas cuatro de 
cada 100 madres usaban soluciones rehidratantes. La misma encuesta destacó 
que un 17% de los niños con menos de un año nunca fue al control médico. Esta 
situación amerita de una campaña educativa preventiva agresiva que genere un 
impacto en la tasa de mortalidad de los niños menores de 5 años.

El PAMI debe fortalecer sus componentes esenciales: la atención médica 
preventiva y el componente de educación comunitaria para la verdadera pre­
vención en salud, con una política coordinada de la red ambulatoria del país. El 
componente nutricional debe ser revisado privilegiando la búsqueda de solucio­
nes adecuadas y económicas.

Resulta evidente que la implementación del programa denota un sesgo en 
los esfuerzos por el logro de la eficiencia con relación a la distribución de los 
productos lácteos, más que a la búsqueda del desarrollo coherente y sincro­
nizado del programa preventivo integral con sus tres componentes, que 
cumpla efectivamente los objetivos de la estrategia PAMI. No ha sido posible 
que las dependencias del MSAS funcionen sincronizadamente en lo que se 
refiere a una atención preventiva integral (médica, educativa y nutricional) en 
los ambulatorios con la configuración de una base de información común 
sobre los aspectos relevantes en cuanto a características relevantes de la 
comunidad y de los problemas de la red ambulatoria. Este aspecto incluso lo 
señalan los beneficiarios y los diferentes recursos humanos involucrados en 
el programa en las encuestas realizadas. Habría que evaluar si estos proble­
mas pudieran tener una posibilidad de solución más viable en el marco de la 
descentralización.
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r e s u m e n

El tema de la educación, particularmente lo referido a su financiamiento, constituye uno de 
los aspectos más debatidos en la actualidad, tanto a nivel de las instancias de educación 
superior, como del sector público y privado.
-  La autonomía financiera, como principal soporte de la autonomía.
-  Las responsabilidades del Estado y la sociedad civil ante el financiamiento de la educa­

ción superior.
-  Aportes porcentuales del presupuesto nacional destinado a educación.
-  Características de la educación venezolana.
-  Suficiencias e insuficiencias presupuestarias del subsistema de educación superior 

venezolano.
-  Funciones de la universidad y su incidencia en el presupuesto de gastos.
-  Función social de la educación superior: gratuidad y equidad social.
-  Dificultades actuales del financiamiento de la educación superior pública.
-  Nuevas propuestas de fuentes de financiamiento.

INTRODUCCIÓN

El tema de la educación, particularmente lo referido a su financiamiento, 
constituye una de las mayores preocupaciones de quienes saben valorar lo que 
ella representa como soporte y medio de formación del ser humano en términos 
individuales y sociales.

A la educación superior le corresponde jugar un rol fundamental en los 
procesos de desarrollo de los países, particularmente de los latinoamericanos, 
por la necesidad de fortalecer la ciencia y la tecnología acorde con nuestras 
propias necesidades. A ella se le asigna la elevada misión integral de la 
enseñanza, la investigación y la extensión.

Los profesionales que forme, la investigación que realice, y la vinculación 
que logre con la sociedad, deben estar en función de objetivos y metas
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explícitas, armónicas y sincronizadas con los intereses y necesidades del país, 
tales como:

-  El desarrollo económico-social.
-  El bienestar de sus integrantes.
-  El afianzamiento de una conciencia nacional, 

con sentido de solidaridad, justicia y equidad.

Por otra parte, las universidades son instituciones al servicio de ía nación a 
las cuales les corresponde colaborar en la orientación de la vida del país, 
mediante una contribución doctrinaria en el esclarecimiento de los problemas 
nacionales, y una función rectora en la educación, la cultura y la ciencia. Es por 
ello que su característica más importante está identificada con su autonomía, 
entendida ésta en sus aspectos organizativos, académicos, administrativos y 
económico-financieros.

La autonomía, en este orden de ideas, supone “un poder ser” y “un poder 
.hacer”. El primero, se refiere a instancias externas a la universidad, bien sean 
políticas, económicas o sociales; y el poder hacer, se manifiesta en tres 
aspectos fundamentales: estructurales, organizativos y presupuestarios.

En cuanto al aspecto de la autonomía presupuestaria, tema tratado directa­
mente en esta ponencia, el principal soporte de la misma !e constituye la 
autonomía financiera y, son precisamente las limitaciones y restricciones finan­
cieras las que principalmente han venido atentando contra la autonomía univer­
sitaria. Por consiguiente, para que una universidad pueda ejercer su autonomía 
es necesario que cuente con un patrimonio propio y fuentes de financiamiento 
seguro y estable.

En Latinoamérica, la educación superior cumple una función social que se 
manifiesta en dos aspectos básicos:

Uno, constituido por la obligación del Estado de formar profesionales con 
alto nivel de excelencia, actitud crítica y sensibilidad social necesarios para 
coadyuvar al desarrollo de los países.

Otro aspecto proviene de la obligación del Estado de actuar como “cataliza­
dor social”, promoviendo la necesaria movilidad de los individuos basándose en 
procesos de formación avanzada continua.

Según esto, la educación superior debe entenderse como una “inversión so­
cial”, que comparten el Estado y la sociedad civil, donde el primero tiene la respon­
sabilidad mayor, por constituir la educación una razón política del Estado mismo.

Dentro de este concepto, el financiamiento de la educación superior es 
también una función compartida dentro de los parámetros expresados anterior­
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mente. Es decir, que a la sociedad civil, colectiva o individualmente, le corres­
ponde también aportar una alícuota parte de esa inversión social.

De acuerdo al alcance y naturaleza del problema financiero, se hace nece­
sario puntualizar algunos fines:

-  Contribuir a determinar el grado de suficiencia o insuficiencia de los recursos 
fiscales disponibles para soportar el ritmo creciente del gasto en educación 
superior.
Definir con mayor propiedad las funciones que deben corresponder a las 
universidades.

-  Precisar el papel de la actividad universitaria, tanto en el ámbito público 
como en el privado.

-  Alcanzar un reconocimiento efectivo de las dificultades de financiamiento.
-  Señalar alternativas para nuevos sistemas de financiamiento.

MARCO DE REFERENCIA

Con el objeto de configurar un marco de referencia que nos permita analizar 
el caso Venezuela, consideramos necesario caracterizar el problema a nivel 
regional.

Al efecto, el crecimiento de la matrícula que se generó en Latinoamérica 
durante la década de los setenta y principios de los ochenta a pesar de que en 
sí misma no constituye un fenómeno negativo, sino por el contrario, permitió el 
acceso al conocimiento a una parte significativa de la sociedad, se transformó 
en un problema en la medida en que tres factores fueron poco controlados en 
este proceso de crecimiento:

1. La admisión de gran cantidad de estudiantes en período relativamente 
breve;

2. La carencia de suficientes recursos humanos de alto nivel para satisfacer la 
formación de esos estudiantes y;

3. La disponibilidad de recursos financieros básicos.

Los dos primeros factores, si bien son de particular importancia, han sido 
ampliamente tratados en otros escenarios de la región y se escapan del alcance 
de este trabajo. Es por ello que nos limitaremos a analizar el aspecto referido 
a recursos financieros, ya que el mismo tuvo y continúa teniendo gran impor­
tancia en los actuales momentos en que se atraviesa por serias dificultades 
para su obtención.

El crecimiento y adecuado, desarrollo de las funciones esenciales de la 
universidad es uno de los factores que más han sido afectado como consecuen­
cia de las limitaciones presupuestarias.
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Lo anteriormente señalado se torna aún más evidente cuando se producen 
crisis económicas como la ocurrida a principios de la década de los ochenta en 
buena parte de los países latinoamericanos.

A pesar de que en algunos aumentó el porcentaje del PNB destinado a 
educación, en general el crecimiento de estudiantes e instituciones fue propor­
cionalmente muy superior a esos recursos.

Por otra parte, si se analizan las cifras en términos absolutos podemos 
afirmar que en América Latina hubo un importante crecimiento de recursos 
financieros, orientados a la educación; mientras en 1970 se destinaba cinco mil 
seiscientos millones de dólares ($ 5.600.000.000), en 1980 se destinaron treinta 
y dos mil setecientos millones de dólares ($ 32.700.000.000), es decir casi seis 
veces más.

Sin embargo, la crisis que se inicia en el primer lustro de la década de los 
ochenta, trae como consecuencia que para 1985, la cifra anteriormente citada 
bajara a veintiocho mil seiscientos millones de dólares ($ 28.600.000.000) y, a 
pesar de que en la segunda parte de esa misma década hubo un repunte que 
permitió que para 1988 esa cifra volviera a ascender hasta treinta y ocho mil 
novecientos millones de dólares ($ 38.900.000.000), el valor adquisitivo de la 
moneda en los países latinoamericanos tuvo un decrecimiento que afectó el 
recurso financiero destinado a las universidades (UNESCO, 1991a).

Por ser la educación superior el centro de interés de esta ponencia se 
considera pertinente hacer un breve análisis de los recursos financieros desti­
nados a ese subsistema en la región.

GRÁFICO NB 1

PAISES PORCENTAJE PAISES PORCENTAJE
Argentina 43,5 Honduras 1,7
Barbado 14,9 Jamaica 20,7
Bolivia 23,2 México 31,7
Brasil 17,6 Nicaragua 16,0
Chile 21,6 Panamá 22,4
Colombia 29,3 Paraguay 23,8
Costa Rica 39,3 Perú 2,6
Cuba 14,0 República Dominicana 19,7
Ecuador 18,4 Surinam 7,7
El Salvador 15,7 Trinidad y Tobago 2,8
Guatemala 19,7 Uruguay 21,8
Guyana 17,8 Venezuela 35,3
Haití 9,3

Fuente: CRESALC/UNESCO (19S1)
Visión cuantitativa de la Educación Superior en América Latina y el Caribe, Caracas.
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Aun, cuando entre los países latinoamericanos se observan marcadas dife­
rencias en la distribución entre los tres niveles de educación, existe una 
referencia comparativa y es el hecho de que la mitad de los países de la región, 
destinan entre el 15 y el 25% del presupuesto de educación al nivel superior. 
No obstante, habría que destacar los casos, por ejemplo, de Argentina y Costa 
Rica que destinan a ese nivel aproximadamente el 40% del monto total del 
presupuesto de educación, en oposición a Honduras y Perú que destinan 
menos del 3%, lo expuesto se evidencia en el gráfico N9 1.

Por otra parte, si bien la situación de la educación superior en países como 
Argentina, Costa Rica y Venezuela aparece ventajosa comparativamente con el 
resto de los países de la región, debemos tener en cuenta lo referente a la 
disminución del poder adquisitivo de la moneda y por consiguiente el aporte real 
es inferior significativamente.

CARACTERIZACION DEL SUBSISTEMA DE EDUCACION SUPERIOR 
EN VENEZUELA

A fin de configurar un marco de referencia que nos permita exponer con 
mayor claridad el caso Venezuela hacemos una breve caracterización del país 
en términos de su población, de su sistema educativo y en particular del 
subsistema de educación superior.

VENEZUELA

Población total
Matrícula Sistema Educativo Nacional

20.600.475 habitantes 
6.547.986 estudiantes

SISTEMA DE EDUCACION NACIONAL

Preescolar 1 grado
Educación Básica 9 grados
Educ. Diversificada y Profesional 2 grados
Educ. Superior: Pregrado 3 a 6 años

Postgrado 2 a 4 años

SUBSISTEMA DE EDUCACION SUPERIOR

Composición
Matrícula 538.407 alumnos
Nuevos Inscritos 137.229 alumnos
Personal Docente 46.559 profesores
Egresados 53.244 profesionales
Personal Administrativo
Técnico y Obrero 44.703 empleados
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SUBSISTEMA DE EDUCACION SUPERIOR

Instituciones

32 Universidades Nacionales 17
Privadas 15

1 Inst. Universitario Pedagógico Privado 1
2 Inst. Universitarios Politécnicos Nacional 1

Privado 1
36 Inst. Universitarios de Tecnología Nacionales 22

Privados 14
24 Institutos Universitarios Nacionales 8

Privados 16
15 Colegios Universitarios Nacionales 8

Privados 7
4 Inst. Universitarios Militares Nacionales

Total 114

Fuente: Castillo Eduardo, (1994), La Universidad produciendo para el país, Asamblea 
General de la UDUAL, Guayaquil, Ecuador.

El desarrollo social de Venezuela ha tenido su expresión en las últimas 
décadas en la constitución de un escenario urbano-industrial conformado por la 
evolución de la industria petrolera, la transferencia de apreciable cantidad de 
población del medio rural a un sistema de ciudades pujantes, el desarrollo de 
un conjunto de actividades económicas de manufacturas y servicios y, la 
transformación de las instituciones político-administrativas que nos conducen a 
la concreción de un Estado moderno. Estos cambios en las condiciones del país 
han generado una acentuada demanda de servicios públicos de toda índole, 
entre ellos especialmente el referente a la labor formativa del venezolano 
mediante la educación.

Estas modificaciones en la estructura urbana del país y en la población 
estudiantil han tenido una repercusión directa en el volumen del gasto, tanto 
público como privado, para atender el sen/icio de educación, habiéndose 
originado a la vez una cambio fundamental en la naturaleza y contenido de la 
actividad educativa.

A continuación se muestran dos gráficos (Ne 2 y Ns 3) demostrativos del 
presupuesto nacional expresado en miles de millones de bolívares y el aporte 
presupuestario del ejecutivo nacional a las universidades nacionales en ese 
mismo período (años 1985-1993).
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Gráfico Na 2

PRESUPUESTO NACIONAL A PRECIOS CORRIENTES
Miles de Millones de Bolívares

1985 1986 1987 1988 1989 1990 1991 1992 1993
AÑOS

Fuente: B.C.V. y Gacetas Oficiales

Gráfico Na 3

APORTE PRESUPUESTARIO DEL EJECUTIVO NACIONAL 
A LAS UNIVERSIDADES NACIONALES AÑOS 1985 -1993

Millones de Bolívares

1985 1986 1987 1988 1989 1990 1991 1992 1993

AÑOS

Fuente: CNU-OCOCI
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SUFICIENCIAS E INSUFICIENCIAS PRESUPUESTARIAS

Al hablarse de gasto en educación, debe tenerse presente que el mismo 
viene a resultar un componente o el total de dicho gasto, según el régimen 
político-económico del país de que se trate.

En naciones de economía de mercado se hace diferencia entre educación 
pública y privada, dando lugar a la existencia de ambos tipos para esa finalidad, 
en tanto que en países de economía centralizada, tal distinción no tiene lugar 
por operar únicamente la educación impartida por el Estado.

Cuando los dos tipos de educación coexisten, como es el caso de Venezue­
la, el gasto privado puede ser relativamente alto por funcionar muchos estable­
cimientos educativos bajo la dirección de ese sector en forma institucional. Las 
modalidades en que cumplen sus obligaciones ambos sectores da lugar a que 
canalicen recursos del sector privado a la educación oficial, o del sector público 
a instituciones educativas de carácter privado. Estas razones deben tomarse en 
cuenta al hacerse comparaciones entre países, especialmente cuando se 
hacen relaciones entre el gasto público, distinto a la educación, con el Producto 
Nacional Bruto (PNB).

Por otra parte, desde inicios de la década de los ochenta, Latinoamérica ha 
venido enfrentando serias dificultades de orden económico y social, producto de 
procesos de endeudamiento en condiciones difíciles de justificar en medio de 
políticas económicas, donde pareciera que las variables sociales tienen poca o 
ninguna incidencia. Ello se manifiesta en procesos inflacionarios y sistemática 
caída del valor de nuestras monedas acompañado de crisis del sector financie­
ro, lo cual viene generando serias dificultades de orden socio-económico.

Es por ello, que el análisis del financiamiento de la educación superior no 
puede hacerse basado en presupuestos o cifras en términos absolutos, sino en 
función del verdadero poder adquisitivo de la moneda en cada uno de nuestros 
países.

En el caso específico de Venezuela, esa interpretación se debe realizar en 
una serie histórica de diez años , para medir su incidencia en la disponibilidad 
real de recursos financieros para las universidades, lo cual se habrá reflejado 
en el propio funcionamiento de estas instituciones y especialmente, en la 
calidad y amplitud del servicio que puedan prestar, ajustándose al adecuado 
cumplimiento del mandato que tienen asignado como finalidad esencial en la 
Constitución Nacional y Ley de Universidades.

Para ese fin hacemos referencia a gráficos según variaciones de índice de 
precios al consumidor, calculados por el Banco Central de Venezuela, Presu­
puesto Nacional a precios corrientes y constantes; y, presupuestos destinados 
a educación y aporte a las universidades en precios constantes.
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Gráfico Nfi 4

VALOR ADQUISITIVO DEL BOLIVAR SEGUN 
VARIACIONES DEL INDICE DE PRECIOS AL CONSUMIDOR 
CALCULADO POR EL BANCO CENTRAL DE VENEZUELA

AÑOS
Fuente: BCV.

Gráfico Na 5

PRESUPUESTO NACIONAL A PRECIOS CORRIENTES 
Y CONSTANTES AÑOS 1985 - 1993

Miles de Millones de Bolívares

AÑOS

g  Precios Cornetes 

□  Precios Constantes

Fuente: BCV y Gaceta Oficial.
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Gráfico N9 6 

INDICADORES MACROECONÓMICOS Y SUS RELACIONES 
CON EL PRESUPUESTO DE LAS UNIVERSIDADES NACIONALES

120000

100000

80000

60000

40000

20000 

0
1989 1990 1991 1992 1993 1994

/ a.i 'n w o  j □ P resupuesto  Nacional

g  Presupuesto Min. Educación 

□  Aporte Fiscal Universidades

Fuente: CNU-OPSU.

FUNCIONES DE LA UNIVERSIDAD Y SU INCIDENCIA 
EN EL PRESUPUESTO

La estructura económico-financiera de una institución se puede conceptua- 
lizar como la distribución nacional de ingresos y egresos a ser aplicados a los 
distintos programas que ella cumple, conforme a sus fines y metas. En tal 
sentido, ella se relaciona tanto con la obtención del financiamiento para satis­
facer sus necesidades como con la distribución que se haga para el cumplimien­
to de esos fines y metas.

En Venezuela, a partir del año 1976, se implantó en las finanzas públicas el 
concepto de Presupuesto Programa recogido en la Ley Orgánica del Régimen 
Presupuestario. En las universidades este proceso tiene su sustento técnico en 
la misión de las mismas: formación de profesionales, producción y generación 
de conocimiento y, difusión y extensión de ese saber, así como otros programas 
inherentes a dirección y apoyo a los tres que conforman la misión fundamental, 
adicionados con programas de índole socio económica.

Esta acotación es importante para medir el verdadero rendimiento del 
presupuesto universitario (Gráfico N9 7).

M ile s de M illo n es de B o lív ares



Universidad pública y  financiamiento: El Caso Venezuela. 257

Gráfico N® 7

UNIVERSIDADES NACIONALES. DISTRIBUCIÓN PROGRAMÁTICA 
Período 1989/1994 Participación Porcentual (%)

Programa 1989 1990 1991 1992 1993 1994

Enseñanza 29,79 26,35 26,37 24,00 22,19 19,55

Investigación 5,25 4,53 4,36 4,42 4,55 4,42

Extensión 1,40 1,42 1,46 1,38 1,25 1,42

Protec. Social/ 
Económica 31,20 37,65 37,38 35,38 39,46 41,26

Serv /Admtivo. 
Financiero 6,97 7,12 9,42 12,60 12,40 11,91

Otros 25,39 22,93 21,01 22,22 20,15 21,44

Fuente: Programa Administrativo Financiero (OPSU/CNU, 1995).

FUNCIÓN SOCIAL DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR:

Gratuidad y equidad social

La gratuidad de la enseñanza en la educación superior viene siendo motivo 
de amplios procesos de debates públicos en nuestro país por cuanto la misma, 
vista dentro de un contexto más amplio, se ubica en la denominada función 
social de la educación.

Dentro de esta interpretación es importante destacar que en Venezuela, 
desde hace aproximadamente dos décadas, se vienen aplicando sistemas de 
admisión a las universidades según criterios de rendimiento académico de los 
estudiantes, bajo modalidades tanto nacional como institucionales.

Por otra parte, numerosas investigaciones realizadas tanto en Venezuela 
como en otros países de la región y del continente, han demostrado la directa 
vinculación entre rendimiento académico y condición socio-económica del indi­
viduo; en consecuencia, en nuestras universidades se vienen generando con­
centraciones de estudiantes provenientes de estratos sociales aJtos, particular­
mente en carreras de gran demanda (Ej.: Ciencias de la Salud, Ingeniería y 
Tecnología, Ciencias de la Computación e Informática y Comunicación Social) 
o universidades de reconocido prestigio institucional, tanto públicas como 
privadas.
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Esto plantea contradicciones de equidad social versus función social de la 
universidad.

Ante esta situación, se han venido evidenciado básicamente dos posiciones: 
una que sostiene la necesidad de la gratuidad de la enseñanza a nivel de 
pregrado, a objeto de permitir el acceso al conocimiento a un espectro amplio 
de la sociedad y propiciar un proceso de movilidad social, incorporando aque­
llos correctivos necesarios para superar las actuales contradicciones de “equi­
dad social” generadas por los criterios aplicados en el sistema de admisión a la 
educación superior. Otro argumento para reforzar la posición anterior es el 
balance entre el bajo impacto que el pago de una matrícula de pregrado tendrá 
sobre el presupuesto de una institución de educación superior y al impacto 
político que una medida pública, de este tipo tendría sobre la sociedad venezo­
lana (5% del presupuesto de las universidades).

La segunda posición sostiene que, partiendo de la obligación compartida 
Estado-sociedad civil de financiar la educación superior y, en concordancia 
con lo expresado en la Constitución Nacional, aquellos individuos que pueden 
colaborar con el financiamiento de sus estudios de pregrado en función de su 
condición socio-económica, lo deben hacer, y que si bien este aporte no es 
muy significativo en relación al presupuesto de las instituciones, el mismo 
puede destinarse a becas y otras ayudas socio económicas para estudiantes 
de menores recursos, colaborando de esta manera en corregir factores de 
injusticia social, sin que ello sea excluyente de la necesidad de revisar los 
criterios aplicados en los sistemas de admisión, a objeto de lograr una mayor 
equidad.

PAPEL DE LA ACTIVIDAD UNIVERSITARIA:

La tendencia creciente del gasto en educación es motivo de preocupación 
para los integrantes de las comunidades educativas y los gobernantes de todos 
los países, porque frente a la importancia que se le reconoce a la educación en 
el desarrollo económico-social de los pueblos, se plantea la escasez de recur­
sos financieros que obliga a limitar las asignaciones solicitadas por el sector, y 
a examinar y evaluar el papel de la actividad universitaria en el entorno social 
y su incidencia en la vida pública y privada.

La incidencia de la acción universitaria en la sociedad en que está inserta se 
mide por la pertinencia social del producto de sus programas. En el entendido 
de que la acción fundamental de la universidad se pone de manifiesto en tres 
programas básico: docencia, investigación y extensión, presentamos el gráfico 
N9 8 que expresa el Presupuesto de gasto por Programas de las universidades 
nacionales, a precios corrientes, en un período de seis años (1989-1994), y otro 
gráfico (N9 9), que contiene el mismo presupuesto durante un lapso de cinco 
años destinados a docencia, investigación y extensión, calculado basándose en 
el valor adquisitivo del bolívar para esos años (precios constantes).



Gráfico N® 8

UNIVERSIDADES NACIONALES 
PRESUPUESTO DE GASTO POR PROGRAMAS AÑOS 1989/1994 (Bolívares)

Fuentes de ingreso 1989 1990 1991 1992 1993 1994

Aporte de 
Ejecutivo Nac. 15.267.428.828 25.455.561.539 34.384.527.552 54.344.951.057 80.003.347.472 84.411.118.989

Ingresos Propios 
Reglamt. 264.902.512 185.716.990 175.285.461 741.259.707 893.387.693 1.718.225.598

Otros Ingresos 
Propios 529.972.721 1.041.026.986 1.654.621.290 2.393.563.783 1.825.584.272 3.128.693.662

Depreciación
Acumulado 13.050.000 8.690.722 17.024.459 25.450.000 76.500.000 101.800.000

Saldo de Caja 
y Bancos 874.887.864 1.150.246.531 2.645.506.817 3.591.124.056 3.951.354.366 4.731.562.921

Cuentas a Cobrar 0 0 70.353.934 45.000.000 216.995.530 9.369.576.712

Otros 22.374.075 45.468.964 4.938.730 85.264.930 151.980.000 2.700.000

Total 16.972.616.000 27.886.711.732 38.953.258.243 61.226.613.533 87.119.149.333 103.463.677.882

Fuente: Programa administrativo financiero, OPSU/CNU, (1995).

Universidad pública y financiamiento: El Caso 
Venezuela... 
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Gráfico N2 9

UNIVERSIDADES NACIONALES 
PRESUPUESTO DE GASTO POR PROGRAMAS AÑOS 1989/19H(Bolívares)

Concepto de Gasto 1989 1990 1991 1992 1993 1994

01 Enseñanza. 5.057.548.717 7.347.896.814 10.271.450.9019 14.697.722.059 19.330.467.521 20.224.726.122
02 Investigación 891.922.980 1.262.749.483 1.699.186.164 2.707.199.508 3.961816.277 4.574.120.065
03 Extensión 238.260.452 396.579.507 567.759.119 845.099.770 1.093.657.756 1.465.370.726
04 Protección 

Socio Económica 5.297.677.661 10.500.751.454 14.560.453.860 21.660.598.361 22.706.385.705 23.060.494.253
05 Servicios Académicos 714.026.439 1.065.150.699 1.721.451.586 2.517.126.379 3.661.424.782 4.000.733.888
06 Servicios Admtvos. 

y Financieros 1.183.071.033 1.985.897.521 3.668.105.502 7.714.081.380 3.634.185.263 4.437.326.239
07 Servicios Generales 1.419.136.723 2.323.859.739 3.023.098.840 4.105.643.156 5.961.247.535 6.408.743.932
08 Planta Física 505.745.446' 784.017.161 798.756.911 2.812.444.458 3.366.704.561 5.596.407.774
09 Fomento 172.664.720 367.728.130 597.936.588 837.799.130 877.542.929 1.273.447.777
10 Dirección Institucional 1.495.561.829 1.852.081.224 2.045.058.764 3.328.899.332 3.683.004.932 4.913.452.090
99 Partidas no Asignables 

a Programas 0 0 0 0 18.842.712.072 27.508.855.016

Total 16.975.616.000 27.886.711.732 38.953.258.243 61.226.613.533 87.119.149.333 103.463.677.882

Nota: Excluye el aporte de 35.000 millones de Bs. que se le asignó en el año 1994 por vía del crédito adicional en junio 1994. 
Fuente: Programa Administrativo Financiero, OPSU/CNU, (1995).
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Gráfico N9 10

UNIVERSIDADES NACIONALES 
PRESUPUESTO DE GASTO POR PROGRAMAS AÑOS 1989/1994 (Bolívares)

Concepto de Gasto 1989 1990 1991 1992 1993 1994

01 Enseñanza 1.314.962.666 1.396.095.264 1.438.003.014 1.175.817.76 1.353.132.726 1.011.236.306

02 Investigación 231.899.975 239.922.402 237.886.063 216.575.961 277.327.139 228.706.003

03 Extensión 61.947.718 75.350.106 79.486.277 67.607.982 76.556.043 73.268.539

Fuente: Programa administrativo financiero OPSU/CNU, (1995).

Universidad pública y financiamiento: El Caso Venezuela...
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Como puede observarse en el gráfico Ne 10, el presupuesto de gasto en los 
tres programas fundamentales de la universidad a precios constantes, presenta 
las siguientes características:

-  Ha decrecido tanto en docencia como en investigación, a pesar de que en 
términos absolutos muestra un crecimiento sostenido. En el caso de exten­
sión, presenta un ligero incremento.

-  Con respecto a la productividad de las universidades en la docencia, en los 
años 1989-1993, observamos el siguiente comportamiento en auanto al 
resultado, expresado en el gráfico Ne 11.

Gráfico N9 11

RENDIMIENTO DEL PROGRAMA DOCENTE EN LAS UNIVERSIDADES

Año Matrícula Indice Egresados Indice

1989 379.494 156,0 23.243 173,49

1990 419.993 172,7 31.496 235.10

1991 324.178 133,3 36.746 274,29

1992 394.217 162,1 25.825 192,77

1993 412.089 169,4 30.324 226,36

Fuente* Boletín Estadístico OPSU/CNU, (1994).

En materia de investigación, para 1994 entre el 60% y el 70% de la inves­
tigación científica (producción de conocimiento y desarrollo de tecnología) que 
se realiza en Venezuela, se produce en las universidades nacionales dentro de 
un proceso decreciente, a pesar de que durante los últimos treinta años estas 
instituciones han sido presionadas, tanto económica como socialmente, a 
cumplir una labor principalmente docente, debido a la gran masificación de los 
estudios de tercer nivel.

Por otra parte, diagnósticos internacionales indican que la participación 
de América Latina en la producción de conocimiento científico supera el 
20% de la producción de los llamados países del Tercer Mundo, destacán­
dose la participación de Chile, México, Argentina, Brasil y Venezuela, en 
este orden.

En lo que respecta a la extensión universitaria, las universidades han 
mantenido una constante participación y penetración a través de programas de



Universidad pública y  financiamiento: El Caso Venezuela.. 263

apoyo y transferencia de conocimiento, así como en la solución de problemas 
pertinentes de su entorno social, a nivel nacional y regional.

Paralelamente, en los últimos quince años se ha generado una nueva 
vertiente de la extensión universitaria, a través de la prestación de servicios y 
de la transferencia de tecnología, vinculando la universidad con el sector 
productivo, aspecto este de singular importancia por cuanto se proyecta el 
producto de investigación a la demanda del sector productivo externo, público 
y privado, y a las crecientes necesidades del país, así como se contribuye a 
incrementar el presupuesto de la institución mediante la generación de ingresos 
propios, lo cual se revierte en apoyo a los programas fundamentales de la 
universidad.

DIFICULTADES ACTUALES DEL FINANCIAMIENTO 
DE LA EDUCACION SUPERIOR PUBLICA

La primera dificultad la constituye la insuficiencia presupuestaria, que en los 
actuales momentos se acentúa drásticamente por la acelerada devaluación de 
la moneda nacional y las políticas económicas fluctuantes aplicadas por el 
Estado, lo cual trae como consecuencia que, en términos absolutos, el presu­
puesto destinado a la educación superior en los últimos años sea el mismo y en 
términos relativos haya disminuido sistemáticamente, producto de la inflación y 
de la disminución del poder adquisitivo de nuestra moneda.

Paralelamente a lo anterior, desde inicios de la década de los setenta se ha 
mantenido sistemáticamente un ritmo creciente de la matrícula de pregrado, 
producto de la presión social. Este crecimiento ha sido significativamente mayor 
en las universidades públicas en virtud de la excelencia y calidad de sus 
programas académicos y del alto costo del valor de la matrícula en las institu­
ciones privadas.

En relación con la composición del presupuesto universitario, por tipo de 
gasto, se observa que existe una marcada diferencia entre lo asignado a 
personal versus lo destinado al funcionamiento y capitalizable, donde el primero 
rebasa el 65% del presupuesto total de las universidades, del cual un 30% 
corresponde a personal jubilado; ello es producto de las crecientes demandas 
de los contratos colectivos de los distintos miembros de la comunidad univer­
sitaria, como consecuencia de la situación inflacionaria de la economía del país, 
así como de la política de personal vigente en nuestras universidades.

Adicionalmente existe una rigidez en la estructura organizativa y administra­
tiva de nuestras universidades, que se refleja en el gasto, afectando su produc­
tividad.

Por otra parte, una de las dificultades más sensibles registradas en los 
últimos años en cuanto a la insuficiencia presupuestaria tiene que ver con la
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postura asumida por calificados voceros del Ejecutivo nacional, quienes con la 
intención de estimular el crecimiento de la educación de los niveles previos, 
planean la necesidad de que ello se logre disminuyendo la proporción del 
presupuesto destinado a educación superior, estableciendo comparaciones en 
términos absolutos que no son aplicables entre los distintos niveles, por las 
funciones que cumplen y su incidencia en la estructura de costo.

NUEVAS PROPUESTAS

La situación descrita anteriormente ha generado que, tanto instancias 
de Gobierno, como instituciones e incluso personalidades individualmen­
te se hayan abocado a la búsqueda de posibles alternativas de solución al 
problema.

Así observamos que, a nivel del Congreso de la República se han venido 
tomando una serie de iniciativas tendientes a la formulación de una nueva Ley 
de Educación Superior, que incluye los aspectos financieros, tanto del presu­
puesto ordinario de las universidades, como de aquellos aportes extraordinarios 
requeridos para proyectos y programas especiales mediante la creación de un 
“Fondo de Financiamiento para la Educación Superior”.

Sin embargo, es importante destacar que en este proceso sigue estando 
presente la discusión sobre el cobro de matrícula a nivel del pregrado, lo cual, 
como expresáramos anteriormente, más pareciera estar ubicado dentro de un 
contexto de función social de la educación que dentro del financiamiento, 
debido a lo poco significativo que ese aporte sería con relación al presupuesto 
global de las universidades y a la alta connotación política que esta decisión 
tendría en nuestro país.

La anterior consideración ha fconducido el proceso a una posición intermedia 
que parte del reconocimiento de que es el Estado quien tiene la principal 
responsabilidad en el financiamiento de la educación, pero que éste es un 
compromiso compartido por la sociedad civil, en menor grado.

Enmarcada en esta posición, la actual propuesta de Ley de Educación 
Superior incluye un aporte porcentual de aproximadamente el ocho por ciento 
(8%) del presupuesto nacional anual, destinado a las instituciones de educación 
superior, lo cual permitiría a éstas planificar sus acciones con una base más 
estable.

Adicional a esto, como mencionáramos anteriormente, está prevista la 
creación del Fondo de Financiamiento para la educación superior destinado a 
proyectos especiales de la universidad y cuyo patrimonio estaría constituido por 
un aporte inicial del Estado de 75.000 millones de bolívares y cinco aportes 
anuales de 1/2% del presupuesto nacional de cada uno de ios cinco años 
subsiguientes.
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También aportarán a este Fondo las empresas, industrias, comercio, finan­
zas y servicios que empleen a más de tres profesionales en un 2% de la suma 
de los sueldos que devengarán éstos, adicionalmente los egresados de las 
universidades aportarán al mismo el 2% de su sueldo.

Por otra parte, sq prevé la obligación de las empresas públicas de contratar 
asesorías y servicios con las universidades, lo cual, .nido a otros ingresos y 
aranceles establecidos por éstas, constituyen los “ingresos propios”.

Conjuntamente con estas iniciativas, El Consejo Nacional de Universidades, 
organismo cúpula del subsistema, aprobó instrumentar un “Indice variable de 
productividad en Investigación y Postgrado”, lo cual representa una suma 
adicional al presupuesto ordinario, dirigido directamente al fortalecimiento de 
estas dos actividades y que permitirá a su vez evaluar el rendimiento académico 
de las instituciones en estos programas, estimulando su productividad y exce­
lencia.

Paralelamente a estas decisiones, a nivel de las instituciones, se han venido 
desarrollando algunas iniciativas con el doble propósito de vincular a éstas con 
el sector productivo externo y coadyuvar a su desarrollo mediante aportes a su 
presupuesto.

Dentro de estas iniciativas cabe mencionar la adoptada por la Universidad 
Central de Venezuela, que ha sido la creación de la Fundación UCV, cuyo 
programa fundamental es actuar como “Casa Matriz” de Empresas Universita­
rias, de las cuales hasta la fecha, se han generado quince en un amplio espectro 
de áreas de conocimiento, que cubre la casi totalidad de la oferta universitaria, 
generando adicionalmente beneficios académicos.

Para sintetizar, a pesar de la critica situación que venimos afrontando en las 
instituciones de educación superior de nuestro país, producto, como dijéramos 
anteriormente, de un proceso inflacionario y políticas cambiantes, no podemos 
dejar de reconocer que se vienen dando cambios importantés en las políticas 
e iniciativas, tanto en las instancias legislativas como en las mismas institucio­
nes, que nos permiten tener esperanzas de que la universidad logrará su 
autonomía financiera e introducirá reformas que coadyuven a ello, logrando así 
un cabal cumplimiento de su misión primordial.
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Este trabajo intenta presentar, en forma resumida y basado en la información 
disponible, un análisis de algunos indicadores que expresan la evolución expe­
rimentada por la sociedad venezolana en los años noventa, realizando una 
descripción comparativa del comportamiento de un conjunto de indicadores en 
el período 1990-1995. En algunos casos se incluyen cifras desde 1988, para 
resaltar los cambios ocurridos; en otros, se cubre hasta 1993, porque no se 
dispone de información más reciente.

Una limitación importante para la elaboración de este informe fueron las 
deficiencias en los datos existentes sobre el área social, especialmente los 
relativos a las condiciones de vida de la población. Se advierte que en algunos 
casos no se dispone de registros cuantitativos y cualitativos suficientes; también 
se encuentran registros sobre un mismo aspecto qué difieren según la fuente, 
incluso proveniendo de la misma institución.

En este análisis es indispensable comenzar por considerar los aspectos 
económicos que se relacionan directamente con el bienestar de la población 
como son empleo, ingreso y consumo, para entrar después en los aspectos 
sociales que se expresan a través de los indicadores más importantes de salud 
y educación.

EMPLEO

En el período analizado (1990-1995) la fuerza de trabajo registró un 
sustancial aumento (1.488.440 personas) resultado, fundamentalmente, de 
la ocupación generada por el sector privado (1.198.133 personas), la cual a 
su vez deriva del incremento de trabajadores en el sector informal (cuadros 
Ne 1 y N9 2).
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La discriminación del empleo informal muestra como categorías más im­
portantes a “los trabajadores por cuenta propia” y, en segundo lugar, a “los 
trabajadores en empresas con cuatro personas o menos”; en este último caso 
se aprecia la disminución de los “patronos” y el aumento de los “empleados y 
obreros”, indicadores de un proceso donde se combinan una reducción del 
número de microempresas con un incremento de la cantidad de personas que 
laboran en aquellos establecimientos que permanecen en actividad (cuadro NQ 2).

El análisis de la distribución de la fuerza de trabajo según ramas de actividad 
económica evidencia que los sectores con mayor absorción de mano de obra, 
en orden decreciente de magnitud, fueron el comercio, los sen/icios, las activi­
dades agrícolas y la construcción, absorción que se relaciona, especialmente 
en el caso de los dos primeros sectores, con un importante volumen de empleos 
del sector informal (cuadro Ne 3).

En cuanto al comportamiento de la desocupación la tendencia general, con 
la excepción de “explotación de hidrocarburos, minas y canteras”, fue la 
disminución de la tasa de desempleo; de allí que sea el aumento de las 
personas que buscan trabajo por primera vez (de 72.465 a 196.309) lo que 
explica la elevación de la tasa de desocupación de 9,9 por ciento a 10,7 por 
ciento (cuadro Ns 3).

Al discriminar este comportamiento por año, según cifras de la OCEI, se 
observa una disminución de la desocupación en la primera parte del período 
(1990-1993) de 9,9 a 6,3 por ciento, seguida de un aumento de 6,3 a 10,7 por 
ciento en la segunda parte (1993-1995), producto del alza de los niveles de 
desempleo de 5,8 a 8,6 por ciento.

Como consecuencia de la dinámica de la fuerza de trabajo, antes comenta­
da, se han producido cambios en la estructura de la ocupación entre 1990 y
1995, entre los cuales se distinguen los siguientes:

—  Aumentó el porcentaje de los trabajadores ocupados en el sector privado de 
80,4 a 82,7 por ciento.

—  Se acentuó la participación del sector informal dentro de la ocupación al 
pasar de 41,5 a 48,2 por ciento.

—  Dentro del sector informal aumentó el porcentaje de los trabajadores por 
cuenta propia de 54,3 a 61,9 por ciento. Por el contrario, descendió el peso 
de las empresas con cuatro personas o menos, de 36,9 a 34 por ciento.

INGRESO

La serie del ingreso familiar promedio nominal (computa sólo los ingresos 
provenientes del trabajo) muestra un pronunciado ascenso, pasando de
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13.612 bolívares mensuales en 1990, a 65.584 bolívares mensuales, en 1995; 
en cifras relativas un índice de variación de 481,8 por ciento para 1995 (cuadro 
NB 4).

La serie del ingreso familiar promedio real, por el contrario, presenta un 
notorio descenso, particularmente a partir de 1993, reflejando así los efectos del 
comportamiento de la tasa inflacionaria. Las cifras son elocuentes: 100 bolíva­
res a precios de 1990, equivalen en 1995 a sólo 76,9 bolívares, es decir, una 
pérdida de poder adquisitivo de 23,1 por ciento (cuadro N9 5).

El deterioro del ingreso en estos últimos cinco años se añade al acumulado 
en el período 1984-1990 (53 por ciento), totalizando una pérdida de poder 
adquisitivo entre 1984 y 1995 del 76,1 por ciento.

El comportamiento de la inflación en lo que va del año 1996 señala un 
agravamiento del deterioro de los ingresos nominales. La tasa de inflación 
acumulada hasta junio de 1996, se ubicó en 62,3 por ciento; la registrada en el 
mismo período de 1995 alcanzó 22,1 por ciento.

En estos años se han visto generalizadas y significativas alzas de precios en 
el renglón de “Alimentos, Bebidas y Tabaco”, fenómeno del cual no han esca­
pado los bienes y servicios de primera necesidad. Esto ha determinado un 
considerable aumento del costo de la canasta mínima normativa de alimentos, 
que pasó de 11.110 bolívares mensuales en 1990, a 62.170 bolívares mensua­
les en 1995; en términos porcentuales un incremento de 460 por ciento (cuadro 
N9 6).

La marcada diferencia entre el aumento de los ingresos familiares nominales 
erttre 1990 y 1995 (382 por ciento) y el incremento del costo de la canasta 
alimentaria (460 por ciento), explica el porqué se ha elevado tan notablemente 
la proporción de hogares en condiciones de pobreza extrema, sobre todo a 
partir de 1993, llegándose a una situación donde el 41 por ciento de los hogares 
tiene ingresos al costo de la canasta normativa de alimentos, es decir, ingresos 
familiares por debajo de 62.170 bolívares mensuales (cuadro N9 7).

CONSUMO

La Oficina Central de Estadística e Informática realiza desde el cuarto 
trimestre de 1989, la Encuesta de Seguimiento del Consumo de Alimentos. 
Dicha encuesta tiene periodicidad trimestral, recolectando la información en 
Caracas y otras ciudades del país. Los resultados que arroja vienen expresa­
dos en cantidades de cada alimento consumidos mensualmente por persona, 
promedios nacionales, área metropolitana de Caracas y resto urbano. La 
empresa consultora Agroplan realiza la conversión de medidas de peso o 
unidades de productos a calorías, con lo cual puede evaluarse la adecuación 
nutricional.
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En este sentido el cuadro Ne 8 muestra cómo el promedio nacional de 
consumo aumentó progresivamente de 1.948 c/p/d (calorías por persona por 
día) en 1990, a 2.207 c/p/d en 1994, superando el promedio del último trimestre 
de 1989, 2.060 c/p/d, pero sin alcanzar los requerimientos estimados para los 
venezolanos, 2.420 c/p/d/. En 1995 se observa una disminución en el promedio 
total de consumo de 174 c/p/d.

El comportamiento del consumo en Caracas es diferente al de las otras 
ciudades encuestadas. En ella se dió una recuperación sostenida del consu­
mo cuando en 1995, alcanzó 2.463 c/p/d, es decir, por encima de los reque­
rimientos mínimos. En las otras ciudades, la disminución se acentúa hasta
1992 (1.686 c/p/d), comenzó a recuperarse en 1993, pero en 1995 volvió a 
decrecer.

Con respecto al consumo por alimentos, el cuadro Ns 9 presenta las varia­
ciones por grupos de rubros alimenticios. Puede verse allí, una recomposición 
que implicó los mayores aumentos porcentuales en la leche y sus derivados, y 
las grasas y aceites, con disminución del consumo de bebidas no alcohólicas; 
raíces, feculentas y derivados, y hortalizas.

En definitiva, esta información señala la inadecuación calórica del consumo 
de los venezolanos, especialmente de los que viven fuera del área metropoli­
tana de Caracas.

SALUD

Entre las diversas mediciones sobre condiciones de salud, uno de los 
indicadores más sensibles para evaluar niveles de bienestar de la población es 
la tasa de mortalidad infantil (menores de un año), la cual pasó de 22,7 por mil 
en 1988 a 25,6 por mil en 1990, expresando así el deterioro sufrido a finales de 
los ochenta.

En el cuadro Ne 10 puede apreciarse una abrupta disminución de este 
indicador en 1991, en 1992 volvió a elevarse (22,0 por mil) tendencia que se 
repite en 1993 (23,8 por mil). Respecto a las causas que han contribuido al 
aumento de las muertes infantiles, encontramos que el mayor aumento lo 
registran las afecciones respiratorias, seguidas por las otras afecciones del 
recién nacido y las enfermedades del aparato respiratorio. Estas causas pue­
den asociarse con la atención prestada a la madre durante la gestación y el 
parto, y los cuidados prestados al niño durante su primer año de vida.

La tasa de mortalidad materna es otro indicador de vigilancia sanitaria, en 
Venezuela se logró disminuir a 0,5 por mil nacidos vivos. En el cuadro Ne 11 se 
observa cómo esta tasa se elevó en 1989 a 0,6 por m il, para volver a disminuir 
y mantenerse en 0,5 por mil entre 1990 y 1992, aumentando en 1993 a 0,6 por 
mil. Lamentablemente, no contamos con las tasas discriminadas por causas.
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Otro aspecto a tomar en cuenta sobre la maternidad es la tasa de fecundi­
dad, un indicador muy importante por su capacidad para reflejar los cambios 
que se producen en la sociedad. Los avances en educación, industrialización, 
urbanización y participación femenina se asocian con el descenso de esta tasa. 
En Venezuela la tasa de fecundidad global (el número promedio de hijos que 
tienen las mujeres en su vida fértil: 15 a 49 años), ha venido descendiendo 
desde 6,6 hijos por mujer en 1960 hasta 3,3 hijos por mujer en 1989. En 1990 
y 1991 subió hasta 3,6 (cuadro N9 11). Este comportamiento se debió al 
aumento de las tasas específicas de fecundidad en todos los grupos de edad. 
En 1992 la tasa comenzó de nuevo a descender en todos los grupos de edad, 
para ubicarse en 3,1 hijos por mujer en 1994.

La fecundidad precoz (maternidad en mujeres menores de 20 años) es 
considerada expresión de pobreza. En Venezuela, esta tasa tiende a crecer de 
forma sostenida durante los años ochenta, tendencia que se profundiza entre
1989 y 1991: pasó de 97,4 nacimientos por cada mil mujeres entre 15 y 19 años, 
a 105,6 (cuadro Ne 12). Los hijos de madres menores de 20 años, población de 
alta vulnerabilidad por los riesgos físicos y psíquicos a los que se exponen, 
representan aproximadamente el 18% de los nacimientos vivos registrados en 
el país. Entre 1992 y 1993 hubo una disminución de la fecundidad precoz, sin 
embargo, en el último año registrado, 1994, volvió a elevarse a niveles superio­
res a los de 1989, es decir, que no se puede hablar de tendencia hacia el 
mejoramiento.

El nacimiento de niños con bajo peso es otro indicador valioso a la hora de 
evaluar condiciones de vida de la familia, especialmente las relativas al cuidado 
de la mujer embarazada; por otro lado, este indicador también se ve afectado 
por la fecundidad precoz, pues precisamente uno de los peligros de ésta es el 
inadecuado desarrollo del niño. El cuadro N9 13 recoge los registros de la 
maternidad Concepción Palacios de Caracas, donde se ve una clara tendencia 
ascendente en el porcentaje de niños con bajo peso, es de suponer que en el 
resto del país la frecuencia sea igual o mayor.

Sobre el estado nutricional de la población menor de quince años informan 
los registros del sistema de seguimiento alimentario y nutricional (SISVAN) del 
INN. El cuadro N9 14 permite afirmar un mejoramiento en la situación nutricional 
de los niños evaluados por el INN, sobre todo entre 7 y 14 años, donde la 
desnutrición pasó de 36,2 por ciento a 27,5 por ciento. En las otras edades se 
produjo también disminución de los porcentajes, de 29,9 a 23,3 en niños entre 
2 y 6 años, y de 24,9 a 22,6 por ciento en menores de 2 años.

EDUCACION

En el sector educativo hay que considerar, en primer lugar, la tasa bruta de 
escolaridad que llega a 58 por ciento en el período 1991-1992, con un aumento 
sostenido del nivel preescolar, lo que significa un avance importante para
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Venezuela. Sin embargo, entre 1993 y 1995, decrece la escolaridad, debido a 
la disminución de la tasa en educación básica, pues los otros dos niveles (media 
y superior) se mantienen relativamente estables (ver cuadro N® 15).

Otro indicador importante en este sector es el nivel educativo de la pobla­
ción, cuya evolución en los cuatro lapsos escolares entre 1990 y 1^94 aparece 
reflejada en el cuadro N9 16, apreciándose hasta 1993 una disminución en los 
tres primeros niveles, a favor del aumento de los dos últimos, lo cual es una 
tendencia positiva de elevación ,del nivel educativo; sin embargo, en el último 
período se invierte la relación con un decrecimiento de los porcentajes en los 
niveles primaria, media y superior, y un crecimiento de la proporción de perso­
nas analfabetas y sin nivel.

La deserción escolar y la repitencia están asociadas a las malas condiciones 
de vida de la población, dos indicadores que en la educación básica venezolana 
presentan valores significativos, como muestra el cuadro N5 17. El comporta­
miento de la repitencia es relativamente estable, alrededor del 11 por ciento, no 
así el de la deserción, que asciende de 7 a 9 por ciento entre 1990 y 1993, para 
bajar a 8 por ciento en el último lapso registrado, 1993-1994.

CONCLUSIONES

En el período analizado no se evidencia una evolución favorable del merca­
do de trabajo en el sentido de una mayor absorción de mano de obra por parte 
del sector moderno de la economía, de una reactivación de la pequeña y 
mediana empresa y de la construcción, que promuevan un mejoramiento de la 
productividad de la fuerza de trabajo y la recuperación del nivel de empleo. Por 
el contrario, las variaciones registradas en la ocupación están centradas en el 
sector público y, dentro de éste, en las actividades informales, especialmente 
en las actividades del trabajo por cuenta propia y, en menor grado, del empleo 
en microempresas.

El incremento de la desocupación entre 1990 y 1995 se relaciona con el cre­
cimiento del número de personas que buscan trabajo por primera vez; aunque 
es entre 1993 y 1995 cuando se produce el verdadero aumento de los niveles 
de desocupación, consecuencia de la notable alza de la tasa de desempleo.

El balance sobre el comportamiento del ingreso también muestra rasgos 
negativos, representados por el deterioro de la capacidad adquisitiva de las 
familias, sobre todo a partir de 1993, a causa del aumento de la inflación. Un 
reflejo dramático de esta problemática es la notable elevación del costo de la 
canasta alimentaria con el consecuente incremento del número de hogares en 
condiciones de pobreza extrema.

La disminución de los ingresos reales de las familias determina variaciones 
en el consumo. Si bien el promedio nacional de consumo aumentó entre 1990
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y 1994, no alcanzó los requerimientos estimados para los venezolanos. En 1995 
se observa una disminución del referido promedio. En general la información 
analizada señala la inadecuación calórica del consumo de la población venezo­
lana, especialmente de aquella que vive fuera del Area Metropolitana de 
Caracas.

Los indicadores de salud muestran señales de alerta, las más graves son el 
aumento de la mortalidad infantil entre 1992 y 1993 (últimos registros disponi­
bles) y el comportamiento ascendente de los nacimientos con bajo peso. Por su 
parte, la mortalidad materna confirma la advertencia sobre un desmejoramiento 
en las condiciones de vida de la población, después de la relativa recuperación 
que se operó entre 1991 y 1992. Aunque no se cuenta con los registros de 1994 
y 1995, los indicadores de empleo, ingreso y consumo, sugieren la hipótesis de 
la continuidad del deterioro en las condiciohes de salud.

La tasa de fecundidad parece indicar una tendencia a recuperar su nivel 
después de un breve período de elevación, no así la fecundidad precoz, una 
problemática compleja donde confluyen aspectos familiares, educativos y cul­
turales que requieren de acciones concertadas con perspectivas de largo plazo.

En medio de este panorama sorprenden los informes de nutrición, pues a 
pesar del subconsumo calórico que expresa la Encuesta de Seguimiento del 
Consumo, disminuye el porcentaje de menores de 15 añot. con deficiencias 
nutricionales.

Los indicadores de educación muestran comportamiento irregular. Aumenta 
la tasa de escolaridad en los primeros años del período para luego disminuir, 
mejora en preescolar y decrece en básica. Pero, hay dos señales preocupantes: 
el crecimiento del analfabetismo y la deserción.

El análisis realizado, especialmente descriptivo, no pretende explicar ni 
polemizar sobre los factores qué lo determinan, tan solo llamar la atención sobre 
algunos aspectos fundamentales de la situación social que se desprenden del 
comportamiento de los indicadores presentados, cuyo desmejoramiento debe 
ser una señal suficiente para establecer medidas correctivas en la política 
económica y social.
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CUADRO Na 1

VENEZUELA. INDICADORES GLOBALES DE LA FUERZA DE TRABAJO
1990-1995

CONCEPTO 2do. Sem. 1990 2do. Sem. 1995 VARIACION

Fuerza de Trabajo 7.245.782 8.734.222 1.488.440
Ocupados 6.528.937 7.798.536 1.269.599

-Sector Público 1.279.357 1.350.823 71.466
-Sector Privado 5.249.580 6.447.713 1.198.133

Desocupados 716.845 935.686 218.841

Tasa de Desocupación 9,9 10,7

Fuente: OCEI, Encuesta de Hogares por Muestreo, “Indicadores de la Fuerza de Trabajo”. 
NOTA: La información correspondiente a los segundos semestres tiene como fecha de 

referencia el 30 de septiembre del año respectivo.

CUADRO Na 2

VENEZUELA. FUERZA DE TRABAJO OCUPADA SEGI'N SECTORES 
FORMAL E INFORMAL DE LA ECONOMIA 

1990-1995

SECTOR 2do. Sem. 1990 2do. Sem. 1995 VARIACION

Total 6.528.937 7.798.536 1.269.599
Sector Formal 3.822.620 4.016.129 193.509
Sector Informal 2.706.317 3.743.806 1.037.489
-  Servicio doméstico1 224.328 150.731 -73.597
-Trabajadores por cuenta

propia no profesionales 1.483.470 2.319.023 835.553
-Trabajadores en empresas

con 4 personas o menos 998.519 1.274.052 275.533
-  Patronos 354.402 313.566 -40.836
-  Empleados y obreros 507.000 872.095 365.095
-  Ayudantes familiares
-  No Remunerados 137.117 88.391 -48.726
No Clasificables — 38.601 38.601

Fuente: OCEI, Encuesta de Hogares por Muestreo, “Indicadores de Fuerza de Trabajo”.
1. Excluye el Servicio Doméstico que es trabajador por Cuenta Propia.
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CUADRO Na 3

VENEZUELA. INDICADORES DE LA FUERZA DE TRABAJO SEGUN 
RAMAS DE ACTIVIDAD ECONOMICA

RAMA DE ACTIVIDAD 2do. Sem. 1990 2do. Sem. 1995 VARIACION

Actividades Agrícolas 
Ocupados
Tasa de Desocupación

808.624
5,5

1.023.381
3,2

214.757

Explotación de Hidrocarburos, 
Minas y Canteras 
Ocupados 64.446 66.561 2.115
Tasa de Desocupación 5,9 7,8

industria Manufacturera
Ocupados 1.032.406 1.037.969 5:563
Tasa de Desocupación 9,7 7,9

Electricidad, Gas y Agua
Ocupados 65.605 69.111 3.506
Tasa de Desocupación 8,7 6,0

Construcción
Ocupados 503.314 619.294 115.980
Tasa de Desocupación 22,2 15,6

Comercio, Restaurantes y Hoteles 
Ocupados 1.382.888 1.771.967 389.079
Tasa de Desocupación 7,6 6,0

Transporte, Almacenamiento 
y Comunicaciones 
Ocupados 395.892 470.059 74.167
Tasa de Desocupación 7,5 5,8

Establecimientos Financieros, 
Seguros, Bienes Inmuebles y 
Servicios prestados a las Empresas 
Ocupados 385.963 442.354 56.391
Tasa de Desocupación 8,4 7,1

Servicios Comunales, 
Sociales y Personales 
Ocupados 1.881.457 2.213.921 332.464
Tasa de Desocupados 6,2 5,6

Actividades no bien espe­
cificadas y no declaradas 
Ocupados 8.342 16.831 8.489
Tasa de Desocupación 75,3 8,0

Buscando trabajo
por primera vez 72.465 196.309

Fuente: OCEI, Encuesta de Hogares por Muestreo, “Indicadores de la Fuerza de Trabajo". 
Cálculos propios.

Nota: Las cifras de ocupados y tasas de desocupación del segundo semestre de 1995
corresponden a las cifras provisionales presentadas por la OCEI en enero de 1996.
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CUADRO N2 4

VENEZUELA. INGRESO FAMILIAR PROMEDIO NOMINAL 
(bolívares/mes)

(1990-1995)

AÑO INGRESO FAMILIAR INDICE DE
PROMEDIO NOMINAL INGRESO NOMINAL

2do. Sem. 1990 13.612 100,0

2do. Sem. 1991 17.542 128,9

2do. Sem. 1992 26.722 196,3

2do. Sem. 1993 33.554 246,5

2do. Sem. 1994 44.872 329,7

2do. Sem. 1995 65.584 481,8

Fuente: OCEI, Encuesta de Hogares por Muestreo, “Indicadores de la Fuerza de Trabajo”
Cálculos propios.

CUADRO N2 5

VENEZUELA. INGRESO FAMILIAR PROMEDIO REAL
(bolívares/mes de 1990)

1990-1995

AÑO INGRESO FAMILIAR INDICE DE
PROMEDIO REAL INGRESO REAL

2do. Sem. 1990 13.612 100,0

2do. Sem. 1991 13.072 96,0

2do. Sem. 1992 15.149 111,3

2do. Sem. 1993 13.774 101,2

2do. Sem. 1994 11.453 84,1

2do. Sem. 1995 10.467 76,9

Fuente: OCEI, Encuesta de Hogares por Muestreo, “Indicadores de la Fuerza de Trabajo”.
Cálculos propios.
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CUADRO N2 6
VENEZUELA. COSTO DE LA CANASTA MINIMA NORMATIVA 

DE ALIMENTOS. AREA URBANA (bolívares/mes) 
1990-1995

AÑO COSTO DE 
LA CANASTA

VARIACION
PORCENTUAL

2do. Sem. 1990 11.110
2do. Sem. 1991 14.704 32,3
2do. Sem. 1992 19.317 31,4
2do. Sem. 1993 26.700 38,2
2do. Sem. 1994 42.239 58,2
2do. Sem. 1995 62.170 47,2

Fuente: Cálculos propios.
Nota: Cálculos basados en una familia tipo de seis personas.

CUADRO N2 7
VENEZUELA. HOGARES EN CONDICIONES DE POBREZA EXTREMA

A NIVEL NACIONAL

AÑO N9 DE HOGARES (en miles) PORCENTAJE

2do. Sem. 1990 1.103 32,0
2do. Sem. 1991 1.106 32,7
2do. Sem. 1992 1.110 30,2
2do. Sem. 1993 1.267 33,6
2do. Sem. 1994 1.536 40,4
2do. Sem. 1995 1.574 41,0

Fuente: OCEI, Encuesta de Hogares por Muestreo, “Indicadores de la Fuerza de Trabajo”. 
Cálculos propios.

Nota: La pobreza extrema se refiere a aquellos hogares cuyos ingresos son inferiores 
al costo de la canasta mínima normativa de alimentos.

CUADRO N2 8
PATRONES DE CONSUMO NACIONAL, AREA METROPOLITANA 

* DE CARACAS Y RESTO URBANO (calorías/persona/día)

1990 1991 1992 1993 1994 1995

Promedio Total 
A. M. Caracas 
Resto Urbano

1.948
1.994
1.907

1.952
2.124
1.800

1.954
2.312
1.686

1.999
2.379
1.784

2.207
2.326
1.895

2.033
2.463
1.834

Fuente: OCEI, Encuesta del Seguimiento del Consumo, varias fechas. Cálculos de Agroplan.
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CUADRO Ns 9
PATRON DE CONSUMO NACIONAL POR GRUPOS DE RUBROS

(cal./per./día)

GRUPOS DE RUBROS 1990 1995 VARIACION
PORCENTUAL

Cereales y prod. deriv. 757 778 +2.77%
Raíces, féculas y deriv. 115 96 -16.52%
Leguminosas y semi oleoag. 99 105 +6.06%
Azúcares 190 196 +3.15%
Hortalizas 24 23 -4.16%
Frutas 37 40 +8.11%
Carnes, aves y pescados 198 210 +6.06%
Huevos de gallina 31 33 +6.45%
Leche y derivados 170 199 +17.05%
Grasas y aceites 283 318 +12.36%
Café 21 20 +4.76%
Bebidas no alcohólicas 23 15 -34.78%
TOTAL 1.948 2.033 +4.36%

Fuente: Encuesta de Seguimiento del Consumo, OCEI, varias fechas. Cálculos de Agroplan.

CUADRO N* 10 
PRINCIPALES CAUSAS DE MUERTE EN MENORES 

DE UN AÑO (tasas por 1.000 nacidos vivos registrados)

CAUSAS 1988 1989 1990 1991 1992 1993

Hipoxia, asfixia 
y otras afecc. resp. 7,11 7,36 6,94 6,34 7,26 7,66
Enteritis y otras 
enferm. diarreicas 2,39 2,93 4,08 3,07 2,96 3,03
Otras afecciones 
del recién nacido 2,10 2,42 2,39 2,02 2,26 2,82
Anomalías congénitas 2,56 2,82 2,35 2,52 2,49 2,81
Enferm. del aparato 
respiratorio 1,32 1,34 1,70 1,42 1,67 1,75
Lesiones y complic. 
debidas al parto 0,94 0,95 0,96 0,87 0,78 0,94
Accidentes (todo tipo) 0,75 0,74 0,83 0,79 0,83 0,91
Septicemia 0,69 0,77 0,86 0,54 0,68 0,57
Deficiencias de nutrición 0,29 0,40 0,59 0,38 0,38 0,54
Prematuridad 0,61 0,85 0,51 0,51 0,47 0,43
Meningitis 0,43 0,47 0,47 0,35 0,37 0,42
Otras Causas 3,52 3,49 3,89 1,79 1,87 1,97
TOTAL 22,72 24,53 25,57 20,59 22,01 23,83

Fuente: Ministerio de Sanidad y Asistencia Social (MSAS), “Principales Causas de Muerte en
Venezuela 1986-1990", mayo de 1994.1991-1993 cifras suministradas por el Proyecto Salud.
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CUADRO Na 11
TASA DE MORTALIDAD MATERNA (por 1000 nacidos vivos)

AÑOS TASA

1988 0,55
1989 0,64
1990 0,58
1991 0,52
1992 0,53
1993 0,63

Fuente: MSAS. 1988-1990. Proyecto Salud 1991-1993.

CUADRO Nfi 12
TASAS DE FECUNDIDAD POR GRUPOS DE EDAD DE LA MADRE

1989-1991

Años Tasa Tasas de fecundidad por grupos de edad de la madre
global (por mil mujeres)

15-19 20-24 25-29 30-34 35-39 40- 44 45-49

1989 3,35 97,44 180,03 168,56 123,83 71,70 24,10 4,55
1990 3,58 104,75 191,00 178,27 132,68 77,63 26,68 4,99
1991 3,64 105,65 196,57 181,06 135,30 77,98 26,25 4,65
1992 3,27 101,95 180,04 156,37 119,45 69,02 23,60 4,32
1993 3,00 95,33 166,93 143,17 107,16 61,77 20,85 4,07
1994 3,07 99,44 171,07 147,48 108,18 62,19 21,50 3,72

Fuente: Anuario Estadístico de Venezuela 1990, y 1994, OCEI.

CUADRO NB 13
INCIDENCIA DE BAJO PESO AL NACER 

Maternidad Concepción Palacios, Distrito Federal

AÑOS % Bajo Peso

1989 9,6%
1990 10,4%
1991 11,2%
1992 11,6%
1993 12,1%
1994 12,5%

Fuente: Instituto Nacional de Nutrición SISVAN, Boletines Antropométricos, varias fechas.
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CUADRO Ns 14

DEFICIT NUTRICIONAL DE NIÑOS SEGUN COMBINACION 
DE INDICADORES POR GRUPOS DE ÉDAD 

(porcentaje sobre total de niños evaluados)

Edad y sexo 1990 1991 1992 1993 1994

Menores de 2 años _ 24,9 21,6 23,0 22,6
De 2 a 6 años 29,9 26,1 25,3 23,7 23,3
De 7 a 14 años 36,2 35,8 30,4 28,9 27,5

Fuente: INN-SISVAN.

CUADRO N8 15

TASA BRUTA DE ESCOLARIDAD GENERAL Y POR NIVELES
1990-1995

1990-91 1991-92 1992-93 1993-94 1994-95

General 57,41 58,31 58,03 57,20 56,96
Preescolar 30,70 42,56 42,61 42,89 43,79
Básica 97,74 94,99 94,80 94,49 94,32
Media 24,16 24,19 24,11 24,24 25,13
Superior 24,61 24,36 25,07 24,63 24,16

Fuente: OCEI, 1996.

CUADRO Ne 16

NIVEL EDUCATIVO DE LA POBLACION DE 10 AÑOS Y MAS
1990-1994 (porcentajes)

1990-91 1991-92 1992-93 1993-94

Analfabeta 7,30 6,97 6,57 7,30
Sin nivel 1,66 1,52 1,40 1,82
Primaria 45,36 44,49 43,67 43,18
Media 36,62 37,54 38,28 37,69
Superior 9,04 9,48 10,06 10,02

Fuente: OCEI, 1996.
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CUADRO N2 17

INDICADORES SOBRE EDUCACION BASICA 
1987-1995

Deserción % Repitencia %

1990-91 4.052.947 287.157 7,1 448.204 11,1

1991-92 4.189.686 371.876 8,9 469.650 11,2

1992-93 4.221.450 391.376 9,3 478.835 11,3

1993-94 4.217.283 344.748 8,2 474.895 11,3

1994-95 4.249.389 N.D. — 455.530 10,7

Fuente: Ministerio de Educación. Presupuestos y estadísticas nacionales 1995.



Reseñas 
y documentos





Revista Venezolana de Análisis de Coyuntura, 1996, Vol. 11, N° 2 (jul-dic)

Edgar Abreu Olivo 
y Elvira Ablan:

25 AÑOS DE CAMBIOS 
ALIMENTARIOS EN 

VENEZUELA 1970-1994
Fundación Polar, Caracas, 

1996, 276 pags.

El sistema alimentario de un país 
abarca un conjunto variado y múltiple 
de actividades económicas que la so­
ciedad nacional respectiva organiza 
para cumplir satisfactoriamente la fun­
ción social alimentación-nutrición. 
Tales actividades se agrupan en los 
llamados componentes del Sistema: 
Primario (PRI), que comprende la ge­
neración de renglones alimentarios en 
las ramas vegetal, animal y pesquera 
del sector agrícola; Industrial (IND), 
que abarca la industria de alimentos y 
otras ramas de transformación rela­
cionadas con ésta y con la producción 
agrícola y la comercialización (insu- 
mos, maquinarias y equipos, empa­
ques, etc.); Externo (EXT), que cubre 
las importaciones y exportaciones de 
alimentos y materias primas para la 
industria, así como de insumos, equi­
pos, semovientes, tecnología, recur­
sos humanos, etc., tanto para la in­
dustria agroalimentaria como para la 
agricultura y la comercialización; Trans­
porte, Almacenamiento y otras funcio­
nes de la Comercialización (TAC), 
que conecta a los otros componentes, 
dos a dos; y Consumo (CON), que se 
expresa a través de la población y sus 
características demográficas y socio­
económicas, desagregación geográfi­
ca, niveles y patrones de consumo. 
Esta población caracterizada así, se 
enfrenta, a nivel de comercio detallis­

ta, a unas determinadas característi­
cas (estructura, estacionalidad, locali­
zación, accesibilidad, etc.). Producto 
de ese enfrentamiento resulta un con­
sumo de alimentos (energía y nutrien­
tes); este consumo, unido a factores 
de salud y saneamiento, determinan 
el estado nutricional de la población. 
El estado nutricional de la población 
tiene en la vida económica y social, y 
sobre las posibilidades de crecimiento 
y desarrollo del país, consecuencias e 
implicaciones fundamentales.

El objetivo principal del Sistema 
Alimentario es satisfacer complemen- 
tamente, las necesidades diarias de 
energías y nutrientes de todos los 
habitantes del país considerado.

El documento objeto de esta rese­
ña tiene como propósito lo siguiente:

1. Poner a disposición de los intere­
sados en la temática agroalimen­
taria, una serie de datos metodoló­
gicamente homogénea, elaborada 
por el equipo de investigación Uni­
versidad de Los Andes-Fundación 
Polar, sobre las Disponibilidades 
para el Consumo Humano (DCH) 
per cápita, de un centenar de ali­
mentos importantes en el consumo 
humano en Venezuela, correspon­
diente al período de veinticinco 
años que transcurrió entre 1970 y
1994, ambos inclusive.

2. Identificar los principales cambios 
alimentarios realizados por el habi­
tante promedio de Venezuela, a lo 
largo del intervalo de cinco lustros 
señalado. En algunos casos, se 
sugieren hipótesis sobre las fuer­
zas y los procesos que determina­
ron esas transformaciones.
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3. Estimar los principales efectos nu- 
tricionales de los cambios alimen­
tarios identificados.

4. Ofrecer un marco de referencia di­
námico de naturaleza económica, 
dentro del cual ubicar y considerar 
las estimaciones elaboradas so­
bre los valores puntuales y las va­
riaciones del nivel y la estructura 
de la DCH (per-cápita diaria) de 
alimentos, energía y nutrientes, así 
como de las adecuaciones nutri- 
cionales.

El documento se presenta organi­
zado en cinco capítulos, a saber:

I. Introducción
II. Metodología

III. Cambios alimentarios
IV. Efectos nutricionales de los 

cambios alimentarios
V. Recapitulación de los hechos 

más importantes detectados 
en la investigación.

Thaís Ledezma

Rafael Cartay y Gerard Ghersi:

EL ESCENARIO
MUNDIAL ALIMENTARIO

Fundación Polar, Caracas,
1996, 318 pags.

Resulta obvio destacar la impor­
tancia del conocimiento del mercado 
mundial de los productos alimenta­
rios, indispensables para la supervi­
vencia de las especies humana y ani­
mal. No obstante es pertinente aclarar 
que ese mercado, escasamente de­

sarrollado hasta hace algunos dece­
nios, está en cambio constante, a pe­
sar de las limitaciones que confronta 
tanto del lado de la oferta como de la 
demanda. Otra constatación valedera 
es que buena parte de la producción 
mundial de alimentos es consumida 
en los países que la producen, que­
dando algunos excendentes relativa­
mente pequeños para ser comerciali­
zados a escala mundial. Además, son 
muy pocos los productos que se co­
mercializan. Langery Hill (1991) esti­
man que, a escala mundial, cerca del 
88% de los requerimientos calóricos y 
el 90% de los de proteínas provenían 
directamente de fuentes vegetales. 
Cerca del 80% de esas necesidades 
derivaban de sólo once especies, de 
las cuales 2/3 eran cereales.

Buena parte del empeño para pla­
nificar la acción gubernamental y pri­
vada, en el área agroalimentaria, pasa 
por una adecuada comprensión del 
funcionamiento de los principales mer­
cados agroalimentarios.

Este libro dá una idea al lector no 
especializado sobre la evolución del 
comercio mundial de los alimentos y, 
muestra de manera resumida, cómo 
funcionan los principales mercados 
agroalimentarios del mundo. La pri­
mera parte presenta la teoría de co­
mercio internacional, el escenario y 
sus actores. La segunda se refiere al 
comercio mundial de mercancías y a 
la participación de los alimentos en 
ese comercio. La tercera trata sobre 
las características y la evolución de la 
oferta, la demanda y los precios de 
los alimentos a nivel mundial, y la 
cuarta y última parte, muestra, de 
manera global, el funcionamiento del 
comercio a escala mundial para vein­



ticuatro de los principales alimentos 
del mundo.

Thaís Ledezma

Reseñas y  documentos

César Rodríguez Rabanal:

LA VIOLENCIA DE LAS 
HORAS: UN ESTUDIO 

PSICOANALITICO 
SOBRE LA VIOLENCIA 

EN EL PERU
Nueva Sociedad, Caracas,

1995, 157 pags.

En La violencia de las horas 
(1995), Rodríguez Rabanal nos intro­
duce en la problemática de la violen­
cia en el Perú a través del psicoanáli­
sis, que para los interesados en el 
tema violencia es un enfoque nuevo y 
poco desarrollado. Más allá de una 
relación simple de causalidad entre 
violencia y pobreza esta perspectiva 
psicoanalítica pretende dilucidar la 
relación entre violencia y pauperiza­
ción en el Perú: pobreza extrema, vio­
lencia política, violencia institucional, 
conflictos étnicos, resquejabramiento 
social y narcotráfico. Esta relación se 
establece buscando los nexos íntra- 
psíquicos entre estos dos elementos: 
violencia y pobreza.

Se identifican los nexos intrapsí- 
quicos a través de procesos terapéu­
ticos psicoanalíticos que han tenido 
lugar entre los habitantes de un asen­
tamiento constituido mayoritariamen- 
te por desplazados de las zonas de 
guerras peruanas (350 familias) y un 
equipo de siete terapeutas investiga­
dores. Algunos de estos procesos tie­
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nen cinco o seis años de duración. La 
recopilación del material se efectuó 
entre 1986 y 1993.

Las historias son presentadas por 
grupos terapéuticos, el primero (cons­
tituido por niños) dividido en dos gru­
pos: uno integrado por siete niños con 
edades comprendidas entre los ocho 
y once años, el trabajo realizado se 
presenta bajo el título “Procurando ju­
gar”. El terapeuta dota a los niños de 
juguetes diversos y observa cómo y a 
qué juegan e intenta establecer la 
posible relación con la carga de vio­
lencia en estos niños. El segundo gru­
po está integrado por seis niños con 
edades comprendidas entre siete y 
ocho años, a estas sesiones no asiste 
sino un solo niño, Ricardo, con el cual 
la terapeuta trabaja-realizando dibu­
jos, resaltando en estos la forma cómo 
quisiera él que fuera su vida, expresa 
la “ansia infantil de acceder -ante una 
realidad insoportable- a un mundo 
exento de conflictos”.

Luego se presentan los procesos 
terapéuticos con adultos compuestos 
por ocho mujeres y tres hombres. En 
estos procesos se hace patente la re­
lación entre violencia y pobreza: indi­
viduos que como consecuencia de su 
socialización, caracterizada por ca­
rencias materiales y afectivas, desa­
rrollan una enraizada hostilidad frente 
a la vida, se muestran particularmente 
permeables a la ideología de los gru­
pos políticos extremistas, caracteriza­
dos por la destructividad.

En el tercer proceso presentado se 
realizan sesiones de dinámica grupal 
con dirigentes del asentamiento, con 
miembros de una organización no 
gubernamental y una entrevista con
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un integrante de Sendero Luminoso. 
El material presentado evidencia en 
qué medida los conflictos intrasíqui- 
cos no resueltos de los afectados ti­
ñen subjetivamente la percepción de 
sus condiciones sociales de vida.

En las reflexiones finales Rodrí­
guez Rabanal expresa la dificultad de 
los participantes -pacientes- de per­
cibir la violencia como una dimensión 
proveniente de su propio “sí mismo”, 
esto se plasma en la imagen de que 
la violencia es un cuerpo externo que 
debe ser extirpado. Estas historias no 
sólo reflejan los destinos individua­
les, sino que resultan representativos 
de un grupo social determinado. Al 
traspasar la biografía del paciente 
concreto, es más factible, más allá de 
sus vivencias, penetrar en el contexto 
social global y llegar a las raíces de 
los procesos de pauperización y dis­
posición a la agresión. Señala el au­
tor que el alto nivel de intensidad de 
la violencia encuentra su correspon­
dencia en la psique del individuo: 
asesinatos a diario realizados por 
Sendero Luminoso o por las fuerzas 
represivas se relacionan con el des­
borde del yo del victimario; conteni­
dos inconscientes son actuados sin 
ninguna opción de encauzamiento.

A través del proceso psicoanalíti- 
co, indica Rodríguez Rabanal, se 
hace evidente que los cambios socia­
les profundos sólo resultan factibles 
cuando van acompañados de un nivel 
alto de consciencia por parte de los 
afectados. El reconocimiento de que 
las modificaciones deben obtenerse 
desde dentro y no fundamentalmente 
de fuera. Expresa que estas transfor­
maciones intrapsíquicas constructivas 
en correspondencia con la realidad,

podrían ser “un camino para deshilva­
nar la maraña pobreza, violencia y 
segregación étnica”.

Carolina González

Pedro García Avendaño:

EL NIÑO, EL DEPORTE
Y LA ANTROPOLOGÍA

Ediciones FACES/UCV, 
Caracas, 1996, 105 pags.

El proceso de detección de talen­
tos y el mejor aprovechamiento de las 
aptitudes físicas de los niños y adoles­
centes, aparecen como temas rele­
vantes de investigación cuando se 
observa que cada vez es más tempra­
na la incorporación de los niños a la 
actividad deportiva.

Desde esta perspectiva se apre­
cia la importancia de la construcción 
que nos ofrece este nuevo libro del 
profesor Pedro García Avendaño. 
Con el objetivo de proponer a los 
profesores de Educación Física y a 
los entrenadores un procedimiento 
para evaluar el grado de maduración 
biológica en niños y adolescentes, 
se estudió una muestra de 132 suje­
tos, 94 varones y 38 hembras, con 
edades comprendidas entre los 11 y 
15 años, que ingresaron a la Escue­
la de Formación Deportiva “Germán 
Villalobos”.

El desarrollo del trabajo se susten­
ta en tres objetivos específicos; el pri­
mero, aplicar el método antropométri­
co del Indice de Desarrollo Corporal 
Modificado (IDCM) y el de la madura­
ción ósea, a través del método TW2, a
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la muestra seleccionada. El segundo, 
establecer el nivel de asociación entre 
las variables antropométricas y los in­
dicadores de desarrollo biológico con 
la edad osea y, el tercero, demostrar 
las ventajas de la aplicación del IDCM 
y la edad morfológica en niños y ado­
lescentes, por su costo mínimo, ins­
trumental asequible, fácil utilización 
en el trabajo de campo y confiabilidad 
como indicador para evaluar el nivel 
de maduración biológica. En función 
del desarrollo de estos objetivos, a los 
valores de las variables antropomé­
tricas e indicadores biológicos se le 
aplicaron estadísticos de tendencia 
central, dispersión, coeficiente de va­
riación, T de Student, coeficiente de 
correlación y análisis de regresión.

Después de un riguroso análisis, 
se concluye que la edad morfológica 
(basada en el IDCM) es un procedi­
miento de alta utilidad para la evalua­
ción de la maduración biológica y po­
dría ser aplicado en la detección de 
talentos, en el control biomédico del 
entrenamiento y en la distribución de 
las cargas físicas, aportando un ele­
mento válido y confiable para la pro­
gramación de la actividad física y el 
entrenamiento de niños y adolescen­
tes, con criterios más efectivos que la 
habitual consideración de la edad 
cronológica y, menos riesgosos y 
costosos que la determinación de la 
edad ósea.

Carlos Padrón
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TALLER DE DISCUSION 
SOBRE VIOLENCIA

El “Taller de Discusión sobre Vio­
lencia” convocado por el Instituto de 
Investigaciones Económicas y Socia­
les “Rodolfo Quintero” y coordinado 
por Cristina Mateo surgió con la in­
tención de crear un espacio para la 
discusión y reflexión sobre las in­
vestigaciones que se llevan a cabo en 
la Universidad Central de Venezuela 
en torno a la violencia. De allí que el 
taller aglutinó a un grupo de investiga­
dores sobre el tema provenientes de 
diferentes disciplinas y de diversas 
dependencias de la Universidad.

El taller se inició el 15 de marzo de
1996, con la presentación del trabajo 
de María Auxiliadora Banchs de la 
Escuela de Psicología sobre “Violen­
cia de género”. Se habla de violencia 
de género para referirse a aquella 
violencia que se desprende del mis­
mo hecho de ser mujer o de ser hom­
bre y que se dirige de un género ha­
cia otro, siendo la más frecuente y 
múltifacética la del hombre hacia la 
mujer. De igual forma expuso las di­
versas manifestaciones de esta vio­
lencia subterránea y silenciada ( vio­
laciones, acoso sexual en el trabajo, 
maltrato doméstico, abuso incestuo­
so, trata de mujeres). Señala Banchs 
que el tema abordado tiene muchas 
aristas y que cada una de las mani­
festaciones de esta violencia, dirigida 
hacia la mujer, debe ser objeto de 
análisis en forma detallada. Resalta 
una característica de la violencia ha­
cia la mujer en la década de los no­
venta: el develamiento de la violencia 
privada. Esta es la la que se produce 
en el seno del hogar, que había sido

la más silenciada y ahora pasa a la 
esfera pública donde puede ser de­
batida y analizada. Es necesario que 
la sociedad comience a tomarla en 
cuenta y a concretar políticas, pro­
gramas y acciones concretas desde 
los diversos espacios públicos para 
construir un mundo mejor, más igua­
litario y justo.

En esta misma sesión Margarita 
López Maya expuso los “Aspectos 
teóricos y metodológicos de la pro- 
pesta popular en la Venezuela con­
temporánea”. Esta presentación se 
refiere a los primeros avances de una 
investigación adscrita al Centro de 
Estudios del Desarrollo (CENDES) 
que busca contribuir a la construc­
ción de un marco interpretativo gene­
ral sobre las formas de protesta del 
venezolano. La expositora presentó 
algunas reflexiones conceptuales de­
rivadas de la revisión bibliográfica de 
investigaciones históricas y socioló­
gicas realizada en otros paises. Esta 
investigadora ha establecido de ma­
nera preliminar dos coordenadas de 
análisis: una según criterios cronoló­
gicos, cubre el lapso histórico desde 
el gomecismo hasta nuestro días, di­
vidido en tres etapas. La primera des­
de principio de siglo hasta mediados 
de los años cuarenta, la segunda eta­
pa desde allí hasta finales de la déca­
da de los años setenta y una tercera 
desde la década de los años ochenta 
hasta la fecha. La otra coordenada 
clasifica tres grupos de protesta se­
gún su composición social y sus obje­
tivos: el primero conformado por la de 
los pobres y marginales, tanto cam­
pesinos como urbanos. El segundo, 
considerando la protesta “moderna 
propiamente dicha”, incluye las lu­
chas de los trabajadores en el sector
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formal de la economía, público o pri­
vado y por último, distingue la protesta 
estudiantil.

La segunda sesión llevada a cabo 
el día 12 de abril fue sobre “Bandas 
juveniles en los barrios de Caracas” a 
cargo de la Licenciada Carolina Gon­
zález. A partir de un estudio etnográ­
fico realizado en el barrio El Carmen, 
de la Vega, se describen algunas ca­
racterísticas de las bandas juveniles 
de este barrio. Como resultado de 
este estudio exploratorio puede en­
tenderse el fenómeno de la bandas 
juveniles como una expresión de un 
nuevo modelo de socialización que se 
impone progresivamente para dar res­
puesta a la crisis en los mecanismos 
de integración social. El grave contex­
to económico, social, cultural, político 
y educativo que vive nuestro país limi­
ta el desarrollo de los jóvenes, de allí 
que recurran a la formación de bandas 
como medio de socialización, en ella 
encuentran la oportunidad para agru­
parse con otros jóvenes que viven si­
tuaciones similares, es el espacio 
donde interiorizan valores y normas, 
que expresan a través de su lenguaje 
y sus acciones una concepción de la 
vida y de la muerte. Son jóvenes que 
transitan por el barrio dejando su hue­
lla, marcada generalmente por la vio­
lencia. Un problema que debe atacar­
se brindándoles a los jóvenes nuevas 
alternativas y oportunidades para su 
desarrollo integral.

La tercera jornada del taller reali­
zada el 16 de abril tuvo como ponente 
a Magaly Huggins,' investigadora del 
Centro de Estudios del Desarrollo 
(CENDES) con “Una reflexión en tor­
no a la violencia en Caracas”. En ella 
se exponen algunos elementos y tipos

de violencia. Señala que en el contex­
to sociopolítico y económico en el cual 
se desenvuelve la vida de una pobla­
ción determinada es donde se puede 
ubicar la multiplicidad de elementos 
generadores de la violencia, enfocada 
como problema social. El contexto de 
la moral pública, las condiciones de 
vida contrastantes entre una minoría 
pobre y una mayoría ostentosa, la 
impunidad, el poder sin limites, son 
elementos esenciales en la construc­
ción de la violencia como forma de 
relación y alternativa en la vida.

En la misma sesión Roberto Brice- 
ño León, investigador del Labortario 
de Ciencias Sociales (LACSO) pre­
sentó algunos avances de la investi­
gación “Normas y actitudes ligadas a 
la violencia”, auspiciada por la Organi­
zación Panamericana de la Salud 
(OPS), la cual intenta ki¿r,t¡í¡car cual 
es el origen de la violencia asociada 
con pautas y patrones culturales. Es 
un estudio multicéntrico realizado en 
diez o doce ciudades (Río de Janeiro, 
Santiago de Chile, Bogotá, Medellin, 
San José de Costa Rica, Salvador, 
Caracas, Maracaibo, Texas, Michi­
gan, La Habana, Vancouver), basado 
en la sociología comparativa, que in­
tenta establecer regularidades a partir 
de diferencias, buscando un patrón 
común que permita determinar los 
rasgos que pueden estar induciendo a 
la violencia. Este estudio se realizó a 
través de un cuestionario de pregun­
tas cerradas, dirigidas a mayores de 
18 años, en cada una de las ciudades 
ya mencionadas. Con el instrumento 
se intenta recoger actitudes, conduc­
tas, normas, sentido de eficacia pro­
pio e institucional que propician el 
acto violento. Briceño León presentó 
algunos resultados del estudio piloto.
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La cuarta jornada del taller realiza­
da el diez de mayo comenzó con Eve- 
lyn Moreno cursante del Doctorado en 
Ciencias Sociales con “La cultura de 
la violencia". Expuso algunos elemen­
tos teóricos, útiles para el análisis de 
los procesos culturales implícitos en 
esta problemática Su investigación 
esta enfocada específicamente hacia 
los hechos del 27 de noviembre y el 4 
de febrero de 1992: ¿Cómo maneja­
ron los medios de comunicación la 
información sobre los intentos de gol­
pe de Estado? Se propone explicar los 
hechos mencionados utilizando el 
concepto de ‘cultura de la violencia’ 
como herramienta metodológica.

En esta misma sesión Leoncio 
Barrios, de la Escuela de Comunica­
ción Social, expuso “La violencia en 
la televisión desde la perspectiva de 
la audiencia”. Expresó que existe un 
discurso social convencional sobre la 
violencia en televisión en el cual se 
califica la violencia transmitida, des­
de el punto de vista ético como “mala” 
y “fea” desde el punto de vista ésteti- 
co. Desde el discurso de los acadé­
micos, se considera que existe bioló­
gicamente una base animal, 
psicológicamente una irracionalidad 
y culturalmente es indeseable y debe 
sancionarse. El otro discurso, el del 
estatus, el de los empresarios y algu­
nos comunicadores, sostiene que la 
gente ve violencia porque le gusta y 
la violencia “vende”. Indica Barrios 
que falta el discurso de la audiencia, 
el cual generalmente no se toma en 
cuenta. De allí que su investigación 
se centre en conocer la opinión de la 
teleaudiencia en torno a la violencia 
televisada. Comentó tres teorías revi­
sadas en su proceso investigativo: la 
teoría de los usos y gratificaciones, la

de las mediaciones y la teoría de la 
victimatización e insensibilización 
hacia la violencia, y presentó algunas 
conclusiones preliminares.

El 7 de junio se llevó a cabo la 
exposición del trabajo de investiga­
ción “El menor (infractor) ante la Ley 
(Penal): aspectos metodológicos,” 
que adelanta el Instituto de Ciencias 
Penales y Criminológicas, presentado 
por María Josefina Ferrer. En el mis­
mo se intenta determinar cualitativa y 
cuantitativamente la situación de los 
menores infractores, con el fin de lo­
grar que los organismos competentes 
establezcan una relación objetiva en­
tre la situación y la acción del menor. 
Se parte de un cuestionamiento de la 
visión del niño como un ser incapaz y 
del juez con un alto poder para dicta­
minar la vida de los menores. Con los 
resultados que arroje la investigación 
se propondrán alternativas para en­
frentar, desde el punto de vista crimi­
nológico, la problemática de los me­
nores infractores.

En esta sexta sesión del taller se 
presentaron las licenciadas Marisela 
Tobías y Morela Pacheco, egresadas 
de la Escuela de Trabajo Social, con 
la investigación: “Noel y Wilfredo: pre­
sente y futuro en el mundo de la calle”. 
A través de las entrevistas realizadas 
a Noel y Wilfredo se expuso la situa­
ción de los niños de la calle y en la 
calle. Se inició con una conceptualiza- 
ción de la categoría de niños de la 
calle y en la calle, para luego exponer 
el paradigma que orienta la atención 
ofrecida a los menores infractores en 
nuestro país. Con la historia de vida 
de Noel y Wilfredo se ubicaron posi­
bles factores propiciadores de su per­
manencia o no en la calle y el empleo
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de la violencia como alternativa de 
sobrevivencia.

En la séptima sesión del taller rea­
lizada el 16 de julio se abordó el an­
teproyecto de Ley Orgánica de Pro­
tección a la Niñez y la Adolescencia, 
se contó con la participación de po­
nentes como Nancy Montero, presi­
denta del Instituto Nacional del Me­
nor (INAM); María Gracia Moráis, del 
Instituto de Ciencias Jurídicas de la 
Universidad Católica Andrés Bello 
(UCAB); Edgar Martínez, de CON- 
GANI; y César Ramos, de la Facultad 
de Ciencias Jurídicas y Políticas de la 
Universidad Central de Venezuela. 
Se presentó un cuadro a grandes ras­
gos de la situación del menor infrac­
tor en Venezuela y de la inadecua­
ción de la actual Ley Tutelar del 
Menor para garantizarle sus dere­
chos. Se establecieron las diferen­
cias entre la ley vigente y el antepro­
yecto propuesto por el Instituto 
Nacional del Menor, el cual está sus­
tentado en el paradigma de la aten­
ción integral de niños y adolescentes, 
asignándole el carácter de ciudadano 
pleno de deberes y derechos.

Después de esta sesión, los inves­
tigadores participantes en el taller de­
cidieron constituirse como Núcleo de 
Estudios sobre Violencia y adelan­
tan un proyecto de investigación, do­
cencia y extensión, con el apoyo del 
Doctorado en Ciencias Sociales y con 
sede en el Instituto de Investigaciones 
Económicas y Sociales “Rodolfo 
Quintero”,a fin de desarrollar un mar­
co teórico, conceptual y de categorías 
para el análisis de la violencia en la 
Venezuela contemporánea.

Carolina González

FORO: 
VIOLENCIA 

Y POLÍTICAS PÚBLICAS 
EN AMÉRICA LATINA

C e n t r o  de  E s t u d io s  
del  D es a r r o llo  (C e n d e s )

El foro, organizado por Magally 
Huggins y Margarita López Maya del 
área sociopolítica del Cendes de la 
Universidad Central de Venezuela, se 
desarrolló en el marco de la celebra­
ción de los 35 años de presencia de 
ese centro, los días 14 y 15 de octubre 
de 1996 en el auditorio de la Asocia­
ción de Profesores universitarios 
(APUCV). La instalación estuvo a car­
go de la doctora Dagne Gil represen­
tante del Conicit y del doctor Heinz 
Sonntag, director del Cendes. Ambos 
destacaron la importaricia del tema y 
el interés de las instituciones que re­
presentan por impulsar las investiga- 

aciones sobre violencia.

La primera ponencia fue presenta­
da por el doctor Carlos Vilas, profesor 
de la Universidad Nacional Autónoma 
de México, bajo el título “Violencia po­
lítica, legitimidad y fragmentación so­
cial (o el difícil matrimonio entre de­
mocracia y capitalismo en América 
Latina)”. Vilas, apoyado en cifras, 
constató el acelerado proceso de em­
pobrecimiento de amplios sectores de 
las sociedades latinoamericanas, y la 
ampliación de la brecha en la distribu­
ción del ingreso. Comparó estas cifras 
con las de otras sociedades tercer- 
mundistas, ilustrando de manera dra­
mática una de las fuentes básicas de 
la expansión y diversificación de la 
violencia urbana en la región. Estos 
procesos están asociados a los ajus-
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tes exigidos a nuestras sociedades y 
Estados para insertarse en la llamada 
“globalización”, un proceso que des­
mantela el anterior Estado latinoame­
ricano para sustituirlo por otro que no 
contempla funciones de integración y 
modernización social para las mayo­
rías populares.

La segunda exposición la realizó el 
doctor Saúl Franco de la Universidad 
Nacional de Colombia, bajo él título 
“Violencia y políticas públicas en sa­
lud”. El doctor Franco, después de un 
análisis del concepto de violencia 
como relación humana asimétrica que 
busca un fin, utiliza la fuerza para lo­
grarlo causando un daño a otro(s) u 
otra(s), aportó algunos elementos 
para hacer un perfil de la violencia en 
América Latina. Afirmó que en algu­
nos países del continente estamos lle­
gando a vivir en una especie de orden 
violento en donde las relaciones inter­
humanas y sociales están predomi­
nantemente pautadas por la violencia, 
la cual está sustituyendo a la política. 
Estableció la salud como un derecho 
de todo(a) ciudadano(a), cuyo garante 
irreemplazable es el Estado, indepen­
dientemente de las responsabilidades 
que debe asumir la sociedad civil. 
Resaltó la violencia como negación 
práctica de la seguridad del individuo 
y de la sociedad y el establecimiento 
de políticas y sistemas de seguridad 
social en todas las áreas, como una 
forma de revertir el incremento de la 
violencia. Finalmente enfatizó que en 
América Latina estamos perdiendo 
medio millón de vidas y veinte millo­
nes de años potenciales de vida por 
causa de todas las violencias, que de­
muestran la no garantía del derecho a 
la vida y el casi abandono del Estado 
de su principal responsabilidad.

La sesión del lunes en la tarde se 
desarrolló con un panel de discusión 
bajo el nombre de “El Estado venezo­
lano en los noventa: violencia y políti­
cas sociales”. Participaron la doctora 
Beatriz Narvaes quien habló sobre la 
escasez de políticas en el área de 
parte del Ministerio de Sanidad y Asis­
tencia Social; la doctora Miriam Ro­
mero del Consejo Nacional de la Mu­
jer quien se refirió a los compromisos 
recientes adquiridos por el Estado ve­
nezolano en la lucha contra la violen­
cia hacia la mujer, y el profesor Aristó- 
bulo Istúriz, ex Alcalde de Caracas 
quien reflexionó sobre las políticas y 
acciones agresivas del Estado contra 
los ciudadanos y presentó dos videos 
sobre las actividades preventivas asu­
midas por su administración durante 
el período 1993-1995.

La jornada del 15 de octubre se 
inició con la ponencia “Las políticas 
públicas de la violencia y la violencia 
de las políticas públicas: los casos de 
Río de Janeiro y Sao Paulo”, del doc­
tor Emir Sader de la Universidad de 
Sao Paulo, Brasil quien comenzó se­
ñalando que el fenómeno de la violen­
cia urbana parece haber echado raí­
ces mucho más a fondo de lo que las 
políticas locales y sectoriales permi­
ten abordar. Posteriormente comentó 
algunas de las características de la 
violencia en estas dos ciudades, evi­
denciando el fracaso de las políticas 
públicas al respecto. A pesar de que 
estas últimas parten de una compren­
sión global del problema, actúan aisla­
das y en contradicción con la dinámica 
general de la sociedad e incluso en 
contra de las políticas globales de los 
mismos gobiernos que las implemen- 
tan. Señaló, además, que las políticas 
preventivas en estas dos ciudades no
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son para proteger a todos los ciudada­
nos sino para proteger a los barrios 
ricos. Al no estar acompañadas de 
políticas que unlversalicen en lugar de 
tornar selectivos los derechos, la poli­
cía no cuenta con la solidaridad de la 
población sino con su hostilidad. Tam­
bién presentó alternativas de organi­
zaciones populares cuyas acciones 
en contra de la violencia han resultado 
efectivas: el Movimiento de los Sin 
Tierra, las políticas de “presupuesto 
participativo” y el canal de televisión 
TV Cultura dirigida por un consejo de 
representantes de la comunidad.

La segunda exposición de esa 
mañana correspondió a la doctora Luz 
Rioseco O. del Instituto de la Mujer de 
Santiago de Chile con el título “Violen­
cia doméstica, políticas públicas y re­
des en Chile”. La doctora Rioseco pre­
sentó un panorama sobre la situación 
de la violencia doméstica en Chile 
basado en las cifras de las últimas 
investigaciones en su país, estable­
ciendo que ésta y otras formas de 
violencia contra la mujer constituyen 
un problema social y no privado, viola­
ciones a los derechos humanos de las 
mujeres y familias que la sufren y un 
obstáculo para el desarrollo, la plena 
democracia de las comunidades y 
países, y la ciudadanía de las perso­
nas. Posteriormente, presentó un 
análisis de las políticas públicas des­
plegadas en Chile, la labor de entida­
des no gubernamentales y en tercer 
lugar el trabajo de las redes, conclu­
yendo que no ha sido fácil crear polí­
ticas eficaces dirigidas a fomentar la 
igualdad de género y erradicar la vio­
lencia contra las mujeres.

En la tarde, la representante vene­
zolana doctora Rosa del Olmo se refi­

rió a la “Delincuencia violenta, drogas 
y políticas públicas”, en donde analizó 
la conceptuación y relaciones vigen­
tes entre estos tres términos, para lue­
go realizar un amplio abordaje sobre 
la relación criminalidad violenta/dro­
gas desde la perspectiva criminológi­
ca. Después de presentar tres mode­
los para comprender esta conexión: el 
modelo psicofarmacológico que gene­
ra una criminalidad inducida; el mode­
lo económico-compulsivo que genera 
una criminalidad funcional y el modelo 
sistèmico que genera una criminali­
dad conflictiva, la doctora del Olmo 
concluye que hoy en día en la co­
nexión criminalidad violenta/drogas, 
se trata de una criminalidad sistèmica 
multinacional lo cual complica la ac­
tual formulación de políticas, obliga­
das a responder simultáneamente a 
realidades locales e internacionales, 
haciendo más complejo el problema. 
Finalmente señala que en Venezuela 
no tenemos políticas públicas ni na­
cionales ni globales, y tampoco inves­
tigaciones que las respalden, y sin 
embargo seguimos manejando los 
mitos a través del discurso del “pánico 
moral”, el discurso “geopolítico” que 
gira alrededor del enemigo externo, y 
se está construyendo un nuevo “páni­
co financiero” frente al dinero produc­
to del negocio ilegal, con el discurso 
del “lavado de dinero”.

Posteriormente, se realizó un pa­
nel de discusión titulado “El Estado 
venezolano en los noventa: violencia 
y represión”. Participaron el doctor 
Elias Gómez R. representante de la 
Dirección de Prisiones del Ministerio 
de Justicia, Soraya El-Achkar de la 
Red de Apoyo Justicia y Paz y la doc­
tora Blanca R. de Mármol León, jueza 
de la república. El primero expuso la
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difícil situación de las prisiones en Ve­
nezuela basado en las informaciones 
de la Dirección de Prisiones; la segun­
da presentó la labor que ha venido 
realizando la Red por la defensa de 
los derechos humanos en el país, y la 
tercera describió los múltiples y com­
plejos obstáculos y limitaciones que 
deben enfrentar los y las jueces pena­
les en el ejercicio de sus funciones.

Este foro fue un interesante en­
cuentro para los(as) investigado­

res(as) de la violencia así como para 
las organizaciones civiles y los fun­
cionarios públicos que tratan de en­
contrar respuestas y soluciones a 
esta acuciante problemática. El foro 
constató el aislamiento existente en 
nuestro país entre los actores com­
prometidos en el fenómeno, propi­
ciando un singular encuentro entre 
académicos, funcionarios guberna­
mentales y representantes de la so­
ciedad civil, que ojalá prosiga en el 
futuro.
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ABSTRACTS

VIOLENCIA DE GÉNERO 
María A. Banchs

This article stresses the need to comply with the obligations assumed by the 
Venezuelan State in order to erradícate violence against women. It synthesizes 
the implications of the Interamerican Convention to Prevent, Sanction and 
Erradícate Violence against Women and the Action Platform of the Fourth World 
Conference on Women. It then analyzes two types of violence: the first which is 
rarely recognized (underground), the other widely recognized but generally 
hidden (silenced). It argues that both need to be brought out into the open, that 
the problem belongs to the public sphere and can no longer be relegated to the 
private.

LA IDEALIZACIÓN DE LA LEY DE VAGOS Y  MALEANTES 
Tosca Hernández

An attempt is made to demonstrate the conditions permitting the transmutation 
of idealogy “the real truth” present in the application of the Law regarding 
vagrancy and wrong doers. This article is based on the results of two 
investigations. The first one demonstrates that the hermeneutic reading of this 
law reveals how the discussion of prevention can cover up the punishment 
wherein resides its convictions. The other is regarding the functions of the 
police based on said law which manifests how discussions in an attempt to 
finding a solution to the problems of delinquency mask the non-institutionality, 
the attempts against Human Rights and, as a parralel, the restoration of 
violence. Additionally, the derogation of this law and the reconstruction of the 
political sense regarding the prevention of delinquency has been discussed 
and favored.

UNA REFLEXIÓN EN TORNO A LA VIOLENCIA EN CARACAS 
Magally Huggins

After quoting Sergio Bagú on the role of theorizing in science, the author 
examines a serie of elements considered crucial to an understanding of the 
problem of violence in Venezuela and, particularly, in the metropolitan area of 
Caracas: the interrelation of the different forms of violence; the impunity within 
and without the judicial system; contextual factors; and the devaluation of life
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and human rights. She offers statistical information from official and unoffical 
sources and concludes suggesting the need to clarify the theoretical issues 
involved in order to produce viable proposals.

NOTAS TEORICO-METODOLÓGICAS PARA LA INVESTIGACIÓN DE 
LA PROTESTA POPULAR EN LA VENEZUELA CONTEMPORÁNEA  
Margarita López Maya

This article offers preliminary conceptual and methodological considerations for 
a research project on Popular Protest in contemporary Venezuela. It is divided 
into three parts: in the first, the author examines the interpretations of different 
historians over the characteristics of the ‘mob’; in the second, she examines the 
notions of ‘collective action’ and ‘social disruption’; and in the third, she offers 
initial criteria for classifying the empirical evidence.

EL CONCEPTO DE POBREZA EN LA SOCIOLOGÍA LATINOAMERICANA: 
EL CASO DE VENEZUELA 
Augusto De Venanzi

During the sixties and seventies, Latin American sociology made a serious 
attempt to understand the problem of poverty, analyzing the experience of the 
poor in terms of organization and political participation (marginalidad) and of 
their insertion in the division of work (informalidad). The theory of dependency 
was basically an attempt to understand the roots of the backwardness of our 
countries in sociological terms, by analyzing the way in which its social classes 
were formed and the consensual and conflictual elements which accompanied 
the process. These analyses, however, neglected the problem of poverty as a 
relátion between income and the satisfaction of basic needs, a central concern 
for the most recent sociology of poverty.

LA DISTRIBUCIÓN DEL INGRESO EN LA ERA DE LA GLOBALIZACIÓN 
Lourdes Urdaneta de Ferrán

The article deals with the implications for the distribution of income of the 
globalization of the world economy, the growing importance of the service and 
financial sectors, privatization, new technologies, migrations and the increase of 
unemployment and sub-employment. It compares the current process of inter­
national globalization with that which occured previously within national boun- 
dries and offers conjectures about future economic and social repercussions of 
the present globalization.

POLÍTICA SOCIAL Y RECREACIÓN AL AIRE LIBRE 
Yudi Chaudary

The state must guarantee the Venezuelans the opportunity of enjoying outdoor 
spaces. The communities must be conscience of the need to preserve the
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existing natural spaces within the residential areas for future generations. A 
combination of efforts are required in conjuction with the obligation of the state 
and that of the community. We consider the establishing of a recreational 
outdoor system as fundamental, in order to protect, preserve and utilize the 
natural areas, keeping in mind the values, anxieties, sentiments and aspirations 
of the residents in a determine area. Open air recreations are a need which must 
be considered when planning the politics of the state. This makes possible the 
intense personal livelihoods which can only be obtained via an integration of 
man and his environment.

LA REFORMA DE LA SEGURIDAD SOCIAL EN AMÉRICA LATINA 
Italo J. Oliveros Q.

The social security systems are in crisis in the entire world, in general, as part 
of a cuestioning of the social policies of the traditional welfare state. In Latin 
América, the systems were late in developing and tried to reproduce the Social 
Democratic model of the more developed countries. However, they soon beca­
me meritocratic institutions which never achieved the goals of universality, 
solidarity, efficiency, etc. During the nineties, the social security systems have 
been drastically modified and reorientaed along the lines of the Chilean model 
which emphasizes individual responsability and the adoption of market principles.

POLÍTICA SOCIAL Y VEJEZ 
Arelis Ramirez

This article is the result of an investigation which manages to point out the lack 
of understanding regarding the social politics developed by the Venezuelan 
State. It also pinpoints the insufficiency of the politics developed by the National 
Institute of Geriatrics and Gerentology (INAGER) as regards its quality and 
capacity to take care of that section of the population which requires its services. 
A number of proposals have been presented as a means of improving the 
situation of Venezuela’s senior citizens.

DESEMPEÑO LABORAL Y MOTIVACIÓN: LOS INSPECTORES 
DE MALARIOLOGÍA. DIR. ENDEMIAS RURALES. MSAS 
Carlos Eduardo Febres y Giovanna Suárez B.

It has been noted that the increase of some endemic conditions is a direct result 
of the lack of efficiency of the employees of the Dirección de Endemias Rurales 
del MSAS (Direction of Rural Endemias of the Ministry of Health). Due to this 
fact, an in-depth study has been effected via interviews and questionnaires 
directed towards the chiefs of the regional and national units, and also to 
inspectors of Malaria. The object is to determine the most outstanding 
characterics regarding the labor of these malaria inspectors. The results 
obtained evidenced a direct conection between the modification of certain 
procedures regarding the selection and hiring of these inspectors, the criteria
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used to determine promotions and the conditions of the working environment. 
Also taken into consideration was the individuals perception regarding the social 
value if his position, the lost of identity and, as a consecuence, a decrease in the 
individuals dedication to his functions as a malaria inspector.

EVALUACIÓN DEL PROGRAMA AMPLIADO MATERNO INFANTIL 
Thais Ledezma

This article offers the initial results of an evaluation of the Programa Ampliado 
Materno Infantil, introduced in Venezuela in 1989. Within the framework of an 
eventual more general evaluation, it begins by asking if the program was 
developed as envisaged. It is argued that the main thrust of the program, 
preventive medical attention and community education, needs to be comple­
mented with a national network of mobile medical attention.

UNIVERSIDAD PÚBLICA Y FINANCIAMIENTO: EL CASO VENEZUELA 
Fulvia Nieves y Eduardo Castillo Castillo

The financing of education is one of the more controvertial subjects today. The 
authors broach the following themes: financial autonomy as essential for 
autonomy; the reponsabilities of the Estado for the financing of higher education; 
the percentage of the national budget dedicated to education; the charateristics 
of education in Venezuela; the state of the financing of higher education; the 
relation between free education and social equity, and finally offer proposals for 
new financial sources for the universities.
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El Proyecto FOBAL-CS ha venido desarrollándose desde 1988, a partir de una iniciativa 
conjunta del Instituto Autónomo Biblioteca Nacional y la FACES. En el proceso de estructu­
ración de este Proyecto ha destacado también la participación de la Red de Información Socio- 
Económica (REDINSE), auspiciado por el CONICIT. El Proyecto está destinado a consolidar 
un Fondo Bibliográfico sobre América Latina y el Caribe (FOBAL) en el área de las ciencias 
sociales que permita reunir un acervo extenso e integrado en ese campo, propiciando la 
cooperación inter-institucional para el logro de dicho objetivo. El FOBAL-CS) aspira a 
constituir un valioso apoyo para la investigación y para la formación a nivel de postgrado, así 
como parala elaboración de políticas públicas

EÍ Fondo abarca fundamentalmente tres dimensiones, de acuerdo al tipo de material 
considerado:

1) LIBROS. El Fondo ha venido ampliándose principalmente mediante las adquisiciones 
que efectúa la Biblioteca Nacional, siguiendo las recomendaciones al respecto por miembros 
del Departamento de Estudios Latinoamericanos de la Escuela de Sociología de la FACES.

2) DOCUMENTOS. El acceso a documentación se realiza a través del Centro de Docu­
mentación e Información MAX FLORES DIAZ. Más que plantearse una linea de adquisición 
extensa de documentos, se ha propuesto brindar a los usuarios la información que Ies permita 
acceder o solicitar los documentos no convencionales que puedan ser de su interés.

3) PUBLICACIONES PERIODICAS. Las publicaciones periódicas son consideradas 
como la columna vertebral del FOBAL-CS, al concebírselas como el instrumento más idóneo 
y ágil para obtener información actualizada acerca del debate que se desarrolla en el campo de 
las ciencias sociales en y sobre América Latina y el Caribe. La conformación de un programa 
cooperativo para la adquisición de publicaciones periódicas para el FOBAL vino a ser un 
recurso fundamental para potenciar el aprovechamiento del valioso material existente en 
diversos centros bibliotecarios. La participación de REDINSE en la identificación de esas 
colecciones y en la coordinación del programa ha permitido elaborar un catalogo colectivo de 
unos 250 títulos pertinentes para el FOBAL-CS, ubicados en la Hemeroteca de la Biblioteca 
Nacional, la Biblioteca Central de la UCV, el Centro de Documentación e Información Max 
Flores Díaz, la Biblioteca Ernesto Peltzer del Banco Central de Venezuela, la Biblioteca del 
IESA, el Centro de Documentación del CONICIT, la Biblioteca del CELARG o la Biblioteca 
del Instituto de Altos Estudios de América Latina de la Universidad Simón Bolívar.
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CS’. Dicho boletín agrupa las tablas de contenidos de las publicaciones periódicas del FOBAL- 
CS que han ingresado desde el segundo semestre de 1988. Con ello el usuario podrá localizar 
y solicitar los artículos que sean de su interés desde cualquiera de los centros integrados al 
programa. Actualmente se plantea la posibilidad de hacer la información acumulada disponible 
para los usuarios a través de diskettes. (Para más información se puede dirigir a la Coordinación 
REDINSE, Residencia 1-A. FACES, UCV, tlf.: 662.83.15.)

Sobre la base de un Convenio suscrito entre la FACES y la Biblioteca Nacional en enero 
de 1993, se ha dado inicio a la publicación de una Serie Bibliográfica FOBAL-CS que 
contempla la edición de dos tomos por año. Está circulando ya el primer número dedicado a la 
Revolución Cubana, preparado por el profesor Dick Parker y están en preparación tomos sobre 
El Caribe Anglófono (del Profesor Andrés Serbín), sobre la actual discusión en tomo a la 
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Ciencias Sociales Latinoamericanas (de la Profesora Irayma Camejo), y otro sobre Colombia.



I n v e s t i g a c i ó n

P R O Y E C T O S  DE I N V E S T I G A C I Ó N

Financiamiento de proyectos de investigación para profesores en Ja categoría \
de instructor y cursantes de postgrado \
A Y U D A S  Í N S T I T U C I O N A L . E S  ^

Fortalecimiento de la infraestructura de las Unidades de investigación,
Laboratorios. Estaciones Experimentales, Postgrados y Unidades Equivalences.
R e p a r a c i ó n  y  M a n t e n i m i e n t o  d e  E q u i p o s  u s a d o s  e n  i n v e s t i g a c i ó n  

Ayuda destinada al mantenimiento de equipos y a su reparación.
P R O G R A M A  P A R A  C U B R I R  C O N T I N G E N C I A S

Subvención de contingencias en actividades de investigación.
C O M P L E M E N T O S  A  L A  I N V E S T I G A C I Ó N

Fmanciamiento de investigaciones que no requieran montos superiores a 8s 6Ü.0C0,oo.
T E S I S  d e  P O S T G R A D O

Ayuda para facilitar la investigación y publicación de tesis de ios estudiantes de postgr3do de la UCV.
P R O Y E C T O S  DE G R U P O S

Fortalecimiento de Ja actividad de investigación de grupos a nivel de Facultades, 'nterfacuJtades 
e Interiiistitucionales.
a y u d a  M e n o r  p a r a  i n v e s t i g a c i ó n  d e  p r o f e s o r e s  d e  l a  U C V .

A D S C R I T O S  A L  S I S T E M A  DE P R O M O C I Ó N  DE LO S  I N V E S T I G A D O R E S  ( S . P . I )
Subvención parcial de proyectos de investigación; adquisición de equipos, materiales y suministros; 
viajes, pago de pasantes y separatas; edición e :mpresión de maceral audiovisual o escrito.

P R O Y E C T O S  DE I N V E S T I G A C I Ó N  Y  D E S A R R O L L O  T E C N O L Ó G I C O

Desarrollo de Proyectos de ; & O realizados en empresas universitarias de ía UCV 
o en nstitutos de investigación, orientados a ia innovación tecnológica o a la 
creación de nuevas empresas.

E v e n t o s  C i e n t í f i c o s

A s i s t e n c i a  a  E v e n t o s  N a c i o n a l e s  

e  I n t e r n a c i o n a l e s

Permite a los investigadores de la UCV asistir a reuniones 
de divulgación y discusión de los resultados de su trabaio. 

P a s a n t í a  d e  E s t u d i o s  N a c i o n a l  
e  I n t e r n a c i o n a l

Permite a ios investigadores asistir a cursos para 
Su capacitación profesional, cuya duración sea un 
mínimo de siete (7) oías



PROGRAMAS DE 
FINANCI AMIENTO 1 9 9 6

C.D.C.H.-U.C.V.
P U B L I C A C I O N E S

P u b l i c a c i ó n  d e  l i b r o s

Divulgación de los resultados de investigación del 
personal docente y de investigación en publicaciones 
especializadas (Colección Estudios y Monografías]

P u b l i c a c i ó n  o e  A r t í c u l o s  e n  r e v i s t a s

Divulgación de los resultados de investigación del 
personal docente en publicaciones periódicas 
nacionales y extranjeras

F I N A N C I  A M I E N T O  p a r a  l a s  

P U B L I C A C I O N E S  P E R I Ó D I C A S

Fortalece el financiamiento de las revistas 
especializadas editadas por la LJCV.

S E D E  D E L  C O N S E JO  
OE D E S A R R O L L O  C IE N T ÍF IC O  
Y H U M A N ÍS T IC O

Av. Principal de la Floresta 
cruce con Av. José Félix Sosa.
Ota Silenia. Opto, de Relaciones 
y Publicaciones. Telfs 2 8 4  7 6 .6 6  
2 8 4 .7 2 .2 2  Fax: 2 85  11 .04

R e c u r s o s  H u m a n o s

a-  B e c a s  N a c i o n a l e s  o  e n  e l  e x t e r i o r
P A R A  P R O F E S O R E S  OE L A  U . C . V .  (B e C O - S u e f d o )
Formación de recursos humanos de alto nivel en la 
comunidad académica de la UCV. 
b -  b e c a  E g r e s a d o  - n a c i o n a l  

(B e c o s  y S ubvenc ión  M a tr íc u la )
Sólo para los Postgrados de la UCV.

P R O G R A M A  S U B V E N C I Ó N  M A T R Í C U L A  P R O F E S O R

Cubre los gastos de matrícula para postgrados en la UCV.

C r é d i t o  e d u c a t i v o  o  B e c a  C r é d i t o

Apoya el desarrollo profesional y científico a través 
de estudios de 4to nivel de los egresados de la UCV.

p r o g r a m a  o e  b e c a  a ñ o  s a b á t i c o

Obtención de divisas para el desarrollo del programa 
de investigación que realice el profesor, durante el tiempo 
de disfrute del Año Sabático
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EDITORIAL

INDICADORES

Indicadores relevantes sobre la situación social en Venezuela 
entre 1990 y 1995. Cristina Mateo y  Carlos Padrón.

RESEÑAS Y DOCUMENTOS

Edgar Abreu Olivo y Elvira Ablan: 25 años de cam bios 
alim entarios en V enezuela  1970-1994.

Rafael Cartay y Gerard Ghersi: E l escenario m u nd ia l alim entario.

César Rodríguez Rabanal: La violencia de las horas: un estudio  
psicoanalítico  sobre la  violencia en Perú.

Pedro García Avendaño: E l niño, e l deporte y  la  antropología.

EVENTOS Y ACTIVIDADES

Taller de Discusión sobre Violencia.

Foro: Violencia y políticas públicas en América Latina.

ABSTRACTS




